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Introducción 

En las últimas décadas, América Latina ha vivido un amplio desarrollo de la 
evaluación de la gestión pública con una diversidad de formas de organiza-
ción, prácticas, enfoques y métodos. Éstos han permitido múltiples avances 
que se concretan en la institucionalización de nuevos órganos o la difusión 
de centenas de informes de evaluación, pero aún subsisten problemas no re-
sueltos y nuevos desafíos que justifican un debate académico. Destacan entre 
ellos, las inadecuaciones de la normatividad aplicable, las pocas oportunida-
des de formación de evaluadores, la limitada disposición de libros y revistas 
académicas latinoamericanas de reflexión sobre el tema, así como de foros 
en los que se debatan enfoques, métodos, calidad del trabajo, comunicación, 
difusión y utilización de sus resultados y experiencias relevantes en nuestra 
región. 

El presente libro no busca sintetizar todo lo realizado a la fecha en el tema, 
que ha sido objeto de múltiples trabajos previos, sino exponer, reflexionar y 
valorar los avances logrados en los últimos años en torno de los desafíos an-
tes enunciados en algunos países latinoamericanos (Chile, Perú, Colombia y 
sobre todo México). Su finalidad es contribuir al debate académico, mediante 
el intercambio de experiencias, su análisis y la realización de propuestas que 
ayuden a mejorar las actividades de evaluación e, indirectamente, la reformu-
lación de las acciones públicas. De esta forma, se trata también de coadyuvar 
al aprendizaje de nuestros estudiantes, recreando las dificultades vividas en 
los procesos y las formas en que éstas han sido resueltas, más que exponiendo 
productos terminados de evaluación.
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Por otro lado, si bien a nivel mundial buena parte de las discusiones del 
campo giran en torno a los enfoques teóricos asumidos y los métodos de eva-
luación aplicados, consideramos que hay otros asuntos aún más descuidados, 
vinculados a las determinantes normativas en que se desarrollan los traba-
jos y, principalmente, las características de las organizaciones que planean la 
actividad, coordinan sus procesos y difunden sus resultados. En consecuen-
cia, los trabajos del libro se abocan al estudio de estos temas, sin dedicar un 
apartado específico para enfoques y métodos de evaluación, aunque algunos 
autores harán necesarias referencias a estos.

Los trabajos se presentan organizados en siete grandes temas: 
1)	 Papel de la evaluación en la crisis actual, imprescindible para ubicar el 

posible valor de su contribución en tiempos de pandemia. Se integra con 
el trabajo de Pablo Yanes Rizo, de la Comisión Económica para América 
Latina (cepal),  sobre “Pandemia y retos para la evaluación: lecciones 
preliminares”, que resalta la evaluación de lo que debió hacerse y no se 
había hecho previamente al inicio de la epidemia, tanto en términos econó-
micos como de salud, y plantea los necesarios giros que las políticas públi-
cas deberían adoptar a partir de la crisis en que estamos inmersos, con base 
en un enfoque que supere el economicismo imperante en muchos ámbitos 
gubernamentales y académicos.

2)	 A continuación, comienza la revisión de las características y la adecua-
ción reciente de la normatividad aplicable en los procesos de evaluación 
de políticas y programas públicos en México. En este apartado se trata 
de analizar críticamente los cambios introducidos con la aprobación de 
la Constitución de la Ciudad de México (2017), la ley federal y las leyes 
estatales de desarrollo social, las reglamentaciones, los lineamientos y de-
más normas aplicables, para valorar si resultan adecuados a los procesos 
de creación de órganos específicos de evaluación, de desarrollo de sus 
trabajos y de consulta de estos por la ciudadanía. Sobre estos temas se 
presentan aportaciones de: 

a)	 Araceli Damián González y Guillermo Jiménez Melgarejo, del Consejo 
de Evaluación del Desarrollo Social de la Ciudad de México (Evalúa 
cdmx), relativo al “Marco jurídico e institucional de la evaluación de 
políticas públicas: apuntes y desafíos desde la experiencia de Evalúa 
cdmx”, en un contexto en que la Constitución de la Ciudad de México 
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le ha otorgado autonomía a Evalúa cdmx, pero se sigue esperando por 
una ley reglamentaria al respecto, lo que provoca que continúe actuando 
como un organismo público descentralizado.1

b)	 Talina Olvera Mejía, de la Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo 
(uaeh), con su documento “Análisis del marco normativo en evaluación 
de políticas públicas en el estado de Hidalgo”, que analiza la legislación 
que ampara un esquema dual de evaluación en su entidad federativa, así 
como los vínculos entre normatividad e institucionalización, presupues-
to basado en resultados, rendición de cuentas y planeación basada en 
evidencia.

3)	 Otro aspecto que se aborda es el referido a los procesos de profesionali-
zación de la evaluación, imprescindibles para su consolidación, pero cuya 
especialización aumenta muy lentamente en América Latina debido a la li-
mitada oferta formativa y, a menudo, sus altos costos. Los trabajos inclui-
dos en esta parte ofrecen información sobre las oportunidades disponibles, 
analizan sus experiencias y realizan sugerencias para superar este desafío 
en el contexto de América Latina, especialmente de México y Chile:

a)	 Myriam Cardozo Brum, de la Universidad Autónoma Metropolitana, 
unidad Xochimilco (uam-x), hace una síntesis de la situación de la pro-
fesionalización en América Latina, y México en particular, para luego 
focalizar su experiencia en una universidad pública, tanto a nivel de 
grado como de posgrado, desde un enfoque multidisciplinario, en “La 
enseñanza de la evaluación en América Latina. El caso mexicano de la 
Universidad Autónoma Metropolitana”.

b)	 Andrea Peroni de la Universidad de Chile, y Pablo Rodríguez-Bilella 
de la Universidad de San Juan, Argentina, exponen el estudio que han 
venido desarrollando junto con otros colegas de Chile y Ecuador sobre 
“Profesionalización de la evaluación: Desde la mirada regional al caso 
de Chile”. Destacan el análisis de la cantidad y calidad de cursos identi-
ficados, así como el carácter autodidacta de la mayoría de los evaluado-
res, que forma parte de los resultados de la aplicación de una encuesta 
entre ellos.

1	 Esta era la situación al momento de escribirse el artículo, pero la Ley de Evaluación de la 
Ciudad de México fue publicada en la Gaceta Oficial del 9 de julio de 2021, convirtiendo 
a Evalúa cdmx en un organismo constitucional autónomo.
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4)	 El siguiente grupo de trabajos retoma la preocupación sobre la institucio-
nalización y el funcionamiento de los sistemas de evaluación mexicanos a 
nivel nacional, las dificultades encontradas y los balances que es posible 
realizar entre sus logros y problemas postergados. Sus contribuciones co-
rresponden a: 

a)	 Angélica Rosas Huerta, de la uam-x, quien presenta parte de su inves-
tigación en un tema específico de gran relevancia nacional, y también 
mundial: “Institucionalización de la evaluación de la política de adapta-
ción al cambio climático”. Para ello muestra la evolución de la política 
nacional, los órganos responsables de su evaluación, los instrumentos 
disponibles y las experiencias aplicadas.

b)	 Antonio de Haro Mejía y Oscar Jesús Hernández Copka, de la con-
sultora Politeia Centro de Estudios en Asuntos Públicos, ac, analizan 
los indicadores que conforman el Modelo Sintético de Información de 
Desempeño, sus fórmulas y capacidad para generar incentivos positivos 
para su mejora, como instrumento para la toma de decisiones, en su tra-
bajo “Análisis del Modelo Sintético de Información del Desempeño del 
Gobierno Federal 2013-2018”.

c)	 Carola Conde Bonfil, de la uam-x, cuyo trabajo “La evaluación de los 
programas gubernamentales federales y estatales vista por los ciudada-
nos” presenta el avance en las evaluaciones de los programas guberna-
mentales en México, de 2004 a 2020, enfatizando en el ámbito nacional, 
aunque también presenta el desarrollo en las entidades federativas.

5)	 El siguiente apartado corresponde a los trabajos que se enfocan a analizar 
los avances mexicanos desarrollados a nivel subnacional, que fueron apor-
tados por: 

a)	 Edgar A. Martínez Mendoza, del Consejo Nacional de Evaluación de la 
Política Social (Coneval), quien nos comparte su visión sobre el estado 
de nuestro tema, en “La construcción de un sistema de monitoreo y 
evaluación como un deporte de equipo. Avances en las entidades fe-
derativas”. Para ello presenta los avances logrados en 2011-2019 en el 
conjunto de gobiernos subnacionales de México, analiza los factores 
que los dificultan, ejemplificándolos por estados, y propone los aspectos 
que es necesario impulsar, tanto en los técnicos como los no técnicos, 
para alcanzar un sistema efectivo.
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b)	 Radamanto Portilla Tinajero, de la Secretaría de Planeación y Participa-
ción Ciudadana del Gobierno del Estado de Jalisco, presenta su trabajo 
“Condiciones para la institucionalización de la evaluación como meca-
nismo de mejora de la gestión pública. El caso de Evalúa Jalisco”. En 
el mismo revisa la evolución del proceso de institucionalización de la 
evaluación a nivel subnacional y, en particular, el éxito alcanzado en su 
entidad federativa, para analizar sus componentes y desafíos, hallazgos, 
así como su utilización.

c)	 Juan Gamboa García, del Instituto de Evaluación de Políticas Públicas 
del Estado de Durango, analiza una segunda experiencia exitosa en su 
trabajo “La importancia de la autonomía en el proceso de evaluación 
del estado de Durango”. Como el título lo señala, difiere de la anterior 
por el nivel de autonomía logrado por el órgano coordinador del trabajo 
evaluativo, que analiza tanto en su fundamento teórico como en las ven-
tajas prácticas que identifica. Describe el proceso seguido y comparte 
algunos aprendizajes que pueden ser útiles en otros casos.

6)	 El siguiente capitulado se enfoca en las preocupaciones en torno a las últi-
mas etapas de los procesos de evaluación, en las que adquieren relevancia 
tanto los mecanismos de comunicación de resultados como los incentivos 
colectivos, monetarios o simbólicos, que favorecen la utilización de las re-
comendaciones de calidad y el lenguaje mismo empleado en los discursos 
para trasmitir los hallazgos. El tema se analiza en el contexto de Colom-
bia, México y Perú por: 

a)	 André-Noël Roth Deubel, de la Universidad Nacional de Colombia, y 
María Cecilia Roa García, de la Universidad de los Andes, presentan el 
trabajo “Uso de las evaluaciones en Colombia: una experimentación de 
incidencia y comunicación académica mediante policy papers”. Los au-
tores plantean el desarrollo vivido por la evaluación, sus controversias 
epistemológicas, teóricas y metodológicas, para luego analizar la auto-
nomía de los evaluadores y la utilización de sus resultados en la realidad 
colombiana; en particular, el papel cumplido por los documentos de tipo 
polícy paper/brief.

b)	 Myriam Cardozo Brum, de la uam-x, en “Conceptos y uso de la evi-
dencia en la comunicación de resultados de evaluación”, expone los 
niveles de utilización instrumental de los resultados de evaluación a 
nivel federal mexicano y explora los factores que explican su limitado 
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uso. Posteriormente, retiene el factor relacionado a la comunicación de 
los resultados y discute la importancia que asume en América Latina la 
referencia a “evidencias”, como concepto bastante opaco.

c)	 Alejandro Navarro Arredondo, también de la uam-x, en “Compren-
diendo el nivel de uso de las evaluaciones de políticas públicas” presen-
ta un nuevo marco teórico sobre la utilización de resultados, sus tipos 
de usos, factores explicativos y los resultados publicados en la literatura 
mundial, sobresaliendo nuevamente la utilización instrumental.

d)	 Finalmente, Emma Lucía Rotondo, de la consultora peruana Monitoreo 
y Evaluación, en su trabajo “Uso y comunicación de resultados para el 
cambio social desde la evaluación”, propone transformar esta actividad, 
entendida como transdisciplina, en un bien público que recupere su uso 
social, resalta su objetivo de mejorar de manera efectiva la acción de 
una intervención con fines de transformación, así como informar y co-
adyuvar a tomar decisiones para el futuro.

7)	 El último grupo de trabajos destaca algunos desafíos relevantes que en-
frenta la evaluación e incluye dos trabajos de: 

a)	 Janett Salvador Martínez, del Centro de Análisis de Programas y Eva-
luación de Proyectos, sc (C-evalua), y Jaqueline Meza Urías, de la Aca-
demia Nacional de Evaluadores de México, AC (Aceval), presentan su 
trabajo “Superando a Procusto: desafíos para que las evaluaciones de 
programas sean útiles para los gobiernos subnacionales”. Ellas analizan 
los avances que tanto los estados como los municipios experimentaron 
en materia de evaluación en los últimos 10 años, la tendencia a repro-
ducir enfoques e instrumentos adoptados a nivel federal, sus principales 
retos y propuestas para enfrentarlos.

b)	 Laura Rodríguez Cardozo, de la Universidad Autónoma de Baja Cali-
fornia (uabc) comparte su investigación sobre “Avances hacia la eva-
luación de la complejidad del desarrollo sostenible en Áreas Natura-
les Protegidas de la Península de Baja California”. Define desarrollo 
sustentable con sus tres ejes básicos (económico, social y ambiental), 
destaca su complejidad y analiza propuestas teóricas y experiencias 
aplicadas en su región, que consideran en forma simplificada sólo uno 
de dichos ejes o los tres en forma separada, y fundamenta la necesidad 
de involucrar a los tres, pero en forma interrelacionada, como corres-
ponde a su carácter complejo. 
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PANDEMIA Y RETOS PARA LA EVALUACIÓN: 
LECCIONES PRELIMINARES

Pablo Yanes Rizo*

Introducción

Se ha repetido con justificada razón que la pandemia del Coronavirus (Covid 
19) significa un punto de inflexión en nuestras sociedades, que el mundo no 
puede volver a ser el mismo, que es imperativo reconstruir de mejor manera, 
que se requiere, como señala la Comisión Económica para América Latina 
(cepal), repensar el futuro e impulsar una recuperación transformadora (ce-
pal, 2020).

Vivimos momentos de redefiniciones y replanteamientos sobre el régimen 
de acumulación, el régimen de bienestar y la gobernanza internacional. De ese 
tamaño es el debate en curso y también de esa magnitud es la incertidumbre 
respecto al desenlace de la coyuntura crítica por la que estamos atravesando. 

¿Qué significa todo esto para la evaluación?, ¿qué transformaciones serán 
necesarias en la lógica, metodología y alcance de la evaluación frente a este punto 
de inflexión?, ¿qué nos dice la pandemia respecto a los enfoques dominantes en 

*	 Coordinador de Investigaciones de la sede subregional de la cepal en México. Dirección 
electrónica: pablo.yanes@cepal.org. Las opiniones aquí expresadas pueden ser no coin-
cidentes con las del Sistema de Naciones Unidas.
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materia evaluativa?, ¿cómo escapar a la inercia?, ¿cómo proponer una agenda 
de renovación e innovación en las políticas de evaluación?, ¿cómo podemos 
imaginar la evaluación en el período post-pandémico?, ¿qué nuevos problemas 
deben ser visibilizados? Estas son algunas de las preguntas que inevitablemente 
surgen frente a acontecimientos tan profundos como la pandemia Covid 19 que, 
en una afortunada definición, Ignacio Ramonet ha calificado como un hecho so-
cial total (Ramonet: 2020). Reformulemos, en consecuencia, nuestra pregunta: 
¿Cómo debe evaluarse un hecho social total? Si el mundo no será igual después 
de la pandemia ¿Qué significa esto para la concepción, metodología, práctica e 
institucionalidad de la evaluación?

Este trabajo se propone sugerir, imaginar, bosquejar algunas pistas que 
nos permitan ir construyendo de manera colectiva y deliberativa las posibles 
respuestas a estas inquietantes, desafiantes y urgentes cuestiones. Y a hacerlo 
de la manera más rápida y profunda posible en coyunturas, como la presente, 
de aceleración en los ritmos del cambio.

El costo de no hacer

Como ha sido ampliamente documentado la pandemia del Covid vino a deve-
lar y desnudar fragilidades estructurales de nuestras sociedades en los ámbi-
tos económico, social y ambiental. Se trata de un fenómeno inédito, pero no 
inesperado, ya que la comunidad científica había advertido de los crecientes 
riesgos de fenómenos pandémicos de origen zoonótico y que se había expre-
sado en distintos brotes epidémicos en las últimas décadas, cuyas expresiones 
más conocidas fueron el h1n1, el Síndrome Respiratorio Agudo Severo (sars) 
y el Síndrome Respiratorio de Oriente Medio (mers). 

Predecir una pandemia guarda similitudes con la estimación de las proba-
bilidades de un terremoto. Existe la seguridad de que se producirá, pero no se 
puede determinar cuándo, dónde y de qué intensidad será; lo único que pue-
de afirmarse con toda seguridad es que se producirá. Y así ha sido. Por ende, 
tampoco fue un hecho sorpresivo, pero sí lo han sido sus alcances, capacidad 
de propagación, velocidad de transmisión y efecto devastador sobre la vida de 
millones de personas y la economía global.

Nuestras sociedades estaban advertidas, aunque no prevenidas. La pan-
demia vino a insertarse en un contexto en el que la economía mundial venía 
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arrastrando, particularmente desde la gran recesión del 2008, fuertes proble-
mas expresados en una tendencia al bajo crecimiento, la caída del comercio 
y el incremento de la desigualdad tanto en los países centrales como perifé-
ricos. Asimismo, al deterioro en la distribución funcional del ingreso y a la 
pérdida de peso del factor trabajo en la estructura distributiva se agregó un 
cambio cualitativo en la naturaleza y mecanismos de reproducción de la des-
igualdad, bajo la expansión de la precariedad laboral y en general del acceso 
a los derechos sociales.

La prevalencia en México y en no pocos países de América Latina durante 
varios lustros de una política social con un enfoque crecientemente “residua-
lista”, centrada en programas más que en instituciones y fuertemente condi-
cionada por consideraciones de costo-beneficio e impacto presupuestal, antes 
que de expansión de derechos y construcción de las instituciones de políticas 
de bienestar, arroja como resultado una institucionalidad social débil e in-
suficiente para hacer frente a los viejos rezagos, pero también a los nuevos 
desafíos. 

En el ámbito de la salud, por ejemplo, la pandemia encontró a México 
y a los países de América Latina con carencias en infraestructura, personal 
y abasto agravados por la fragmentación, jerarquización y mercantilización 
creciente de las posibilidades de acceso efectivo a este derecho fundamental. 
Ello sin mencionar el altísimo costo humano que las sociedades de la región 
hemos pagado, y que en su momento habrá que evaluar con toda crudeza, por 
la acumulación del deterioro y la precariedad en los determinantes sociales 
de la salud (alimentación, acceso a agua, saneamiento y servicios públicos, 
condiciones de la vivienda, entornos urbanos y rurales) que se expresan en la 
doble carga de la malnutrición, la altísima prevalencia de sobrepeso, obesidad 
y diabetes y la alta letalidad del Síndrome Respiratorio Agudo Severo por 
Coronavirus 2 (sars cov-2) en poblaciones entre los 45 y los 60 años.

Esto es, se ha tenido que hacer frente a la pandemia en condiciones ad-
versas, sin las instituciones y los recursos adecuados y en un contexto de 
fragilidades sociales acumuladas. Ello nos obliga a pensar en cómo evaluar la 
reacción, medidas, programas, acciones y políticas puestas en marcha por los 
gobiernos frente a la pandemia, incorporando lo que han hecho o han podido 
hacer en esta coyuntura crítica, pero sin dejar de lado el costo que ha signifi-
cado todo lo que se dejó de hacer en los años y lustros precedentes y que hoy 
pasa a cobrar factura.



Pablo Yanes Rizo20

Con mucha frecuencia la lógica de las evaluaciones ha estado centrada en 
valorar lo que se hace, pero de manera mucho menos intensa en lo que no se 
hace o se deja de hacer. Ha habido una cierta omisión sobre las omisiones. La 
pandemia nos encara frente al alto costo e impacto de no hacer y no tener y, 
además, de no hacer y no tener a tiempo. 

Aunque no se haga explícito el marco de la evaluación de lo social ha es-
tado fuertemente determinado por una aproximación conocida como las tres 
“e”: eficacia, eficiencia y economía. Sin negar la relevancia que estos compo-
nentes tienen, no pueden constituir el eje de una política de evaluación, ya que 
subordinan los fines a los medios y los objetivos a los instrumentos. Además 
de que inevitablemente ponen el énfasis en criterios de costo-beneficio, en 
contención de gastos, en premiar y estimular una política social de bajo costo 
o low cost, en términos presupuestales, pero de alto costo en términos de de-
rechos y de bienestar.

Una primera posible lección de la pandemia para la evaluación es la re-
levancia de visibilizar, medir, ponderar y evaluar el costo de las omisiones 
de políticas y las carencias institucionales tarde o temprano se manifiestan, 
lo que en su momento se celebró como ahorro termina expresándose como 
daño severo, sufrimiento humano evitable y altísimas necesidades de gasto 
de emergencia. Siempre se ha dicho que es mejor prevenir que remediar. Ello 
en términos sociales significa mantener los más altos estándares posibles de 
satisfacción de los determinantes sociales de la salud y la institucionalidad 
social más fuerte posible. Podríamos decir, sin embargo, que este no fue el 
curso de acción escogido en los últimos años.

La pandemia ha develado que este esfuerzo de construcción de Estado de 
Bienestar bajo una lógica de expansión de derechos no se hizo, pero que tam-
poco se puede improvisar. Esta omisión de fondo tiene un costo y, por cierto, 
un costo muy alto. Por ello los procesos evaluativos de la pandemia Covid 
19 debieran incluir dos dimensiones: lo que se hizo y lo que se dejó de hacer 
antes y durante la misma, así como alertar a futuro sobre riesgos de las impli-
caciones de mantener lógicas inerciales y omisiones estructurales.

Frente a la magnitud de lo que estamos viviendo, éste es también un mo-
mento propicio para utilizar con mayor ambición las herramientas de los 
ejercicios contrafactuales. Hoy podemos formularnos algunas preguntas que 
pueden ser pertinentes e ilustrativas. Arriesgo algunas de ellas:

¿Cómo hubiéramos enfrentado la pandemia de haber tenido una infraes-
tructura hospitalaria suficiente, una adecuada proporción de personal sanita-
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rio respecto a la población, una proporción de camas por habitante consisten-
te con estándares internacionales, una distribución territorial satisfactoria de 
las capacidades hospitalarias y un potente sistema de atención primaria a la 
salud?

¿Cuál hubiera sido la trayectoria económica y social de la pandemia si nos 
hubiera alcanzado con un ingreso básico garantizado para la población, si se 
contara con un seguro de desempleo, si la estructura del empleo estuviera 
altamente formalizada, si se contara con un sistema público de cuidados, si 
la brecha de acceso digital y en particular a la banda ancha fuera mucho más 
pequeña, si no tuviéramos los altísimos niveles de pobreza y precariedad que 
caracterizan a nuestra sociedad?

¿De qué manera hubiera podido acatarse con mayor consistencia el distan-
ciamiento físico y el quédate en casa si, además de las garantías de ingreso 
y protección social frente a la pérdida del mismo, se contara con viviendas 
adecuadas que permitieran convivencias prolongadas sin el stress del hacina-
miento y sin el riesgo y la realidad de la violencia en los hogares contra las 
mujeres y las niñas?

¿Cómo podrían haberse seguido de manera robusta las recomendaciones en 
materia de higiene si se contara con el abasto regular, suficiente y de calidad 
del agua potable para garantizar el lavado permanente de manos?, ¿cómo se 
habrían modificado la mortalidad y la letalidad de la pandemia si se contara 
con una población bien nutrida y alimentada, si el sobrepeso y la obesidad no 
tuvieran las dimensiones que han alcanzado, si no se hubieran expandido y 
en algunos casos generalizado entre amplios segmentos de la población las 
comorbilidades hoy tan visibles y conocidas?, ¿qué hubiera pasado en la pan-
demia si durante años y lustros se hubiera hecho del enfoque de salud pública 
la prioridad y el eje articulador de las políticas de salud?

Este es un listado preliminar de las preguntas que podemos (y considero 
debemos) formularnos para realizar una evaluación balanceada que se haga 
cargo de las omisiones y de la trayectoria histórica de las políticas, que ponga 
en evidencia los factores estructurales en juego. Es, en síntesis, una oportu-
nidad también para llevar a cabo ejercicios contrafactuales ambiciosos que 
nos permitan diseñar propuestas de lo que no debe dejar de hacerse de cara al 
futuro y de lo que requiere ser el centro de políticas de recuperación, no solo 
de reactivación, y con un apetito transformador de gran aliento. Este ejercicio 
de valoración contrafactual debiera servir para atajar visiones fatalistas que 
pueden afirmar que era inevitable todo lo que se ha vivido. No es así. De ha-
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ber hecho bien y a tiempo muchas cosas la historia económica y social de la 
pandemia hubiera sido otra y se habría podido evitar no todo, pero si parte del 
daño y sufrimiento humano que se ha padecido.

El enfoque de las políticas

Hasta ahora, por lo menos en el campo de la política social, el esfuerzo de 
evaluación ha estado fuertemente concentrado en la evaluación de programas 
e intervenciones específicas más que en una evaluación abarcadora e integral, 
esto es, en la evaluación de las políticas. Ha sido fuerte, además, la tendencia 
a evaluar los programas en sí mismos y no como parte de un entramado ma-
yor, así como a no vincular un programa con otro y una medida de política 
con otras medidas. El enfoque ha privilegiado el análisis atomista de progra-
mas y no la valoración global de cursos de acción más complejos.

La pandemia nos ofrece una oportunidad para recuperar y desarrollar el 
enfoque de políticas y recolocar la evaluación de programas en el marco de 
políticas y no como sustitución o sinónimo de estas. Todavía es muy frecuen-
te encontrar en el discurso público, en los debates parlamentarios o incluso en 
las agendas de investigación académica una marcada propensión a confundir 
política social con programas sociales o a considerar que el corazón de la 
política social son los programas (reducidos por cierto a programas de trans-
ferencias monetarias o en especie), cuando un análisis global de la política 
social nos indicaría que el grueso de sus recursos y coberturas se encuentra 
en el entramado de instituciones que prestan servicios a la población, como la 
educación y la salud, o que proveen de bienes esenciales como la vivienda, el 
agua potable, el saneamiento o la energía o que realizan transferencias mone-
tarias de gran volumen, como los regímenes pensionarios.

Uno de los giros más significativos que acarreó el proceso de redefinición 
del régimen de bienestar en las últimas décadas, con la preponderancia cre-
ciente de un enfoque residual, el debilitamiento de las aspiraciones univer-
salistas y el cuestionamiento a la idea misma de Estado de Bienestar, lo re-
presentó un desplazamiento de mirada conceptual en donde la política social 
dejó progresivamente de ser pensada y analizada como desarrollo y expan-
sión de instituciones para reducirse a formulación y aplicación de programas. 
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Antes de que en las pasadas décadas se crearan en toda América Lati-
na los ministerios o secretarías de desarrollo social, dato que con frecuencia 
se olvida, la política social estaba constituida por el entramado institucional 
de, como se mencionó arriba, las secretarías o instituciones de educación, 
salud, seguridad social, trabajo, vivienda y desarrollo urbano y rural, princi-
palmente. Los nuevos ministerios vinieron no a ensanchar el análisis, debate 
y evaluación de las políticas, sino a capturar simbólicamente el campo de la 
política social reduciéndola al combate de la pobreza extrema y, en particular, 
a los programas de los ministerios y secretarías de desarrollo social. Se operó 
así una reducción de la mirada y el alcance de la política social y se pasó de 
una política social enfocada en la expansión institucional a una cuyo eje era 
la aplicación de programas.

Este enfoque programa-centrista se consolidó, paradójicamente, junto con 
la expansión de las capacidades institucionales de evaluación o con el reque-
rimiento de organismos financieros de contar con evaluaciones de los progra-
mas sociales con énfasis en su impacto y su costo-efectividad. El boom de 
evaluación de programas sociales (que no del conjunto de la política social 
ni de las políticas públicas) en las últimas dos décadas nació fuertemente de-
terminada por consideraciones presupuestales, de contención del gasto y de 
búsqueda de las mejores alternativas para una política social low cost. 

Bajo la predominancia de este enfoque, quienes con frecuencia llevaban 
voz cantante en la definición de prioridades y presupuestos de la política so-
cial eran las secretarías o ministerios de hacienda y finanzas y no las recien-
temente constituidas de desarrollo social. La lógica central en el diseño de 
los programas y las políticas, más que la expansión de derechos y el logro 
de un nivel de vida adecuado para toda la población, como lo señala el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, eran las res-
tricciones presupuestales. 

Todo lo anterior estimuló que la práctica de la evaluación de lo social 
haya estado de manera predominante dominada por la centralidad de los pro-
gramas, la relevancia del costo-efectividad, la obsesión con la focalización, 
la inercialidad de la mejora continua y, al final de cuentas, el poco uso de la 
evaluación y su bajo impacto en la toma de decisiones. En contrapartida ha 
sido muy débil el uso del enfoque de derechos, la utilización del principio 
pro-persona, la evaluación de las políticas y, en la mayoría de los casos, la 
profundidad y ambición en la formulación de recomendaciones. 
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Un hecho social de la magnitud de la pandemia podría ayudar a una trans-
formación de la práctica de la evaluación hacia una mirada más amplia, glo-
bal, integral, estructural y ambiciosa. Es bastante obvio que la evaluación de 
la respuesta de los gobiernos frente a la pandemia deberá tener un enfoque de 
políticas y no de programas, un recuento de lo hecho y de lo no hecho, antes 
y durante la pandemia. Es evidente que los hechos sociales complejos (como 
prácticamente lo son todos los hechos sociales) requieren de cursos de acción 
multidimensionales y multivariados para comprenderlos e intervenir en ellos. 
Eso solo puede hacerse con políticas que, por su naturaleza, también deben 
de ser complejas.

Todas éstas pueden ser alertas frente a metodologías de evaluación que, 
en lugar de comprender la complejidad de lo social y de las políticas, aspiran 
a su máxima simplificación: a encontrar apresuradamente correlaciones y a 
confundirlas, frecuentemente, con relaciones de causalidad, a ver relaciones 
mecánicas y unidireccionales entre causas y efectos, suelen no ver el todo, 
sino solo una parte.

En el marco de la pandemia parece que ha llegado el momento de eva-
luar políticas y no solo programas, de vincular las políticas con las estructu-
ras sociales y las coaliciones políticas en las que se conforman, de incorporar 
el enfoque de derechos y develar carencias y omisiones. Aún se espera para 
complejizar la evaluación, dotarla de miradas histórico-estructurales quse se 
centran en políticas antes que en programas. Esa puede ser también otra de las 
lecciones preliminares de la pandemia.

Atención a las sorpresas: el comportamiento  
de las remesas

La inercia y la fuerza de la costumbre pueden ser malas consejeras para la 
evaluación y valoración de problemáticas nuevas. Probablemente sea inevi-
table y forme parte del proceso de producción de conocimiento el tener que 
recurrir a categorías previas en el momento de enfrentar desafíos novedosos, 
esto es, la inescapable tensión entre lo conocido y lo por conocer. Por ello la 
necesidad de un hilado fino entre la solidez que se origina en la experiencia 
acumulada y el imperativo de reconocer fenómenos nuevos, no previstos o 
incluso contradictorios con la intuición y las experiencias previas. 
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La pandemia ha sido prolífica en esta dirección. De ahí las enormes difi-
cultades de pronóstico que en todos los órdenes se han presentado y la nece-
sidad de estar formulando reevaluaciones y nuevas ponderaciones frente a la 
dinámica de lo real y lo inédito. Así, la formulación de políticas, programas 
y medidas se ha basado en el conocimiento previo sobre otras pandemias, 
pero ha tenido que practicar un constante ensayo y error, recálculo y revalora-
ción en tiempo real y con información siempre insuficiente frente a lo inédito 
y lo imprevisto. Esta capacidad de adaptación, innovación y aprendizaje se 
presenta como un requisito para poder aprehender procesos y políticas cuya 
complejidad es también exponencial.

En el campo de los pronósticos económicos uno de los fenómenos más 
inesperados durante la pandemia ha sido el comportamiento de las remesas, 
el cual tiene implicaciones muy importantes en el diseño de políticas y pro-
gramas para la contención de la pobreza, la protección del ingreso de los 
hogares y la reactivación de la economía. Este comportamiento inesperado de 
las remesas, por lo demás, no ha sido privativo de México, sino también en 
los países centroamericanos que, como sabemos, particularmente en el caso 
de Guatemala, Honduras y El Salvador, las remesas triplican y hasta cuadru-
plican los flujos de inversión extranjera directa (cepal: 2019).

Al inicio de la pandemia existía un consenso generalizado en que habría 
una caída sustancial de los flujos de remeses hacia México y Centroamérica 
en el año 2020. Había entre las instituciones (Banco Interamericano de De-
sarrollo, bid, cepal, Banco Mundial, Bancos Centrales de los países, Bancos 
privados) discrepancia en la profundidad de esa caída ‒10, 15 o 20%‒, pero 
no duda sobre una tendencia a la baja. La realidad ha sido otra y la explica-
ción aún es objeto de debates y controversias. Aún más, en el caso de México, 
se esperaba una caída del flujo de remesas respecto a los 36 mil millones de 
dólares recibidos en 2019, en cambio el pronóstico del Banco Bilbao Vizcaya 
Argentaria (bbva) para 2020 es que tengan un crecimiento del 8.4% y lle-
guen hasta los 39.5 mil millones de dólares (bbva: 2020). Se trata de un muy 
importante flujo de recursos que, si se combina con la depreciación del peso, 
significa un incremento aún mayor en términos de pesos en circulación en la 
economía.

No es casual que al inicio todos los pronósticos apuntaran a una fuerte 
caída de las remesas, ya que esa había sido la experiencia de crisis previas 
y bajo el marco estricto de una cierta racionalidad económica ello parecía 
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inevitable. Como decía, aún sigue siendo materia exploratoria contestar por 
qué en el marco de la profunda y súbita recesión económica en los Estados 
Unidos las remesas hacia México no solo no cayeron, sino que crecieron. Se 
han apuntado diversas explicaciones, pero todas abonan en la necesidad de 
adoptar un enfoque de complejidad y multidimensionalidad en la valoración 
de los procesos sociales, lo cual requiere aterrizarse en el campo de las polí-
ticas públicas. 

Entre las distintas explicaciones de este comportamiento sorpresivo de 
las remesas se encuentran el que las personas migrantes intentaron enviar el 
máximo posible de recursos ante la inminencia de la recesión; que el temor 
a un endurecimiento de la política migratoria de los Estados Unidos (recor-
demos que existieron rumores de impuestos a las remesas) llevó a esfuerzos 
adicionales de las personas migrantes; que muchos de los trabajadores mi-
grantes se encontraban insertos en actividades esenciales donde el impacto 
del desempleo fue mucho menor; que se fortalecieron los lazos de solidaridad 
con las familias y comunidades en México; que casi la mitad de la migración 
mexicana tiene estatus legal y ha desarrollado capacidad de ahorro de la que 
echaron mano para incrementar el monto de sus envíos; que ante la restric-
ción de viajes muchos de los flujos de remesas que antes no se contabilizaban 
ahora si se registraron por el mayor uso de mecanismos formales de envío; 
que se intentó aprovechar en los primeros meses el efecto favorable para las 
familias en México de la depreciación del peso, entre las principales variables 
que se han manejado.

La realidad es que posiblemente sea una combinación de todas ellas y de 
algunas más que aún no hemos logrado vislumbrar. Lo más valioso, para la 
valoración de los procesos sociales y la evaluación de las políticas que se 
derivan de este comportamiento sorpresivo y contraintuitivo de las remesas 
en el contexto de la pandemia, es que obliga, como decía anteriormente, a 
asumir la complejidad de lo social en toda su amplitud, a advertir que los 
procesos sociales no tienen una explicación única, que lo social no se redu-
ce a lo económico, que la sociología y la antropología importan e importan 
mucho.
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Interseccionalidad y superación  
del economicismo

La pandemia pone de relieve que el comportamiento social, las relaciones 
simbólicas, las prácticas comunicacionales y el vasto mundo de la cultura son 
centrales para la comprensión de los hechos sociales y, en consecuencia, para 
la formulación de políticas, el diseño de programas y la toma de decisiones. 

No obstante, puede afirmarse que la evaluación no ha estado suficiente-
mente impregnada de esta perspectiva. Epistemológicamente ha estado domi-
nada por una visión economicista con fuerte influencia de la teoría neoclásica 
y la escuela de la elección racional. De ahí muchos de los supuestos metodo-
lógicos con los que se evalúan políticas públicas (la estructura de incentivos, 
por ejemplo), la conversión de la llamada evidencia en argumento de autori-
dad y, también, la reducción de la evidencia a ejercicios cuantitativos que en 
más de una ocasión se presentan como inapelables. Con frecuencia se combi-
na un discurso de datos duros con argumentos débiles y, aunque se reconozca 
la importancia de la investigación y evaluación cualitativa, se le considera de 
menor relevancia y contundencia.

Probablemente la pandemia nos obligue a repensar no solo la importancia 
de contar con la mejor, más sistemática y oportuna información estadística, 
sino también a revalorar el papel de la investigación cualitativa y la contribu-
ción central que disciplinas sociales como la sociología y antropología están 
llamadas a hacer en la conceptualización y la práctica de la evaluación. 

Una lógica de evaluación que tenga como punto de partida la complejidad 
de lo social no puede sino echar mano del mejor conocimiento disponible 
(por cierto, un concepto más amplio que el de evidencia), conocimiento  
que es aportado por las distintas disciplinas sociales y no solo por una de 
ellas. La evaluación no puede seguir encerrada en categorías que presuponen 
comportamientos sociales universales y mucho menos en aquellos basados 
en el supuesto de la búsqueda perpetua de la maximización individual de la 
función de utilidad y la minimización de costos.

Entre las distintas lecciones preliminares de la pandemia en materia de 
evaluación, considero que es particularmente prometedora la posibilidad de 
construir un nuevo equilibrio entre el enfoque cuantitativo y el cualitativo 
para que, en particular este último, pueda desplegar todo su potencial y en-
riquecer así, en igualdad de condiciones, los procesos de evaluación. Y así, 



acercarnos de mejor manera a la complejidad de lo social y, por ende, a polí-
ticas públicas con la mejor respuesta posible frente a ella. En breve, también 
en el orden de la evaluación, la pandemia debe ser un antes y un después. 
Abramos la reflexión y el debate.

Referencias 

BBVA. (2020). Presentación del Anuario de migración y remesas en Méxi-
co, México. Disponible en: https://www.bbvaresearch.com/publicacio-
nes/anuario-de-migracion-y-remesas-mexico-2020/#:~:text=Contra%20
las%20estimaciones%20iniciales%20y,(%2B8.4%25)%20en%202020 

Comisión Económica para América Latina. (2019). Balance preliminar de 
las economías de Centroamérica y El Caribe en 2019 y perspectivas para 
2020, México. Disponible en: https://www.cepal.org/es/publicaciones/45200-
balance-preliminar-economias-centroamerica-la-republica-dominicana-2019. 

______. (2020). Construir un nuevo futuro: recuperación transformadora 
con igualdad y sostenibilidad, Santiago de Chile. Disponible en: https://
www.cepal.org/es/publicaciones/46227-construir-un-nuevo-futuro-
recuperacion-transformadora-igualdad-sostenibilidad. 

Ramonet, I. (2020). “La pandemia y el sistema mundo”, Periódico La Jornada 
(25 de abril), México. Disponible en: https://www.jornada.com.mx/
ultimas/mundo/2020/04/25/ante-lo-desconocido-la-pandemia-y-el-sistema-
mundo-7878.html. 

https://www.cepal.org/es/publicaciones/45200-balance-preliminar-economias-centroamerica-la-republica-dominicana-2019
https://www.cepal.org/es/publicaciones/45200-balance-preliminar-economias-centroamerica-la-republica-dominicana-2019
https://www.cepal.org/es/publicaciones/46227-construir-un-nuevo-futuro-recuperacion-transformadora-igualdad-sostenibilidad
https://www.cepal.org/es/publicaciones/46227-construir-un-nuevo-futuro-recuperacion-transformadora-igualdad-sostenibilidad
https://www.cepal.org/es/publicaciones/46227-construir-un-nuevo-futuro-recuperacion-transformadora-igualdad-sostenibilidad
https://www.jornada.com.mx/ultimas/mundo/2020/04/25/ante-lo-desconocido-la-pandemia-y-el-sistema-mundo-7878.html
https://www.jornada.com.mx/ultimas/mundo/2020/04/25/ante-lo-desconocido-la-pandemia-y-el-sistema-mundo-7878.html
https://www.jornada.com.mx/ultimas/mundo/2020/04/25/ante-lo-desconocido-la-pandemia-y-el-sistema-mundo-7878.html


NORMATIVIDAD APLICABLE EN LOS PROCESOS  
DE EVALUACIÓN DE POLÍTICAS Y PROGRAMAS PÚBLICOS





¶ 31

MARCO JURÍDICO E INSTITUCIONAL DE LA EVALUACIÓN  
DE POLÍTICAS PÚBLICAS: APUNTES Y DESAFÍOS DESDE  
LA EXPERIENCIA DE EVALÚA CDMX

Araceli Damián González*  
Guillermo Jiménez Melgarejo** 

Introducción 

El propósito de este capítulo es presentar un balance de las principales carac-
terísticas del marco jurídico de la evaluación de políticas públicas en la ca-
pital de la república, a partir de la experiencia del Consejo de Evaluación del 
Desarrollo Social de la Ciudad de México (Evalúa). Asimismo, se analizarán 
los retos asociados a la transición institucional en la que se encuentra sumido 
el Evalúa, considerando las transformaciones que mandata la nueva Cons-
titución de la Ciudad de México en materia de autonomía de la evaluación. 
El tema de la autonomía de los órganos de evaluación es toral, ya que para 
lograr mayor objetividad en las valoraciones y emisión de recomendaciones 
se requiere que la estabilidad en la ejecución de las funciones de quienes se 
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encuentran a cargo de los órganos de evaluación no dependa de una autoridad 
superior, a la cual por lo general se evalúa. A partir de este nuevo estatus 
constitucional que adquiere el Consejo, se ofrecerán hallazgos y reflexiones 
finales sobre algunos de los principales desafíos que enfrenta la Ciudad de 
México en lo referido al régimen jurídico de la evaluación de las políticas 
públicas. 

En México, a nivel subnacional, la mayoría de las instituciones encargadas 
de la evaluación oficial de las políticas públicas dependen de oficinas de los 
gobernadores, de las secretarías de finanzas o, con menor frecuencia, de las 
secretarías de desarrollo social y análogas. En ese contexto, existen pocos 
antecedentes, también a nivel internacional, de regímenes jurídicos que otor-
guen autonomía ‒en el sentido de plena independencia orgánica, técnica, de 
gestión y financiera‒ a los órganos de evaluación. El concepto de autonomía 
cobra relevancia con el propósito de garantizar la imparcialidad política de 
las evaluaciones y su rigurosidad técnica. La Constitución de la Ciudad de 
México es uno de esos escasos modelos que promueve la autonomía de la 
evaluación de las políticas públicas, lo que involucra que el Evalúa se en-
cuentre atravesando un proceso de transición institucional hacia ese modelo.

Atribuciones y experiencia del Consejo de Evaluación  
del Desarrollo Social de la Ciudad de México 

La Ley de Desarrollo Social para el Distrito Federal (Ley), fue una norma pio-
nera aprobada en el año 2000. En 2007, el entonces Jefe de Gobierno emite el 
Decreto que crea el Consejo de Evaluación del Desarrollo Social de la Ciudad 
de México (Evalúa), mismo que empieza sus funciones en 2008. Para asegurar 
la continuidad de este organismo, en 2009, se reforma la Ley de Desarrollo 
Social a fin de consolidar jurídicamente al Consejo. El enfoque de derecho se 
adopta como criterio rector para el diseño, la implementación y la evaluación 
de las políticas públicas. Además, en un contexto marcado a nivel internacio-
nal por las restricciones fiscales y la preferencia por la focalización a ultranza, 
la referida norma consagró el principio de universalidad, que a la postre ha 
operado como auténtico criterio de evaluación. 

Además del aspecto relacionado con los principios, la Ley dispone un 
conjunto de instituciones y órganos decisorios, con el propósito de fortalecer 
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los instrumentos de planeación y evaluación del desarrollo social en la capi-
tal de la república, tales como la Comisión Interinstitucional de Desarrollo 
Social, los Consejos Delegacionales de Desarrollo Social y el Evalúa. A más 
de veinte años de la publicación de la Ley y haciendo un balance del fun-
cionamiento de las referidas instituciones y órganos de decisión, claramente 
se identifica que la que ha cumplido en mayor medida sus atribuciones y 
objetivos iniciales es el Evalúa. Los demás mecanismos de organización y 
coordinación de la planeación en la Ciudad de México en materia de de-
sarrollo social han tenido alcances, influencia y desarrollo muy limitados, 
al tiempo que las capacidades institucionales del Evalúa y sus atribuciones 
han crecido a lo largo de los últimos años, como veremos. Por ejemplo, se 
destaca que la mayoría de las recomendaciones emitidas por el Evalúa han 
sido aceptadas por las dependencias, lo que muestra un indicador claro de 
eficacia y de legitimidad de la tarea evaluadora en la capital. En contraste, 
órganos como la Comisión Interinstitucional de Desarrollo Social, previstos 
en la Ley de Desarrollo Social del df apenas se han convocado para cumplir 
con las funciones que tienen asignadas. 

Entre las principales atribuciones del Evalúa se encuentra la evaluación de 
la política de desarrollo social, la medición de la pobreza, la desigualdad y el 
grado de acceso a derechos y la elaboración de informes de la cuestión social. 
A estas atribuciones centrales se suman otras asociadas a distintas materias, 
como la planeación del desarrollo social; a saber, la emisión de lineamientos 
para elaborar Reglas de Operación de Programas Sociales, la publicación del 
programa de verificación de padrones de beneficiarios que deberá ejecutar la 
Contraloría de la Ciudad de México; o la elaboración de lineamientos para 
elaborar evaluaciones internas (Gobierno de la Ciudad de México, 2000). 

En el 2019 el Congreso de la Ciudad de México aprobó diversas modifi-
caciones a las Leyes de Austeridad y de Desarrollo Social, con el propósito 
de normar el diseño y la aprobación de acciones sociales, es decir de las ac-
tividades o servicios llevados a cabo por los diferentes entes del gobierno de 
la ciudad y que tienen un carácter contingente, transitorio o urgente.2 Como 
resultado de dichas reformas, se otorgaron atribuciones al Evalúa al emitir 

2	 De acuerdo con la reforma de la Ley de Desarrollo Social aprobada en 2019, se entiende 
por Acción Social el conjunto de actividades institucionales de desarrollo social y de 
bienestar normadas por Lineamientos de Operación y que tienen carácter contingente, 
temporal, emergente o casuístico.
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los criterios para elaborar lineamientos de operación de acciones sociales y, 
lo que resulta más relevante, para aprobar las propias intervenciones a imple-
mentar desde cualquier nivel de la administración pública capitalina. En ese 
sentido, es importante referir que la ausencia en la Ciudad de una institución 
dedicada a la planeación del desarrollo explica la asignación al Evalúa de 
importantes tareas y atribuciones en la materia. Como veremos, esta situación 
está destinada a transformarse significativamente a partir de la plena entrada 
en vigor de la arquitectura constitucional, que incluye la puesta en marcha del 
Instituto de Planeación Prospectiva de la Ciudad. 

Por otro lado, en materia de atribuciones destacan dos elementos. El pri-
mero se refiere al alcance del objeto de la evaluación, que es en la Ciudad de 
México sustantivamente más amplio que el que se observa en otros órganos 
de entidades federativas y en la institución análoga a nivel federal, el Consejo 
Nacional de Evaluación de la Política Social (Coneval). El Evalúa realiza 
evaluaciones asociadas al desarrollo social y no meramente a la política so-
cial, como hace Coneval. Ello ha permitido, en la capital, una interpretación 
amplia y abarcadora de la noción de desarrollo social, así como de las áreas 
del quehacer público asociadas a este terreno. Tal ámbito más amplio de atri-
buciones en materia de evaluación ha permitido al Evalúa realizar trabajos so-
bre materias tan dispares y relevantes como el empleo, la vivienda, el acceso 
al agua o la movilidad. 

En segundo lugar, el Evalúa es el único órgano de una entidad federativa 
que tiene la atribución de medir la pobreza, la desigualdad y el grado de ac-
ceso a derechos sociales. Esta relevante competencia ha permitido a la insti-
tución ‒entre 2008 y 2012 y nuevamente a partir de fines del 2018‒ diseñar 
y aplicar su propia metodología de medición de la pobreza. El Método de 
Medición Integrada de la Pobreza (mmip), actualmente oficial en la Ciudad 
de México, es distinto al desarrollado por el Coneval al establecer umbrales 
dignos de satisfacción de los derechos humanos, a diferencia de lo que se 
observa a nivel federal.3

3	 Para más información sobre el Método de Medición Integrada de la Pobreza (mmip), 
las diferencias con el Coneval y los umbrales que utiliza, se puede consultar en Evalúa 
cdmx (2019) Descripción del Método de Medición Integrada de la Pobreza y umbrales 
que utiliza, Consejo de Evaluación del Desarrollo Social de la Cuidad de México, dis-
ponible el 06 de noviembre del 2020 en https://www.evalua.cdmx.gob.mx/storage/app/
uploads/public/5d5/2ef/613/5d52ef6138d95302216150.pdf

 https://www.evalua.cdmx.gob.mx/storage/app/uploads/public/5d5/2ef/613/5d52ef6138d95302216150.pdf
 https://www.evalua.cdmx.gob.mx/storage/app/uploads/public/5d5/2ef/613/5d52ef6138d95302216150.pdf
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La atribución vinculada a la medición de la pobreza ha sido determinante, 
ya que ha permitido al Evalúa contar con estadísticas propias y más precisas 
sobre las condiciones de vida en la Ciudad de México que, si únicamente 
se replicasen los datos elaborados desde el nivel federal, cuyos umbrales o 
normas, por lo general, no corresponde al enfoque de derechos. Entre los ele-
mentos centrales que identificamos para la construcción de una agenda sub-
nacional de evaluación en México destacadamente se ubica la necesidad de 
evitar la aceptación mecánica de los datos sobre pobreza elaborados desde el 
Coneval. Se ha identificado con claridad que el método federal no cuenta con 
enfoque de derechos y no ofrece información estratégica para entender la 
situación social de muchas entidades federativas. Asimismo, la producción 
propia y rigurosa de datos ha permitido a la Ciudad de México contar con 
evidencia sólida para fortalecer los procesos de planeación, presupuestación 
y evaluación diagnóstica, conformándose estas estadísticas en referencias 
ineludibles tanto para servidores públicos como para evaluadores externos. 

Por último, la comprensión del desarrollo social como un campo multidi-
mensional complejo y atravesado por distintos factores estructurales ha anima-
do la realización de evaluaciones sobre políticas públicas y no sólo sobre pro-
gramas. Por ejemplo, entre el 2019 y el 2020, del total de nueve evaluaciones 
programadas por el Evalúa, al menos 5 son de políticas públicas, entendidas 
estas como conjunto de intervenciones, programas y estrategias asociadas a 
determinadas dimensiones del bienestar. En ese sentido, de acuerdo con Car-
dozo M. y Mundo A. (2012):

también hay que reconocer diferencias importantes más allá de la tendencia 
bastante a emplear métodos comunes, ya que, como se ha visto, una política 
es bastante más compleja que un programa, por lo que llama la atención que 
existan tan pocos desarrollos específicos sobre cómo evaluarla, así como la 
tendencia a mencionar “evaluación de políticas”, cuando lo que se hace en 
la práctica es una “evaluación de programas” (p. 36). 

De esa forma, es importante reconocer la mayor complejidad asociada a la 
evaluación de políticas públicas frente a la evaluación de programas. Asi-
mismo, la relativa ausencia de literatura específica sobre la evaluación de po-
líticas públicas ha empujado al Evalúa a adaptar distintas metodologías de 
forma flexible, incorporando en prácticamente todos los trabajos, al menos 
desde finales del 2018, aproximaciones cualitativas y cuantitativas al estudio 
de las distintas intervenciones gubernamentales. Además de criterios norma-
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tivos básicos como el principio de universalidad, las evaluaciones realizadas 
analizan elementos clave del diseño y la operación de políticas y programas, 
como su pertinencia, consistencia, cobertura, enfoque de derechos, presencia 
de duplicidades o complementariedades, entre otros. Hay que añadir también 
la preferencia metodológica por otorgar voz a los principales actores partici-
pantes en todas las fases del ciclo integral de la política pública, como diseña-
dores y beneficiarios. 

De esa forma, el enfoque de evaluación que hemos promovido prefiere 
abordajes sistémicos y contextuales, partiendo del reconocimiento de la am-
plia limitación que presentan perspectivas como la del marco lógico para valo-
rar los efectos posibles o potenciales de la actividad pública sobre el bienestar 
social, el acceso a derechos y el abatimiento de desigualdades. Asimismo, los 
trabajos desarrollados parten de la premisa de que no es posible ni deseable 
realizar evaluaciones asépticas y completamente desprovistas de juicios de 
valor; se deben basar en normas y derechos humanos. El rigor metodológico 
y la profundidad de análisis tiene que ser compatible con la aplicación de cri-
terios, enfoques y perspectivas que parten de determinados principios axioló-
gicos, supuestos epistemológicos y modelos normativos de política pública. 

Marco jurídico e institucional del Consejo  
de Evaluación del Desarrollo Social  
de la Ciudad de México 

Como se ha referido, los principales elementos del marco jurídico del Evalúa 
se establecen en la Ley de Desarrollo Social. Se plantea que el Consejo es un 
órgano con autonomía técnica y de gestión, descentralizado de la Secretaría 
de Desarrollo Social, actualmente renombrada Secretaría de Inclusión y Bien-
estar Social. Además de las atribuciones que ya han sido enlistadas, la citada 
ley define las evaluaciones 

como procesos de aplicación de un método sistemático que permite cono-
cer, explicar y valorar al menos, el diseño, la operación, los resultados y el 
impacto de la política y programas de Desarrollo Social. Las evaluaciones 
deberán detectar sus aciertos y fortalezas, identificar sus problemas y en su 
caso, formular las observaciones y recomendaciones para su reorientación 
y fortalecimiento (Gobierno de la Ciudad de México, 2000). 
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Uno de los elementos centrales del marco jurídico del Evalúa es su sistema 
de gobernanza, que caracterizamos como híbrido y que se explicará, más 
adelante, en qué consiste. Este sistema de gobernanza del Evalúa promueve 
cierto grado de autonomía en los principales procesos decisorios de la insti-
tución, particularmente los vinculados a las evaluaciones y recomendaciones. 
Para tales fines, el principal órgano de decisión de la institución es el Comité 
de Evaluación y Recomendaciones, conformado por seis académicos inde-
pendientes y de reconocido prestigio, de los cuales cuatro deben pertenecer 
al Sistema Nacional de Investigadores y, además, por la persona titular de la 
Secretaría de Inclusión y Bienestar Social, a quien sustituye habitualmente 
la persona titular de la Dirección General del Evalúa. Esta última cuenta con 
importantes atribuciones para dirigir los trabajos de la institución; su nombra-
miento, de acuerdo con la Ley de Desarrollo Social, corresponde a la persona 
titular de la jefatura de gobierno. 

Para completar el sistema de gobernanza del Evalúa, la institución cuenta 
también con una Junta de Gobierno, espacio decisorio conformado por distintas 
dependencias, principalmente del sector social de la Ciudad de México, tales 
como la Secretaría de Inclusión y Bienestar Social, que la preside, la Secretaría 
de Educación, la Secretaría de Finanzas, la Secretaría de Medio Ambiente, el 
Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (dif), entre otras. 
Este órgano tiene la atribución de ratificar algunas de las principales decisiones 
administrativas y en materia de ejercicio de los recursos públicos. 

Figura 1. Sistema de gobernanza del Consejo de Evaluación del 
Desarrollo Social de la Ciudad de México

Nombrada por la  
Jefatura de Gobierno Comité  

de evaluación  
y recomendaciones

Dirección de 
Información 
Estadística

Dirección  
de Administración  

y Financias 

Junta  
de Gobierno

Dirección 
General

Electo por la Comisión Interinstitucional  
de Desarrollo Social, conformada  

por alcaldías y dependencias  
del gobierno central

Dirección  
de Evaluación

Fuente: Elaboración propia con base en el Estatuto del Evalúa.
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La caracterización como hibrido del sistema de gobernanza del Evalúa se aso-
cia con los mecanismos que en ocasiones limitan y en otras promueven su au-
tonomía en la toma de las decisiones sustantivas. Por un lado, se estableció 
un mecanismo de protección de la autonomía, al estipular que para ser electos 
como consejeros del Comité de Evaluación y Recomendaciones, los candidatos 
deben contar con credenciales académicas, pero además la ley exige no haber 
desempeñado cargos en partidos políticos ni haber sido candidato a puestos 
de elección popular cinco años antes del nombramiento, además de no haber 
tenido posiciones de elevada responsabilidad en la administración pública, tales 
como subsecretario, secretario, jefe delegacional y otros. Además, el segundo 
mecanismo para promover la autonomía en materia de evaluación en la Ciudad 
de México es la forma de elección de los consejeros; son seleccionados por la 
Comisión Interinstitucional de Desarrollo Social, órgano conformado por las 
16 alcaldías de la capital y por 14 dependencias del gobierno central. Aunque 
ello busca asegurar un cierto nivel de pluralidad y consenso en la selección del 
Comité, se debe reconocer el enorme peso de la estructura administrativa del 
gobierno central en la Comisión, de la cual depende la designación. 

Por otro lado, en el sistema de gobernanza hay elementos que señalan de-
pendencia orgánica y financiera del Evalúa con respecto al poder ejecutivo. 
En primer lugar, la Dirección General cuenta, como hemos mencionado, con 
amplias atribuciones para dirigir los trabajos de la institución, no obstante, 
el cargo es nombrado directamente por la persona titular de la Jefatura de 
Gobierno. En segundo término, la institución no cuenta con autonomía finan-
ciera, pues depende de los recursos asignados por la Jefatura de Gobierno, 
aprobados anualmente por el Congreso de la Ciudad en el Presupuesto de 
Egresos. Además, la Junta de Gobierno tiene la atribución para aprobar las 
decisiones sobre gestión financiera, nombramientos y otro tipo de obligacio-
nes en el ámbito administrativo. 

El modelo híbrido vigente, descrito en este apartado, no garantiza la im-
parcialidad del proceso de evaluación, ni tampoco el cumplimiento de las re-
comendaciones. Por ello, el nuevo modelo constitucional de autonomía y go-
bernanza del órgano evaluador ‒consagrado en la Constitución de la Ciudad 
de México del 2017 y que será analizado en el epígrafe siguiente‒ permite 
reducir significativamente el riesgo de politización. Empero, es de reconocer 
el mandato para que, al menos, cuatro de los seis consejeros pertenezcan al 
Sistema Nacional de Investigadores y sean reconocidos especialistas en las 
materias vinculadas a las atribuciones del Evalúa. Ello promueve la presencia 
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en el Comité de investigadores independientes y de prestigio, aunque en la 
práctica la conformación del órgano depende de la decisión de la Comisión 
Interinstitucional ya referida. 

Por otro lado, un aspecto nuclear del quehacer de la evaluación oficial es 
lo relacionado con las recomendaciones y su marco jurídico de cumplimien-
to. En primer lugar, es fundamental señalar que todas las recomendaciones 
deben derivarse de evaluaciones, lo cual puede parecer una obviedad, pero es 
un candado importante para asegurar la rigurosidad del proceso. En segun-
do término, es importante señalar que todas las recomendaciones emitidas 
por el Comité del Evalúa deben tener plazos de cumplimiento y mecanismos 
de verificación, lo cual evita la emisión de recomendaciones excesivamente 
ambiguas o vagas, cuyo cumplimiento produzca incertidumbre a los sujetos 
evaluados. En tercer lugar, de forma inédita y pionera a nivel nacional e in-
ternacional, las recomendaciones emitidas por el Evalúa son vinculantes y de 
obligado cumplimiento para los sujetos y dependencias evaluadas, tal y como 
establece el artículo 42 D de la Ley de Desarrollo Social para el df De esa 
forma, el legislador quiso garantizar la efectividad y la utilidad de las evalua-
ciones como mecanismo de revisión y mejoramiento de los programas y las 
políticas públicas. 

Una vez emitida la recomendación, las dependencias evaluadas tienen 
quince días hábiles para aceptarla o rechazarla. En caso de no respuesta, la 
recomendación se tendrá por aceptada. En el caso de que las dependencias no 
acepten las recomendaciones emitidas por el Evalúa, se desarrolla un proce-
so de controversia que debe resolverse en la Comisión Interinstitucional de 
Desarrollo Social. Este órgano, del cual ya se ha referido su composición, re-
solverá lo definitivo sobre la recomendación controvertida. En estos casos, la 
obligatoriedad del cumplimiento de las recomendaciones se puede debilitar, 
ya que la administración pública local y central es, a todas luces, juez y parte. 
Sin embargo, hay que reconocer que el modelo busca promover mecanismos 
para blindar el cumplimiento de las recomendaciones derivadas de las eva-
luaciones y, en todo caso, asegurar una deliberación pública y relativamente 
plural alrededor de las mismas. 

En la práctica, la Comisión Interinstitucional apenas ha sido convocada 
para dirimir controversias relacionadas con recomendaciones emitidas por el 
Evalúa. En primer lugar, ello es resultado de que históricamente la mayoría 
de las recomendaciones son aceptadas por los sujetos evaluados. En segundo 
lugar, y en menor medida, hay que considerar que la atribución para convocar 
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a la Comisión Interinstitucional depende de la Jefatura de Gobierno o, en su 
defecto de la Secretaría de Inclusión y Bienestar Social, por lo que en algu-
nos casos de recomendaciones no aceptadas podría decidirse no convocar el 
órgano encargado de dirimir las controversias. A pesar de sus limitaciones, 
el diseño legal de un proceso específico para resolver recomendaciones con-
trovertidas y, en algunos casos, asegurar su cumplimiento inclusive, poten-
cialmente, en contra de la voluntad del órgano evaluado constituye, a todas 
luces, un modelo pionero y sin precedentes a nivel nacional e internacional en 
materia de consolidación de la eficacia de la tarea evaluadora. 

Como se menciona, en la práctica, la aceptación de recomendaciones es 
el escenario más habitual. En estos casos, se abre un proceso de seguimiento 
del cumplimiento de las recomendaciones, de acuerdo con los plazos y re-
querimientos específicamente establecidos en cada una de las resoluciones 
emitidas por el Evalúa. Al final de dicho proceso, el Comité de Evaluación 
y Recomendaciones tiene la atribución de declarar el cumplimiento de la re-
comendación o, en su defecto, su incumplimiento. Es decir, es factible el es-
cenario de recomendaciones aceptadas, pero no cumplidas en la práctica. En 
estos casos, el Evalúa da vista del incumplimiento a la Contraloría de la Ciu-
dad de México, para los posibles efectos sancionatorios que correspondan. 

La solución al remitir el caso a la Contraloría fortalece la posición insti-
tucional del Evalúa, así como el incentivo para el pleno cumplimiento de las 
recomendaciones. Sin embargo, como se sabe, la Contraloría depende direc-
tamente del ejecutivo, por lo que nuevamente éste poder sería juez y parte en 
el caso de recomendaciones aceptadas, pero no cumplidas.

Además, en realidad un grupo importante de recomendaciones están asocia-
das a modelos normativos o axiomáticos de política pública en los que no sólo 
puede existir discrepancia entre el criterio del órgano evaluador y el del ejecu-
tivo, sino que ello es hasta cierto punto legítimo y razonable, sin que de ello se 
derive la necesidad de sancionar a ninguna de las partes involucradas. Por últi-
mo, este esquema es problemático también porque no existe, a pesar del mar-
co jurídico descrito, un régimen sancionador claro del incumplimiento de las 
recomendaciones por parte de servidores públicos, por lo que el traslado de los 
expedientes a la Contraloría puede quedar virtualmente sin efectos prácticos. 

En síntesis y a pesar de sus limitaciones y problemas, podemos afirmar 
que el marco jurídico del cumplimiento de las recomendaciones en la Ciudad 
de México es robusto y pionero. Desde varios puntos de vista, la ley persigue 
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asegurar el cumplimiento efectivo de las recomendaciones, garantizando así 
la utilidad práctica de las evaluaciones. Es evidente que la norma parte de la 
premisa de que, sin mecanismos jurídicos sólidos para proteger el cumpli-
miento de las recomendaciones, existen importantes riesgos de que el trabajo 
de evaluación pierda toda influencia en el diseño y en la operación de políti-
cas públicas. Al margen de los instrumentos específicos que se movilicen para 
alcanzar tales fines, se considera que la anterior es una experiencia valiosa en 
materia de institucionalización de la evaluación, que puede ser analizada y 
recuperada en otras latitudes y contextos.  

La transición hacia la autonomía de la evaluación  
de políticas públicas en la Ciudad de México 

El escenario descrito se ha visto drásticamente transformado por la promul-
gación, en 2017, de la nueva Constitución de la Ciudad de México. La Carta 
magna de la capital dispone, en su artículo 47, lo siguiente: 

La Ciudad de México contará con un organismo autónomo técnico colegia-
do, encargado de la evaluación de las políticas, programas y acciones que 
implementen los entes de la administración pública y las alcaldías. La ley 
determinará las atribuciones, funciones y composición de dicho órgano, así 
como la participación de las y los ciudadanos en los procesos de evalua-
ción. 2. Se integrará por cinco consejeras o consejeros de entre los cuales 
se elegirá a la persona que lo presida. 3. El Consejo de Evaluación de la 
Ciudad de México, con base en la ley de la materia, determinará mediante 
acuerdos generales el número de comités encargados de evaluar respecti-
vamente las políticas, programas y acciones en materia de desarrollo eco-
nómico, desarrollo social, desarrollo urbano y rural, seguridad ciudadana y 
medio ambiente. Las recomendaciones que emitan los comités serán vincu-
lantes para orientar el mejoramiento de las políticas, programas y acciones 
(Constitución Política de la Ciudad de México del 2017).

En ese sentido, la transformación de la evaluación de las políticas públicas en 
la Ciudad de México será definitiva, una vez que se desarrolle la legislación 
secundaria derivada del anterior precepto. El cuadro 1 muestra de forma com-
parativa algunos de los principales cambios que se atisban. 



Cu
ad

ro
 1

. C
om

pa
ra

ci
ón

 e
nt

re
 l

a 
ev

al
ua

ci
ón

 d
e 

po
lí

ti
ca

s 
pú

bl
ic

as
  

en
 l

a 
Le

y 
de

 D
es

ar
ro

ll
o 

So
ci

al
 y

 e
n 

la
 C

on
st

it
uc

ió
n 

 
de

 l
a 

Ci
ud

ad
 d

e 
M

éx
ic

o

C
om

po
ne

nt
e

L
ey

 d
e 

D
es

ar
ro

llo
 S

oc
ia

l
C

on
st

itu
ci

ón
  

de
 la

 C
iu

da
d 

de
 M

éx
ic

o
N

om
br

e 
de

 la
 in

st
itu

ci
ón

C
on

se
jo

 d
e 

Ev
al

ua
ci

ón
 d

el
 D

es
ar

ro
llo

 
So

ci
al

C
on

se
jo

 d
e 

Ev
al

ua
ci

ón
 d

e 
la

 C
iu

da
d 

de
 

M
éx

ic
o 

In
st

itu
ci

ón
 d

e 
ev

al
ua

ci
ón

 y
 

au
to

no
m

ía
A

ut
on

om
ía

 té
cn

ic
a 

y 
de

 g
es

tió
n;

 
in

st
itu

ci
ón

 se
ct

or
iz

ad
a 

a 
la

 S
ec

re
ta

ría
 

de
 D

es
ar

ro
llo

 S
oc

ia
l

Ó
rg

an
o 

au
tó

no
m

o 
no

 d
ep

en
di

en
te

 d
el

 p
od

er
 

ej
ec

ut
iv

o;
 a

ut
on

om
ía

 fi
na

nc
ie

ra
 y

 p
ar

a 
el

ab
or

ar
 p

ro
ye

ct
o 

de
 p

re
su

pu
es

to

El
ec

ci
ón

 d
el

 C
om

ité
C

om
isi

ón
 In

te
rin

st
itu

ci
on

al
C

on
gr

es
o 

de
 la

 C
iu

da
d 

de
 M

éx
ic

o

M
at

er
ia

s d
e 

ev
al

ua
ci

ón
D

es
ar

ro
llo

 S
oc

ia
l

D
es

ar
ro

llo
 S

oc
ia

l y
 e

co
nó

m
ic

o,
 M

ed
io

 
A

m
bi

en
te

, D
es

ar
ro

llo
 u

rb
an

o 
y 

ru
ra

l; 
y 

Se
gu

rid
ad

 C
iu

da
da

na
. 

O
tra

s a
tr

ib
uc

io
ne

s 
M

ed
ic

ió
n 

de
 la

 p
ob

re
za

; e
la

bo
ra

ci
ón

 
de

 in
fo

rm
e 

de
 la

 c
ue

st
ió

n 
so

ci
al

O
pi

ni
ón

 té
cn

ic
a 

so
br

e 
el

 p
re

su
pu

es
to

 d
e 

eg
re

so
s

Fu
en

te
: E

la
bo

ra
ci

ón
 p

ro
pi

a 
co

n 
ba

se
 e

n 
la

 L
ey

 d
e 

D
es

ar
ro

llo
 S

oc
ia

l p
ar

a 
el

 D
.F

. d
el

 2
00

0 
y 

la
 C

on
st

itu
ci

ón
 P

ol
íti

ca
 d

e 
la

 C
iu

da
d 

de
 M

éx
ic

o 
de

l 2
01

7.



Marco jurídico e institucional de la evaluación de políticas públicas 43

A partir de lo establecido en el cuadro 1, se observa que la Constitución man-
data la creación de un nuevo órgano autónomo, cuyos consejeros estarán de-
signados por el Congreso por un periodo de cuatro años, durante los cuales 
serán inamovibles. En cuanto al proceso de selección de los consejeros en el 
legislativo, destaca la exigencia de mayoría cualificada, lo que muestra que el 
Constituyente procuró asegurar un elevado grado de legitimidad y consenso 
inter-partidista para la conformación de este órgano. Además de lo anterior, 
la carta magna establece un conjunto de reglas generales para la integración 
de los órganos autónomos, que son aplicables al Consejo de Evaluación. Entre 
ellas destaca la conformación por parte del Congreso de un Consejo Ciu-
dadano Honorífico de 11 miembros, que se integrará por especialistas en la 
materia, quienes propondrán al Congreso ternas para la designación definitiva 
de los cinco consejeros del nuevo órgano autónomo. Por tanto ‒y aunque esto 
no se establece de forma explícita por la Constitución‒ parece razonable in-
terpretar que este Consejo Ciudadano Honorífico propondrá quince nombres 
al Congreso de la Ciudad de México para el nombramiento de los consejeros. 
En todo caso, uno de los elementos más importantes del nuevo régimen jurídi-
co de la evaluación de políticas públicas en la Ciudad de México es que habrá 
de aprobarse una ley específica en materia de evaluación. Considerando que 
el nuevo órgano será autónomo y tendrá competencias muy amplias en cuanto 
a las materias de evaluación, no resulta factible la inserción de lo asociado a 
dicho órgano en una ley de naturaleza distinta, como ocurre actualmente en 
la Ciudad con el Evalúa y la Ley de Desarrollo Social para el DF. Entre otros 
extremos, esta nueva ley de evaluación de la Ciudad de México podrá normar 
con mayor detalle el proceso de selección de los consejeros, por ejemplo, a 
través del establecimiento de requisitos para los aspirantes y de criterios de 
valoración de los perfiles para el Congreso. En ese sentido, parece importante 
que el legislador, en la elaboración de la ley secundaria, considere la valiosa 
experiencia del Evalúa, entre otras materias, en el aseguramiento de conseje-
ros con perfiles académicos de primer nivel.4

Otro de los elementos relevantes del nuevo marco jurídico es lo dispuesto 
sobre las materias de evaluación. Como se observa en el cuadro 1, la Cons-
titución establece hasta cinco materias de evaluación distintas, por lo que 

4	 A la fecha (diciembre 2020) se han presentado dos proyectos de ley de evaluación en el 
Congreso local.
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será necesario fortalecer la dotación de recursos humanos y presupuestarios 
dedicados a la actividad evaluadora en la capital. Se transitará desde un mo-
delo basado en la evaluación del desarrollo social hacia un esquema en el 
que la institución del ramo habrá de evaluar áreas tan disímiles y relevantes 
como la planeación urbana, la seguridad o el medio ambiente. Resulta fun-
damental también ubicar que, al igual que ocurre con el actual Evalúa, la 
Constitución establece que el nuevo órgano autónomo de evaluación emitirá 
recomendaciones vinculantes. Sin embargo, y esto quizá sea lo más relevante, 
la carta magna no regula nada sobre las formas específicas de garantizar el 
cumplimiento de dichas recomendaciones. Sobre esto se formularán algunas 
propuestas y reflexiones en el apartado final de este artículo. 

Es esencial también comprender que el Consejo de Evaluación autónomo 
pertenece a un diseño constitucional más amplio en materia de planeación 
estratégica y evaluación. Es así como la Constitución crea el Sistema de Pla-
neación y Evaluación de la Ciudad de México, entre cuyos componentes des-
taca, en primer lugar, el Instituto de Planeación Democrática y Prospectiva, 
órgano sin precedentes en la capital, con amplias atribuciones en materia de 
ordenación del territorio y planeación estratégica y transversal en las distin-
tas dimensiones que conforman el quehacer público. Este organismo tiene a 
su cargo la elaboración del Programa General de Desarrollo de la Ciudad de 
México, con una vigencia de veinte años, al que habrán de alinearse todos 
los programas y políticas públicas de los distintos sectores. En el ámbito del 
Sistema, la Constitución mandata la colaboración entre el Instituto de Pla-
neación y el Consejo de Evaluación autónomo, pues será central la definición 
de metas e indicadores sobre los grandes objetivos de desarrollo económico, 
bienestar y reducción de desigualdades plasmados en el Programa General de 
Desarrollo, a los que deberán contribuir programas sectoriales y específicos. 

Junto al sistema de planeación y de evaluación, la Constitución otorga 
también al Consejo de Evaluación autónomo un rol central en materia de in-
dicadores para valorar el cumplimiento de los derechos humanos. En ese ám-
bito, se mandata la construcción del Sistema Integral de Derechos Humanos, 
que tendrá a su cargo la coordinación de esfuerzos en la materia, campo en el 
que también participará la institución evaluadora. En ese sentido, lo anterior 
supone la consolidación del enfoque de derechos como eje rector de la eva-
luación de políticas públicas en la Ciudad de México. Asimismo, será central 
recuperar la referida experiencia del Evalúa en materia de medición del grado 
de satisfacción de derechos. 
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Por otro lado, de acuerdo con lo estipulado por la Constitución de la Ciudad 
de México, se distinguen dos nuevas atribuciones para el Consejo de Evalua-
ción Autónomo. En primer lugar, el nuevo órgano de evaluación de la Ciudad 
tendrá la competencia de emitir anualmente una opinión técnica que deberá ser 
considerada en el proceso de aprobación del presupuesto. El constituyente es 
claro al reflejar su voluntad de que las evaluaciones cuenten con incidencia en 
la orientación del presupuesto de egresos de la Ciudad ‒además que a través de 
las recomendaciones‒ otorgando la citada facultad a la institución evaluadora 
para emitir opinión sobre el gasto público anual programado. Constituye ésta 
una manera innovadora de promover la utilización efectiva de los resultados 
de la evaluación y su influencia en el ciclo presupuestario rutinario. 

En segundo término, la Constitución otorga al Consejo de Evaluación de 
la Ciudad de México la atribución de presentar iniciativas en los ámbitos de su 
competencia, que como se ha referido son bastante amplias en el mapa del 
quehacer público. Esta prerrogativa del órgano de evaluación refleja una atri-
bución de gran importancia para tal órgano, que tendrá capacidad de introdu-
cir, de forma autónoma, propuestas e iniciativas que habrán de ser discutidas 
por el legislativo. Ello favorece la posibilidad de que los resultados de las 
evaluaciones de políticas públicas tengan un mayor eco y reflejo en la opi-
nión pública y contribuyan a nutrir la discusión democrática sobre problemas 
sociales y alternativas de intervención desde el gobierno. Además, la cita-
da competencia materializa la evidencia que muestra que frecuentemente las 
evaluaciones desembocan en propuestas de reformas legislativas o inclusive 
constitucionales, particularmente cuando cuyo objeto es la política pública. 

Reflexiones finales 

Es importante mencionar que el órgano de evaluación de políticas públicas de 
la Ciudad de México se encuentra en transición hacia un nuevo modelo cons-
titucional que garantiza su autonomía. En ese contexto, resulta central reali-
zar un balance del régimen jurídico y de la andadura institucional del Evalúa, 
para identificar las mejores prácticas y también obstáculos, con el propósito 
de perfeccionar la regulación de la evaluación en la capital de la república 
mexicana. Algunas de las lecciones que se deben recuperar en el diseño y el 
funcionamiento del nuevo órgano autónomo de evaluación son, entre otras, la 
importancia de blindar jurídicamente el cumplimiento de las recomendacio-
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nes; la necesidad de continuar produciendo datos sobre pobreza y bienestar 
desde un enfoque de derechos; o el establecimiento de mecanismos legales 
para promover que perfiles altamente cualificados integren los órganos de 
decisión del nuevo Consejo de Evaluación. 

La nueva Ley de Evaluación que se apruebe deberá resolver algunos im-
portantes aspectos que no son normados por la Constitución. En primer lugar, 
se perfila el problema del cumplimiento de las recomendaciones, pues además 
de disponer que son vinculantes, la carta magna no regula ningún aspecto adi-
cional. En un contexto de autonomía, garantizar el cumplimiento efectivo de 
las recomendaciones derivadas de las evaluaciones será fundamental, proce-
so que tendrá que articularse necesariamente de manera muy distinta a cómo 
actualmente funciona. En ese sentido, se lanza la propuesta de que un meca-
nismo idóneo para resolver recomendaciones controvertidas, no aceptadas o 
incumplidas por parte de las dependencias obligadas, es la judicialización del 
proceso a través de la Sala Constitucional del Tribunal Superior de Justicia de 
la Ciudad de México. Este esquema permite despolitizar las decisiones de-
finitivas sobre recomendaciones y garantizar la independencia del proceso, 
asumiendo que la interacción entre un órgano evaluador autónomo y el poder 
ejecutivo debe canalizarse en condiciones de igualdad. Se propone así que las 
controversias entre dos poderes constitucionales relacionadas con recomenda-
ciones se resuelvan a partir de la intervención de un tercer poder independien-
te, en este caso a través de vías judiciales. 

En segundo lugar, un avance irrenunciable del actual marco jurídico de la 
evaluación de políticas públicas en la Ciudad de México es el otorgamiento 
de atribuciones al órgano evaluador en materia de medición de la pobreza y 
del grado de acceso a derechos sociales. En este ámbito existe una laguna nor-
mativa en la Constitución de la Ciudad de México, situación que deberá ser 
subsanada a través de la emisión de la ley secundaria en la materia. Ello será 
estratégico para proteger el rol destacado que ha tenido en la Ciudad de Mé-
xico la medición de las condiciones de vida de la población y la generación 
de datos e indicadores propios para la evaluación macrosocial del desempeño 
del gobierno y de la evaluación de la economía. 

En un contexto de autonomía del órgano evaluador, es fundamental conci-
liar, de forma flexible y audaz, el principio democrático con la máxima efecti-
vidad de los resultados de las evaluaciones. Aunque los consejeros del órgano 
autónomo de evaluación de políticas públicas en la Ciudad de México son se-
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leccionados por el Congreso, nunca contarán con la legitimidad democrática 
de gobiernos legalmente elegidos a través de sufragio popular, quienes tienen 
el legítimo derecho de implementar sus programas y políticas públicas. En 
ese sentido, la evaluación autónoma no debe ser entendida como contrapoder 
u oposición al gobierno constituido, sino como rendición de cuentas y mejo-
ramiento constante de las políticas públicas a partir de la evidencia producida 
por las evaluaciones. Los resultados de las evaluaciones deben adquirir legi-
timidad intrínseca y, aun en un contexto de autonomía, será fundamental la 
capacidad de persuasión del órgano evaluador y la difusión generalizada de la 
cultura de la evaluación. 

Otro de los retos centrales que consideramos, que además puede tener pre-
sencia en contextos muy disímiles, es la necesidad de articular los procesos 
de planeación y de evaluación. Es esencial asegurar la comunicación y la 
cooperación constante entre los espacios de planeación y las instituciones 
encargadas de la evaluación. En ese sentido, en la Ciudad se perfila como 
un desafío nuclear la coordinación para la formulación de indicadores y la 
generación de datos que permitan valorar la adecuación de los distintos ins-
trumentos de planeación y su eficacia para ampliar el acceso a los derechos y 
reducir desigualdades. 
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ANÁLISIS DEL MARCO NORMATIVO EN EVALUACIÓN  
DE POLÍTICAS PÚBLICAS EN EL ESTADO DE HIDALGO 

Talina Olvera Mejía*

Introducción

En años recientes los gobiernos locales han asumido de manera formal atri-
buciones y responsabilidades en materia de evaluación. Esto ha significado 
reformas y ajustes normativos, así como la creación de organismos o unidades 
con facultades en evaluación. En el estado de Hidalgo, si bien no existe un 
organismo independiente en evaluación, sí hay áreas específicas al interior 
del gobierno con facultades propias en la materia. A partir de 2012, y dentro 
del marco del Presupuesto basado en Resultados, el gobierno estatal firma 
un acuerdo con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para implantar 
el Sistema Estatal de Evaluación del Desempeño. La entonces Secretaría de 
Finanzas y Administración, ahora Secretaría de Finanzas Públicas del Go-
bierno del Estado de Hidalgo, a través de la recién creada Unidad Técnica de 
Evaluación al Desempeño, se encargó de conocer y evaluar los resultados en 
la aplicación de los recursos. Por otra parte, en 2016, la Unidad de Planeación y 

*	 Profesora investigadora del Área Académica de Ciencias Políticas y Administración Pú-
blica en la Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo, correo electrónico: talina_ol-
vera@uaeh.edu.mx
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Prospectiva (con rango de Secretaría), a través de la Coordinación General de 
Evaluación Estratégica, asume la responsabilidad de proporcionar información 
para tomar decisiones y diseñar políticas basadas en evidencia, con lo cual 
tiene la responsabilidad de evaluar los objetivos y metas estratégicas del go-
bierno estatal mediante indicadores de impacto. 

Las leyes, tanto de la Secretaría de Finanzas Públicas como de la Unidad 
de Planeación y Prospectiva, incluyen apartados relativos a la evaluación de 
políticas y programas públicos. De manera particular, se han expedido Li-
neamientos específicos (Secretaría de Finanzas Públicas, 2014 y Unidad de 
Planeación y Prospectiva, 2018) para la evaluación enfocada en resultados 
y la evaluación estratégica. Lo adecuado entre la normatividad en evalua-
ción sería que esta complemente, incorpore y regule los temas esenciales 
en el desarrollo de la evaluación y en su posterior difusión y uso de los 
resultados en la toma de decisiones dentro de las administraciones públicas. 
El objetivo de este trabajo es analizar los ajustes y las reformas a la norma-
tividad estatal que abordan el tema de evaluación y así resaltar los aciertos 
y fortalezas, pero también para identificar los vacíos, las ambigüedades y 
los solapamientos en la actividad evaluativa en el estado de Hidalgo. Para 
cumplir con el objetivo realizamos un análisis documental de la Constitu-
ción Política del Estado de Hidalgo, las leyes y demás normatividad que 
regula la práctica evaluativa. El trabajo se estructura en cuatro partes. La 
primera aborda la relevancia de la evaluación dentro de las administracio-
nes públicas, así como las funciones básicas de rendición de cuentas y me-
jora para lograr un bienestar en la población. El segundo apartado refiere al 
papel de la normatividad para institucionalizar y hacer de la evaluación una 
actividad continua en los gobiernos estatales. En tercer lugar, analizamos la 
normatividad en evaluación en el estado de Hidalgo, tomando como refe-
rencia los aspectos que establece el Consejo Nacional de Evaluación de la 
Política de Desarrollo Social (Coneval, 2019), con el fin de institucionalizar 
la evaluación. Finalmente, elaboramos algunas conclusiones sobre las for-
talezas y ambigüedades identificadas en la normatividad y que influyen en 
la realización y fortalecimiento de la evaluación. 
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Evaluación: entre la rendición de cuentas  
y la mejora

La evaluación es una actividad que se realiza tanto para conocer el funciona-
miento de un programa y los resultados que ha logrado, como para reorientar 
el programa, en caso de ser necesario, a la luz de la información generada 
por la evaluación. La generación de información objetiva y de nuevo conoci-
miento sobre las acciones públicas proviene de la manera sistemática en que 
ésta se realiza, es decir, aplicando los métodos de las ciencias sociales. La 
evaluación tiene dos actividades esenciales, la valoración del objeto que se 
evalúa y la emisión de recomendaciones. Estas actividades hacen evidente las 
funciones básicas de toda evaluación: la mejora, la rendición de cuentas y la 
iluminación de acciones futuras (Bustelo, 2001: 32). Bustelo (2001) señala que 
la función de mejora es la que permite la retroalimentación y el aprendizaje 
y garantiza la calidad de los programas evaluados; la rendición de cuentas es 
parte indispensable de un sistema democrático y debe darse no sólo al inte-
rior de los gobiernos, sino también hacia la ciudadanía; la iluminación, por 
su parte, se refiere al conocimiento del programa y abordaje de determinados 
problemas públicos. En resumen, la evaluación brinda información sobre el 
funcionamiento de una política o programa público, y con ello identifica áreas 
de mejora que permitan lograr los objetivos y resultados planeados, pero tam-
bién hacer un mejor uso de los recursos.

El impulso de la evaluación en México, en estas dos últimas décadas, ha 
estado orientado no sólo hacia la rendición de cuentas, sino también hacia la 
mejora. Se aspira a una transición de un control financiero y una orientación 
punitiva, hacia una orientación de la evaluación como generadora de aprendi-
zaje, útil en las decisiones públicas y que, por ende, las mejore.

En México, la evaluación se vincula con:
a)	 El proceso presupuestario. La intención es mejorar la efectividad de 

las políticas públicas, por lo que la evaluación se inserta como parte 
de la Gestión para Resultados (GpR), enfocándose en el avance físico 
y financiero de los programas. La información generada se usa para 
retroalimentar las decisiones presupuestales y así mejorar la calidad del 
gasto público. 

b)	 La planeación. La evaluación se pretende que genere información y evi-
dencia en la toma de decisiones, generalmente decisiones vinculadas 
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a los principales objetivos y metas nacionales o estatales. Evaluar las 
acciones que se están desarrollando y con base en eso pensar y diseñar 
lo que se hará.

c)	 La mejora propiamente de las políticas y programas públicos. La eva-
luación se convierte en una herramienta de aprendizaje. La información 
es compartida y conocida por los interesados en el programa y en la 
evaluación, y a raíz de ella se toman decisiones respecto de la mejora 
del programa. 

La normatividad como elemento clave  
en la institucionalización de la evaluación

Si bien desde el siglo pasado ha habido ejercicios evaluativos, tanto a nivel 
federal como estatal, la evaluación era más bien una práctica aislada. Para que 
la evaluación sea una actividad constante al interior de las administraciones 
públicas e influya en la toma de decisiones es necesaria su institucionaliza-
ción. Por institucionalización nos referimos a dos dimensiones: una relaciona-
da con la esfera pública y otra con la profesionalización (Cardozo, 2015). La 
primer dimensión incluye el marco normativo y la existencia de instituciones 
que dirijan y/o coordinen la labor evaluativa. La segunda se refiere a la oferta 
educativa en evaluación, a la existencia de asociaciones profesionales de eva-
luadores y a las publicaciones especializadas en la materia (libros, revistas, 
artículos, etc.). En este sentido, para lograr institucionalizar la evaluación, la 
normatividad juega un papel relevante. La importancia de la normatividad, y 
de su consecuente análisis, radica en que ésta establece: 1. la orientación que 
tendrá la evaluación;5 2. los organismos que la coordinarán; 3. las metodolo-
gías a emplearse en su ejecución; 4. la periodicidad en su realización; 5. su 
financiamiento; 6. los requisitos que deberán cumplir las instancias que reali-
cen las evaluaciones; 7. la difusión de la información y sus resultados; y 8. el 
uso y seguimiento de las recomendaciones. Por ende, el papel relevante de la 
normatividad está en apoyar la transición de una idea arraigada de la evalua-
ción como control y castigo, hacia una orientada al aprendizaje y la mejora.

5	 Por ejemplo, orientada al uso eficaz de los recursos, hacia un enfoque más integrador, si 
busca el control y cumplimiento estricto de la norma, si la mejora es la guía en las eva-
luaciones, etcétera.
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Mucho se ha analizado el marco normativo que sustenta la evaluación a 
nivel federal. Sin embargo, en los estados la evaluación se ha ido insertando 
en las agendas locales, principalmente en esta década. Las formas que ha 
adoptado la evaluación han sido diversas; algunos estados han creado orga-
nismos independientes en evaluación, incluso autónomos, otros más la han 
sectorizado en algún área (como desarrollo social), y otros más han instaura-
do áreas que dependen de las secretarías de finanzas o planeación. En Hidal-
go, si bien no existe un organismo autónomo o independiente en evaluación, 
sí hay esfuerzos por incorporarla en las asignaciones presupuestarias y en una 
toma de decisiones basada en evidencia que oriente la planificación a largo 
plazo (Olvera, 2019). Esto ha significado que al interior del gobierno estatal 
se creen áreas que tengan la rectoría y coordinen las evaluaciones de las ac-
ciones públicas.

En Hidalgo podemos hablar del inicio del proceso de institucionalización 
a partir del año 2012, cuando el gobierno estatal firma un convenio de co-
laboración con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para implantar 
el Presupuesto basado en Resultados (PbR) y también el Sistema Estatal de 
Evaluación del Desempeño (seed). Este enfoque busca una orientación hacia 
los resultados más que hacía sólo el cumplimiento de la normatividad. El 
propósito es conocer los resultados en la aplicación de los recursos y verificar 
el cumplimiento de los objetivos y metas de los programas. Esto último sig-
nifica una claridad y cuantificación en los objetivos y metas de los programas 
y acciones públicas. Otro paso importante se dio en 2017, cuando el gobierno 
estatal firmó un convenio de coordinación con el Coneval para contribuir al 
diseño y utilización del monitoreo y evaluación en la política social. En este 
contexto se ha implementado el Sistema Estatal de Monitoreo y Evaluación 
para el Desarrollo.

Pero para que los cambios y las nuevas formas de trabajo permanezcan 
y logren su apropiación, se requiere en primer lugar de su legitimación for-
mal. Esto significa crear o realizar reformas a los documentos normativos 
que hagan legal los cambios y garanticen su vigencia aún con el cambio de 
gobierno. En Hidalgo, la normatividad que rige la evaluación es la emitida 
por las áreas de finanzas y de planeación. Así entonces, es la Secretaría de 
Finanzas Públicas, a través de la Unidad Técnica de Evaluación del Desem-
peño (uted), y la Unidad de Planeación y Prospectiva, a través de la Coordi-
nación de Evaluación Estratégica, quienes tienen a su cargo la coordinación 
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de las evaluaciones de programas presupuestarios y de las metas y objetivos 
estatales, respectivamente. Sin embargo, podemos encontrar referencias a la 
evaluación también en el área de desarrollo social.

La Constitución Política para el Estado de Hidalgo, en el artículo 108 re-
fiere a la evaluación y se le relaciona con la rendición de cuentas. De manera 
más precisa alude al uso eficaz, eficiente y a la economía de los recursos que 
se otorgan a las dependencias para cumplir con sus fines. Esto significa una 
armonización con el artículo 134 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos que también señala que los recursos económicos de que 
disponga la federación, las entidades federativas y los municipios se adminis-
trarán con eficacia, eficiencia, economía y transparencia, y que los resultados 
del ejercicio de dichos recursos serán evaluados por las instancias técnicas, 
que la propia federación o entidades federativas establezcan. La orientación 
de este artículo refiere a la evaluación como herramienta de rendición de 
cuentas y orientada en el uso de los recursos.

A nivel nacional, la evaluación está muy vinculada al desarrollo social. La 
propia Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 
26 C, y la Ley General de Desarrollo Social contemplan un órgano autóno-
mo que evalúe los programas sociales. Sin embargo, la Ley de Desarrollo 
Social del Estado de Hidalgo del 2006 no menciona la creación o existencia 
de algún organismo independiente que evalúe la política social. La ley refiere 
a la evaluación como la que permite conocer la operación y resultados de 
los programas de desarrollo social con la finalidad de identificar problemas 
en su implementación, establecer sistemas de mejora continua y reorientar 
o reforzar la política. El seguimiento y evaluación de los programas está a 
cargo del Consejo Estatal de Desarrollo Social, del Comité de Planeación y 
Desarrollo del Estado de Hidalgo (Copladehi) y del Comité de Planeación 
para el Desarrollo Municipal (Copladem). A pesar de que la ley no contempla 
algún órgano independiente encargado de la evaluación, sí establece que las 
dependencias del ejecutivo cuenten con sus propios órganos de evaluación de 
acuerdo con lo establecido en la Ley de Planeación.6 

6	 La Ley de Desarrollo Social del Estado de Hidalgo no ha actualizado la terminología 
respecto a la normatividad en Planeación. El 31 de diciembre de 2016 se publicó la nueva 
Ley de Planeación y Prospectiva del Estado de Hidalgo, la cual sustituye a la Ley de 
Planeación para el Desarrollo del Estado de Hidalgo.
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Las referencias más específicas en evaluación para el Estado de Hidalgo 
se encuentran en la Ley de Presupuesto y Contabilidad Gubernamental y en 
la Ley de Planeación y Prospectiva del estado de Hidalgo. La Ley de Presu-
puesto y Contabilidad Gubernamental, creada en 2014 y que sustituye a la 
Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, se creó para adecuarse 
a la instrumentación de políticas en un contexto de racionalidad y eficiencia 
en la aplicación del gasto. El objetivo fue crear la estructura normativa para 
la aplicación de la GpR, el PbR y el seed en el estado con el propósito de 
generar información periódica sobre la utilización de los recursos, el avance 
y logro de los resultados. 

Por su parte, la Ley de Planeación y Prospectiva pretende orientar el desa-
rrollo con políticas públicas sustentadas en investigación y bajo una visión de 
largo plazo; contempla que la planeación incorpore las directrices del PbR y 
del seed. La ley formaliza la implementación del Sistema Estatal de Monito-
reo y Evaluación para el Desarrollo para tener elementos en la formulación de 
políticas públicas basadas en la evidencia y en las decisiones presupuestarias. 
Por ello, se hace necesario que los objetivos estatales establezcan indicadores 
estratégicos con valores de referencia y metas al término de la administración. 

De manera más precisa, en el estado de Hidalgo se han emitido Lineamien-
tos para la evaluación de los programas estatales, que especifican las funcio-
nes, metodologías, difusión y demás temas relativos a la práctica de la eva-
luación en el estado. Por parte de la Secretaría de Finanzas Públicas existen 
los Lineamientos Específicos de Evaluación del Desempeño. La Unidad de 
Planeación y Prospectiva ha creado los Lineamientos de Coordinación para la 
Evaluación de las Políticas Públicas, dirigidos a la medición del impacto de las 
intervenciones públicas. 

Análisis de la normatividad en evaluación  
en Hidalgo

Con el fin de analizar la normatividad en el estado de Hidalgo nos basamos 
en algunos de los aspectos que establece el Coneval (2019) para lograr insti-
tucionalizar la evaluación y que la propia normatividad debería de considerar.
a)	 Estructuras encargadas de realizar o coordinar las evaluaciones.
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	 La normatividad, más precisamente los Lineamientos, establece de ma-
nera precisa las dos instancias encargadas de las funciones en evaluación, 
mismas que están insertas en secretarías que dependen del ejecutivo. Estas 
son la uted, adscrita a la Secretaría de Finanzas Públicas, y la Coordina-
ción General de Evaluación Estratégica adscrita a la Unidad de Planeación 
y Prospectiva. Sin embargo, tanto la Ley de Presupuesto y Contabilidad 
como la Ley de Planeación no son explícitas en señalar estas instancias, 
solo refieren a que serán la Secretaría de Finanzas Públicas y la Unidad de 
Planeación y Prospectiva quienes tengan atribuciones en evaluación.

b)	 Obligación de realizar evaluaciones.
	 Si la normatividad no establece la obligatoriedad de realizar evaluaciones, 

difícilmente las dependencias lo harán por iniciativa propia. Tanto la Ley 
de Presupuesto y Contabilidad como la Ley de Planeación y Prospecti-
va tienen apartados dedicados a la evaluación. Esta última, aún vincula 
constantemente a la evaluación con el control. Ambas leyes son muy en-
fáticas en la aplicación de la GpR, del PbR y del seed. En este sentido, 
las dependencias de la Administración Pública Estatal y Municipal están 
obligadas a realizar una planeación que incorpore estos elementos en sus 
programas. Además, los Lineamientos establecen su obligatoriedad para 
los entes públicos que ejerzan recursos económicos en la operación de los 
programas presupuestarios, así como para las dependencias que ejecuten 
intervenciones públicas. 

c)	 Promoción de la evaluación como un proceso continuo, sistemático y or-
denado.

	 La normatividad garantiza la realización periódica de evaluaciones. La 
uted y la Coordinación General de Evaluación Estratégica tienen la facul-
tad de emitir, cada una por su cuenta, un Plan Anual de Evaluación (pae) 
a más tardar el 31 de marzo de cada año. Estos paes contendrán los plazos 
y términos de la evaluación, además de un documento metodológico que 
especifique los criterios de evaluación. En su ámbito, es la Coordinación 
quien determina la viabilidad de las evaluaciones. Todos los programas 
públicos del gobierno estatal son objeto de evaluación. La utilidad de las 
evaluaciones para la toma de decisiones y para la mejora de los progra-
mas requiere de ejercicios sistemáticos y de calidad. Al respecto, las leyes 
consideran a la evaluación como la actividad que verifica el grado de cum-
plimiento de objetivos y metas, principalmente a través del uso de indica-
dores. Sin embargo, los Lineamientos reconocen a la evaluación como un 
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análisis sistemático y objetivo de las intervenciones públicas que permite 
determinar la pertinencia y el logro de sus objetivos y metas, no obstante, 
no son explícitos en resaltar la función de mejora de la evaluación en las 
políticas y programas públicos.

d)	 Recursos para financiar las evaluaciones.
	 Los recursos son esenciales para realizar evaluaciones y reflejar el com-

promiso real para impulsar esta actividad. Si no hay recursos suficientes, 
no habrá numerosas evaluaciones y probablemente no tendrán la calidad 
necesaria para aportar información confiable y útil. Los Lineamientos es-
tablecen que las evaluaciones se realizarán con recursos presupuestarios 
previstos en el Decreto del Presupuesto de Egresos y en algunos casos con 
cargo al presupuesto de las dependencias y entidades de los programas 
evaluados. Cuando alguna dependencia solicite incluir una evaluación en 
el pae, ésta debe demostrar que cuenta con la suficiencia presupuestaria 
para contratarla.

e)	 Criterios que deben cumplir las instancias evaluadoras.
	 Es de destacar que en Hidalgo se han comenzado a realizar evaluaciones 

externas. Esto debido, en gran medida, a la solicitud expresa de la norma-
tividad que señala que las evaluaciones serán realizadas por evaluadores 
externos, independientes a la dependencia o programa que se evalúa, quie-
nes deberán acreditar conocimiento y experiencia en el tipo de evaluación 
a realizar, y presentar una propuesta de trabajo. La independencia, impar-
cialidad y transparencia son atributos indispensables que deberán cumplir 
las instancias evaluadoras y que están señalados en la normatividad. La 
Unidad de Planeación considera llevar a cabo evaluaciones internas, que 
son aquellas que realiza el personal del propio gobierno estatal, quien de-
berá estar previamente acreditado como evaluador por parte de esta Uni-
dad. Un aspecto por subrayar es que la normatividad contempla la forma-
ción y capacitación de servidores públicos para que realicen actividades 
de evaluación, por ello, la Coordinación General aplicará la capacitación a 
los evaluadores a través de cursos y talleres, después de eso se les acredita 
como evaluadores. 

f)	 Criterios y normas metodológicas para realizar las evaluaciones.
	 La Secretaría de Finanzas Públicas y la Unidad de Planeación y Prospec-

tiva son las responsables de establecer las metodologías, realizar el mo-
nitoreo de los indicadores y emitir las respectivas recomendaciones. Los 
Lineamientos de la uted consideran seis tipos de evaluación: consisten-
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cia y resultados, indicadores, procesos, impacto, específica y estratégicas. 
Los Lineamientos de Coordinación para la Evaluación de Políticas Públi-
cas señalan cuatro tipos de evaluación: diseño, consistencia y resultados, 
impacto y percepción ciudadana. Aunado a estos tipos de evaluaciones, 
también podrán realizarse evaluaciones complementarias. Las definicio-
nes de todos estos tipos de evaluación son prácticamente las mismas que 
establece el Coneval en su normatividad. Resaltamos la evaluación de 
Percepción ciudadana, que permite a los ciudadanos calificar el efecto de 
las intervenciones públicas en su calidad de vida. Los Lineamientos de la 
Coordinación establecen una serie de etapas para el proceso de evalua-
ción, las cuales se apegan más a cuestiones administrativas de los entes 
públicos que a etapas propiamente del proceso evaluativo. Algunas de es-
tas fases consideran la participación de las áreas responsables, sin embar-
go, al no especificarse de qué manera será la participación, no queda claro 
si se trata de una participación real y de la realización de evaluaciones más 
de tipo pluralista, o si solo se considera a los responsables como fuente de 
información para validar lo ya realizado. 

g)	 Impulso del uso de las evaluaciones.
	 A pesar de que la normatividad hace énfasis en los resultados de la eva-

luación como una herramienta en la asignación presupuestaria y la planea-
ción, ésta no es clara ni explícita sobre las instancias formales o la manera 
en que se realizará este vínculo de los resultados de las evaluaciones y la 
toma de decisiones. La normatividad en materia presupuestaria se limita 
a mencionar un plazo para hacer llegar los resultados de las evaluaciones 
a las instancias correspondientes y así sean considerados en el proceso 
presupuestario del siguiente ejercicio. Por su parte, la normatividad en 
materia de planeación es enfática en mencionar la toma de decisiones ba-
sada en evidencia, pero no refiere más.

h)	 Difusión de resultados y recomendaciones.
	 Si no se conocen los resultados de la evaluación no puede haber ni apren-

dizaje ni uso. Si no existen mecanismos o incentivos (no necesariamen-
te económicos) para la incorporación de la información producto de la 
evaluación o el cumplimiento de las recomendaciones en la gestión de 
los programas, no puede haber mejora. La normatividad hace explícito el 
carácter público de las evaluaciones. Los requisitos mínimos por difundir 
son los datos de los evaluadores externos y de la unidad administrativa 
responsable al dar seguimiento a la evaluación, la forma de contratación 
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del evaluador externo, el tipo de evaluación contratada y su objetivo, la 
metodología utilizada, el resumen ejecutivo, el costo de la evaluación y 
su fuente de financiamiento. No hace explicita la publicación de los in-
formes finales. La Secretaría de Finanzas Públicas contempla que después 
de haber recibido las evaluaciones externas se deben difundir en el sitio 
web. Por su parte, la Unidad de Planeación y Prospectiva a pesar de que 
establece que se harán públicas las evaluaciones, no señala el medio, con 
lo cual queda ambiguo.

	 La normatividad indica que las dependencias evaluadas deberán dar se-
guimiento a las recomendaciones derivadas de las evaluaciones. Para ello, 
los responsables de las dependencias deberán elaborar un programa de 
trabajo o plan de acciones de mejora. En él se incluirán las actividades 
a mejorar, su calendarización, las instancias responsables de atender di-
chas actividades y los resultados esperados. La uted solicita que este plan 
sea firmado por el titular de la dependencia, el coordinador de la evalua-
ción y el responsable de operar el programa. Esto garantiza un acuerdo y 
compromiso en el cumplimiento de las recomendaciones, sin embargo, no 
obliga ni sanciona en caso de incumplimiento. 

Reflexiones finales

El compromiso de los gobiernos estatales por evaluar con base en resultados 
y monitorear su desempeño no necesariamente ha significado, al menos en la 
normatividad, un compromiso real con el uso de la información generada por 
las evaluaciones o en el cumplimiento de las recomendaciones emitidas. En 
Hidalgo la evaluación está más vinculada a la eficacia, eficiencia y economía, 
que en otros principios y en lo que realmente se necesita. La Secretaría de 
Finanzas Públicas fue la primera en asumir facultades más sistemáticas en 
evaluación, para lo cual adecuó y creó un aparato normativo que obligara y 
diera coherencia a la evaluación. Años más tarde, y ante lo limitado de la eva-
luación a programas presupuestales y en indicadores de gestión y resultado, 
la Unidad de Planeación y Prospectiva asume atribuciones en evaluación con 
una visión de largo plazo, centrada en indicadores estratégicos y de impacto 
de las intervenciones públicas, sin embargo, la evaluación ha mantenido una 
orientación financiera. Cada secretaría ha generado sus propios lineamientos, 
que mucho se parecen a los del Coneval, que responden a los intereses de cada 
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área, sin haber una clara complementariedad o una coordinación de acciones 
entre ellas. El apego de la normatividad a lo establecido por el Coneval ha 
garantizado la incorporación de temas relevantes en la evaluación. Sin em-
bargo, esta incorporación no necesariamente ha significado una claridad en 
la manera de desarrollar el proceso de la evaluación y de todos los aspectos 
que comentamos debe contemplar la normatividad. Existen diversas particu-
laridades que impactan en el logro de la institucionalización, transparencia y 
aprendizaje de la evaluación que aún es necesario detallar. 

Uno de estos aspectos tiene que ver con la publicación de los informes fi-
nales de evaluación, la publicación de los informes ejecutivos no es suficiente 
si se quiere total transparencia. La claridad tanto en la participación de los 
actores en la evaluación, como en las etapas del proceso de evaluación, es im-
portante para dar a conocer las posibilidades en el desarrollo de la evaluación 
y en el entendimiento común sobre lo que implica la evaluación, superando la 
idea de que el proceso evaluativo se limita a lo administrativo. Además de la 
claridad, la articulación de los actores involucrados e interesados en los pro-
cesos es una condición para generar mayores probabilidades en el uso de las 
evaluaciones. La claridad sobre la fuente de financiamiento y la suficiencia de 
recursos que certifiquen no sólo la realización de evaluaciones, sino también 
su calidad y la generación de información útil para los interesados en las po-
líticas y programas públicos evaluados, lo cual es un tema de especial interés 
que la normatividad debería explicitar y garantizar. 

No podemos dejar de mencionar la relevancia de puntualizar cómo será el 
proceso y cuáles serán las instancias formales para incorporar la información 
y recomendaciones de las evaluaciones en el proceso de toma de decisiones. 
Este es uno de los puntos fundamentales si lo que se busca es que la evalua-
ción, además de rendir cuentas, sirva para la toma de decisiones y mejora de 
las acciones públicas. Todo lo anterior no tendría suficiente sentido si no se 
especifican las facultades de cada una de las áreas con competencias en eva-
luación y si su trabajo no se coordina y complementa. Esto es una condición 
para que se conviertan en verdaderos rectores y promotores de la evalua-
ción. Lograr la coordinación y complementariedad de acciones implica la 
revisión de ambos lineamientos, que en verdad orienten la evaluación hacia 
la mejora y aprendizaje, y “hacia una toma de decisiones basada en el mejor 
conocimiento disponible” (P. Yanes, comunicación personal, 14 de octubre 
de 2020), y no se quede en un cumplimiento burocrático, que poco abona a 
la creación de una cultura en evaluación a nivel estatal. Esto último implica 
reflexionar qué es evaluación y qué se quiere de ella en el estado de Hidalgo.



Análisis del marco normativo en evaluación de políticas 61

Referencias

Bustelo, M. (2001). La evaluación de las políticas públicas de igualdad de gé-
nero de los gobiernos central y autonómicos en España: 1995-1999 (tesis 
de doctorado), Universidad Complutense de Madrid.

Cardozo, M. (Coord.). (2015). Institucionalización de procesos de evaluación. 
Calidad y utilización de sus resultados, México: uam-x - cesop.

Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social. (2019). 
Marco normativo para la evaluación de la política y los programas 
de desarrollo social en el ámbito federal en México. Disponible en: 
https://www.CONEVAL.org.mx/Evaluacion/NME/Documents/Marco_
normativo_evaluacion.pdf

Constitución Política del Estado de Hidalgo del 2020. (2020). Periódico Ofi-
cial decreto no. 1108.

Ley de Desarrollo Social del Estado de Hidalgo del 2006. (2006). Periódico 
Oficial decreto no. 328.

Ley de Presupuesto y Contabilidad Gubernamental del Estado de Hidalgo del 
2014. (2014). Periódico Oficial decreto no. 201.

Ley de Planeación y Prospectiva del Estado de Hidalgo del 2016. (2016). Pe-
riódico Oficial decreto no. 167. 

Olvera, T. (2019). Avances y retos de la evaluación de políticas y programas 
públicos en Hidalgo, México, Revista Inclusiones, Vol. 6, octubre-diciem-
bre, pp. 72-94.

Secretaría de Finanzas y Administración del Gobierno del Estado de Hidalgo. 
(2014). “Lineamientos Específicos de Evaluación del Desempeño”, Perió-
dico Oficial, Tomo CXLVII, no. 19.

Unidad de Planeación y Prospectiva del Gobierno del Estado de Hidalgo. 
(2018). “Lineamientos de Coordinación para la Evaluación de las Políticas 
Públicas en el Estado de Hidalgo”, Periódico Oficial, Tomo CLI, no. 11.

Yanes, P. (2020, 14 de octubre). Panorama y desafíos de la evaluación en 
América Latina (conferencia), Congreso Internacional de Evaluación de 
Políticas y Programas Públicos, Ciudad de México. Disponible en: https://
www.facebook.com/polpubuam/videos/3227213250680382





PROCESOS DE PROFESIONALIZACIÓN  
DE LA EVALUACIÓN





¶ 65

LA ENSEÑANZA DE LA EVALUACIÓN EN AMÉRICA LATINA. 
EL CASO MEXICANO DE LA UNIVERSIDAD AUTÓNOMA 
METROPOLITANA

Myriam Cardozo Brum*

Introducción

En las últimas décadas la evaluación de la gestión pública latinoamericana, 
especialmente a nivel de programas, ha ido evolucionando en forma crecien-
te. Su enseñanza en instituciones reconocidas y económicamente asequibles 
es uno de los requisitos fundamentales para que los procesos de evaluación 
avancen, se consoliden y garanticen un alto nivel de calidad, que permita in-
cidir en el desempeño de las políticas y los programas públicos en términos 
de eficacia, eficiencia, equidad e impacto.

Dicha enseñanza puede realizarse a través de cursos de capacitación ais-
lados, diplomados más integrales y extensos, profesionalización y posgrados 
universitarios. Los primeros enfatizan la transmisión de métodos y técnicas 
que permiten realizar un buen trabajo aplicado; los últimos, también revisan 
conceptos, enfoques teóricos, metodologías y formas de organizar, planear y 

*	 Profesora-investigadora del Departamento de Política y Cultura de la Universidad Au-
tónoma Metropolitana, Unidad Xochimilco, correo electrónico: mcardozo@correo.xoc.
uam.mx.
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difundir los resultados, con el fin de entender, criticar y proponer alternativas, 
mediante el estudio más profundo de la práctica desarrollada.

El presente trabajo se propone hacer una breve revisión de la situación de 
la enseñanza de la evaluación en algunos países latinoamericanos, incluido 
México, para luego exponer una experiencia particular: la desarrollada en 
el marco de la Universidad Autónoma Metropolitana, Unidad Xochimilco 
(UAM-X), en la Ciudad de México (cdmx).

Aspectos conceptuales

Cuando hablamos de evaluación nos referimos a una investigación aplica-
da, de carácter interdisciplinario, que permite conocer el nivel de desempeño 
de políticas y programas públicos; también explicar dicho nivel tomando en 
consideración las características de su diseño e instrumentación, así como el 
contexto político, social y económico concreto en que se inserta la actividad 
evaluada, y finalmente, valorarlo a la luz de un conjunto de criterios como la 
pertinencia, la congruencia, la eficacia, la eficiencia, la calidad, la equidad, 
entre otros (Cardozo, 2019).

De esta forma, la información generada por la evaluación cubre diferentes 
necesidades: instrumental, para ser retomada en la toma de decisiones de sus 
operadores en aras de mejorar la gestión de las políticas y programas evalua-
dos; presupuestal, para contar con elementos que fundamenten la asignación de 
recursos en función de los resultados obtenidos; difusión, para rendir cuentas 
a la ciudadanía y que ésta tenga la información suficiente para incorporarse en 
procesos participativos; conceptual, para mejorar el conocimiento disponible, 
aclarar conceptos y sus relaciones; y persuasión, para reforzar los argumentos 
a favor o en contra de algún curso de acción posible (Cardozo, Coord., 2015).

Mientras que la metaevaluación alude a un tipo particular de evaluación 
que enjuicia la calidad y el mérito de lo que hacen los evaluadores profesiona-
les, así como otros actores o instancias que inciden en la calidad del proceso 
desarrollado y del informe final logrado (Cardozo, 2012). Suele utilizar una 
lista de comprobación o chequeo para garantizar la inclusión de todos los 
aspectos relevantes de una evaluación, en especial, la coherencia entre las 
cuatro categorías básicas señaladas por Patton (1998): datos, interpretaciones, 
valoraciones y recomendaciones. Debe tratar de estudiar la objetividad, vera-
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cidad, viabilidad y fiabilidad de la información recogida y producida, analizar 
su proceso, la organización del sistema de evaluación y su impacto sobre las 
actividades y actitudes de individuos y grupos (Dopico, 2003). Puede com-
plementarse con la percepción promedio manifestada por los diferentes acto-
res del proceso (Cardozo, 2019).

Finalmente, la profesionalización del conjunto de agentes vinculados a la 
evaluación (servidores públicos, profesionales universitarios, legisladores) se 
caracteriza por: 

a)	 El reconocimiento cultural y legal de dicha actividad ante la sociedad.
b)	 La identificación de un objeto de estudio que le es propio.
c)	 La capacidad para que sus disciplinas pueden ser enseñadas y aprendidas.
d)	 La existencia de mecanismos exclusivos para la certificación de la com-

petencia.
e) 	La oferta de productos diferentes, aunque compartan métodos y técni-

cas con otras profesiones.
f)	 La disposición de criterios aceptados o códigos de ética.
g)	 La existencia de una comunidad de expertos que reconozcan la validez 

de dicha práctica.
h)	 La disposición de una normatividad que la regule.
i)	 La existencia de instancias y actividades de regulación autónoma.
j) 	 El reconocimiento de cierto nivel de remuneración de las labores espe-

cializadas de la actividad (Díaz y Rosales, 2003).
Definidos estos principales conceptos que serán usados en el trabajo, pasamos 
a su análisis.

La situación en América Latina

Como hemos mencionado, existe una tendencia marcada hacia el crecimien-
to de la evaluación en todo el mundo, sin que América Latina y México en 
particular constituyan una excepción (Cardozo, 2015 y 2019); sin embargo, 
es importante preguntarse dónde pueden formarse y capacitarse las personas 
que llevan o desean llevar a cabo esta actividad creciente.

En materia de formación universitaria pocos países latinoamericanos 
muestran avances, como veremos a continuación en algunos países de la re-
gión, lo que contrasta con los niveles alcanzados en países desarrollados. A 
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título de ejemplo, LaVelle y Donaldson (2010) encontraron 48 programas 
académicos en eua en 2008 y 25 instituciones que ofrecían más de 100 cursos 
en Canadá en el año 2000. 

En Colombia, la oferta de diplomados y cursos de especialización es limi-
tada, mientras la oferta académica carece de posgrados especializados en eva-
luación, particularmente de conocimientos sobre impacto y metaevaluación; 
estos se concentran en economía, ingeniería, sistemas de gestión y control or-
ganizacional, relaciones internacionales y ciencias políticas, en instituciones 
como la Universidad de los Andes, la Universidad Nacional y la Universidad 
Externado de Colombia principalmente. En opinión de Quintero (2010), re-
sultan insuficientes y sus profesores están poco actualizados. Además, care-
cen de espacios asociativos de reflexión y discusión entre colegas.

En el caso de Costa Rica, además del trabajo realizado por las institu-
ciones académicas, la formación en evaluación es impulsada por el propio 
gobierno (Mideplan, s/f). Respecto de la primera, se imparte desde hace 
más de 20 años la Maestría en Evaluación de Programas y Proyectos de 
Desarrollo por parte de las Escuelas de Trabajo Social y de Administración 
Pública en la Universidad de Costa Rica (ucr). También existen cursos en 
otros programas como el Master Profesional en Población y Salud de la 
misma universidad. Si bien la Maestría, iniciada con el apoyo de la coo-
peración canadiense, es de carácter profesionalizante, cuenta con una pro-
ducción académica que le ha permitido la publicación de algunos libros y 
artículos, la presentación de ponencias y la realización de tesis, incluso en 
temas de metaevaluación (ucr, s/f). Actualmente, se ha acercado al enfoque 
sociológico que promueve la cooperación alemana y a la visión del Minis-
terio de Planeación (Mideplan-Foceval, 2012).

En cuanto al trabajo gubernamental, desde 2005, el Mideplan ha ofreci-
do cursos de evaluación, los que se han reforzado a partir de 2011 con el 
Programa de Fortalecimiento de las Capacidades en Evaluación (Foceval) 
para Costa Rica y Centroamérica, apoyado por la Agencia Alemana para 
el Desarrollo (Deval), y dirigido a capacitar tanto a los oferentes como los 
demandantes de servicios de evaluación, con base en la metodología de 
“aprender haciendo” (Foceval, s/f). Entre otros, en 2013 impartían un curso 
básico de capacitación de enlaces sectoriales e institucionales en diseño y 
ejecución de evaluaciones estratégicas y un taller de inducción sobre infor-
mes de seguimiento.



La enseñanza de la evaluación en América Latina 69

Por su parte, Chile ofrece un conjunto de maestrías y diplomados en eva-
luación dentro de diversas universidades y centros de investigación, aunque 
sólo una es de carácter general y las demás específicas en temas educativos 
o ambientales. A continuación, se enlistan las principales (cuadro 1.).

Cuadro 1. Chile: Principales programas  
de formación en evaluación

Universidad/otras 
organizaciones

Programa

Universidad de Santiago  
de Chile

Maestría en evaluación de la gestión pública

Pontificia Universidad Católica 
de Chile

Maestría en medición y evaluación de 
programas educativos

Universidad Finis Terrae Maestría en medio ambiente: gestión, 
evaluación y derecho ambiental

CEPAL, Chile Diplomado en evaluación de la gestión y 
programas públicos

Universidad de Chile Diplomado en evaluación de impacto de 
políticas públicas

Universidad de Chile Diplomado en diseño, evaluación y gestión de 
proyectos de interés público. 

Universidad Andrés Bello Diplomado en metodologías para evaluar 
intervenciones sociales

Flacso Chile Diplomado en evaluación y monitoreo de 
políticas y programas sociales

Universidad de Lagos Diplomado en evaluación de impacto de 
políticas ambientales

Universidad Alberto Hurtado Diplomado en formulación y evaluación de 
programas y proyectos. Metodología del 
Marco Lógico.

Fuente: Cardozo (2015).
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El caso mexicano

Finalmente, una revisión del logro de las características de la profesionaliza-
ción de la evaluación muestra, en México, que existe el reconocimiento de la 
actividad en la Ley General de Desarrollo Social del 2004, su validez es acep-
tada por la comunidad de expertos y, en menor grado, se perciben avances 
hacia su aceptación cultural, como se señaló en el punto anterior. También se 
reconoce un objeto de estudio específico, aunque con definiciones y enfoques 
variados, y productos diferenciables de otros cercanos como análisis, ensa-
yos, diagnósticos o auditorías. Se trata de una práctica administrativamente 
normada por convocatorias, lineamientos generales, términos de referencia, 
etc. y su nivel de remuneración, aunque muy variable, es medianamente acep-
tado en función de su nivel de especialización. El resto de las características 
presenta mayores dificultades, como se verá a continuación (Cardozo, 2019).

Empezando por los posgrados, en 2013, el Instituto Nacional de Salud 
Pública (insp) aprobó una Especialidad en Evaluación Integral de Programas 
y Políticas de Desarrollo Social; se imparte en forma virtual, con un año de 
duración y 770 horas-clase. Mientras en el ámbito privado, existe en el Es-
tado de Puebla, una Maestría en Evaluación de Políticas Públicas, también 
impartida en línea y con 15 meses de duración. Evidentemente, resulta insu-
ficiente para un país en que se reflexiona y publica muy poco sobre el tema. 
Tampoco existe una licenciatura especializada en el tema, pero sí cursos en 
licenciaturas y posgrados más amplios, como los de Administración Pública o 
de Políticas Públicas, identificables en el Centro de Investigación y Docencia 
Económicas A.C. (cide) o la uam, entre otros.

A nivel de diplomados han existido diversos, pero los dos que han mostra-
do mayor continuidad y consolidación son el Diplomado en Políticas Públicas 
y Evaluación, de 93 horas de duración, ofrecido por el Center for Learning on 
Evaluation and Result (clear), con 12 generaciones formadas, y el Diploma-
do en Evaluación de Impacto Social y Consulta, con 100 horas de docencia, 
impartido por la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (Flacso), con 
cuatro generaciones egresadas. Recientemente clear ha incluido otros dos: 
Evaluación Cualitativa de Políticas Públicas y Evaluación de Impacto.

Finalmente, es posible encontrar una diversidad de cursos que a través de 
los años han impartido instituciones como el Consejo Nacional de Evaluación 
de la Política de Desarrollo Social (Coneval), la Secretaría de Hacienda y 



La enseñanza de la evaluación en América Latina 71

Crédito Público (shcp), la Escuela de Administración Pública de la Ciudad de 
México (eap cdmx), la Academia Nacional de Evaluadores de México A.C. 
(Aceval), y también clear y uam, entre otros. A título de ejemplo, en los 
últimos años, la shcp, a través de la Unidad de Evaluación del Desempeño, 
ha impartido el Diplomado Evaluación de Políticas y Programas Públicos, 
con el objetivo de contribuir a la consolidación de las evaluaciones a políticas 
públicas y programas presupuestarios por medio de un curso teórico-práctico, 
impartido completamente en línea.

La enseñanza en la uam-x

A continuación, se revisa el esfuerzo realizado desde una de las universida-
des públicas de la cdmx, en la que realizamos nuestra actividad docente: la 
uam-x. Ésta impulsa desde 1973 un proyecto académico en que la docencia, 
la investigación y el servicio se retroalimentaran mutuamente para obtener 
un resultado sinergético, en un marco de fuerte compromiso con el cambio 
social. 

La docencia se imparte bajo un enfoque modular, encarando en cada tri-
mestre lectivo un problema nacional relevante, y se organizan trabajos de 
investigación en que los estudiantes aplican los conocimientos adquiridos en 
clase (combinando componentes empíricos y teóricos) con la finalidad de in-
tegrar los contenidos del módulo. Requiere de la voluntad y disposición de 
los profesores para trabajar los problemas en equipos interdisciplinarios. El 
llamado Modelo Xochimilco es entonces un sistema activo, horizontal, en 
el que la investigación constituye un proceso central en la formación de los 
estudiantes de la uam-x.

En este contexto se imparte la enseñanza de la evaluación a nivel de pre y 
posgrado. En el primer caso, contamos con una Licenciatura en Política y 
Gestión Social, creada en 1997, cuyo décimo módulo está dedicado al estu-
dio de las Políticas Públicas, a nivel teórico-metodológico, que cubre todo su 
ciclo (identificación del problema público, ingreso a la agenda gubernamen-
tal, formulación de políticas y/o programas, obtención de resultados, genera-
ción de impactos y evaluación). Como se puede ver, la etapa final revisa todo 
o alguna parte el proceso previo y retroalimenta el inicio de un nuevo ciclo, 
pero evidentemente el tiempo que se le puede dedicar es poco. 
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Adicionalmente, en ese mismo trimestre se incluye un taller de Evaluación 
de Proyectos Sociales, de 66 horas de duración. Pero nuevamente, se refiere 
sólo a proyectos, más acotados que las políticas y programas, y encara sobre 
todo su evaluación a priori, es decir previo a la toma de decisiones sobre qué 
hacer frente al problema, que es parte de la fase de formulación, y cubre en 
forma limitada la evaluación a posteriori, que sintetizamos antes.

Esta situación se debe a que el programa tiene más de 20 años que se di-
señó, en una época en que la evolución a posteriori de políticas y programas 
públicos sólo se hacía excepcionalmente y, aunque se le han hecho ajustes, su 
actualización en profundidad se encuentra recientemente en proceso.

A pesar de las limitaciones señaladas, los estudiantes se interesan en rea-
lizar trabajos terminales (similares a una tesina) sobre Evaluación y Metae-
valuación, cuyo conocimiento se refuerza en los cursos de Metodología de la 
Investigación y Seminarios de Tesis de los módulos xi y xii. En promedio, 
en cada generación se hacen unos 40 trabajos dedicados a la titulación y, de 
ellos, unos 3 o 4 pueden estar dirigidos a la evaluación. Por ejemplo, en 2017 
fueron dos y en 2018 cuatro, como puede verse en el siguiente cuadro:

Cuadro 2. Trabajos finales sobre evaluación y metaevaluación  
en la Licenciatura en Política y Gestión Social en 2017 y 2018

Título del trabajo Año
Evaluación del Programa de Personas en Situación de Calle 2017
Evaluación del Programa Nacional de Inclusión Laboral de Personas 
con Discapacidad

2017

Evaluación de la Propuesta para la Universalización de los Servicios 
de Salud

2018

El derecho humano a la movilidad en la Ciudad de México. 
Evaluación del sistema de transporte individual ECOBICI

2018

Metaevaluación de la Evaluación de Diseño del Programa Federal 
Promover la Protección de los Derechos Humanos y Prevenir la 
Discriminación de 2015

2018

Evaluación de Diseño del Programa Sectorial de Guerrero Seguridad 
Pública, Protección Civil, Impartición de Justicia y Derechos 
Humanos de los años 2016 y 2017

2018

Fuente: Estadísticas disponibles en la Coordinación del programa académico mencionado.
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Adicionalmente, la uam-x imparte la Maestría en Políticas Públicas, creada 
en 1994, que cuenta con un Módulo teórico-práctico trimestral, completa-
mente dedicado a la Evaluación, mediante 132 horas de docencia, que resulta 
uno de los más intensivos y se complementa con conferencias presentadas por 
especialistas de otras universidades e instituciones públicas. 

El contenido de dicho módulo incluye sintéticamente:
1)	 Ubicación de la evaluación en el proceso de políticas públicas
2)	 Aspectos teórico-conceptuales
3)	 Métodos de evaluación
4)	 Experiencias empíricas extranjeras y nacionales
5)	 Metaevaluación
6)	 Evaluación a nivel federal y subnacional
7)	 Avances y desafíos del proceso.

Tal vez lo que puede llamar la atención de estos contenidos es el orden en que 
se enseña evaluación y metaevaluación, ya que la primera es objeto de estudio 
de la segunda, como fueron definidas al inicio, o sea, que precede a la metae-
valuación. Sin embargo, después de muchos años de enseñarlas en ese senti-
do, llegué a la conclusión que pedagógicamente es más fácil para el estudiante 
entrar en contacto con una evaluación ya realizada y aprender a analizarla 
críticamente, como la metaevaluación exige, y luego solicitarles que hagan 
una evaluación cuando ya conocen lo que debe hacerse y los errores que de-
ben evitarse. Se trata de un aspecto cuya originalidad ha sido valorada por la 
mayoría de los estudiantes y ha permitido lograr buenos niveles de calidad en 
esos dos tipos de trabajo.

En la Maestría se han realizado múltiples tesis sobre Evaluación y Metae-
valuación desde la creación del programa y especialmente en los últimos años. 
A título de ejemplo, se citan algunas en el siguiente cuadro:
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Cuadro 3. Tesis de Evaluación y Metaevaluación 
Maestría en Políticas Públicas

Título del trabajo Año
Implementación y evaluación del programa de abasto de leche 
liconsa sa de cv, de 1982 a 1997

1999

Hacia la evaluación de la política educativa de nivel medio superior 2008

La evaluación institucional en México. El caso de la Universidad 
Autónoma Metropolitana – Xochimilco 2000-2003

2009

La evaluación del componente educativo del programa 
Oportunidades en municipios del Edo. de México

2009

Metaevaluación del programa integral para el Fortalecimiento 
Institucional (pifi)

2011

Evaluación del programa de pensión alimentaria para adultos 
mayores en el Distrito Federal 2006-2010

2011

La práctica de la evaluación de políticas y programas públicos 
como instrumentos de rendición de cuentas b

2017

Nivel de autonomía de los órganos coordinadores de evaluación 
estatal en México y calidad de sus trabajos

2020

Fuente: Estadísticas disponibles en la Coordinación del programa académico mencionado. 

Otros productos que considero importante resaltar son: a) en el marco de este 
programa, en los años 2014 y 2015, se realizó una estancia posdoctoral en 
el tema, por parte de una colega recientemente graduada en el Doctorado 
de Evaluación de la Universidad Complutense de Madrid; y b) fue posible 
publicar el libro “Productos de la enseñanza de la evaluación de políticas y 
programas públicos” (Cardozo, Coord., 2018), en el que se incluyen tres o 
cuatro trabajos seleccionados de las últimas generaciones de la Maestría, que 
muestran los resultados alcanzados en un trimestre intensivo de formación y 
que pueden servir como material didáctico de profesores y estudiantes.
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Reflexiones finales

El análisis previo muestra programas latinoamericanos de profesionalización 
y capacitación en evaluación, limitados en su número, para responder a la 
cantidad de programas que anualmente se evalúan, sólo en México se superan 
los 300 anuales entre trabajos nacionales y subnacionales. Destaca el trabajo 
gubernamental realizado en Costa Rica con apoyo de la cooperación interna-
cional, también un programa de posgrado en ese país, uno en Chile y otro en 
México, así como el esfuerzo realizado por clear, desde México y para toda 
la región, incluyendo actualmente tres diplomados. Además, casi la totalidad 
de la oferta realizada se concentra en las capitales de los países revisados y, en 
varios casos, sus costos son elevados, limitando así el acceso a quienes viven 
y trabajan en su interior.

Se concluye que tenemos un déficit de formación académica y de capaci-
tación de profesionales de la evaluación en México, y en América Latina en 
general, por lo que necesitamos más programas de formación accesibles y de 
calidad, que sólo parecen factibles a través del acuerdo interinstitucional, o 
incluso internacional, que reúna a los docentes-evaluadores más prestigiados, 
que actualmente se encuentran dispersos en diferentes universidades y cen-
tros de investigación.

Por otra parte, muchos evaluadores hemos surgido de disciplinas cercanas 
al tema (economía, sociología, administración pública, estadística, etc.) pero 
individualmente no hemos tenido una formación interdisciplinaria como la 
evaluación requiere, por lo que necesitamos la conformación de equipos in-
terdisciplinarios ad hoc a cada política y programa evaluado. Con esta idea 
de interdisciplina se desarrollan los programas de la uam-x, provocando en el 
estudiante el debate teórico-metodológico, el conocimiento de la diversidad 
de experiencias disponibles y la aplicación de su aprendizaje a la realización 
de trabajos con una calidad competitiva.
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Introducción 

El presente trabajo aborda el estado de la formación en evaluación en la región 
de América Latina. Su objetivo es describir de manera agregada las estrate-
gias de profesionalización implementadas mediante diferentes modalidades. 
Para ello se aborda brevemente el contexto histórico de las instancias de for-
mación en evaluación de la región, y así brindar una mirada panorámica del 
estado actual de la formación en evaluación en la misma, con especial énfasis 
en la formación de posgrado, seguido de una descripción de los principales 
desafíos y necesidades que evaluadores/as latinoamericanos enfrentan en el 
ejercicio de la docencia y formación en evaluación. 

En segundo lugar, se analiza el caso de Chile, con base al estudio sobre el 
perfil actual de sus evaluadores/as. La metodología utilizada ha sido sobre la 
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base de revisión de documentos, entrevistas con expertos, y aplicación de una 
encuesta online a los/as evaluadores/as chilenos/as. 

La profesionalización de la evaluación en la región

Una correcta comprensión de la dinámica del desarrollo de capacidades en 
evaluación en América Latina requiere prestar atención a los procesos de con-
solidación democrática (Balletbò, 1994), las reformas políticas concomitantes 
y la forma en que éstas han influido en el desarrollo del campo de la evalua-
ción, en particular a nivel de institucionalización. A su vez, se ha de reconocer 
que los actores gubernamentales no son los únicos que expresan la necesidad 
de evaluación, pues a ellos se le suman instituciones, agencias y la ciudada-
nía, quienes expresan nuevas demandas en cuanto a información, metodolo-
gías y formas de hacer uso de la evaluación (Feinstein, 2012a). 

En este contexto regional, la evaluación ha experimentado una evolución 
tanto conceptual como metodológica, así como un cambio en su estatus en la 
sociedad. En este proceso, la demanda de evaluación y el desarrollo de capaci-
dades de evaluación han avanzado junto con los cambios de ciclos y políticas 
de reforma que ha experimentado la región. 

Según Oszlak (1999, 2003), tres generaciones de reformas en América La-
tina influyerion en la demanda y oferta de capacitación en evaluación. La 
primera ola de reformas fue en la década de 1980, vinculando a la evaluación 
con los procesos de diseño y planificación de políticas, los mismos que eran 
fuertemente asociados al desarrollo de proyectos de envergadura, principal-
mente en el campo del desarrollo rural. Durante este período, los especia-
listas en evaluación generalmente fueron formados en los departamentos de 
posgrado en administración pública y políticas sociales de las universidades 
(Feinstein, 2012a). 

La segunda ola se desarrolló durante la década de 1990 y principios de la 
de 2000, en el marco de los procesos de consolidación democrática y refor-
mas estatales para garantizar una mayor eficiencia e impacto de las políticas. 
En este período se desarrollaron sistemas de evaluación de políticas relacio-
nadas con la gestión presupuestaria (Chile) o relacionadas con el seguimien-
to y monitoreo de las políticas públicas (Colombia y México), mientras que 
otros países (Brasil, Costa Rica y Perú) avanzaron en la adopción de sistemas 
de evaluación institucionalizados (May, Shand, Rojas y Saavedra, 2006, Cu-
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nill y Ospina, 2008). Las agencias y los bancos multilaterales de desarrollo 
comenzaron a incluir componentes orientados al desarrollo de la evaluación 
a nivel de país (ove, 2001; Luchilo, 2010) y se gestaron los primeros progra-
mas de evaluación de posgrado y otros esquemas de formación en la región, 
principalmente vinculados a las universidades (Martinic, 2012). 

A partir de la década de 2000, y extendiéndose hasta la actualidad, surgió 
el tercer movimiento de reforma caracterizado por la progresiva consolida-
ción de la democracia en América Latina. Esta tercera ola ha puesto un fuerte 
énfasis en los resultados, el fortalecimiento de las instituciones estatales y el 
desarrollo de valores sociales comprometidos con las libertades públicas y los 
derechos humanos. En lugar de enfatizar el rol de la evaluación en la efectivi-
dad, la evaluación se entendió como el paso final del ciclo de los proyectos y 
la mayoría de los esfuerzos se orientaron a medir los impactos de las acciones 
desarrolladas (Martinic y Rodríguez-Bilella, 2016). 

La creciente oferta de cursos de evaluación de posgrado en las universidades 
ha sido desigual en toda la región y refleja niveles de calidad heterogéneos. 
Feinstein (2012b: 110) ha sostenido que la región presenta una brecha entre 
la demanda de especialistas en evaluación y la oferta existente. Según Ghiano 
(2021), a mediados de 2019 existían diez programas de maestría y veinticuatro 
diplomados o especializaciones en América Latina, orientados a la especiali-
zación en teorías y métodos en el campo de la evaluación con aplicación en 
diferentes áreas del sector social (educación, salud, desarrollo rural y políticas 
sociales, entre otros).

Fuera del ámbito universitario, existen distintos esfuerzos de formación 
en evaluación de posgrado, muchas veces ofrecidos por organizaciones inter-
nacionales que trabajan para satisfacer las necesidades de desarrollo de ca-
pacidades de evaluadores/as. Algunas de las más relevantes en la región son 
la iniciativa clear-lac, y los cursos de capacitación ofrecidos por el Banco 
Interamericano de Desarrollo, el Banco Mundial, el Instituto Latinoamerica-
no y del Caribe de Planificación Económica y Social (ilpes) y capacitación en 
Evaluación Educativa por parte del Laboratorio Latinoamericano de Evalua-
ción de la Calidad de la Educación (llece- unesco), entre otros. 

Hay también importantes esfuerzos de capacitación en evaluación lidera-
dos por las vope. Las organizaciones latinoamericanas suelen incluir la for-
mación como una de las principales actividades de sus organizaciones. De las 
11 vope que participaron en la encuesta realizada por los autores en 2020, 
el 73% incorporó la formación en evaluación como una línea de trabajo ex-
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plícita en sus planes. Durante los últimos cinco años, las vope han brindado 
espacios para compartir experiencias e instancias de formación más formales. 
Dichos espacios de capacitación son heterogéneos en cuanto a metodologías, 
número de horas y contenido, y en general se implementan una sola vez, aten-
diendo a necesidades u oportunidades coyunturales.

A nivel regional, se detectan distintos desafíos para consolidar las instan-
cias formativas en el campo evaluativo. El primero de ellos da cuenta de que 
la creciente oferta de cursos de posgrado en la última década ha sido desigual 
en la región y refleja niveles de calidad heterogéneos. México, Brasil y Chile 
son reconocidos por los expertos y expertas entrevistados como países don-
de hay importantes esfuerzos hacia una capacitación en evaluación de buena 
calidad. Como señalan Pérez-Yarahuán & Trujillo (2015), el desarrollo del 
campo de la evaluación en la región no ha sido lineal entre los países, es más 
bien un proceso dinámico, y los sistemas de Monitoreo y Evaluación tienen 
diferencias que se derivan del contexto nacional en el que están integrados. 
También hay una concentración de los cursos disponibles en las capitales de 
los países, donde además se encuentran cursos de posgrado. Casi 3 de cada 
10 de los encuestados por la iniciativa EvalYouth Latin America and the Ca-
ribbean (EvalYouth lac), en 2016 indicaron que los pocos cursos que existen 
son de buena calidad, pero no son accesibles en términos de costo y distancia, 
casi siempre concentrados en las capitales. Este dato se complementa con la 
consulta a las VOPE realizada por los autores durante 2020 en el cual se da 
cuenta de que, salvo dos excepciones, la totalidad de los cursos presenciales 
llevados a cabo por las VOPE en los últimos 5 años fueron realizados en las 
ciudades capitales.

Un segundo desafío está relacionado con la cantidad y el grado variable de 
calidad de los cursos de formación. En la encuesta de EvalYouth lac (2016), 
6 de cada 10 encuestados/as indicaron que hay pocos cursos y de baja calidad 
en sus países. Las principales razones que los encuestados/as brindaron para 
explicar el tema de la baja calidad y/o la escasez de cursos disponibles son: la 
falta de docentes calificados, el hecho de que los cursos no están articulados en 
programas (cursos aislados) y que los materiales no están actualizados con nue-
vos métodos, temas o paradigmas. Los encuestados/as también mencionaron 
que hay pocos cursos sobre métodos cuantitativos, que los contenidos de los 
cursos disponibles están desactualizados y que no están orientados a la práctica. 

Más allá de los espacios formales de desarrollo de capacidades en evalua-
ción, la región ha experimentado un incremento en el número de cursos y ta-
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lleres centrados en técnicas y dimensiones específicas de evaluación orientadas 
a servidores públicos, organizaciones no gubernamentales y líderes locales. 
Vinculado a ello aparece un tercer desafío, el cual atañe a la profundidad y 
la calidad del contenido de la oferta formativa especializada en evaluación. A 
diferencia de los programas académicos, que están sujetos a procesos de acre-
ditación nacional que permiten una evaluación externa de su calidad, otras al-
ternativas de formación, como talleres, cursos y certificados, no están, por lo 
general, sujetos a estas evaluaciones de calidad (Martinic y Rodríguez-Bilella, 
2016). Estos cursos, más cercanos al principio de “aprender haciendo” (Feins-
tein, 2012a), suelen ser impartidos por universidades, organismos internacio-
nales (como cepal en Chile) o Think Tanks (como grade en Perú o clear en 
México), y están dirigidos a la solución de necesidades específicas de especia-
lización, atendiendo a una población que debe aprender en su propio contexto 
laboral. A pesar de los significativos aportes al desarrollo de capacidades que 
estos cursos pueden hacer en la región, muchos constituyen experiencias ais-
ladas con diferencias en el nivel de competencias y habilidades que en ellos se 
enseñan (Ghiano, 2021). Para Badilla (2010: 333), estos cursos proponen un 
cambio de la teoría y la epistemología hacia “formas o estilos más prácticos 
implementados en los programas de formación”, por lo que no enfatizan en el 
desarrollo de la capacidad teórica, lo cual es fundamental para la investigación 
y el desarrollo académico de la evaluación como disciplina.

Si bien en algunos países de la región existe un alto número de evaluado-
res/as experimentados para atender la demanda existente de evaluación, los 
expertos/as entrevistados señalan que la mayoría de los evaluadores/as en 
algunos países (o regiones dentro de los países) son autodidactas, como es 
el caso de Chile. La oferta limitada o escasa de programas de posgrado en 
evaluación puede considerarse un problema en sí mismo, pero se convierte en 
un problema aún mayor cuando la falta de formación en evaluación significa 
una barrera de entrada para jóvenes evaluadores/as al mercado laboral. Los 
encuestados/as en el estudio realizado por EvalYouth LAC en 2016 indicaron 
que pocos equipos de evaluación incorporan evaluadores/as jóvenes y emer-
gentes, principalmente debido a la falta de capacitación y de experiencia.

Esta falta de oferta de formación puede observarse entre evaluadores/as,  entre 
quienes demandan evaluaciones y quienes toman decisiones, agente que a me-
nudo carecen de los conocimientos y habilidades para exigir evaluaciones o para 
valorar la calidad de los informes de evaluación. 
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La profesionalización de la evaluación,  
conociendo el perfil de los/as evaluadores de Chile

Chile cuenta con una institucionalidad evaluativa cada vez más sólida, pio-
nera en la región, que ha privilegiado fuertemente la acción de evaluar con 
la toma de decisiones presupuestarias (Ministerio de Hacienda, Dirección de 
Presupuestos y Ministerio de Desarrollo Social, Subsecretaria de Evaluación) 
(Olavarría y Peroni, 2012). Las evaluaciones se realizan mediante la externa-
lización, vía licitaciones públicas, por ende, se ha desarrollado un mercado de 
oferentes de investigaciones evaluativas que provee al Estado de tal especia-
lidad. Hasta el momento la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (ocde) (2019), el Banco Mundial (2005) y el Banco Interamerica-
no de Desarrollo (bid), han analizado y descrito las características del sistema 
de evaluación en el país (se encuentra información pública sobre el mismo y el 
resultado de las evaluaciones que realiza en las siguientes ligas: www.dipres.
cl; www.desarrollosocialyfamilia.gob.cl/). Sin embargo, no hay información 
sobre el perfil de quienes realizan tales estudios. El nivel de profesionaliza-
ción de dichos actores es conocido por las entidades públicas al valorar sus 
Curriculum Vitae en las diferentes postulaciones, pero se desconoce de ma-
nera agregada cuáles son las características de tal grupo. En primer lugar, 
lo anterior no es menor, en tanto que son los especialistas que contribuyen a 
dirimir sobre el futuro de programas y proyectos públicos. En segundo lugar, 
la formación adquirida se traducirá a los enfoques, las metodologías y el tipo 
de recomendaciones que podrán emitir para incidir en las políticas públicas. 
Por lo anterior, se ha decidido conocer acerca de este colectivo, que en la ac-
tualidad se encuentra fragmentado y disperso.

La metodología aplicada consistió en una encuesta online,7 realizada entre 
los meses de agosto y septiembre, 2020. Se desconocía el universo pobla-
cional, por ende, se realizó una búsqueda intencionada a través de diferentes 
fuentes (registros de la Dirección de Presupuestos, listados de participantes 
en instancias promovidas por el Núcleo Interdisciplinario de Investigación 
Evaluativa, y contactos derivados de los mismos evaluadores). Se consolidó 

7	 Encuesta diseñada e implementada por los sociólogos Aníbal labra, Eduardo Ubillo y 
Amanda Andueza, investigadores asociados al  Núcleo Interdisciplinario en Investiga-
ción Evaluativa, (niie), Universidad de Chile, 2021.

http://www.dipres.cl
http://www.dipres.cl
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un universo de 316 investigadores, confirmándose un total de 295 a quienes 
se les envió la consulta, obteniéndose un 54% de respuestas. 

A continuación, se presentan las principales características.
En relación con la distribución por sexo existe una relativa paridad entre 

ambos, siendo 48% mujeres y 51% de hombres. Al respecto cabe destacar el 
mayor ingreso de evaluadoras de manera reciente, correspondiente al tramo 
etario entre 30 y 39 años.

Gráfica 1. Distribución según sexo y edad de los/as evaluadores

Fuente: niie-dp, 2020.

Con relación a la residencia, el 80.4% habita en la Región Metropolitana, sien-
do Chile un país centralizado, ésta distribución se refleja en la concentración 
de capital humano en Santiago en desmedro del resto del país. 



Andrea Peroni y Pablo Rodríguez-Bilella86

En relación con la institución donde laboran, resalta el espacio académico 
como el lugar donde se concentran lo/as evaluadores (49%) y, en segundo 
lugar, aquellos que son independientes (32%) y cercanos a las consultoras 
(30%). Según las disciplinas de donde provienen y la institución donde reali-
zan las evaluaciones se destaca la presencia de las ciencias sociales en otros 
ministerios públicos (no del Ministerio de Hacienda - Dirección de Presu-
puesto, dipres - ni del Ministerio de Desarrollo Social y Familia –Mideso‒) y 
en las organizaciones de la sociedad civil, indicando la posibilidad de aplicar 
otros enfoques metodológicos en la evaluación.

Gráfica 2. Ámbitos laborales institucionales

Fuente: niie-dp, 2020.
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En relación con lo anterior, la presencia multidisciplinaria da cuenta de la 
construcción del campo de la investigación evaluativa desde diferentes pers-
pectivas. A su vez la formación profesional de pregrado permite notar los 
enfoques teórico/metodológicos que se aplicaron en los procesos evaluativos. 
Se aprecia una mayoritaria presencia de las ciencias sociales (45%) y, en se-
gundo lugar, de la economía (28%), seguido de las ingenierías (12%). Ahora 
bien, si se suman estas dos últimas constituyen el 40%, cercano a las ciencias 
sociales, donde la sociología constituye el 69% de las mismas (14% psicolo-
gía; 10% trabajo social y 7% antropología). Cabe destacar la relación inversa, 
según sexo entre las ciencias sociales y la economía, donde en la primera 
priman las mujeres y en la segunda los hombres, al igual que en la ingeniería.

Gráfica 3. Distribución de áreas de formación  
de pregrado y sexo

Fuente: niie-dp, 2020.
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Finalmente, sobre la formación disciplinar de grado, solo el 12% tiene 
únicamente pregrado, el 51% de los evaluadores/as tienen Magister y el 36% 
Doctorado, lo anterior indica que sobre el 87% presenta una mayor capacita-
ción y nivel de especialización, siendo un actor con una fuerte inversión en 
capital humano. 

Gráfica 4. Distribución de los/as evaluadores según  
grado académico

Fuente: niie-dp, 2020.

Ahora bien, sobre la pregunta ¿A través de qué instancias educativas se for-
maron en investigación evaluativa?, se indica lo siguiente: el 69% a través de 
talleres o seminarios; el 62% a través de una asignatura dentro de un plan de 
estudios de pregrado o de postgrado; el 45% a través de un curso, y el 23% a 
través de un diplomado. Como se puede apreciar, la formación se establece en 
espacios de corto alcance y puntuales, o en las mallas de las carreras iniciales 
o de magister. No existiendo espacios específicos de formación en investiga-
ción evaluativa en Chile, a nivel de posgrado. Un 6% afirma no tener forma-
ción específica en esta materia, siendo autoformado en el quehacer mismo.
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Reflexiones finales

Los desafíos y necesidades propios de la enseñanza y formación en evalua-
ción en la región expresan el resultado de distintos procesos históricos que 
dan cuenta del desarrollo del campo, así como de la institucionalización de la 
evaluación en cada país. En dicho marco, algunas tendencias en el desarrollo 
de capacidades de evaluación en la región señalan que las instancias forma-
tivas están adoptando una orientación más aplicada y empírica, combinando 
enfoques prácticos con una sólida base teórica. Junto a ello, existe un crecien-
te reconocimiento de la importancia de utilizar métodos mixtos en el diseño y 
desarrollo de evaluaciones y la formación en esa línea, a la par de no descui-
dar el espacio en formación de “habilidades blandas”, como la comunicación 
de la evaluación, las estrategias y herramientas para mejorar la relación entre 
evaluadores/as y la sociedad civil.

Reconociendo que la mayoría de los/as evaluadores/as en la región son 
autodidactas en su formación sobre este campo. Las iniciativas colectivas de 
capacitación en introducción a la evaluación enfocadas a evaluadores/as jó-
venes y emergentes, implementadas como talleres, vía alianza entre diversas 
organizaciones bajo el auspicio de capítulos de EvalYouth y vope nacionales, 
se presentan como una instancia prometedora.

En el contexto de la pandemia del Covid 19 se han intensificado las expe-
riencias que acentuaban las estrategias virtuales de formación y desarrollo de 
capacidades en evaluación. Dicha adaptación abre un camino potencial para 
resolver algunos de los desafíos de accesibilidad a las oportunidades de for-
mación en la región, disminuyendo las brechas de acceso, y facilita espacios 
para compartir experiencias entre personas y organizaciones en distintos te-
rritorios. Al igual que otras instancias reseñadas en este artículo, la valoración 
de su calidad se presenta como un reto de enorme relevancia. Aun cuando 
todavía existen varios desafíos para la profesionalización de la evaluación en 
América Latina, también hay oportunidades para continuar avanzando en el 
desarrollo de capacidades en evaluación de la región.

De acuerdo con la información correspondiente al caso de Chile, cabe des-
tacar la misma en tanto se constituye como el primer perfil nacional disponi-
ble en la región sobre ¿Quiénes son los y las evaluadoras?, permitiendo co-
nocer cómo se componen demográficamente, (49% M/ 51% H), valorándose 
la inclusión de más mujeres en el tramo etario de 30 a 39 años. La formación 
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de pregrado oscila entre las ciencias sociales y la economía, un 88% tiene 
magister y doctorado, indicando un alto nivel de capital humano, siendo un 
perfil especializado en sus áreas de investigación. Sin embargo, la formación 
en investigación evaluativa es de corto alcance y sin estancias específicas de 
posgrado para ello. Dicho lo anterior, cabe retomar las reflexiones planteadas 
sobre el desarrollo de capacidades en América Latina, y esbozar nuevas pre-
guntas, por ejemplo ¿Cómo integrar la interdisciplina en la formación en eva-
luación? ¿Y la transdisciplina? ¿Cómo se vincula la formación y la práctica 
en la generación de conocimiento transferible? ¿A qué obedece un cuerpo de 
evaluadores/as “académicos/as”, sin formación especializada? ¿Cuáles son 
las barreras que limitan el desarrollo de formación en investigación evalua-
tiva desde la academia? ¿Cómo se conjuga con el saber práctico?, ¿Cómo 
se fortalecen las capacidades evaluativas, desde las particularidades de La-
tinoamérica y el Caribe?, a fin de continuar avanzando con el desarrollo de 
capacidades en evaluación en la región.
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INSTITUCIONALIZACIÓN DE LA EVALUACIÓN  
DE LA POLÍTICA DE ADAPTACIÓN AL CAMBIO CLIMÁTICO 
EN MÉXICO 

Angélica Rosas Huerta*

Introducción

Desde hace un par de décadas la adaptación al cambio climático fue reco-
nocida por el gobierno mexicano como un problema público; a través de los 
años, se ha institucionalizado en la agenda de gobierno y en particular en 
la ambiental. De igual forma se han implementado acciones, procesos y ca-
pacidades orientadas a la adaptación a los impactos del cambio climático (es el 
caso de la disminución en la disponibilidad del agua, pérdida de rendimientos 
agrícolas, presencia de enfermedades transmitidas por vectores, afectaciones a 
asentamientos humanos e infraestructura, como consecuencia de inundaciones, 
pérdida de biodiversidad de servicios ecosistémicos, por mencionar algunos) y 
disminuir la vulnerabilidad de los sistemas naturales y sociales. 

Asimismo, en la última década a nivel internacional como nacional se ha 
evidenciado la necesidad y el interés por medir en un tiempo y momento 
determinados el valor o la utilidad de las medidas de adaptación, así como la 
efectividad real de las mismas. Principalmente, la preocupación se centra en 

*	 Profesora-investigadora del Departamento de Política y Cultura de la Universidad Autóno-
ma Metropolitana, Unidad Xochimilco, correo electrónico: arosas@correo.xoc.uam.mx
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conocer, explicar y valorar, por un lado, los impactos esperados de las me-
didas de adaptación y poder seleccionar aquella que contribuya a alcanzar el 
objetivo de la intervención (evaluación ex-ante); y por el otro, los resultados 
e impactos alcanzados por las medidas, la contribución que tienen en el cum-
plimiento de los objetivos establecidos, y así mejorar la toma de decisiones 
futuras (evaluación ex-post). Frente a ello, cabe preguntar ¿qué instrumentos 
se han diseñado en México para institucionalizar la evaluación de la política 
de adaptación? ¿cuáles son sus avances y desafíos? Para dar respuesta a esta 
interrogante se plantean dos hilos de discusión. En primer lugar, y a modo 
de marco contextual, se expone una breve presentación sobre los principales 
rasgos de la política de adaptación al cambio climático en México y la impor-
tancia que cobra la evaluación en dicha política. En este marco, y, en segundo 
lugar, se reconstruye la institucionalización de la evaluación de esta política, 
destacando sus avances y los desafíos que presenta para lograr una adaptación 
exitosa.

La política de adaptación y la importancia  
de su evaluación

La inclusión formal del problema de cambio climático, y las dos estrategias 
de lucha contra él: la mitigación y la adaptación, en la agenda gubernamental 
mexicana se da con la firma de la Convención Marco de las Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático (cmnucc) en el año de 1992, y su ratificación un 
año después. En 1997 México presentó su Primera Comunicación Nacional,8 
elaborada con base en las guías que para tal efecto generó la propia Conven-
ción Marco. 

Con apoyo técnico y financiero del Country Studies Program del gobierno 
de los Estados Unidos, en 1994 México inició los trabajos de su Estudio de 
País, con objeto de preparar un primer inventario de gases de efecto inverna-
dero y realizar los primeros estudios sobre los posibles impactos del cambio 
climático, así como un primer diagnóstico de las alternativas y oportunidades 
para la reducción de emisiones. En 1998, el gobierno de México firmó el Pro-

8	 Estos reportes son el conducto por el cual los países miembros de la cmnucc informan 
periódicamente a la comunidad internacional sus inventarios de emisiones de gases de 
efecto invernadero, el estado del conocimiento sobre los impactos esperables del cambio 
climático en cada país y los avances en el diseño e instrumento de políticas y acciones 
para mitigar y adaptarse al cambio climático.
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tocolo de Kioto, adhiriéndose al conjunto de países comprometidos a redu-
cir sus emisiones de gases y compuestos de efecto invernadero en diferentes 
niveles y con proyecciones a distintos periodos de tiempo (Semarnat, 2006). 
Y en 2015 se adhiere al Acuerdo de París y se compromete a mantener el au-
mento de la temperatura promedio global por debajo de los 2°C con respecto 
a los niveles preindustriales, y con miras a limitarlo a 1.5°C.

Paulatinamente, en México se ha ido entretejiendo un conjunto de accio-
nes a nivel nacional que han configurado la política de cambio climático, 
política que se orienta a lograr una adaptación a la variabilidad climática y la 
mitigación de emisiones de gases y compuestos de efecto invernadero (Art. 
2 de lgcc). Actualmente la política a nivel nacional está compuesta por ins-
trumentos legales, financieros, organizacionales, de planeación, entre otros, 
orientados a la mitigación y a la adaptación (ver cuadro 1). 

Cuadro 1. Política de cambio climático en México

Ámbito Nacional
Jurídico Ley General de Cambio Climático, 2012.

Planeación Estrategia Nacional de Cambio Climático 10-20-40.
Programas Especiales de Cambio Climático 2009-2012, 2014-
2018 y 2020-2024. 

Arreglos 
institucionales

Sistema Nacional de Cambio Climático, 2014.
Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático, 2013.
Comisión Intersecretarial de Cambio Climático, 2005.
Consejo de Cambio Climático, 2013.
Coordinación de Evaluación, 2015

Instrumentos Registro Nacional de Emisiones.
Inventario Nacional de Emisiones de Gases y Compuestos de 
Efecto Invernadero.
Atlas Nacional de Riesgos.
Atlas Nacional de Vulnerabilidad al Cambio Climático.
Sistema de información de Cambio Climático

Financiamiento Fondo de Cambio Climático, 2012

Fuente: Elaboración propia con base a Ley General de Cambio Climático del 2012.
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Para los fines de este trabajo se destacan los instrumentos de planeación, 
es así como la Estrategia Nacional de Cambio Climático 10-20-30 se distin-
gue por presentar tres ejes estratégicos en materia de adaptación y cinco en 
matera de mitigación. En cuanto a los programas se tiene que el Programa 
Especial de Cambio Climático 2009-2012 está integrado por 105 objetivos y 
294 metas, de las cuales 37 objetivos y 142 metas corresponden a adaptación. 
El programa correspondiente a 2014-2018 compuesto por cinco objetivos, 26 
estrategias y 199 líneas de acción, de las cuales 77 corresponden a adaptación 
al cambio climático. Por último, el programa 2020-20249 está compuesto por 
171 acciones, pero no se tiene conocimiento sobre aquellas que están orienta-
das a la adaptación y sus características.10 Pero ¿qué resultados han obtenido 
las acciones implementadas, qué efectos han logrado y sobre todo qué tanto 
han contribuido con los objetivos para los cuales fueron definidas?

Las respuestas a estas interrogantes se dan a partir de estudios realizados 
en el marco de las evaluaciones de políticas y programas públicos. Realizando 
una revisión de la literatura se puede afirmar que en los últimos años la eva-
luación de la política climática, y en particular la de adaptación, ha cobrado un 
mayor interés por parte de la comunidad científica, gobernantes y tomadores 
de decisión a nivel nacional como internacional y la han reconocido como una 
actividad estratégica necesaria (Mullan et al, 2013; Tompkins, et al., 2010; giz, 
2013; inecc, 2019, 2020a, b y c). Esto debido a que: 1) aumenta el conocimien-
to sobre los impactos del cambio climático y las condiciones de vulnerabilidad 
como una base para la planeación y la toma de decisiones; 2) identifica las áreas 
que deben mejorarse y las que se están desarrollando adecuadamente, y permite 
realizar los ajustes necesarios o bien hacer una mejor selección de las futuras 
intervenciones; 3) asegura una distribución de recursos efectiva, que atienda 
los grupos, sectores y regiones más vulnerables; 4) da seguimiento a los planes 
y acciones de adaptación; 5) mejora la rendición de cuenta y la comunicación 
hacia diferentes actores tanto nacionales como internacionales; y 6) contribuye 
al conocimiento y aprendizaje sobre buenas prácticas y fracasos de las acciones 

9	 El pecc 2020-2024 fue aprobado a inicios de agosto de 2020 por la Comisión Intersecre-
tarial de Cambio Climático en su primera sesión ordinaria; sin embargo, hasta la fecha 
no se ha publicado.

10	 Ver Proposición con punto de Acuerdo, para exhortar a la Semarnat a publicar con la cicc 
el Programa Especial sobre Cambio Climático 2020-2024 (Corona y Escobar, 2020).
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de adaptación (Naswa, et al; 2015, Mullan et al, 2013; inecc, 2019, 2020a, b y 
c; Tompkins, et al, 2010; y Price-Kelly, et al, 2015). 

A pesar de la importancia que tiene la evaluación en los procesos de adap-
tación, la propia literatura también concluye que ha sido poco desarrollada 
(Adgery Barmett, 2009; Mullan, et al, 2013; Tompkins, et al, 2010). Esto se 
debe, entre otros aspectos, por la complejidad biofísica y socioeconómica del 
territorio, a que las intervenciones en adaptación son únicas, no fácilmente 
repetibles; el diseño, la implementación y los beneficios inmediatos son espe-
cíficos de un sitio; y son difícil de cuantificar; así también a que las acciones 
van acompañadas de esquemas participativos y multisectoriales para su im-
plementación (Naswa, 2015), lo que dificulta notablemente, no solo evaluar 
las acciones sino también diseñar sistemas de evaluación. A pesar de ello, 
México, como otros países, están avanzando en la evaluación de la política 
de adaptación. Empero cabe preguntar ¿qué instrumentos se han diseñado en 
México para institucionalizar la evaluación? Es decir, qué se ha desarrollado 
para legitimar un marco normativo que permita asumir la función de la eva-
luación, no como una actividad aislada o esporádica sino como aquella que es 
constante, necesaria y prioritaria en la agenda gubernamental y en los proce-
sos de formación y toma de decisiones de la política de adaptación.

Instrumentos de evaluación de la política 
de adaptación

Cualquier estudio referido a la evaluación de la política de adaptación en Mé-
xico debe partir de la Ley General de Cambio Climático (lgcc) publicada 
en el 2012, ya que en ella queda establecida la evaluación como actividad 
necesaria para valorar los instrumentos de la política, así como las atribu-
ciones y responsabilidades de las dependencias gubernamentales encargadas 
de ella. Es así como la ley mandata, entre otros aspectos, que la federación 
es la encargada de evaluar todos los instrumentos que forman parte de la 
Política Nacional de Cambio Climático (Art. 7), a través de la Coordinación 
de Evaluación11 o de uno o varios organismos independientes (Art. 25). De 

11	 La conformación de la Coordinación, así como sus atribuciones y trabajo realizado en 
evaluación se aborda más adelante. 
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igual forma establece los objetivos, productos, usuarios y periodicidad de la 
evaluación (ver cuadro 2).

Cuadro 2. La evaluación de la política climática en la lgcc

Aspecto Descripción Artículo

Objetivo de la 
evaluación 

Proponer la modificación, adición o reorientación 
parcial o total de la Política Nacional de Cambio 
Climático, incluyendo la Estrategia Nacional 
de Cambio Climático, el Programa Especial 
de Cambio Climático, y programas estatales 
y municipales, considerando los objetivos en 
materia de adaptación y mitigación.

Arts. 98, 101, 
102 y 103

Objeto de 
evaluación 

Todo tipo de intervención que forme parte de la 
Política Nacional de Cambio Climático incluyen-
do instrumentos de planeación, económicos regu-
latorios, de información, intervenciones dirigidas 
a proveer bienes y servicios públicos.

Art. 4, 98-
102

Productos Resultados de la evaluación, recomendaciones y 
sugerencias.

Art. 98

Usuarios Ejecutivo Federal, gobiernos de las Entidades Fe-
derativas y Municipios, Cámaras de Diputados y 
Senadores.

Arts. 7, 8, 9, 
98 y 105

Periodo Cada dos años o por periodos más largos. Art. 104

Fuente: Ley General de Cambio Climático del 2012. 

Para cumplir con lo establecido en la lgcc, en el mismo instrumento jurídi-
co se mandata la creación de dos organismos que permiten incorporar a la 
evaluación como un componente esencial de la política climática: la Coordi-
nación de Evaluación de la Política Nacional de Cambio Climático (ce) que 
se encarga de guiar la evaluación de la política; y el Instituto Nacional de 
Ecología y Cambio Climático (inecc) que se le encomienda implementar los 
acuerdos y acciones tomadas por la ce. Con respecto a la Coordinación, es 
un grupo de trabajo que tiene como mandato, según especifica la ley, condu-
cir la evaluación periódica y sistemática de la política climática en México y 
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proponer, con base en las evaluaciones, recomendaciones, adiciones o retroa-
limentación de manera parcial o total la política climática (Art. 23 y 98). Está 
integrada por el o la titular del Instituto Nacional de Cambio Climático y seis 
Consejeros Sociales que representan a la comunidad científica, académica, 
técnica e industrial, con amplia experiencia en materia de medio ambiente, 
particularmente en temas relacionados con el cambio climático (Art 23); los 
cuales son designados por la Coordinación Intersecretarial de Cambio Cli-
mático en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 23 y octavo transitorio 
de la lgcc. Para su operación, la Coordinación de Evaluación se apoya en su 
Secretaría Técnica, la Coordinación General de Evaluación de las Políticas 
de Mitigación y Adaptación al Cambio Climático del inecc, y recibe apoyo 
técnico de las demás unidades administrativas del Instituto.

Si bien desde el 2012 se mandata la creación de la Coordinación de Eva-
luación, es hasta marzo de 2015 cuando se instaló y en septiembre de ese 
mismo año contó con un programa de trabajo para un periodo de tres años 
(20015-2018). En este tiempo el trabajo realizado por la Comisión se centró 
en cuatro aspectos: 1) establecer los elementos normativos para la evalua-
ción, 2) especificar el marco procedimental para la evaluación, 3) identificar 
indicadores, y 4) conducir las primeras evaluaciones de algunos instrumentos 
de la política climática (Heredia, 2016 y Coordinación de Evaluación, 2016). 

El trabajo orientado a conformar un marco legal contribuye a contar, por 
una parte, con un conjunto de principios y reglas que orientan el comporta-
miento de los integrantes de la coordinación; y por otra, con la regulación de 
la organización y funcionamiento de la coordinación. El marco procedimental 
permite sentar las bases que guían y orientan la evaluación de la política cli-
mática. Es así que se tiene claridad sobre, por ejemplo, los tipos de evaluación 
que en materia de cambio climático se pueden realizar (evaluación de dise-
ño, evaluación de procesos, evaluación de resultados, evaluación de impac-
to, evaluación estratégica, y evaluaciones no comprendidas anteriormente y 
que la Coordinación de Evaluación considere prioritarias), los tiempos para 
solicitar las evaluaciones (último día hábil de noviembre de cada año) y las 
fuentes de financiamiento. 

Al respecto, cabe mencionar que los costos para el cumplimiento de las 
actividades de la Coordinación, así como las evaluaciones, se cubrían a través 
de los presupuestos del inecc y de las instancias responsables de las interven-
ciones sujetas a evaluación, de los recursos del Fondo para el Cambio Climá-
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tico y otras fuentes de financiamiento nacionales e internacionales (cepncc, 
2016). Es aquí donde se observa una debilidad ya que el financiamiento para 
la realización de las actividades de la Coordinación, entre ellas la evaluación, 
no está fijado por ley. El presupuesto depende de las gestiones que realiza 
el inecc para allegarse de recursos de las autoridades correspondientes, así 
como del apoyo y cooperación de agencias nacionales e internacionales. Por 
ende, las aportaciones que se realizan no son obligatorias y quedan sujetas al 
compromiso e interés de las dependencias. 

Las actividades relacionadas a la identificación y construcción de indi-
cadores abonaron a la conformación de una guía de medidas para valorar la 
evaluación de la política nacional de cambio climático. 

Por otro lado, en 2013 se crea el inecc12 como organismo público descen-
tralizado de la Administración Pública Federal, con personalidad jurídica, pa-
trimonio propio y autonomía de gestión, sectorizado en la Secretaría de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales, Semarnat (Art. 13). A este organismo se le 
encomienda, entre otros objetivos, el evaluar el cumplimiento de los objetivos 
de adaptación y mitigación, así como las metas y acciones contenidas en la 
Estrategia Nacional de Cambio Climático, el Programa Especial de Cambio 
Climático y los programas de las entidades federativas en materia de cambio 
climático (Art. 15, frac. vi). La evaluación de la política climática es una de las 
partes más novedosas de la arquitectura institucional de este organismo. 

El brazo operativo que le permitirá al inecc cumplir con este objetivo, 
de acuerdo a su Estatuto Orgánico publicado el 19 de noviembre de 2014, es 
la Coordinación General de Evaluación de Políticas de Mitigación y Adap-
tación al Cambio Climático,13 ahora Coordinación General de Divulgación, 
Seguimiento y Evaluación de Políticas Públicas de Cambio Climático; a la 
cual se le encomienda implementar los acuerdos y acciones tomadas por la 
Coordinación de Evaluación para institucionalizar la evaluación de la política 
nacional de cambio climático.

12	 El inecc fue creado con la entrada en vigor de la lgcc y remplaza al Instituto Nacional 
de Ecología.

13	 Esta Coordinación es una de las siete unidades administrativas que integran el inecc. 
Las otras unidades son: Coordinación General de Adaptación al Cambio Climático, 
Coordinación General de Mitigación del Cambio Climático, Coordinación General de 
Contaminación y Salud Ambiental, Coordinación General de Crecimiento Verde, Uni-
dad Ejecutiva de Administración; y Unidad Ejecutiva de Asuntos Jurídicos, Información 
y Transparencia.
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El trabajo de la unidad se plantea en tres vertientes: 1) fungir como se-
cretaría técnica de la Coordinación de Evaluación, por tanto, debe facilitar 
su operación y la implementación de sus acuerdos; 2) desarrollar insumos 
para la definición de la normatividad que guíe la evaluación y herramientas 
técnicas para la evaluación, así como promover la interacción entre interlo-
cutores; e 3) implementar el proceso de evaluación en sus diferentes etapas 
(planeación; ejecución de manera directa o, a través de organismos evaluado-
res independientes; difusión de resultados de la evaluación y la gestión de las 
recomendaciones). Cabe mencionar que, para el desarrollo de insumos, esta 
unidad administrativa recibe apoyo de la Coordinación General de Adapta-
ción al Cambio Climático.

A pesar de la importancia que tiene esta unidad administrativa para cono-
cer el impacto de la política climática, lo cierto es que hay algunos aspectos 
que demeritan dicha importancia y se plantean como debilidades. El primero 
referido a que, desde el 16 de octubre de 2019, la unidad responsable cambia 
de nombre y con ello se le adicionan otras funciones diferentes a la evalua-
ción. A partir de esta fecha la Coordinación General de Evaluación de Políti-
cas de Mitigación y Adaptación al Cambio Climático pasa a ser la Coordina-
ción General de Divulgación, Seguimiento y Evaluación de Políticas Públicas 
de Cambio Climático que además de las funciones referidas a la evaluación se 
suman, principalmente, aquellas relacionadas con la vinculación del instituto 
y los diferentes órdenes de gobierno, instituciones académicas y de investi-
gación, organizaciones de la sociedad civil nacionales e internacionales; así 
como la integración de información requerida para elaborar las comunicacio-
nes nacionales y los informes que se presentan ante la Convención Marco y 
el desarrollo y actualización de la página de internet sobre cambio climático 
(Sección Quinta del Acuerdo por el que da a conocer las reformas, adiciones 
y derogaciones a diversas disposiciones del Estatuto Orgánico del Instituto 
Nacional de Ecología y Cambio Climático del 2019). 

Otro aspecto para destacar está relacionado con el personal responsable 
de cumplir con las funciones de la Coordinación General de Divulgación, 
Seguimiento y Evaluación de Políticas Públicas de Cambio Climático. Ha-
ciendo una revisión del personal asignado por unidad administrativa se puede 
observar que esta unidad es la que cuenta con menos personal, a pesar de que 
sus funciones se incrementaron (ver cuadro 3). 
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Cuadro 3. Estructura orgánica del inecc

Unidad Administrativa
2020

No. plaza %
Coordinación General de Adaptación al Cambio Climático 98 10.3

Coordinación General de Mitigación del Cambio Climático* 70 7.3

Coordinación General de Contaminación y Salud Ambiental 262 27.4

Coordinación General de Crecimiento Verde 27 2.8

Coordinación General de Cambio Climático para la Evalua-
ción de Políticas de Mitigación y Adaptación**

24 2.5

Unidad Ejecutiva de Administración 304 31.8

Unidad Ejecutiva de Asuntos Jurídicos, Información y 
Transparencia

52 5.4

Dirección General 119 12.4

Total de personal 956 100

* A finales del 2012 la Coordinación General de Cambio Climático y Desarrollo Bajo en 
Carbono cambia a Coordinación General de Mitigación del Cambio Climático (ver Estatuto 
Orgánico del Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático del 2016).
** Revisando la estructura orgánica del inecc en la Plataforma Nacional de Transparencia 
no figura la Coordinación General de Divulgación, Seguimiento y Evaluación de Políticas 
Públicas de Cambio Climático sino la Coordinación General de Evaluación de Cambio Cli-
mático para la Evaluación de las Políticas de Mitigación y Adaptación.
Fuente: Elaboración propia con datos retomados de Plataforma Nacional de Transparencia, 
2020.

A pesar de estas limitaciones, el inecc, a través de la ahora Coordinación 
General de Divulgación, Seguimiento y Evaluación de Políticas Públicas de 
Cambio Climático, ha contribuido no solo a establecer un marco organiza-
cional y procedimental para la evaluación de la política climática en México, 
sino sobre todo a incorporar a la evaluación como una práctica invariable en 
la actividad gubernamental e impulsar la realización de algunas evaluaciones. 
Así queda evidenciado en el trabajo realizado por esta unidad administrativa 
(ver cuadro 4).
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Cuadro 4. Algunos trabajos realizados por el inecc en evaluación

Actividad Contribución
Diseño institucional para la integración y puesta en mar-
cha de la Coordinación de Evaluación de la Política Na-
cional de Cambio Climático.

Marco organizacional.

Definición, desarrollo y validación de lineamientos y 
criterios de la evaluación de la política climática. 

Marco procedimental 
para la evaluación.

Creación de la Coordinación General de Evaluación de 
las Políticas de Mitigación y Adaptación al Cambio Cli-
mático.

Marco organizacional.

Talleres para analizar las experiencias nacionales e in-
ternacionales en temas de evaluación y desarrollo de 
indicadores.

Evaluación de la políti-
ca climática.

Reuniones informativas sobre el inicio de las dos eva-
luaciones con representantes de las dependencias de la 
Administración Pública Federal con programas presu-
puestarios en el Anexo transversal, con representantes 
de la Comisión Intersecretarial de Cambio Climático, 
del Consejo de Cambio Climático, y de la Comisión de 
Cambio Climático de la Cámara de Diputados de la lxiii 
Legislatura. 

Evaluación de la políti-
ca climática.

Estudios orientados a diseñar una propuesta de Sistema 
de Indicadores de Eficiencia e Impacto.

Evaluación de la políti-
ca climática.

Desarrollo de estudios que fueron insumos para las 
evaluaciones del Anexo transversal del Presupuesto de 
Egresos de la Federación en materia de cambio climático 
(at-cc) y del Programa Especial de Cambio Climático 
2014-2018.

Evaluación de la políti-
ca climática.

Estudio de enfoque para la evaluación del Programa Es-
pecial del Cambio Climático 2014-2018.

Evaluación de la políti-
ca climática.

Estudio de enfoque para la evaluación del Anexo Trans-
versal del Presupuesto de Egresos de la Federación en 
materia de cambio climático.

Evaluación de la políti-
ca climática.
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Actividad Contribución
Talleres para la definición de preguntas que guiarán la 
evaluación de los dos instrumentos.

Evaluación de la políti-
ca climática.

Estudios que contribuyeron a conocer la evaluación en 
el ciclo de la política adaptativa. Así como los enfoques, 
metodologías, criterios e indicadores utilizados para la 
evaluación de la política adaptativa.

Evaluación de la políti-
ca climática.

Estudios y talleres para la construcción de esquemas de 
monitoreo y evaluación de la pertinencia y progreso de 
las acciones de adaptación en México.

Evaluación de la políti-
ca climática.

Evaluación Estratégica del Programa Especial de Cam-
bio climático 2014-2018 realizada en el 2017.

Evaluación de la políti-
ca climática.

Lineamientos y criterios específicos para la evaluación 
de la Política Nacional de Cambio Climático. 

Evaluación de la políti-
ca climática.

Fuente: inecc, 2014; inecc, 2017a, b, c y d; Secretaría Técnica de la Coordinación de Eva-
luación, S/F; inecc. 2017, 2018, 2019 y 2020a, 2020b y 2020c.

Sobresale que, en los últimos años, el inecc ha realizado estudios que han 
contribuido a incorporar la teoría del cambio, como enfoque conceptual base 
de la política climática y de su evaluación. En relación con este último, la 
teoría del cambio es asumida por el organismo como un marco estructurador 
que permite identificar la materia evaluable, definir indicadores estratégicos y 
priorizar las evaluaciones de acuerdo con su relevancia (inecc, 2017e; inecc, 
2018; 2020a). Actualmente, la teoría del cambio es reconocida por el inecc 
y por expertos y organismos internacionales como un enfoque sólido y “de 
vanguardia” que permite abordar la adaptación como un proceso dinámico 
complejo, no solo por las variables que están presentes en diferentes escalas 
y sectores, en contextos locales específicos y por la incertidumbre del cambio 
climático y sus impactos en los sistemas naturales y humanos, sino también 
por la heterogeneidad de soluciones y el tiempo que se debe dar para valorar 
los efectos (Bours, D., McGinn, C. y Pringle, P., 2014a; y stap, 2017).

El trabajo del inecc no se ha limitado al desarrollo de conocimiento sobre 
la evaluación de la adaptación, en los últimos años ha realizado, en colabo-
ración con la Coordinación de Evaluación de la Política Nacional de Cambio 
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Climático, evaluaciones a ciertos instrumentos de la política climática. Es así 
como en el 2017 colaboró con la realización de dos evaluaciones estratégicas, 
una al Programa Especial de Cambio Climático 2014-2018 con un costo de 
$812,000 y otra al Anexo Transversal del Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración en materia de cambio climático con un costo de $804,750.14 Estas 
evaluaciones son las primeras que se realizan en el marco de lo establecido 
por la lgcc y tomando en cuenta la teoría del cambio. En el 2018 también 
realizaron la Evaluación Estratégica del avance subnacional de pncc con un 
costo de $2,197,225.60. Las tres evaluaciones se financiaron con recursos 
fiscales y se realizaron con base en una coordinación interinstitucional, sin 
embargo, no se pueden catalogar como evaluaciones externas. 

Hay que aclarar que estas evaluaciones son las primeras que se realizan 
en el marco de la lgcc y con el trabajo de la Coordinación de Evaluación y 
del inecc. Sin embargo, a la fecha no se ha dado seguimiento a los aspectos 
de mejora de la política como resultado de las evaluaciones. Solo se cuenta 
con 22 auditorías de desempeño por parte de la Auditoria Superior de la Fe-
deración en diferentes dependencias y entidades de la administración pública 
federal, en relación con su contribución al Programa Transversal de Cambio 
Climático (inecc, 2020b). 

Como se observa, hay un avance en la valoración de los instrumentos de 
la política, sin embargo, no se cuenta con evaluaciones de resultado o de 
impacto que valoren de manera desagregada, la efectividad prevista o real 
de instrumentos diseñados e implementados para lograr una adaptación al 
cambio climático o bien de los impactos alcanzados por dichos instrumentos 
y la contribución que tienen en el cumplimiento de los objetivos establecidos. 

Aunado a que, en términos de adaptación, la diversidad social, económica 
y biofísica del territorio, así como la necesidad de impulsar esquemas trans-
versales, intersectoriales y participativos para la apropiación e implementa-
ción de medidas, dificultan el diseño de sistemas de evaluación ad hoc. En 
el caso del monitoreo y evaluación de las medidas de mitigación ha habido 
avances considerables, pero los esquemas de evaluación para las acciones de 
adaptación existentes distan bastante de funcionar como un sistema integra-
do y funcional en diferentes escalas espaciales o niveles de análisis. Por lo 
que se debe discutir en torno a ¿qué indicadores tomar?, ¿cómo verificar y 

14	 Para un conocimiento detallado de los costos, la metodología, análisis, hallazgos y reco-
mendaciones de las dos evaluaciones, ver SHCP (2020). en https://www.transparencia-
presupuestaria.gob.mx/es/PTP/evaluaciones.
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atribuir los resultados directos alcanzados en el mediano y largo plazo a las 
medidas de adaptación impulsadas por el gobierno?, ¿qué factores específicos 
deben considerarse al definir las relaciones causa-efecto?, ¿cómo afecta esto 
a la supervisión basada en los resultados?, o ¿cómo identificar y valorar los 
resultados indirectos de las acciones de adaptación a los impactos adversos 
del cambio climático?

Reflexiones finales

En México se cuenta con un marco normativo que en los últimos años ha 
permitido asumir a la evaluación de la política climática, y en particular a la 
de adaptación, como una actividad que paulatinamente se está convirtiendo 
en periódica y sistemática dentro de la actividad gubernamental. Evaluación 
que no es conducida y abordada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico o el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, 
sino por órganos que atienden específicamente el cambio climático y con una 
participación ciudadana. 

Los primeros trabajos realizados por estos organismos contribuyeron a su-
perar uno de los desafíos conceptuales y operativos de la evaluación de la 
adaptación al cambio climático, es decir, en lograr un consenso sobre qué se 
entiende por una evaluación de las acciones de adaptación, qué es una adap-
tación exitosa y qué enfoques pueden ser útiles para realizar una evaluación. 
También ayudaron a desarrollar un marco organizacional y procedimental que 
permite asumir a la evaluación como una actividad de investigación necesaria 
no solo para el diseño de las acciones sino también para aprender de los re-
sultados de las intervenciones, ejemplo de ello son: Lineamientos y Criterios 
Específicos para la Evaluación de la Política Nacional de Cambio Climático 
y los Términos de Referencia de cada evaluación realizada hasta el momento.

También el trabajo se ha centrado en desarrollar experiencias evaluativas que 
permiten valorar algunos instrumentos de la política climática, uno referido al 
financiamiento y otros dos a la planeación de acciones tanto de mitigación como 
de adaptación. Evaluaciones que contribuyen a la transparencia y rendición de 
cuentan, así como a una valoración agregada de los avances en materia de miti-
gación y adaptación y al cumplimiento de lo establecido en el marco legal. 

A pesar del trabajo desarrollado hasta el momento, se cuenta con desafíos 
para fortalecer la evaluación de la política de adaptación al cambio climático, 
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retos que se ubican específicamente en los insumos requeridos para desarro-
llar la actividad de investigación evaluativa. Estos se exponen a continuación:

•	 Lograr un fortalecimiento institucional de la Coordinación de Evalua-
ción y del INECC, en particular que cuente con la capacidad, en cuanto a 
personal y recursos económicos, para desarrollar los insumos necesarios 
para la evaluación y realizar las distintas evaluaciones especificadas en 
los instrumentos normativos y sobre todo lograr valorar la mayor parte 
de instrumentos que conforman la política nacional de cambio climático. 
Es el caso de los instrumentos regulatorios, económicos, de información 
para la toma de decisiones, intervenciones dirigidas a proveer bienes y 
servicios públicos, de planeación e instrumentos voluntarios.

•	 Lograr que los resultados de las evaluaciones incidan en la toma de 
decisiones y contribuyan a mejorar la pncc y no asumirla como una he-
rramienta que reporta los productos y que sirve de control del ejercicio 
de los recursos y el cumplimiento de la normatividad.

•	 Contar, al igual que en la evaluación de las acciones de mitigación, con 
un sistema de evaluación y de indicadores reconocido y aceptado y sobre 
todo que permita valorar medidas adaptativas únicas, no fácilmente repe-
tibles, muy específicas para un sitio, con horizontes de tiempo más largos 
que los habituales para su implementación, con diferentes perspectivas 
del éxito (centrándose no sólo en las prioridades de los financiadores sino 
también en los beneficiarios), difíciles de cuantificar y que se aplican en 
diferentes sectores o áreas de actuación y a diferentes escalas geográficas. 

Por último, y no por ello menos importante, otro desafío que se enfrenta es 
contar con evaluadores expertos en el proceso técnico-metodológico de la eva-
luación y en el tema que se está valorando. Desafío que no solo es específico de 
la evaluación de la política climática sino de cualquier política pública.

Referencias

Adger, N. y Barnett, J. (2009). “Four reasons for concern about adaptation to 
climate change”, Environment and Planning A., 12, pp. 2800- 2805.

Bours, D., McGinn, C. & Pringle, P. (2014). Monitoring & evaluation for cli-
mate change adaptation and resilence: A synthesis of tools, frameworks 



Angélica Rosas Huerta110

and approaches, (2nd edition). Disponible en: https://ukcip.ouce.ox.ac.uk/
wp-content/ PDFs/SEA-change-UKCIP-MandE-review.pdf.

Coordinación de Evaluación. (2016). Lineamientos y criterios específicos para 
la evaluación de la política nacional de cambio climático. México: Institu-
to Nacional de Ecología y Cambio Climático. Disponible en: https://www.
gob.mx/cms/uploads/attachment/file/90373/CGEPMACC_2016_Linea-
mientos_y_criterios_evaluacion_PNCC.pdf.

Corona, Jorge y Arturo Escobar. (2020). Proposición con punto de Acuerdo, 
para exhortar a la semarnat a publicar con la CICC el Programa Espe-
cial sobre Cambio Climático 2020-2024. México: Grupos Parlamentarios 
del PVEM y Morena, 1 de octubre.

Deutsche Gesellschaft für Internationale Zusammenarbeit, giz. (2013). Na-
tional Monitoring and Evaluation (M&E) of Climate Change Adaptation. 
Disponible en: https://www.pacificclimatechange.net/sites/default/files/
documents/2013%2007%20GIZ%20-%20National%20M&E%20of%20
CCA.pdf.

Diario Oficial de la Federación. (16 de octubre de 2019). Acuerdo por el 
que da a conocer las reformas, adiciones y derogaciones a diversas 
disposiciones del Estatuto Orgánico del Instituto Nacional de Ecología 
y Cambio Climático del 2019. Disponible en: https://sidof.segob.gob.mx/
notas/5575560.

_______. (6 de junio de 2012). Ley General de Cambio Climático del 2012. 
Disponible en: http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5249899&fecha 
=06/06/2012.

_______. (2 de diciembre de 2012). Estatuto Orgánico del Instituto Nacional 
de Ecología y Cambio Climático del 2016. Disponible en: http://www.dof.
gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5463928&fecha=02/12/2016.

Heredia, M. A. (2016). Evaluación de la Política Nacional de Cambio 
Climático, México: inecc. Disponible en: http://www.paot.org.mx/
micrositios/FORO_CONS_RN/pdf/mesa_1/Marco_Heredia.pdf. 

Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático, inecc. (2014). Programa 
institucional. Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático 2014-2018, 
México: Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático. http://www.
transparencia.inecc.gob.mx/transparencia/piinecc_inecc_2014-2018.pdf. 

_______. (2016). Lineamientos y criterios específicos para la evaluación de 
la Política Nacional de Cambio Climático, México: Instituto Nacional de 



Institucionalización de la evaluación de la política 111

Ecología y Cambio Climático. Disponible en: https://www.gob.mx/inecc/
documentos/lineamientos-y-criterios-especificos-para-la-evaluacion-de-
la-politica-nacional-de-cambio-climatico.

_______. (2017a). Programa Institucional del Instituto Nacional de Ecología 
y Cambio Climático 2014-2018. logros 2016, México: Instituto Nacional de 
Ecología y Cambio Climático. Disponible en: http://www.transparencia.
inecc.gob.mx/transparencia/2016_logros_inecc.pdf. 

_______. (2017b). Evaluación estratégica del Anexo Transversal del Pre-
supuesto de Egresos de la Federación en materia de cambio climático. 
Informe final, México: Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático. 
Disponible en: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/261387/
Informe_evaluacion_ATCC_final_limpio_1__1_.pdf. 

_______. (2017c). Evaluación estratégica del Programa Especial de Cambio 
Climático 2014-2018. Informe final, México: Instituto Nacional de Ecología 
y Cambio Climático. Disponible en: https://www.gob.mx/cms/uploads/
attachment/file/261388/Informe__evaluacion_PECC_final_limpio_1_.
pdf.

_______. (2017d). Sistematización y análisis de metodologías cualitativas 
para evaluar la percepción social sobre Adaptación al Cambio Climáti-
co. Proyecto “Construcción de esquemas de monitoreo y evaluación de la 
adaptación en México para la formulación de políticas públicas basadas 
en evidencia” (inecc-conacyt), México: Instituto Nacional de Ecología 
y Cambio Climático.

_______. (2017e). Teoría del Cambio de la Política Nacional de Cambio 
Climático, México: Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático. 
Disponible en: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/324668/
TdC_NARRATIVA_versi_n_final_100518.pdf. 

_______. (2018). Teoría del Cambio de la Política Nacional de Cambio 
Climático, México: Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climáti-
co. Disponible en: https://www.gob.mx/inecc/acciones-y-programas/ 
evaluacion-de-la-politica-nacional-de-cambio-climatico.

_______. (2019). Taller sobre criterios generales de adaptación, Reporte, 
México: Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático.

_______. (2020a). Criterios para el monitoreo y evaluación de las medidas 
de adaptación al cambio climático, Proyecto “Construcción de esquemas 
de monitoreo y evaluación de la adaptación en México para la formulación 



Angélica Rosas Huerta112

de políticas públicas basadas en evidencia” (INECC-Conacyt), México: 
Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático.

_______. (2020b). “Se instala nueva Coordinación de Evaluación de la 
Política Nacional de Cambio Climático”, Comunicado, México: Instituto 
Nacional de Ecología y Cambio Climático. Disponible en: https://www.
gob.mx/inecc/prensa/se-instala-nueva-coordinacion-de-evaluacion-de-la-
politica-nacional-de-cambio-climatico?idiom=es.

_______. (2020b). Construcción de esquemas de monitoreo y evaluación de 
la adaptación en México para la formulación de políticas públicas ba-
sadas en evidencia: Síntesis, México: Instituto Nacional de Ecología y 
Cambio Climático.

_______. (2020c). Análisis descriptivo para desarrollar el Estado Arte del 
Monitoreo y Evaluación de la Adaptación al Cambio Climático, Proyecto 
“Construcción de esquemas de monitoreo y evaluación de la adaptación 
en México para la formulación de políticas públicas basadas en evidencia” 
(inecc-conacyt), México: Instituto Nacional de Ecología y Cambio Cli-
mático.

Mullan, M., Kigngsmill, N., Kramer, AM & Agrawalla, S. (April 2013). Na-
tional Adaptation Planning: Lessons from oecd Countries, France: oecd 
Publishing.

Naswa, P. et al. (2015). Buenas prácticas para el diseño e implementación de 
sistemas nacionales de monitoreo para la adaptación al cambio climático, 
Dinamarca: Centro y Red de Tecnología del Clima.

Plataforma Nacional de Transparencia. (2020). Estructura orgánica del inecc. 
Disponible en: https://consultapublicamx.inai.org.mx/vut-web/faces/view/
consultaPublica.xhtml#tarjetaInformativa.

Price-Kelly, H., Hammil, A., Dekens, J., Leiter, T. & Olivier, J. (2015). Develo-
ping national adaptation monitoring and evaluation systems: A guidebook. 
Disponible en: http://www.adaptationcommunity.net/?wpfb_dl=268.

Secretaría Técnica de la Coordinación de Evaluación. (s/f.). Documento de 
enfoque para la evaluación del Programa Especial del Cambio Climáti-
co 2014-2018, México. Disponible en:  https://www.gob.mx/cms/uploads/
attachment/file/162204/Documento_de_enfoque_evaluaci_n_PECC.pdf.

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, Semarnat. (2006). La 
gestión ambiental en México. Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales, México: Semarnat.



Institucionalización de la evaluación de la política 113

Scientific and Technical Advisory Panel, stap. (2017). Strengthening Moni-
toring and Evaluation of Climate Change Adaptation: A STAP Advisory 
Document. Washington, D.C.: Global Environment Facility. Disponible 
en: https://www. thegef.org/sites/default/f iles/publications/STAP_CCA_
ME_complete_synthesis.pdf.

Tompkins, E., Adgerm N., Boyd, E. Nicholson-Cole, S., Keith Weatherhead, 
K & Arnell, N. (2010). “Observed adaptation to climate change: UK ev-
idence of transition to a well-adapting society”, Global Environmental 
Change, 4, pp. 627-635. Disponible en: https://www.sciencedirect.com/
science/article/pii/S0959378010000415.

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, SHCP. (2020). Portal oficial 
de Transparencia presupuestaria 2020. Disponible en: https://www.
transparenciapresupuestaria.gob.mx/es/PTP/evaluaciones.





¶ 115

ANÁLISIS DEL MODELO SINTÉTICO  
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Introducción

Durante la pasada administración, la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico (shcp) implementó el Modelo Sintético de Información de Desempeño 
(msd) como un mecanismo para valorar de forma integral el desempeño de 
los Programas presupuestarios (Pp) de la Administración Pública Federal. El 
modelo es en la práctica un índice compuesto, conformado por cinco varia-
bles que, a su vez, tenían sus propias variables y criterios. El objetivo del msd 
era congregar información de los Pp, a partir de la cual se pudieran valorar 
sus resultados y que, eventualmente, se utilizara esta información en la toma 
de decisiones sobre el presupuesto del siguiente año.

*	 Presidente en Politeia Centro de Estudios en Asuntos Públicos AC, correo: antonio.
deharo@politeia.org.mx  

**	 Colaborador en Politeia Centro de Estudios en Asuntos Públicos, correo: oscarh.copka@
gmail.com 
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La finalidad del artículo es describir y analizar el MSD bajo la mirada de su 
propio objetivo de ser fuente para medir el desempeño de los Pp y servir para 
la toma de decisiones presupuestarias. Para ello, en este trabajo se exponen los 
antecedentes del Presupuesto basado en Resultados (PbR), se exponen sus fór-
mulas y los resultados que tuvo el msd entre 2015 y 2018, se analiza el índice 
con base en los criterios de relevancia, representatividad, bajo costo, compara-
bilidad, con el fin de no generar incentivos perversos en el propio desempeño 
de los programas.

Marco conceptual del MSD

El Presupuesto basado en Resultados - Sistema de Evaluación del Desempe-
ño (PbR-sed) es el instrumento que diseñó el Gobierno Federal para fomen-
tar una gestión orientada a resultados. Tal y como afirman García López y 
García Moreno (2010), los modelos de gestión para resultados (GpR) surgen 
en los países desarrollados para enfrentar las crisis fiscales y financieras y 
mantener el nivel de desarrollo, aparecen como parte de la corriente deno-
minada Nueva Gestión Pública (ngp), que enfatiza la obtención de resulta-
dos sobre los procesos. En el contexto de la GpR, tanto la evaluación como 
el monitoreo son relevantes. La información sobre el desempeño de las polí-
ticas públicas permite conocer el cumplimiento de los objetivos. Kaufmann, 
Sanginés y García Moreno (2015: xxxi) señalan que “las funciones de se-
guimiento y evaluación son consustanciales a la gestión orientada a resul-
tados porque entregan información sobre el grado de cumplimiento de los 
resultados y sobre los efectos que tiene la gestión pública en la población”. 
Una GpR requiere de información continua y confiable sobre los efectos 
de la acción gubernamental y sus resultados; contar con datos precisos y 
confiables sobre el avance y desempeño de las políticas públicas que imple-
menta el gobierno.

En México, al igual que en Perú, Chile o Brasil se crearon sistemas de 
evaluación de desempeño apoyados en la estructuración de un Presupuesto 
basado en Resultados (PbR). Esto implicó un paso instrumental todavía ma-
yor que la GpR, pues no solo se procuró que la acción pública se orientara a 
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resultados, sino que el mecanismo debía ser el presupuesto público.15 Un pri-
mer elemento del PbR, fue crear una distribución de los recursos en progra-
mas, lo cual se estableció desde el Presupuesto de Egresos de 1998 y entonces 
todos los recursos se distribuyen por programas, con objetivos, resultados y 
metas.16 A partir de 2007, el PbR además utiliza la metodología del marco 
lógico, la cual ya era utilizada por organismos internacionales como el Banco 
Mundial, el Banco Interamericano para el Desarrollo, asimismo organismos 
de cooperación internacional para el desarrollo como la Agencia para el Desa-
rrollo Internacional de los Estados Unidos de América (usaid, por sus siglas 
en inglés). De acuerdo con Robinson (2014: 11), un PbR debería mejorar 
la capacidad del proceso presupuestario en la priorización del gasto y en la 
efectividad y eficiencia de los servicios. En este sentido, un PbR debería in-
corporar un sistema de información o de indicadores que ayude a decidir qué 
programas merecen mayor prioridad en el destino de los recursos públicos y 
que permita conocer cuáles programas están efectivamente dando resultados 
positivos. El msd debería fungir precisamente como una herramienta den-
tro del sistema de información que ayude al proceso presupuestario, dando 
elementos para la priorización del gasto o, por lo menos, marcando cuáles 
programas están teniendo efectos positivos en la población. El msd tendría 
cabida en un sistema de PbR como una herramienta para simplificar la basta 
información de indicadores, metas y resultados. En cierta medida, esto es lo 
que se planteó en su documento metodológico, pero que no se materializó en 
sus fórmulas e implementación, como se analizará en este documento.

15	 Mientras que en países como Nueva Zelanda, Australia o Reino Unido, el enfoque de ngp 
se instrumentó mediante la disminución de las restricciones normativas para orientar a 
los gestores públicos hacia resultados con una mayor autonomía en la gestión de las or-
ganizaciones (Arellano et al, 2004) en América Latina, el enfoque fue hacia la creación 
de sistemas de planeación, programación, presupuestación, seguimiento y evaluación con 
medidas de resultados acordados, estos sistemas en vez de generar mayor autonomía de 
gestión crearon normas e instrumentos para vigilar que la gestión se orientara a resultados.

16	 México cuenta con una estructura programática en su presupuesto desde 1998, aunque 
el PbR tal y como se encuentra actualmente formulado tiene su punto de partida en 2006 
cuando se publicó la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (lfprh), 
que estableció al Sistema de Evaluación del Desempeño como “[…] el conjunto de ele-
mentos metodológicos que permiten realizar, con independencia de otros sistemas, una 
valoración objetiva del desempeño de los programas, bajo los principios de verificación 
del grado de cumplimiento de metas y objetivos, con base en indicadores estratégicos y 
de gestión que permitan conocer el impacto social de los programas y de los proyectos”.
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El msd tiene su antecedente en el Acuerdo por el que se establecen las 
disposiciones generales del Sistema de Evaluación del Desempeño publicado 
en 2008 en el que se estipuló que: 

[…] la información de los resultados en el cumplimiento de los objetivos y 
metas [de los programas presupuestarios] y la obtenida de las evaluaciones 
realizadas en los ejercicios fiscales anteriores y en curso, será un elemento 
a considerar, entre otros derivados de los diversos sistemas o mecanismos 
de evaluación, para la toma de decisiones para las asignaciones de recursos 
y la mejora de las políticas públicas, de los programas presupuestarios y del 
desempeño institucional (artículo único, fracción iv)

Por lo anterior, la shcp generó en 2014 el Modelo Sintético de Información de 
Desempeño (msd), el cual, de acuerdo con su nota metodológica, es:

[…] el instrumento que consolida y sintetiza la información de desempeño 
de los Pp. con el fin de promover su vinculación con las decisiones presu-
puestarias fomentando a su vez un ejercicio eficiente, eficaz y transparente 
de los recursos públicos, a través de la identificación de áreas de oportuni-
dad para la mejora continua de la eficiencia del gasto (shcp, 2018: 2).

Claramente, su finalidad original y fundacional es que sirviera para la toma 
de decisiones presupuestarias, aunque también se reconoce que el msd pro-
moverá el ejercicio eficiente, eficaz y transparente de los recursos públicos.

Descripción del msd y primeros hallazgos

El msd es un indicador compuesto para valorar el desempeño de los Pp 
del gasto programable utilizando cinco variables: Ejercicio del Gasto  
(pef),17 Matriz de Indicadores para Resultados (mir), Evaluaciones ex-
ternas del Programa Anual de Evaluación (pae), Aspectos Susceptibles 
de Mejora (asm), y Padrón de beneficiarios incorporado al Sistema Inte-
gral de Información de Padrones de Programas Gubernamentales (siipp-g).  

17	 Se le llama oficialmente pef en el documento metodológico de shcp, si bien es posi-
ble confundirse porque esta sigla se utiliza regularmente para abreviar “Presupuesto de 
Egresos de la Federación”.
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En la siguiente cuadro se presentan las variables, la definición que ha planteado 
la shcp y lo que ha señalado también la dependencia como “la importancia para 
el manejo del desempeño”, que es básicamente la justificación conceptual de la 
inclusión de cada variable en la medición del desempeño, es decir, en la incor-
poración al índice del msd. 

Cuadro 1. Variables que se incorporan al msd

Variable Definición Importancia para la mejora  
del desempeño

Ejercicio del 
Gasto (pef)

Considera el ejercicio del 
gasto en términos del Pre-
supuesto de Egresos de la 
Federación (pef) de cada 
Pp durante los últimos 
dos ejercicios fiscales.

Ejercer los recursos del pef de con-
formidad con el monto aprobado en 
el mismo, denota una planeación 
efectiva de las necesidades presu-
puestales para el ejercicio fiscal de 
que se trate.

Matriz de 
Indicadores para 
Resultados (mir)

Considera tres aspectos:
a) Calidad en el diseño de 
la mir (mir1)
b) Congruencia de la pro-
gramación de las metas 
respecto del presupuesto 
(mir2) y 
c) Cumplimiento de las 
metas de los indicadores 
(mir3).

Una mir con una valoración de 
calidad alta, implica que el Pp ha 
identificado correctamente la pro-
blemática que pretende atender; las 
acciones a realizar para abordarla; 
así como los mecanismos para su 
correcto seguimiento.
Adicionalmente, conocer la evolu-
ción de las metas en congruencia 
con las asignaciones en el presu-
puesto de un ejercicio a otro, per-
mite valorar la pertinencia de la 
programación de las metas asocia-
das a cada programa.
Finalmente, a partir del seguimien-
to en el cumplimiento de metas del 
Pp, es posible establecer una valora-
ción respecto del cumplimiento de 
las acciones y los resultados del Pp.
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Variable Definición Importancia para la mejora  
del desempeño

Ejercicio del 
Gasto (pef)

Considera el ejercicio del 
gasto en términos del Pre-
supuesto de Egresos de la 
Federación (pef) de cada 
Pp durante los últimos 
dos ejercicios fiscales.

Ejercer los recursos del pef de con-
formidad con el monto aprobado en 
el mismo, denota una planeación 
efectiva de las necesidades presu-
puestales para el ejercicio fiscal de 
que se trate.

Evaluaciones 
externas del 
Programa Anual 
de Evaluación 
(pae)

Considera los resultados 
de la última evaluación 
externa disponible reali-
zada al Pp en el marco del 
pae.

Los diversos tipos de evaluaciones 
externas realizadas a los Pp, per-
miten conocer aquellos aspectos 
que requieren atención para mejo-
rar su desempeño.

Aspectos 
Susceptibles de 
Mejora (asm)

Valora el avance de los 
asm suscritos por los 
responsables de los Pp, 
de conformidad con el 
“Mecanismo para el se-
guimiento a los aspectos 
susceptibles de mejora 
derivados de informes y 
evaluaciones externas a 
programas federales”.

Es el proceso a partir del cual las 
dependencias focalizan sus esfuer-
zos para la mejora continua de los 
Pp, materializando las recomenda-
ciones de los evaluadores externos. 
Esta variable refleja el compromiso 
de los ejecutores de los Pp con este 
proceso de mejora continua.

Padrón de 
beneficiarios 
incorporado al 
Sistema Integral 
de Información 
de Padrones 
de Programas 
Gubernamentales 
(siipp-g)

Valora el grado de avance 
que presentan los Pp en 
relación con la atención 
de las recomendaciones 
que se derivan de los “In-
formes de confronta entre 
padrones” elaborados a 
partir de la información 
registrada en el siipp-g, 
así como la calidad de la 
información incorporada 
al Sistema.

Contar con un padrón de benefi-
ciarios con información completa 
y de calidad, incrementa la trans-
parencia y la rendición de cuentas, 
asimismo permite realizar un me-
jor análisis de la focalización de los 
Pp.

Fuente: shcp 2018, Modelo Sintético de Información de Desempeño (msd). Nota Metodoló-
gica. Unidad de Evaluación del Desempeño.
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Como se puede observar en el cuadro anterior, las variables utilizadas en el 
msd corresponden en su mayor parte al cumplimiento de aspectos normativos 
del Pp, así como a una planeación de los recursos públicos; solo uno de los 
subíndices mir c) corresponde efectivamente a valorar si se cumplen los re-
sultados planteados, al menos al nivel de metas. Como se verá más adelante, 
esta ausencia de su vinculación a resultados es su mayor debilidad.

El índice compuesto del msd es un promedio ponderado de las cinco varia-
bles en la que se ha dado 10% a la variable pef, 20% a la variable mir, 25% 
a la variable pae, 25% a la variable asm y 20% a la variable siipp-g. El do-
cumento metodológico señala que se utilizó un Proceso Analítico Jerárquico 
(ahp por sus siglas en inglés) para definir la ponderación entre variables. Sin 
embargo, no explica el proceso que se utilizó en la práctica para definir esos 
ponderadores como, por ejemplo, la consulta a expertos.

Un primer problema al que se enfrentó la shcp en el cálculo del msd es que 
muchos Pp no contaban con todas las variables. Por lo anterior, la Secretaría 
generó un cuadro de ponderaciones dependiendo de las variables que consi-
deraba a fin de siempre tener la misma escala del índice, aunque no se contara 
con información de desempeño en una o más de las variables contempladas. 
El siguiente cuadro presenta la ponderación que se definió para cada caso en 
el que no existía una o varias variables.

Cuadro 2. Ponderación de variables según existencia de las mismas

pef mir pae asm siipp-g Total
10.0% 20.0% 25.0% 25.0% 20.0% 100%
12.4% 25.0% 31.3% 31.3% X 100%
13.3% 26.7% 33.3% X 26.7% 100%
18.2% 36.4% 45.4% X X 100%
20.0% 40.0% X X 40.0% 100%
33.3% 66.7% X X X 100%
18.0% 36.0% X 46.0% X 100%
13.0% 27.0% X 33.0% 27.0% 100%
100% X X X X 100%

Fuente: shcp 2018, Modelo Sintético de Información de Desempeño (msd). Nota Metodoló-
gica. Unidad de Evaluación del Desempeño
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Como se puede observar en el siguiente cuadro, la diversidad de variantes 
del número de variables consideradas en el índice fue muy alta. En 2013 hubo 
264 Pp que solo se valoraron con la variable pef y hubo una clasificación adi-
cional de exención en 2014. Los 4 últimos años ya fueron más consistentes 
pues las variables utilizadas fueron las mismas, aunque en diferentes combi-
naciones. En 2018 solo 101 programas de los 580 valorados utilizó las cinco 
variables, lo que representó solamente un 17% de programas comparables en 
su totalidad por el índice, como se observa en el cuadro 3.

Cuadro 3. Número de Pp con índice del msd  
por tipo de estimación y ciclo fiscal

Variables incluidas por medición 
del msd de los Programa

Programas valorados
2013 2014 2015 2016 2017 2018 Total

pef 264 0 0 0 0 0 264

pef-mir 376 334 469 314 295 250 2,038

pef-mir/exento 0 238 0 0 0 0 238

pef-mir/exento-pae 0 1 0 0 0 0 1

pef-mir-asm 9 10 37 38 20 18 132

pef-mir-asm-siippg 4 4 6 14 4 0 32

pef-mir-pae 51 61 64 56 36 34 302

pef-mir-pae-asm 146 37 48 72 119 158 580

pef-mir-pae-asm-siippg 50 83 82 57 88 101 461

pef-mir-pae-siippg 9 24 34 20 7 10 104

pef-mir-siippg 7 52 28 11 8 9 115

pef-pae-asm 2 0 0 0 0 0 2

Fuente: elaboración propia con base en https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/
es/PTP/Datos_Abiertos, con la búsqueda “Modelo Sintético de Información del Desempe-
ño” (consultada el 17 de junio de 2019).

Por otra parte, para facilitar la presentación de resultados, la shcp generó una 
escala de valoración para categorizar los resultados del índice msd. La escala 
va del 1 al 5, donde cinco es la calificación correspondiente al máximo desem-
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peño y uno a la mínima (véase cuadro 4). No existe en la nota metodológica 
una explicación de por qué se decidieron esos puntos de corte.18 

Cuadro 4. Valoración cualitativa del msd

Rango del valor en el msd Valoración Categoría de Desempeño General

[4.6 – 5.0) 5 Alto

[3.8 – 4.6) 4 Medio alto

[2.6 – 3.8) 3 Medio

[1.6 – 2.6) 2 Medio bajo

[0.0 – 1.6) 1 Bajo

Fuente: shcp 2018, Modelo Sintético de Información de Desempeño (msd). Nota Metodoló-
gica. Unidad de Evaluación del Desempeño. 

Con base en los valores disponibles en datos abiertos del msd se calcularon 
los valores por variable y del índice completo para los años 2015 al 2018, en 
los que ya se mantuvo más estable el número de variables consideradas en las 
estimaciones. En la siguiente gráfica se observa que el promedio de la variable 
pef se mantuvo prácticamente constante durante los cuatro años, mientras que 
el promedio de la variable mir tuvo un crecimiento constante, muy probable-
mente reflejando la mejora de las matrices con base en las recomendaciones 
del Coneval y la shcp.19 En el caso de la variable pae se observa que el nivel 
promedio es más bajo que en el resto, aunque también tuvo un comportamiento 
creciente a partir de 2016. El promedio de la variable asm creció durante los 
cuatro años, con lo cual se infiere que los Pp tuvieron un menor porcentaje de 
aspectos susceptibles de mejora por atender hacia el final de la administración. 

18	 Para mayores detalles respecto a las fórmulas, descripción de variables y subvariables, 
así como las fuentes de información, consultar el Modelo Sintético de Información de 
Desempeño (msd). Nota Metodológica. Unidad de Evaluación del Desempeño, de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, elaborado en 2018. 

19	 No se tiene el desglose por subvariables de la Variable mir, pero al observar algunos 
reportes por dependencia publicados en la página de la shcp se observa que en una gran 
mayoría solo se valora la primera subvariable que mide la calidad de la matriz de indica-
dores para resultados.
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En el caso de las variables siipp-g se observó un incremento sustantivo en 2016, 
pero luego mantuvo constante. Debido al incremento de por lo menos tres de las 
variables durante los años analizados, el indicador compuesto también creció en 
promedio en el periodo, como se observa en la figura.

Gráfica 1. Valores de las variables del msd  
por ciclo fiscal de los Pp de Ramos Administrativos

PEF MIR PAE ASM SIIPP-G MSD
2015 3.97 3.39 3.42 4.01 3.81 3.67
2016 4.03 3.54 3.09 4.31 4.41 3.74
2017 3.98 3.79 3.31 4.43 4.44 3.91
2018 3.97 3.91 3.51 4.56 4.33 4.02

0.00
0.50
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2.50
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4.50
5.00

2015 2016 2017 2018

Fuente: Elaboración propia con base en Datos Abiertos del msd, disponibles en: https://
www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/es/PTP/Datos_Abiertos, con la búsqueda “Mo-
delo Sintético de Información del Desempeño” (consultada el 17 de junio de 2019).

La gráfica 2 muestra la distribución porcentual de los desempeños por Pro-
grama. Igualmente se observa un incremento en el porcentaje de desempeños 
altos y una disminución de los bajos de forma constante.
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Gráfica 2. Distribución de desempeños por variable  
de los Pp de Ramos Administrativos en 2018
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Fuente: Elaboración propia con base en Datos Abiertos del msd, disponibles en: https://www.
transparenciapresupuestaria.gob.mx/es/PTP/Datos_Abiertos, con la búsqueda “Modelo Sinté-
tico de Información del Desempeño” (consultada el 17 de junio de 2019).

Como puede observarse en la gráfica 3, la distribución de desempeños es muy 
diferente al compararse variable por variable. El valor promedio de los Pp de 
la variable pae es la menor de todas las variables.

Gráfica 3. Valores de las variables del msd de los Pp  
de Ramos Administrativos en 2018

PEF MIR PAE ASM SIIPP-G MSD
2018 3.97 3.91 3.51 4.56 4.33 4.02
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Fuente: Elaboración propia con base en Datos Abiertos del msd, disponibles en: https://
www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/es/PTP/Datos_Abiertos,) con la búsqueda “Mo-
delo Sintético de Información del Desempeño” (consultada el 17 de junio de 2019.
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Si se analiza la distribución de desempeño por variable, se observa que 
son muy disímbolas las distribuciones. En la variable pae, se observa, por 
ejemplo, que el porcentaje de Pp que está en los niveles superiores es menos 
del 40%, siendo que en las demás variables el porcentaje supera el 60%. Un 
dato interesante es que aun cuando hay Pp con desempeños bajos en algunas 
variables, cuando se genera el msd, los efectos se contrarrestan y no hay Pp 
con desempeños bajos.

Gráfica 4. Distribución de desempeños por variable  
de los Pp de Ramos Administrativos en 2018
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Fuente: Elaboración propia con base en Datos Abiertos del MSD, disponibles en: https://
www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/es/PTP/Datos_Abiertos, con la búsqueda “Mo-
delo Sintético de Información del Desempeño” (consultada el 17 de junio de 2019).

En la Gráfica 5 se presenta la distribución por desempeño de las diversas de-
pendencias y entidades de la Administración Pública Federal. Se observa que 
la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal, la Procuraduría General de la 
República y la Secretaría de Energía son las entidades con mayor porcentaje 
de programas con alto desempeño; por el contrario, dentro de las entidades 
con menor proporción de programas con alto desempeño están algunas comi-
siones de reciente creación, pero también algunas dependencias con progra-
mas sociales como la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural 
y Pesca, la Secretaría de Desarrollo Territorial y Urbano o la Secretaría de 
Educación Pública.



Análisis del Modelo Sintético de Información de Desempeño 127

Gráfica 5. Distribución de Pp por clasificación  
de desempeño del índice MSD en el ciclo fiscal 2018  

por Unidad Responsable
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Fuente: Elaboración propia con base en Datos Abiertos del msd, disponibles en: https://
www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/es/PTP/Datos_Abiertos, con la búsqueda “Mo-
delo Sintético de Información del Desempeño” (consultada el 17 de junio de 2019).

Un problema básico que tiene el msd es que sus valores son difícilmente 
comparables, puesto que los Pp son de diversas características y, por lo tan-
to, tienen diferentes variables incluidas en la valoración particular. Como se 
mostrará más adelante, el hecho de incluir la variable pae (Evaluación) afecta 
en lo general el desempeño, pues en esta variable se contabilizan los reactivos 
positivos de las evaluaciones externas, los cuales son difíciles de cumplir en 
su totalidad. A continuación, se analizará el msd con base en 5 criterios.
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Análisis de la composición del msd

Marc Robinson (2014) señala que los indicadores de desempeño deben cum-
plir los criterios de relevancia, representatividad, ser de bajo costo, compara-
bilidad y minimización de efectos perversos; lo explica en el cuadro 5.

Cuadro 5. Criterios para seleccionar indicadores  
o índices de desempeño

Relevancia Un indicador tiene relevancia cuando el aspecto del desem-
peño que pretende medir es importante para los objetivos de 
sus usuarios.

Representatividad Un indicador tiene representatividad en la medida en que lo-
gra medir una dimensión de desempeño específica. Un indi-
cador será más representativo cuando menos varíe por razo-
nes no atribuibles al desempeño, tales como la incertidumbre 
estadística y el impacto de factores externos sobre los que no 
se puede ejercer control.

Bajo costo Un indicador es efectivo en términos de costo si los bene-
ficios de usarlo superan los costos de recolección, procesa-
miento y verificación

Comparabilidad Un indicador comparable es el utilizado por proveedores de 
servicios similares o por la misma organización en el pasa-
do. La comparabilidad al paso del tiempo resulta conveniente 
porque al seguir usando los mismos indicadores del pasado 
se pueden identificar anticipadamente aquellas tendencias 
que resultarían imposibles de detectar si se hubieran modifi-
cado las medidas de desempeño.

Minimizar efectos 
perversos

Los efectos perversos son las consecuencias adversas de las 
medidas de desempeño, cuando se consideran solo algunos 
aspectos del resultado.

Fuente: Robinson, Marc (2014: 27). Elaboración de presupuestos basados en resultados. Ma-
teriales de Capacitación clear. clear.
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Bajo el marco de referencia de Robinson, el índice compuesto msd debería tam-
bién cumplir los cinco criterios mencionados, de ello depende que pueda usarse 
en la toma de decisiones sobre presupuesto y mejora de la gestión pública.

El criterio de relevancia es el más importante, la pregunta básica aquí es 
si el msd efectivamente mide el desempeño de los Pp, en el sentido de que 
puedan tomarse decisiones presupuestarias con éste. El msd contempla cinco 
variables en su formulación: pef, mir, pae, asm y siipp-g, las cuales no están 
claramente relacionadas con los resultados efectivos del Pp; cada una mide 
el cumplimiento o la aproximación hacia un comportamiento deseable de la 
gestión del Pp, pero no sus resultados en sí. Para poder analizar esto de forma 
más clara se presenta el siguiente cuadro en la que se muestran los casos ex-
tremos para cada variable, en el caso de la variable mir se divide en sus tres 
subvariables.

Cuadro 6. Comparación de casos extremos en las variables del msd

Variable Caso en el que la variable 
tendría un valor de 1 (Mínimo)

Caso en el que la variable 
tendría un valor de 5 (Máximo)

pef (10%  
del msd)

El Pp ejerció el 19.9% o menos 
del Presupuesto aprobado en este 
ejercicio y en el del año pasado.

El Pp ejerció entre el 90% y el 
110% del Presupuesto aprobado 
en este ejercicio y en el del año 
pasado.

mir1 
(6.67% del 
msd)

El Pp tuvo menos del 50% de 
cumplimiento de las característi-
cas de calidad en el diseño de la 
mir según el Coneval o la shcp.

El Pp tuvo más del 85 de cum-
plimiento de las características 
de calidad en el diseño de la mir 
según el Coneval o la shcp.

mir2 
(6.67% del 
msd)

El Pp tiene para el ejercicio fiscal 
analizado una meta modificada 
20% menor a la meta alcanzada 
del ejercicio fiscal anterior en el 
indicador de Propósito, supo-
niendo el mismo presupuesto que 
el año anterior.

El Pp tiene para el ejercicio fiscal 
analizado una meta modificada 
igual la meta alcanzada del ejer-
cicio fiscal anterior en el indica-
dor de Propósito, suponiendo el 
mismo presupuesto que el año 
anterior.

mir3 
(6.67% del 
msd)

El Pp cumplió solo al 10% la meta 
modificada del ejercicio fiscal 
para el indicador de Propósito o 
superó la meta en más de un 90%.

El Pp cumplió solo al 95% la 
meta establecida para el indica-
dor de Propósito o la superó en 
no más del 5%.
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Variable Caso en el que la variable 
tendría un valor de 1 (Mínimo)

Caso en el que la variable 
tendría un valor de 5 (Máximo)

pae (25% 
del msd)

El Pp tuvo 10% o menos de pun-
taje en la valoración de la Evalua-
ción Específica de Desempeño o 
la que se haya aplicado en el año.

El Pp tuvo 95% o más de puntaje 
en la valoración de la Evaluación 
Específica de Desempeño o la 
que se haya aplicado en el año.

asm (25% 
del msd)

El Pp lleva un avance menor al 
25% en el cumplimiento de los 
asm.

El Pp lleva un avance mayor al 
95% en el cumplimiento de los 
asm.

siipp-g 
(20% del 
msd)

El Pp tiene una valoración me-
nor al 60% de cumplimiento de 
los criterios establecidos de reco-
mendaciones atendidas e integra-
ción de campos prioritarios.

El Pp tiene una valoración ma-
yor al 90% de cumplimiento de 
los criterios establecidos de reco-
mendaciones atendidas e integra-
ción de campos prioritarios.

Fuente: Elaboración propia, con base en shcp 2018, Modelo Sintético de Información 
de Desempeño (msd). Nota Metodológica. Unidad de Evaluación del Desempeño.

Dado el objetivo del msd, para que el índice sea relevante, sus variables de-
bieran medir el desempeño en términos de resultados para que esto permi-
tiera procurar mayores recursos a los programas o, por lo menos, que no se 
recortara su presupuesto. Al revisar las variables, sus conceptos y puntajes, se 
observa que solo en la variable mir3 se contemplan los resultados que efec-
tivamente tuvo el Pp durante el ejercicio en curso, lo que representa el 6.67% 
del índice. Esta es la única variable que incorpora información del indicador a 
nivel de Propósito, que es cómo se miden los resultados de las intervenciones 
públicas. Sin embargo, incluso esta variable tiene un problema de incentivos 
pues castiga a quien obtenga resultados mayores al 105% de la meta; esto 
promueve la correcta planeación más que el desempeño en términos de resul-
tados. Por ejemplo, en el Programa Atención a la Salud se tiene el indicador 
de “Porcentaje de egresos hospitalarios por mejoría y curación”, el cual tenía 
una meta planeada de 93.10%, con respecto al total de personas ingresadas al 
sector salud. Si el Pp hubiera logrado más de un 98% de casos con egresos por 
mejoría y curación, el Pp hubiera tenido una peor calificación de desempeño; 
es decir, castiga el desempeño favorable excesivo, lo que puede también inter-
pretarse como una excesiva ponderación a la planeación de metas.
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Las variables están más relacionadas con el aspecto secundario del objetivo 
del msd, que según su párrafo inicial es que a su vez fomente “un ejercicio 
eficiente, eficaz y transparente de los recursos públicos”. En este aspecto, efec-
tivamente, los indicadores están aportando elementos para que el gasto público 
aplicado en los Pp sea eficiente y transparente; bajo los siguientes supuestos 
implícitos del msd: 1) que el Pp planea correctamente el uso de recursos, 2) que 
no sobrepasa ni queda corto en sus metas, 3) que tiene una mir bien diseñada, 
4) que atiende los aspectos susceptibles de mejora y 5) que tiene sus padrones 
con todos los criterios cumplidos. Esto también tendría su propio debate tanto 
en términos conceptuales como en cuanto a las variables y ponderadores que se 
utilizan en el msd; pero lo que por ahora es importante subrayar es que el msd 
no mide el desempeño de los Pp en términos de resultados, que es el objetivo 
básico señalado en la nota conceptual del msd.

Por otra parte, otro criterio que debiera cumplir el msd es que sea indicador 
representativo; en este caso sería que cada valor del msd fuera representativo 
del propio Pp, lo cual sí se cumple, pues corresponden a registros adminis-
trativos del mismo Pp y no usa fuentes estadísticas externas, como encuestas 
o algo similar. Es de bajo costo, pues toda la información que se utiliza en el 
msd es accesible para la shcp o por otros registros de fácil acceso.

En cuanto a comparabilidad, el msd tiene una metodología bien definida 
que se ha mantenido desde 2015 hasta 2018 de forma constante; en princi-
pio, los valores de los Pp en el msd pueden ser comparados entre sí (entre 
programas) y entre años pues son de la misma escala. Sin embargo, como 
ya se mencionó, la valoración de los Pp depende mucho de las variables que 
se midan en cada programa, por ello lo correcto es que solo se comparen 
los programas que tengan las mismas variables. En la siguiente gráfica se 
puede ver que los niveles de desempeño difieren sustantivamente cuando 
se considera la variable pae. Aproximadamente un 7% de los Pp que tienen 
pae tienen un desempeño Alto, mientras que en el grupo de Pp que no tie-
nen pae el porcentaje es poco menos del 30%. Por otra parte, es interesante 
notar que el porcentaje de Pp con desempeño bajo y medio bajo también 
son mayores en los que se considera la variable pae; por lo que pareciera 
ser que el hecho de que los Pp se evalúen mejora otras dimensiones, como 
la definición de metas e indicadores en la mir en los años futuros.
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Gráfica 6. Distribución de desempeños en el ciclo fiscal 2018 por Unidad 
Responsable considerando la existencia  

de la variable pae.

0% 10% 20% 30% 40% 50% 60% 70% 80% 90% 100%

SIN PAE

CON PAE

ALTO MEDIO ALTO MEDIO MEDIO BAJO BAJO

Fuente: Elaboración propia con base en Datos Abiertos del msd, disponibles en: https://
www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/es/PTP/Datos_Abiertos,  con la búsqueda “Mo-
delo Sintético de Información del Desempeño” (consultada el 17 de junio de 2019).

Con respecto a la misma variable PAE, también debe advertirse que la com-
parabilidad entre años de un mismo Pp debe cuestionarse pues la fórmula 
considera cualquier tipo de evaluación. Por ejemplo, un Pp pudo haber tenido 
una Evaluación Específica de Desempeño (eed) con una calificación alta en 
un año, pues los criterios de evaluación son sencillos de cumplir, mientras 
que en otro año pudo haber tenido una evaluación de procesos con una cali-
ficación baja, siendo que el desempeño general del Pp realmente no cambió. 
Finalmente, debemos concluir que, en estricto sentido, no son comparables 
las mediciones del msd de un mismo Pp entre años, ni tampoco entre Pp si es 
que tuvieron diferentes tipos de evaluación.

En cuanto a la minimización de efectos perversos, como ya se mencionó 
anteriormente, el msd puede provocar que los Pp no se esfuercen en cubrir 
metas de resultados superiores al 5%, pues le haría bajar su calificación de 
la subvariable mir3; pero quizás este no sea el efecto más dañino, lo preocu-
pante es que al priorizarse la planeación y el cumplimiento de normas sobre 
los resultados se motiva o incentiva la sobre-simplificación de las mir para 
tener indicadores de Propósito manejables por las mismas dependencias. 
También es de advertir que, en la variable de asm, el msd puede provocar 
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un efecto perverso de no aceptar recomendaciones de asm que no puedan 
cubrirse en un tiempo relativamente corto, esto implicaría afectar la califi-
cación en el msd.

Reflexiones finales

El msd se diseñó como un sistema global de monitoreo de la gestión de los 
Programas presupuestarios de la Administración Pública Federal; a pesar de 
haberse creado con la finalidad de retroalimentar la toma de decisiones pre-
supuestarias basada en los desempeños de los Programas; esto es práctica-
mente imposible puesto que no tienen suficiente peso las variables que miden 
los indicadores de Propósito. El msd mide de forma adecuada la gestión de 
los programas en cuanto a planeación, ejecución, seguimiento de recomenda-
ciones y transparencia; pero no es una herramienta que mida el desempeño 
en términos de resultados, por lo tanto, no es factible tomar decisiones pre-
supuestarias basadas en el modelo; lo que lleva a que el mismo término de 
Presupuesto basado en Resultados se ponga en tela de juicio. Por otra parte, el 
msd no es un índice adecuado con relación a los criterios de comparabilidad 
y minimización de los efectos perversos. El modelo genera valores para todos 
los Pp, pero los índices y los desempeños no son estrictamente comparables 
puesto que se utilizan variables y ponderaciones diferentes para cada caso. 
Este tipo de índices genera naturalmente una competencia entre instituciones 
y programas, pero tal y como está planteado se tienen incentivos perversos 
que promueven la simplificación de indicadores y metas y el no aceptar reco-
mendaciones que puedan incumplirse en la variable asm.
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LA EVALUACIÓN DE LOS PROGRAMAS GUBERNAMENTALES 
FEDERALES Y ESTATALES VISTA POR LOS CIUDADANOS 

Carola Conde Bonfil*

Introducción

La evaluación externa de programas federales sujetos a reglas de operación se 
empezó a realizar de manera sistemática y generalizada desde 2000 cuando 
se ordena en los presupuestos de Egresos de la Federación (pef) en 1999, pero 
existen antecedentes desde los sesenta cuando se efectuaron algunos estudios 
parciales de programas gubernamentales y en los noventa, con la evaluación 
de algunos programas específicos. 

Las actuales evaluaciones podrían considerarse una situación en la que un 
Poder (el Legislativo, como representante de los ciudadanos o de la Nación) 
exige a otro (el Ejecutivo) que le rinda cuentas acerca de la forma en que ejer-
ció el presupuesto federal asignado, los beneficios que logró en la población 
objetivo y el impacto que alcanzó en las condiciones que el programa preten-
de superar con su intervención.

En teoría, este modelo sugiere que los representantes de los ciudadanos exi-
gen la rendición de cuentas. El Ejecutivo cumpliría así con la característica de 
responsividad (answerability, que es la obligación de rendir cuentas a un supe-

*	 Profesora-investigadora del Departamento de Política y Cultura de la Universidad Autóno-
ma Metropolitana, Unidad Xochimilco, correo electrónico: carola_conde@hotmail.com.
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rior o a quien tiene la capacidad de exigir la RC (rendición de cuentas) facili-
tando la información para que el Legislativo practique la otra característica de 
la rendición de cuentas (enforcement20) en la medida en que esas evaluaciones 
le son útiles para apoyar, modificar o suspender una acción del Ejecutivo: los 
programas federales.

Al revisar los informes disponibles, parecería haber un gran avance en las 
evaluaciones de los programas gubernamentales en México; sin embargo, una 
mirada un poco más detallada permite encontrar varias áreas en las que es posi-
ble mejorar y ‒si observamos este proceso al interior del país‒ descubrimos que 
ha sido muy heterogéneo y, después de casi dos décadas, muy diferenciado. Por 
ello, en el presente artículo se intenta revisar el progreso registrado en el marco 
jurídico y la creación de instancias específicas para el desarrollo social y para 
las evaluaciones a programas gubernamentales tanto en el ámbito federal como 
en el de las entidades federativas en México, de 2004 a 2020, con el objetivo de 
revisar lo logrado hasta la fecha y analizar si existe transparencia y rendición de 
cuentas de las evaluaciones a programas gubernamentales en México.

La investigación se centró en la información disponible en Internet para 
basarnos en lo que cualquier ciudadano puede encontrar, pero tiene como 
limitante la falta de actualización de algunos portales de los gobiernos esta-
tales y la heterogeneidad de la información o su ausencia. Se concluye que 
hay avances importantes con respecto a una década atrás, pero aún no son una 
forma de rendición de cuentas.

El ámbito federal

En 2004 se publicó la Ley General de Desarrollo Social (lgds),21 la cual tiene 
entre sus objetivos los de garantizar “el pleno ejercicio de los derechos socia-
les consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
asegurando el acceso de toda la población al desarrollo social” y “establecer 

20	 Obligatoriedad legal y capacidad que tienen los que ejercen la RC para aplicar sanciones 
a aquellos que no satisfacen sus demandas. 

21	 Ha sido reformada en siete ocasiones por lo que haremos referencia a la última reforma 
publicada (2018).
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mecanismos de evaluación y seguimiento de los programas y acciones de la 
Política Nacional de Desarrollo Social” (Ley General de Desarrollo Social: 1).

Asimismo, creó la Política Nacional de Desarrollo Social (PNDS) con una 
visión integral de la política social (Ley General de Desarrollo Social: 4-9) y 
un Sistema Nacional de Desarrollo Social que es “un mecanismo permanente 
de concurrencia, colaboración, coordinación y concertación de los gobiernos; 
(sic) federal, los de las entidades federativas y los municipales, así como los 
sectores social y privado” (Ley General de Desarrollo Social: 9). 

El Título Quinto de la lgds contiene un capítulo dedicado a la evaluación 
de la política de desarrollo social la cual está a cargo del Consejo Nacional de 
Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) y “tiene por objeto, 
revisar periódicamente el cumplimiento del objetivo social de los programas, 
metas y acciones de la política de desarrollo social, para corregirlos, modifi-
carlos, adicionarlos, reorientarlos o suspenderlos total o parcialmente” (Ley 
General de Desarrollo Social: 16). 

La política de desarrollo social se debe sujetar a los principios de liber-
tad; justicia distributiva; solidaridad; integralidad; participación social; sus-
tentabilidad; respeto a la diversidad; libre determinación y autonomía de los 
pueblos indígenas y sus comunidades; transparencia y perspectiva de género 
(Ley General de Desarrollo Social: 2).

La lgds ordenó constituir e instalar diversas instancias (el Coneval, la Co-
misión Nacional, la Comisión Intersecretarial y el Consejo Consultivo de De-
sarrollo Social). El decreto por el que se regula el Coneval se publicó en 2005 y 
estipula que es un organismo público descentralizado de la Administración Pú-
blica Federal, con personalidad jurídica, patrimonio propio y autonomía técnica 
y de gestión (Decreto por el que se regula el Consejo Nacional de Evaluación 
de la Política de Desarrollo Social: 1), que tiene por objeto normar y coordinar 
la evaluación de las políticas y programas de desarrollo social que ejecuten las 
dependencias públicas y establecer los lineamientos y criterios para la defini-
ción, identificación y medición de la pobreza, garantizando la transparencia, 
objetividad y rigor técnico en dicha actividad (Decreto por el que se regula el 
Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social: 1).

Desde 2007, cada año el Coneval y las secretarías de Hacienda y Crédito 
Público (shcp) y de la Función Pública (SFP) publican el Programa Anual de 
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Evaluación (pae)22 especificando los programas que deberán ser evaluados, 
el tipo de evaluación que debe realizarse a cada uno de ellos, las fechas en 
que deben entregarse los resultados y la institución que debe coordinar la 
evaluación. A partir de 2016, la sfp ya no interviene en su formulación ni en 
la coordinación de evaluaciones.

Según la información disponible en el portal del Coneval, hasta el 20 de 
agosto de 2020 había 4 507 documentos de evaluaciones pero la gran mayoría 
no son propiamente evaluaciones (fichas de monitoreo de las evaluaciones 
específicas de desempeño, informes completos, informes ejecutivos, opinio-
nes de la dependencia y diagnósticos, pues muchas solo contienen la infor-
mación presentada por el propio programa o, cuando se trata de evaluadores 
externos, son solo valoraciones de la información contenida en el Sistema de 
Evaluación del Desempeño [sed] proporcionada por la propia dependencia o 
entidad).

Las evaluaciones de consistencia y resultados se han hecho cada cinco 
años (2007, 2012 y 2017) a la totalidad de programas (por lo que son las de 
mayor número) y le siguen las de diseño que deben aplicarse a los programas 
nuevos durante el primer año de operación o a los que son resultado de fusio-
nes o divisiones. 

Es importante señalar que, en un principio, las evaluaciones se ordenaron 
solo para los programas sujetos a reglas de operación, que son: “aquellos ejecu-
tados por dependencias y entidades de la Administración Pública Federal (apf) 
que destinan recursos fiscales del gobierno federal a beneficiarios ‒por medio 
de subsidios o transferencias en efectivo o en especie o mediante la prestación 
de servicios‒” (Conde, 2008: 254).

Como se aprecia en el cuadro 1, la gran mayoría de las evaluaciones co-
rresponde a las modalidades S (sujetos a reglas de operación) y U (Otros 
subsidios no sujetos a reglas de operación) y a las acciones (modalidades B y 
E) del gobierno federal, pero en el portal del Coneval hay 349 evaluaciones 
de otras modalidades presupuestarias (más 169 que no pueden asignarse) y 
muchos de los programas de esas modalidades son coordinados por la shcp, 
por lo que no aparecen en este conteo. 

22	 De forma oficial, solo en 2009 y 2017 se han hecho modificaciones a los PAE. En la práctica 
no siempre se ha cumplido con las evaluaciones ordenadas o con las fechas de entrega.
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Cuadro 1. Modalidades de programas presupuestarios  
evaluados 2007-2020

Año Total
Programas Acciones Evaluados, pero no definidos por el Coneval

S U B E F G I K N P R
Total 1373 567 239 13 205 33 33 196 32 3 50 2
2007 117 108 2 1 2 3 1
2008 45 35 7 2 1
2009 61 37 13 1 9 1
2010 38 11 9 1 6 2 4 4 1
2011 210 114 60 2 17 3 5 2 7
2012 297 105 86 5 90 4 2 1 3 1
2013 59 9 5 16 3 2 16 8
2014 18 6 2 4 1 4 1
2015 98 33 11 1 22 6 6 7 1 11
2016 156 36 9 23 7 6 64 3 1 7
2017 200 61 20 9 1 4 96 2 7
2018 48 2 1 2 5 4 34 2
2019 26 10 14 2

S: Sujetos a reglas de operación; U: Otros subsidios; B: Provisión de bienes públicos; E: 
Prestación de servicios públicos; F: Promoción y fomento; G: Regulación y supervisión; 
I: Gasto federalizado; K: Proyectos de inversión; N: Desastres naturales; P: Plameación; 
seguimiento y evaluación de políticas públicas y R: Específicos.
Nota: Durante esos años hubo cinco evaluaciones estratégicas y una de impacto reportadas 
por el Coneval que están incliídas, pero están excluídos 141 ndiagnósticos, 651 específicas 
de desempeño, 841 fichas de monitoreo, así como 98 integrales, 49 con no aplica y 22 no 
disponible porque no pueden asignarse a alguna modalidad.
Fuente: Elaboración propia con base en Coneval, archivo zip disponible en: https://www.
coneval.org.mx/Evaluacion/Paginas/InformeResultados.aspx (consulta: 10/09/2020).  

Además de estas evaluaciones, los programas pueden contratar otras evalua-
ciones o estudios (también las evaluaciones complementarias), pero sus resul-
tados no se incluyen en el portal del Coneval ni en el de la dependencia o enti-
dad contratante, aunque en los pae se indique: “Las dependencias y entidades 
deberán publicar en sus portales de Internet todas las evaluaciones, estudios 
y encuestas, que con cargo a recursos fiscales se hayan realizado, aun cuando 
no sean parte del pae” (shcp y Coneval, 2017, numeral 10, 9).
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Adicional a la dificultad de consultar las evaluaciones en portales diferentes 
y organizados en forma distinta, las evaluaciones no son estrictamente compa-
rables ya que, como se aprecia en la Figura 1, los términos de referencia apli-
cados dependen de si aquellas son coordinadas por el Coneval o por la shcp. 

Figura 1. Comparación de los términos de referencia  
del Coneval y la shcp (Diseño y Consistencia y resultados)

Evaluación de diseño
Coneval shcp

Total 30 Total 24
Justificación de la creación del diseño del 
programa

3 Justificación de la creación o modificación 
sustancial del diseño del programa 
presupuestario (Pp)

4

Contribución a las metas y objetivos 
nacionales

3 Contribución del Pp a las metas naconales  
y planeación orientada a resultados

3

Población potencial, objetivo y mecanismos 
de elegibilidad

6 Poblaciones o áreas de enfoque potencial  
y objetivo

5

Padrón de beneficiarios y mecanismos de 
atención

3

Matriz de Indicadores para Resultados 
(mir)

11 Matriz de Indicadores para Resultados (mir) 11

Presupuesto y rendición de cuentas 3
Complementariedades y coincidencias con 
otros programas federales

1 Complementariedades y coincidencias con 
otros Pp

1

Evaluación de consistencia y resultados
Coneval shcp (con módulo completo de Diseño)

Total 51

D
ise

ño

Total 57
Diseño 13 Justificación de la creación o modificación 

sustancial del diseño del Pp
4

Planeción y orientación a resultados 9 Contribución del Pp a las metas nacionales 3
Cobertura y focalización 3 Poblaciones o áreas de enfoque potencial  

y objetivo 
2

Operación 17 Matriz de Indicadores para Resultados (mir) 11
Percepción de la población atendida 1 Complementariedades o coincidencias con 

otros Pp
1

Medición de resultados 8

Co
ns

ist
en

cia
 y 

or
ien

tac
ión

 a 
re

su
lta

do
s Planeación estratégica y orientación a 

resultados
9

Cobertura y focalización 3
Operación 17
Percepción de la población o área de 
enfoque atendida

1

Medición de resultados 6

Fuente: Elaboración propia con base en Coneval (s/f) y la shcp (2018)
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En las evaluaciones de procesos no hay preguntas predefinidas, pero exis-
ten importantes diferencias en el contenido de los informes finales y el núme-
ro de anexos solicitados.

Un último punto por considerar son los aspectos susceptibles de mejora 
(asm) que son los compromisos que adquieren los programas evaluados y las 
instituciones responsables de su operación, para mejorar o corregir el diseño o 
implementación de aquellos, con el fin de lograr mayor impacto o contribuir 
de mejor forma a la solución del problema que atienden. Una vez que se re-
cibe el informe final de cada evaluación, debe presentarse un documento de 
opinión o posición institucional acerca de las recomendaciones recibidas y en 
ese momento algunas no son aceptadas ni se convierten en asm (a veces solo 
se desechan con el argumento de la unidad responsable de que no son viables); 
de las que sí se registran, la institución debe definir cómo va a atenderlas y en 
qué plazo, pero aquí de nuevo algunos se cancelan sin que los ciudadanos (o 
los evaluadores) puedan saber los motivos de tal decisión (véase la Figura 2). 

Sin embargo, hay dependencias y entidade que nunca han realizado com-
promisos de mejora,23 a pesar de haberse efectuado diversas evaluaciones a 
los programas a su cargo.

Detrás de estas evaluaciones subyace la incorporación de la gestión para 
resultados, el presupuesto por resultados y la metodología del sistema de mar-
co lógico por lo que las evaluaciones son aún más relevantes para conocer si 
se está logrando resolver el problema para el cual se han creado los programas 
gubernamentales; si los beneficios llegan a quienes en realidad los necesitan; 
si los programas no se usan de forma condicionada o para beneficio político; 
si la obra pública se usa y recibe mantenimiento, y si se están logrando efectos 
e impacto en la población objetivo o en el área de atención de cada uno de 
ellos.

23	 El portal del Coneval contiene los informes de evaluación que se indican entre paréntesis, 
pero ninguna de estas instituciones tiene reportados ASM en los informes de dicha depen-
dencia: las secretarías de Relaciones Exteriores (22) y de Comunicaciones y Transportes (13), 
la Comisión Federal de Electricidad (15), el Banco del Ahorro Nacional y Servicios Finan-
cieros (8), los Fideicomisos Instituidos en Relación con la Agricultura (4), el Servicio de 
Administración Tributaria (3), la Procuraduría Federal del Consumidor (3), el Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública (3), así como otras cuatro con un pro-
grama evaluado en cada caso.
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Las entidades federativas

El progreso al interior del país es, por lo general, aún menor. En la mayoría 
de las entidades existe una secretaría dedicada exclusivamente al desarrollo 
o bienestar social excepto Tlaxcala (la Secretaría de Planeación y Finanzas 
tiene algunas convocatorias relacionadas) y otros dos estados que combinan 
el desarrollo social con otros rubros (en Baja California Sur funciona la 
Secretaría del Trabajo y Desarrollo Social y en San Luis Potosí, la Secretaría 
de Desarrollo Social y Regional).

En la promulgación de la Ley de Desarrollo Social (lds) estatal también 
hay grandes diferencias pues la de Nayarit apenas se promulgó en 2020 (16 
años después de la lgds) y para Yucatán y Sinaloa no hay ningún indicio de 
que se haya promulgado. En el extremo opuesto destaca la hoy Ciudad de 
México ya que la lds para el Distrito Federal se promulgó el 23 de mayo de 
2000, es decir, cuatro años antes que la lgds (véase el cuadro 2). 

Cuadro 2. Aprobación de la Ley de Desarrollo Social

Año Endidades
2000 Ciudad de México

2004 Guerrero, Ley General de Desrrollo Social, 
Tamaulipas, Jalisco, Estado de México

2005 Durango, Sonora
2006 Guanajuato, Tabasco, Nuevo León, Puebla, Hidalgo
2007 Michoacán, Quintana Roo, Chihuahua, Campeche
2008 San Luis Potosí, Colima, Aguascalientes
2009 Zacatecas
2011 Veracruz
2013 Morelos
2014 Oaxaca
2015 Querétaro, Tlaxcala, Baja California
2016 Baja California Sur
2017 Chiapas, Coahuila
2020 Nayarit

Sin ley Sinaloa, Yucatán
Nota: El orden de las entidades considera el día y mes de promulgación.
Fuente: Elaboración propia.
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La mayoría de esas leyes ordena la creación de diversas instancias vin-
culadas con el desarrollo social o su evaluación, así como de participación 
ciudadana (consejos, consejos consultivos, comisiones o comités) y la asig-
nación de funciones a los sistemas estatales para el Desarrollo Social, pero en 
algunas entidades su número es muy alto (8), aunque no todas operan como 
se observa en la Gráfica 3.

Gráfica 3. Número de instancias de monitoreo  
y evaluación por entidad federativa

Fuente: Coneval (2019).
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Fuente: Coneval (2019).

No obstante, las leyes, las instancias de planeación o coordinación, etc. no ten-
drían sentido si no existieran programas estatales que pudieran ser evaluados. En 
2019 casi todas ellas cuentan con programas sociales propios y al menos la mitad 
de las entidades ha elaborado un programa estatal de desarrollo social. Empero, 
una revisión cuidadosa muestra que algunos estados en lo fundamental ofrecen 
apoyos o los programas federales como Jornaleros agrícolas, Coinversión social, 
Empleo temporal, etcétera. 

En el extremo opuesto se distinguen algunos específicos para poblaciones 
indígenas (Jalisco, Morelos, Querétaro y Tlaxcala), con el medio ambiente 
(Guerrero, Puebla, Quintana Roo, San Luis Potosí y Yucatán), acerca de la 
problemática local como Maravíllate con Yucatán o de atención a migrantes 
(Hidalgo, Morelos, Puebla, Querétaro y Sinaloa), entre otros.

En 2019, las entidades (excepto Coahuila y Michoacán). publicaron un 
PAE que en conjunto ordena la evaluación de 702 programas estatales. El Co-
neval publica bienalmente el Diagnóstico del avance en monitoreo y evalua-
ción de las entidades federativas con base en 27 variables (14 sobre la norma-
tividad y 13 acerca de su práctica), cuyo progreso se observa en la Gráfica 4. 
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Por otra parte, Gestión Social y Cooperación (Gesoc) AC estima el nivel 
de desempeño de los programas gubernamentales a partir de tres variables24 
y en 2016 comenzó a construir el Índice Estatal de Capacidades para el De-
sarrollo Social (ides) con base en cuatro dimensiones25 y tres instrumentos 
básicos26 que permiten conocer, valorar y comunicar el nivel de desarrollo de 
las capacidades de planeación, gestión, monitoreo, evaluación, transparencia 
y mecanismos de participación ciudadana de cada una de las 32 entidades 
federativas para la implementación de políticas públicas en materia de desa-
rrollo social, con base en evidencia y orientación a resultados. 

De acuerdo con el ides 2018, la calificación promedio para 31 entidades fe-
derativas fue de 58.90 puntos (7.5 puntos superior a la medición 2017). Los tres 
primeros lugares correspondieron a Jalisco (87.52), Ciudad de México (83.78) 
y Guanajuato (80.91). Por el contrario, el nivel más precario lo obtuvieron Nue-
vo León (43.52), Tlaxcala (43.14) y Sinaloa (41.03) (Gesoc, 2018: 22).27

De hecho, los dos primeros son los líderes de la incorporación de la gestión 
para resultados, el presupuesto por resultados y la metodología del sistema 
de marco lógico. Jalisco publicó su Ley de Desarrollo Social tan solo unos 
meses después de haberse promulgado la lgds, creó el Consejo Estatal para 
el Desarrollo Social y cuenta con la estrategia Evalúa Jalisco que “genera evi-
dencia técnica e independiente de los programas y las políticas públicas del 
Gobierno de Jalisco, con el objetivo de mejorar la gestión, los resultados y el 
impacto, para que permitan incrementar la calidad de vida y el desarrollo del 
estado” (Evalúa Jalisco, 2018: 1).

24	 La calidad de diseño del programa, la capacidad del programa para cumplir sus metas y 
la cobertura de su población potencialmente beneficiaria.

25	 Planeación programático-presupuestal, Gestión eficiente de programas y acciones esta-
tales de desarrollo social, Monitoreo y evaluación del desarrollo social estatal y Desarro-
llo social abierto y participación ciudadana.

26	 Una clasificación de las 32 entidades federativas de mayor a menor nivel de desarrollo 
de capacidades institucionales para implementar una política social efectiva, abierta y 
participativa; una tipología de capacidades que las clasifica en cinco categorías según 
su nivel de desarrollo de capacidades y un informe individualizado para cada entidad 
federativa que establece sus principales fortalezas y debilidades y propone un conjunto 
de recomendaciones de mejora, concretas y realizables.

27	 Se excluyó a Coahuila debido a que durante el periodo de captura y búsqueda de la 
información (1 de marzo-30 de junio de 2018), la entidad no contaba con un Portal de 
Transparencia actualizado que permitiera obtener el listado de los programas y acciones 
sociales implementadas en el ejercicio fiscal 2017.
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Por su parte, la Ciudad de México fue la primera en contar con una ley 
local de Desarrollo Social y en crear un órgano especializado encargado de la 
evaluación de políticas públicas (hoy Evalúa cdmx), en elaborar y publicar un 
Programa Anual de Evaluaciones Externas, en dar seguimiento a las recomen-
daciones de las evaluaciones externas y en darles carácter vinculante (es decir, 
que impone una obligación efectiva a los programas). Además, desde 2016 fun-
ciona el portal Monitoreo cdmx que es un mecanismo de rendición de cuentas 
a la ciudadanía y, a partir de 2018, tiene acceso para los ciudadanos mediante 
690 indicadores que permiten conocer el avance de los programas especiales 
(35 indicadores) e institucionales (655 indicadores) que dan seguimiento a los 
cinco ejes del Programa General de Desarrollo del Distrito Federal 2013-2018.

En cuanto a las condiciones básicas de institucionalidad, la mayoría de 
los programas y acciones estatales de desarrollo social carecen de elemen-
tos básicos como transparentar su presupuesto aprobado y ejecutado, contar 
con evaluaciones sobre su diseño, ejecución de procesos o resultados, contar 
con indicadores para su seguimiento, contar con normativa que los regule, 
publicar su padrón de beneficiarios o definir y cuantificar la población po-
tencialmente beneficiaria a la que orientan sus esfuerzos, aunque se registran 
avances paulatinos con respecto a la evaluación 2017.28

Reflexiones finales

Es importante mencionar que este artículo no pretendió abordar la discusión 
sobre la eficacia, eficiencia, efectividad, etc. de la política social actual en 
México, sino si existe transparencia en las evaluaciones a programas guber-
namentales, en especial en los de desarrollo social (si se difunden los resul-
tados, existen instancias creadas exprofeso para definirlas y coordinarlas, se 
aprovechan las recomendaciones para mejorar o corregir los programas, etc.) 
y si esto puede considerarse una rendición de cuentas.

En el ámbito federal, la formulación de los PAE acordados por las diferen-
tes instancias participantes (shcp, sfp y Coneval de 2007 a 2015 y a partir de 

28	 De acuerdo con el ides 2017, de las 32 entidades, 29 carecían de los elementos para 
implementar los programas de desarrollo social, es decir, no transparentaban los presu-
puestos, no tenían reglas de operación, no habían identificado su población objetivo y no 
habían sido evaluados por alguna instancia externa.
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2016, shcp y Coneval) significan un importante paso de coordinación, pero 
se han detectado varios problemas:

•	 En algunos pae se precisa que la realización de las evaluaciones in-
cluidas está sujeta a la disponibilidad presupuestaria de la dependencia 
o entidad encargada y a la vigencia de los programas presupuestarios 
correspondientes y que, de no cumplirse, se informe a la shcp y al Co-
neval; sin embargo, no se especifica qué ocurre en esos casos, cómo se 
resuelve, dónde se puede investigar si algunas de esas razones es la cau-
sa para que no esté disponible el resultado de dicha evaluación, etcétera.

•	 Los términos de referencia son diferentes en cada entidad coordinadora.
•	 La mayoría de las evaluaciones coordinadas por la shcp no están dispo-

nibles en el portal del Coneval sino en el del Sistema de Evaluación del 
Desempeño (sed). El funcionamiento de ambos portales es distinto: en 
el sed se puede consultar cada asm, pero no es posible descargar toda la 
información y en el del Coneval ocurre lo opuesto. En ninguno de ellos 
se encuentra la explicación del porqué se rechazan algunas recomenda-
ciones de los evaluadores o se cancelan asm ya comprometidos, por lo 
que un ciudadano no puede darles seguimiento.

Adicionalmente, de 2012 a 2017, un porcentaje promedio de 82.9% de los 
programas federales analizados mostraron un nivel de desempeño mejorable, 
escaso, dispersión o bien, con altos niveles de opacidad (Gesoc, 2012-2017) y 
de los 1 227 programas sociales estatales en 2016, apenas seis fueron evalua-
dos por sus resultados (Gesoc, 2017).

La existencia de una lgds y lds estatales en la mayoría de las entidades 
(que ordenan la creación de instancias específicas para definir, implementar 
y evaluar los programas gubernamentales, la generación de asm y su segui-
miento, etc.) son sin duda un avance con respecto a los presupuestos que se 
elaboraban con base en la estructura administrativa de las dependencias o 
entidades o en una estructura programática que solo evaluaba lo realizado 
frente a lo programado o lo ejercido contra lo presupuestado como ocurría 
el siglo pasado. Sin embargo, no es suficiente para que exista una rendición 
de cuentas ya que parcialmente el Ejecutivo (federal o estatal) cumple con la 
característica de responsividad facilitando la información, pero no está claro 
que el Legislativo ‒sobre todo en las entidades federativas‒ practique la otra 
característica de la rc (enforcement ) en la medida en que esas evaluaciones 
le sean útiles para apoyar, modificar o suspender los programas gubernamen-
tales y sus presupuestos.
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Sin embargo, adicional al acceso oportuno y “fácil a la información” para 
cualquier ciudadano, si las evaluaciones de programas gubernamentales fueran 
un ejercicio de RC, deberían dar respuesta también a quién se dirigen y entre-
gan, sobre qué rinden cuentas los actores,29 cómo 30 y para qué.31 Por falta de 
espacio, no podemos desarrollar con detalle estos aspectos ni contrastarlos con 
las diversas experiencias (federal y estatales) por lo que solo podemos indicar 
que aún no hay suficientes elementos para creer que estas evaluaciones sean un 
verdadero ejercicio de rendición de cuentas.

Coincidimos con las premisas básicas del ides pues, para contar con una 
política estatal de desarrollo social efectiva, es necesario:

•	 Contar con diagnósticos robustos, sustentados en evidencia, que iden-
tifiquen los rezagos sociales de atención prioritaria, los grupos pobla-
cionales que los padecen y los recursos presupuestarios para atender las 
brechas identificadas.

•	 Enmarcarse en un sistema de planeación que alinee la planificación del 
desarrollo social nacional, con los instrumentos de política pública de 
desarrollo social en cada estado.

•	 Incorporar una visión de mediano y largo plazos sobre qué fines de largo 
aliento buscan alcanzarse a través de la implementación de programas y 
acciones estatales de desarrollo social.

•	 Identificar y transparentar los recursos necesarios para su implementación.
•	 Integrar mecanismos para una implementación orientada a resultados.
•	 Contar con sistemas de seguimiento y evaluación de la gestión, resul-

tados y potenciales impactos de los programas y acciones estatales de 
desarrollo social.

29	 Stufflebeam y Shinkfield (1987) señalan que se deben rendir cuentas sobre la sabiduría 
de las decisiones, los efectos de éstas, los valores que informaron estas decisiones y su 
impacto.

30	 En esta dimensión caben la capacidad de respuesta de una organización o autoridad hacia 
problemas o demandas no consideradas en los estándares o metas fijadas, la periodicidad 
de las evaluaciones y el momento en el que se realizan (antes, durante o después de la inter-
vención gubernamental) y, sobre todo, el uso estratégico de información, y las capacidades 
y habilidades de los que ejercen la RC.

31	 Las preguntas que pueden efectuarse al respecto se relacionan con el objeto de la ren-
dición: i) si es un ejercicio de transparencia procedimental o de dar respuestas, ii) si 
manifiesta la necesidad de tener un responsable de los resultados, o iii) si funciona como 
mecanismo de control para la aplicación de sanciones.
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•	 Incorporar estándares de transparencia y apertura de datos a informa-
ción relevante sobre el desempeño de las políticas estatales de desarro-
llo social.

•	 Integrar a la participación ciudadana en los diferentes momentos del 
ciclo de implementación de los programas y acciones estatales de desa-
rrollo social (Gesoc, 2017).

En suma, consideramos que existen avances no despreciables:
En un periodo relativamente corto, México logró construir un modelo de 

seguimiento y evaluación de programas públicos que cuenta con un anda-
miaje institucional sólido, un conjunto de procesos, actores y lineamientos 
ampliamente compartidos en la administración pública federal, y principios 
de gestión que los hacen creíbles. Este sistema ha permitido la generación de 
información y conocimiento sobre el desempeño de los programas públicos, 
la adopción de un lenguaje común para el análisis, la evaluación y la gestión 
de programas presupuestarios, y el fortalecimiento inicial de las capacidades 
de y para la evaluación en el sector público federal. 

[…] A pesar del notable salto institucional en torno a la evaluación 
y el seguimiento de programas públicos, al igual que las importan-
tes reformas orientadas a la presupuestación por resultados, persisten 
enormes desafíos para concebir de manera sólida la institucionali-
zación de la evaluación y el seguimiento como instrumentos para la 
mejora, el aprendizaje y la rendición de cuentas por resultados (Pérez 
Yarahuán, Maldonado Trujillo y Faustino Hernández, 2015: 298).

Entre esos desafíos, Pérez Yarahuán, Maldonado Trujillo y Faustino Hernán-
dez señalan que es necesario que: i) se conforme una dimensión interna de 
aprendizaje y de orientación a la mejora de los programas y de las propias 
evaluaciones; ii) la información se traduzca en procesos de mejora, control 
ciudadano o aprendizaje de política pública; iii) los resultados de la evalua-
ción se socialicen de forma amplia al interior de las organizaciones públicas y 
no se conviertan en trámites adicionales conocidos solo por un grupo pequeño 
de involucrados; iv) se defina con mayor claridad cuál es el usuario primario de 
la evaluación y qué tan idóneos son el flujo, la temporalidad y la sustancia de la 
información generada por el proceso de evaluación en función de este perfil y 
v) se consoliden los sistemas de seguimiento y evaluación en el ámbito local lo 
que dependerá, muy probablemente, del liderazgo del gobierno federal y de su 
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capacidad política y fiscal para empujar la agenda de orientación a resultados 
(2015).

Por último, Martínez Mendoza (2020: 9) opina que para transitar hacia la 
construcción de un sistema de monitoreo y evaluación eficaz es necesario: i) 
un marco normativo articulado, ii) un arreglo institucional, iii) aprovechar el 
entorno político y social, iv) generar más capacidades institucionales y v) usar 
los resultados de las evaluaciones.

Aunque aún estamos muy lejos de la transparencia y la rendición de cuen-
tas, sobre todo en el ámbito estatal, esperamos que cada vez más se logre no 
solo aprovechar los resultados de las evaluaciones para mejorar o corregir 
los programas o tomar decisiones sobre el presupuesto asignado a aquellos, 
sino garantizar que exista la capacidad de los ciudadanos para controlar a sus 
gobernantes.
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LA CONSTRUCCIÓN DE UN SISTEMA DE MONITOREO  
Y EVALUACIÓN COMO UN DEPORTE DE EQUIPO.  
AVANCES DEL MONITOREO Y LA EVALUACIÓN  
EN LAS ENTIDADES FEDERATIVAS

Édgar A. Martínez Mendoza*

Introducción

La implementación de un sistema de monitoreo y evaluación (sm&e) efectivo 
exige, además de la técnica en la que debe basar los pilares del sistema que la 
dotarán de rigor técnico y objetividad, el cumplimiento de una serie de condi-
ciones como en cualquier deporte de equipo. Los actores deben estar concentra-
dos en lograr el mismo resultado; pueden tener incentivos diferenciados, pero 
alineados al mismo logro; tener roles definidos y claros que les permita a cada 
uno desempeñar su mejor juego desde su posición y tener condiciones externas 
favorables como apoyo de recursos y promoción del equipo.

En México, a nivel de la entidad federativa, se han registrado avances en la 
implementación de sistemas de monitoreo y evaluación. A partir de la norma 
federal y en algunos casos antes, las entidades federativas plantearon en su 

*	 Director General Adjunto de Coordinación del Consejo Nacional de Evaluación de la Po-
lítica de Desarrollo Social, coneval. Correo electrónico: mmtzedgar@gmail.com
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normativa la necesidad de contar con un sm&e que dotara a los tomadores 
de decisión de información útil para hacer un uso más eficiente y eficaz de 
los recursos públicos que generen cambios en el bienestar de las personas. 
También, los 32 gobiernos estatales han incorporado a sus actividades las 
acciones de monitoreo y evaluación. El Consejo Nacional de Evaluación de 
la Política de Desarrollo Social (coneval) y otros organismos les han dado 
seguimiento a partir de diferentes índices que muestran los avances en temas 
relacionados con un presupuesto basado en resultados. 

No obstante, se cuenta con poca o nula documentación acerca de las con-
diciones que en el transcurso de estos años han enfrentado los jugadores del 
monitoreo y la evaluación en la construcción de sus SM&E. En estas líneas se 
busca plantear un panorama general de estas condiciones que abre una agenda 
de investigación para los próximos años. 

Avances del monitoreo y la evaluación  
en las entidades federativas

En México, república representativa, democrática y federal, la alternancia en 
el poder, después de 80 años de haber sido gobernado por el mismo partido 
político y con un Congreso cuya mayoría por primera vez no era la del parti-
do político que gobierna, vislumbró la oportunidad para construir un sm&e. 
En 2001, los tres principales partidos políticos en el Congreso presentaron 
iniciativas para generar una Ley General de Desarrollo Social en la que se es-
tablece la conformación de un sm&e que dote de información relevante a los 
tomadores de decisión para la mejora de la política de desarrollo social. Esta 
premisa, posteriormente, se complementa con la Ley Federal de Presupuesto 
y Responsabilidad Hacendaria que ya enmarca un sm&e como componente 
clave de un presupuesto basado en resultados (Castro et al., 2009).

En el contexto estatal, México en poco menos de 10 diez años ha experi-
mentado la implementación de elementos de monitoreo y evaluación motiva-
do por una combinación de factores. Primeramente, en México, la evaluación 
del resultado de los recursos económicos que ejerza cada uno de los tres ór-
denes de gobierno se eleva a rango constitucional desde 2008.32 Este hecho 
detona que a nivel federal se establezcan obligaciones de evaluación de los 

32	  Artículo 134. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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recursos federalizados en otros ordenamientos como la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, la Ley de Coordinación Fiscal y la Ley 
General de Contabilidad Gubernamental. A la par, las entidades federativas 
generaron su propio entramado normativo para establecer la obligatoriedad 
de evaluación de sus recursos propios, la cual comprende Leyes de Desarro-
llo Social o equivalente, Leyes de Presupuesto, así como reglamentos, linea-
mientos, acuerdos, en los que se especifican las reglas del juego. 

Bajo el sustento de la normativa, los funcionarios estatales, en mayor o 
menor medida, también se han convertido en promotores de la evaluación. En 
un contexto en el que los recursos públicos son limitados para destinar a las 
necesidades de un gobierno, la idea de que la evaluación es un mecanismo de 
mejora empieza a permear en los gobiernos estatales. Esta motivación, vin-
culada a un esquema de incentivos que promueve la competencia a través de 
mediciones y reconocimientos, también ha generado que cada vez los respon-
sables de evaluación y los tomadores de decisión implementen más prácticas 
de monitoreo y evaluación. 

El grado de avance en el desarrollo de elementos de monitoreo y eva-
luación por parte de las 32 entidades federativas ha sido registrado por el 
Coneval, a través de un índice que se construye a partir de los aspectos nor-
mativos y ejercicios prácticos que impulsan la implementación del monitoreo 
y evaluación de políticas y programas estatales de desarrollo social (Coneval, 
2019c). Los nueve elementos a los que se les da seguimiento de manera bienal 
desde 2011 son los siguientes: a) Existencia y alcance de la Ley de Desarrollo 
Social o equivalente, b) Criterios para la creación de programas nuevos, c) 
Creación de un padrón de beneficiarios, d) Elaboración de reglas de operación 
o equivalente, e) Difusión de información de los programas, f) Transparencia 
en el presupuesto, g) Elementos de monitoreo y evaluación, h) Indicadores de 
resultados y de gestión y i) Área responsable de realizar la evaluación.33 Los 
resultados para el año 2011 y 2019 se observan en la Gráfica 1.

33	 Para más información del índice podrá consultarse el Diagnóstico del avance en moni-
toreo y evaluación en las entidades federativas 2019 en la siguiente liga: https://www.
CONEVAL.org.mx/InformesPublicaciones/Documents/Diagnostico_2019.pdf
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Gráfica 1. Índice de elementos de monitoreo y evaluación  
en las entidades federativas 2011 y 2019

99
.1

97
.2

96
.3

96
.3

94
.4

94
.4

93
.5

92
.6

91
.7

90
.7

90
.7

89
.8

87
.0

86
.1

86
.1

86
.1

86
.1

84
.3

84
.3

83
.3

83
.3

82
.4

82
.4

81
.5

81
.5

75
.9

71
.3

63
.0

62
.0

58
.3

55
.6

48
.151
.9

34
.3

51
.9 54
.6

42
.6 53
.7

80
.6

68
.5

56
.5

30
.6 43
.5 45
.4

37
.0 45
.4

45
.4 47
.2

35
.2

22
.2 35
.2 37
.0 45
.4 50
.9

38
.0 47
.2

37
.0 41
.7

40
.7

20
.4

52
.8

52
.8

30
.6 43
.5

0

20

40

60

80

100

Jal
isc

o
Hi

dal
go

Oa
xac

a
Gu

an
aju

ato
Yu

cat
án

Ch
ihu

ah
ua

Ciu
da

d d
e M

éx
ico

Mé
xic

o
Nu

ev
o L

eó
n

Mo
rel

os
Qu

eré
tar

o
Co

lim
a

Ba
ja 

Ca
lifo

rni
a

Pu
ebl

a
Qu

int
ana

 Ro
o

Ta
bas

co
Sa

n L
uis

 Po
tos

í
Tla

xc
ala

Ve
rac

ruz
Ta

ma
uli

pa
s

Ca
mp

ech
e

Ag
ua

sca
lie

nte
s

Za
cat

eca
s

So
no

ra
Du

ran
go

Na
yar

it
Co

ahu
ila

 de
 Za

rag
oza

Ba
ja 

Ca
lifo

rni
a S

ur
Gu

err
ero

Mi
cho

acá
n d

e…
Sin

alo
a

Ch
iap

as

2019 2011

Fuente: Elaboración del Coneval, con base en el Diagnóstico del Avance en Monitoreo y 
Evaluación de las entidades federativas 2011 y 2019.

Para las 32 entidades federativas se muestra que los elementos de monitoreo 
y evaluación se han fortalecido. Esta es una buena noticia; sin embargo, cuan-
do se observa cada una de las entidades es posible ver la heterogeneidad que 
presentan en su avance: mientras entidades como Jalisco e Hidalgo cuentan 
tanto con el sustento normativo como con la implementación de elementos de 
monitoreo y evaluación, hay entidades como Chiapas, Sinaloa y Michoacán 
cuyos avances en la generación de estos elementos han sido moderados. 

La pregunta natural es, por tanto, qué interviene para que las entidades 
federativas registren más o menores avances en la construcción de sus ele-
mentos de monitoreo y evaluación, que logren vincularse al ciclo de política 
pública como un componente clave que retroalimenta las diferentes etapas 
de las intervenciones y que efectivamente transformen los hallazgos del mo-
nitoreo y evaluación en soluciones a problemas públicos de manera más efi-
ciente. Además, qué factores inciden en que estos elementos de monitoreo y 
evaluación estén articulados entre sí y sean perdurables en el tiempo, incluso, 
después de transiciones de gobierno o alternancias de poder. En conclusión, 
qué explica que se cuente con un SM&E eficaz (Coneval, 2019a). 

Como en un juego de equipo en el que es necesario cumplir ciertas condicio-
nes para lograr el resultado esperado, en un sm&e hay cinco condiciones que se 
deben observar para construir un SM&E eficaz y que determinarán la calidad 
de la generación de los productos y la transformación de hallazgos del SM&E 
en mejoras en las intervenciones públicas: 1) un marco normativo articulado; 
2) un arreglo institucional claro; 3) un entorno político y social favorable; 4) 
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contar con capacidades institucionales, y 5) generar condiciones para el uso del 
SM&E. (Coneval, 2019a). De manera exploratoria, a continuación, se presen-
tan algunos ejemplos que sugieren que estas condiciones no están preestable-
cidas en las entidades federativas, lo cual dificulta construir un sme&e eficaz.
1)	 Un marco normativo articulado hace referencia a que un SM&E debe sus-

tentarse en un entramado normativo en el que las atribuciones plantea-
das para los diferentes actores que interactúan en el sistema sean claras y 
congruentes entre los diversos ordenamientos jurídicos. Entidades como 
Jalisco, Hidalgo, Guanajuato y Ciudad de México cuentan con mayor es-
pecificidad en su norma y, por tanto, esto ha contribuido a realizar una 
mejor implementación de sus sistemas. En contraste, Baja California Sur 
y Guerrero tienen un marco normativo menos específico que dificulta la 
implementación clara y articulada por parte de los actores. En el Esquema 
1 se puede observar el caso específico de Guerrero. 

Esquema 1. El caso de Guerrero

El caso de Guerrero

De 2011 a 2019, Guerrero mejoró su puntuación en el diagnóstico en 9.3 puntos 
porcentuales; sin embargo, registró 20.9 puntos porcentuales por debajo del prome-
dio nacional, ubicándose en la posición 29 de 32, por lo que se clasifica como una 
entidad con avance bajo en la generación de elementos de monitoreo y evaluación. 
Se observa una falta de concordancia y claridad de la norma que regula el sm&e, 
lo cual con seguridad contribuye a dificultar la implementación de las actividades 
relacionadas al sistema:
•	 En la Ley Número 454 de Presupuesto y Disciplina Fiscal del Estado de Gue-

rrero (lpdf) se establece en el artículo 103 que se llevará a cabo la evaluación 
anual de los planes, programas y proyectos, mientras que en el artículo 104 se 
señala que se establecerá un Programa Anual de Evaluaciones (pae) en el que 
se detallará el número y tipo de evaluaciones a realizar en el ejercicio fiscal.

•	 En el artículo 103 de la lpdf se establece que la Secretaría de Finanzas y 
Administración realizará la evaluación de desempeño, no obstante, en el Pre-
supuesto de Egresos de la Federación 2020 se señala que el Sistema de Eva-
luación del Desempeño está a cargo de la Secretaría de Planeación.

Fuente: Elaboración propia, con base en la Ley Número 102, para el Desarro-
llo Social del Estado de Guerrero (lds) (Ley Número 102, para el Desarrollo 
Social del Estado de Guerrero, 2011) y la Ley Número 454 de Presupuesto y 
Disciplina Fiscal del Estado de Guerrero, 2016).
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2)	 El arreglo institucional claro se refiere a que exista una estructura organiza-
da de los actores partícipes del SM&E en el que se definen los roles y rela-
ciones de tal forma que los vínculos sean claros. A la fecha, se identifican 
168 instancias estales con atribuciones de monitoreo y evaluación en las en-
tidades federativas, es decir, en promedio hay cinco áreas establecidas en la 
norma por entidad federativa y cuatro de ellas están en operación (Coneval, 
2020). La distribución de las instituciones con atribuciones de evaluación 
por entidad federativa se muestra en la siguiente gráfica:

Gráfica 2. Instancias con atribuciones de evaluación  
por entidad federativa, 2020
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Fuente: Tomado de ¿Quiénes monitorean y evalúan en las entidades federativas? Panorama 
general de las instancias de monitoreo y evaluación estatales, Coneval, 2020. Documento 
sin publicar.

El hecho de que haya varios actores con atribuciones de monitoreo y evalua-
ción en cada entidad federativa permite que el sistema permee en diferentes 
áreas-instituciones de una entidad federativa. En la práctica se observa que, 
en general, las áreas de evaluación estatales tienen poca interacción al inte-
rior, lo que genera que se realicen acciones de monitoreo y evaluación frag-
mentadas. Por ejemplo, la Secretaría de Finanzas desarrolla las acciones para 
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la generación y el seguimiento a los programas presupuestarios, mientras que 
otra dependencia, como Desarrollo Social, implementa el sistema de evalua-
ción. Cada dependencia cuenta con información específica y, a su vez, com-
plementaria de un programa, pero esta información difícilmente se integrará 
en un sistema que podría servir para generar recomendaciones encaminadas 
a la mejora de las políticas públicas. En el Esquema 2, se resume el caso de 
Oaxaca, en el que se puede observar la fragmentación de las funciones de 
monitoreo y evaluación entre distintos actores.   

Esquema 2. El caso de Oaxaca

                                
             P                    

   p             

• La normativa estatal no establece con claridad 
cómo se deben coordinar la Jefatura de la 
Gubernatura, Instancia Técnica de Evaluación 
y la COPEVAL para realizar la evaluación.

M      m                   p    
      

• La normativa estatal define     á    
con responsabilidades de monitoreo y
evaluación en la entidad.

• En la práctica, todas operan

• La S       í     B         llevará a cabo 
la evaluación de la política social. (Art. 42 
LOPEO).

• La COPE AL evaluará los programas 
sociales que implemente la Secretaría de 
Bienestar (At. 5° Decreto COPEVAL)

• La J f            G           fungirá 
como I         Té         E          y 
coordinará el SED (Art. 50, LOPEO)

• La S       í     F    z   colaborará 
con la Jefatura de la Gubernatura para 
definir el Programa Anual de Evaluación 
Art. 17, LEP).

Fuente: Elaboración propia, con base en la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado 
de Oaxaca, 2020, Ley Estatal de Planeación (lep), 2020, y Decreto por el que se crea la 
Coordinación de Planeación y Evaluación para el Desarrollo Social de Oaxaca (Decreto 
copeval) (Decreto por el que se crea la Coordinación de Planeación y Evaluación para 
el Desarrollo Social de Oaxaca, como un Órgano Desconcentrado de la Secretaría de 
Desarrollo Social y Humano, 2017). 

3)	 Un entorno político y social favorable para la construcción de un sm&e 
implica que exista un interés por parte de los políticos de alto nivel en la 
agenda de evaluación, que un gobierno, aun con restricciones presupues-
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tarias, puede desarrollar de manera normal la labor de la evaluación. En la 
siguiente gráfica se resumen las disminuciones en el índice de monitoreo 
y evaluación de las entidades federativas ante los cambios de gobierno, lo 
cual se traduce en que tienen una pérdida de instrumentos de monitoreo 
y evaluación que ya implementaban. En 2019, por ejemplo, seis de ocho 
entidades tuvieron un cambio de gobierno y disminuyeron en el índice: 
Chiapas, Ciudad de México, Morelos, Puebla, Sinaloa y Veracruz.

Gráfica 3. Entidades federativas que registran disminución  
en el índice de monitoreo y evaluación 

7 7 6
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Fuente: Elaboración del Coneval, con base en el Diagnóstico del Avance en Monitoreo y 
Evaluación de las entidades federativas 2011, 2013, 2015, 2017 y 2019.

4)	 Contar con capacidades institucionales y especialización del personal que 
implementa un sm&e resulta determinante para lograr las metas espera-
das. En el caso de las entidades federativas, en 2020 todas cuentan con 
un área de evaluación, no obstante, el tamaño, los perfiles y las tareas son 
heterogéneas: Colima, Coahuila, Nayarit, Guerrero y Querétaro, por ejem-
plo, cuentan con áreas de evaluación de dos a cinco personas, que incluso, 
además de las tareas de evaluación, también desarrollan otras actividades 
en detrimento del tiempo que requiere la construcción de un sm&e. 

Aunado a este punto, también se observa que la rotación del personal a cargo 
de estas tareas especializadas es alta con los cambios de gobierno, por lo que 
se tiende a cambiar al personal responsable de implementar las tareas de mo-
nitoreo y evaluación, por ejemplo, en Morelos y Sinaloa. Una excepción ha 
sido Jalisco y Durango, que han preservado a su personal ante estos cambios 
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de gobierno, incluso Jalisco frente a cambios de partido político. Además, 
los responsables pueden llegar a cambiar sin que haya a un nuevo gobierno, 
por ejemplo, Chihuahua, Michoacán y Aguascalientes cambiaron enlace tres 
veces de 2017 a 2020. 

En términos de capacitación, las entidades federativas han incorporado 
dentro de sus esquemas educativos programas que dotan de personal espe-
cializado de la entidad federativa para hacer frente a las necesidades de eva-
luación que presentan. A continuación, en el Esquema 3, se muestra este cre-
cimiento. 

Esquema 3. Fortalecimiento de las capacidades del personal  
en materia de evaluación 

En 2014, 17 entidades impar-
tieron capacitación de m&e, 
mientras que en 2018 lo hacían 
30 entidades federativas1

Incrementó la oferta en capacitación: 
cursos, diplomados, maestrías con con-
tenido de monitoreo y evaluación

Un actor de la evaluación también tiene que contar con otras habi-
lidades para:
•	 Comunicar a tomadores de decisión de manera concisa
•	 Influir para adoptar el conocimiento generado
•	 Identificar agendas ocultas o intereses de los tomadores de de-

cisión.

Fuente: Elaboración propia, con base en el Documento relativo al cumplimiento de las dis-
posiciones contenidas en el párrafo tercero del artículo 80 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental (SHCP, 2018) y Evaluation Thesaurus (Scriven, 1991).
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5)	 Generar condiciones para el uso del sm&e hace referencia a aquellos ele-
mentos que predeterminan que el monitoreo y la evaluación sea utilizada 
en el ciclo de la política pública para apoyar a la toma de decisiones. Entre 
los criterios que en general se identifican se puede citar que la evaluación 
responda a los requerimientos de información del programa evaluado, el 
involucramiento de los actores en el desarrollo de la evaluación y la cali-
dad de las evaluaciones, por mencionar algunos. En este sentido, el Pro-
grama Anual de Evaluación, instrumento en el que se planean las necesi-
dades de evaluación para cada entidad federativa, muestra que para 2019 
se mandataron 702 evaluaciones para programas públicos. 

Gráfica 4. Número de evaluaciones establecidas  
en PAE 2019 por entidad federativa
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Nota: Para los estados de Coahuila y Michoacán no se identificó PAE 2019 o 2018.
Fuente: Elaboración propia con base en el PAE de cada entidad federativa, 2019.

De las 702 evaluaciones mandatadas, 43% corresponden a evaluaciones de 
recursos federalizados y tres cuartas partes de estas evaluaciones son del tipo 
evaluaciones específicas de desempeño, que permiten obtener una síntesis de 
evaluaciones anteriores realizadas a fondo, así como el seguimiento de sus 
indicadores, y evaluaciones de consistencia y resultados, que realizan una 
valoración general del programa y consideran elementos de diseño, de proce-
sos y de herramientas para medir sus resultados. Si bien, el hecho de realizar 
evaluaciones deja un aprendizaje a los actores que participan en el programa, 
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dado que el diseño del fondo corresponde a las dependencias federales, es 
poco probable que los hallazgos de este tipo de evaluaciones apoyen la toma 
de decisiones de las entidades federativas. Baja California Sur, Chiapas, Co-
lima, San Luis Potosí y Veracruz solo establecieron en su PAE evaluaciones 
a recursos federalizados. En contraste, Ciudad de México, Guanajuato, More-
los y Oaxaca plantearon evaluaciones solo a programas con recursos propios. 

Como se señaló con anterioridad, otro elemento que condiciona el uso de 
la información es la calidad de los instrumentos de monitoreo y la evaluación, 
lo cual se refleja en las recomendaciones. La transformación de una recomen-
dación en una mejora de política pública sigue un proceso en el que, a partir 
de las recomendaciones se planteen actividades para atenderla. En México, 
este proceso se establece en el mecanismo de aspectos susceptibles de mejo-
ra, el cual ha sido retomado y establecido también en el marco normativo de 
las 32 entidades federativas e implementado en 25 de ellas. No obstante, el 
reto se encuentra en las recomendaciones que se plantean por el evaluador. 
En el Esquema 4 puede verse un ejemplo de los retos que presentan las reco-
mendaciones de los evaluadores.

Esquema 4. Ejemplo de hallazgos de la evaluación y 
  recomendaciones emitidas

Hallazgo

Los hallazgos no cubren 
las necesidades de infor-
mación planteadas en la 
evaluación. 

Recomendación

“Mejorar los procesos de 
entrega de despensas”

Para una evaluación de 
diseño

Hallazgo

Las recomendaciones no 
se implementan debido a 
que son muy ambiciosas o 
específicas.

Recomendación

“Incrementar el 
presupuesto del programa 

para cubrir a toda la 
población potencial”

Hallazgo

Hallazgos sin un aná-
lisis con rigor técnico 
para que sus resultados 
y recomendaciones sean 
confiables, precisas y vá-
lidas.

Recomendación 

“Definir claramente la 
misión y visión de la 

Secretaría”
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Reflexiones finales

En 10 años, las entidades federativas han logrado cimentar elementos de mo-
nitoreo y evaluación con los que debe contar cualquier programa público, 
avances que no son menores, considerando que en pocos casos se cumplen las 
cinco condiciones señaladas en estas líneas. La tarea entonces es empezar a 
construir un sm&e considerando que debe ser un juego de equipo, en el que 
la mejora de una política pública sea el resultado de integrar los aspectos téc-
nicos y los aspectos no técnicos que condicionan el tener un sistema efectivo. 

En conclusión, las entidades federativas que busquen transitar hacia una 
nueva etapa para contar con un sm&e efectivo deberán promover que las si-
guientes condiciones se integren a la realidad del monitoreo y la evaluación: 

•	 Lograr que la normativa que sustenta el sm&e sea clara y complementa-
ria para todos los actores que participan en el sistema. Esta armonización 
es posible solo si en su diseño participan los diferentes involucrados. 

•	 Una condición necesaria es que desde la norma se establezcan los roles 
y atribuciones definidos para cada involucrado en el sistema. Pero es 
indispensable la interacción y articulación que los funcionarios públicos 
realizan en la fase de implementación con otros actores de la entidad 
con los que comparten esta responsabilidad.

•	 Cuando se construye un sm&e debería pensarse en institucionalizar el 
uso del sm&e, lo cual resulta de establecer los incentivos adecuados 
para que el sistema trascienda más allá de los periodos de gobierno. 

•	 Construir un sm&e es una tarea que requiere además de actitud, que los 
involucrados cuenten con las capacidades institucionales y de recursos 
humanos que les permita experimentar, proponer e innovar. 

•	 Realizar evaluaciones de calidad y recomendaciones asertivas que apo-
yen la toma de decisiones de los gobiernos estatales permitirá entrar 
en un círculo virtuoso en el que la propia utilidad de las evaluaciones 
incremente la demanda de los tomadores de decisión.

Esperar a que estas condiciones se den de manera natural en cualquier entidad 
federativa es equívoco, más bien se tendría que considerar que la confluencia 
de los diferentes actores hacia el logro de mejores resultados permitirá ir cons-
truyendo estas condiciones. Con evidencia de los resultados alcanzados es más 
fácil generar un efecto multiplicador. Así, un funcionario podrá mostrar que la 
información que genera permite tomar decisiones y un político podrá demostrar 
que los programas dieron buenos resultados y postularse a otro cargo. 
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CONDICIONES PARA LA INSTITUCIONALIZACIÓN  
DE LA EVALUACIÓN COMO MECANISMO DE MEJORA  
DE LA GESTIÓN PÚBLICA. EL CASO DE EVALÚA JALISCO

Radamanto Portilla Tinajero*

Introducción

La evaluación es el ejercicio de “apreciación sistemática y objetiva de un pro-
yecto, programa o política en curso o concluido, de su diseño, su puesta en 
práctica y sus resultados” (oecd, 2010). Su objetivo es emitir “juicios” acerca 
de distintos aspectos o criterios de valoración (pertinencia, eficiencia, efica-
cia, impacto, sostenibilidad) y generar información creíble y útil que permita 
incorporar los aprendizajes en la toma de decisiones y la mejora de los pro-
yectos, programas o políticas (véase Chelimsky, 2006; Mertens & Wilson, 
2019; Rossi et al., 2004; undp, 2009). En este sentido, la evaluación es una 
práctica e instrumento orientado a la mejora de la gestión pública y la calidad 
democrática de la sociedad (Ballescá Ramírez, 2018: 25).

En México, la evaluación como política de Estado comenzó a instru-
mentarse de manera sistemática a partir de 1997 (Cardozo Brum, 2009, p. 

*	 Director de Evaluación para la Mejora Pública de la Secretaría de Planeación y Participación 
Ciudadana del Gobierno de Jalisco, correo electrónico: radamanto.portilla@gmail.com 
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178), pero fue hasta la primera década del año 2000 cuando adquirió una 
dimensión institucional, especialmente por las reformas a la Ley General 
de Desarrollo Social en 2004, que dieron lugar a la creación del Consejo 
Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) en 
2006 (véase Cardozo Brum, 2009; Hernández Licona, 2013). A partir de 
ahí, la política de evaluación, encabezada a nivel federal por el Coneval y 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp), se ha expandido –por 
obligación o convicción– a los gobiernos subnacionales de las entidades 
federativas de México.

La cultura de la evaluación en los gobiernos subnacionales ha tenido dis-
tintos desarrollos o avances, como se evidencia en las valoraciones sobre la 
institucionalización del Monitoreo y la Evaluación a nivel estatal (Martínez 
Mendoza et al., 2013), debido a factores y contextos específicos de las ad-
ministraciones públicas estatales. En este texto se presenta un análisis sobre 
las condiciones que han posibilitado la institucionalización de la evaluación 
como mecanismo de mejora de la gestión pública en el Gobierno del Estado 
de Jalisco. En particular, se expone el caso del Consejo Técnico Indepen-
diente para la Evaluación de Políticas Públicas (Evalúa Jalisco®, marca 
registrada), la estrategia del gobierno del estado en materia de monitoreo 
y evaluación de políticas públicas (Figura 1). Evalúa Jalisco ha sido reco-
nocida por instituciones nacionales e internacionales –Coneval, Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales (inai), Banco Interamericano de Desarrollo (bid), Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde), entre otros– como 
una de las mejores prácticas en materia de monitoreo y evaluación a nivel 
de gobiernos subnacionales.34 Por esa razón se considera relevante y per-
tinente analizar las acciones que ha implementado para institucionalizar la 
práctica evaluativa, los desafíos a los que se ha enfrentado y el resultado 
que se ha obtenido.

34	 Para más información sobre los premios o reconocimientos que ha recibido Evalúa Jalis-
co remítase a https://seplan.app.jalisco.gob.mx/evalua/reconocimientos/inicio
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Figura 1. Imagen de la página inicial  
del portal Evalúa Jalisco

Fuente: Tomada de https://seplan.app.jalisco.gob.mx/evalua/inicio

Breve contexto de la evaluación en Jalisco

La “cultura de la evaluación” en Jalisco tiene una larga data.35 En 1997 se creó 
el Sistema Integral de Información Financiera con el objetivo de dar seguimiento 
al ejercicio del presupuesto. Básicamente, lo que se busca con este sistema es co-
nocer cómo, cuándo, dónde y en qué se ejerce el recurso público. Pero fue hasta 
2007 que aparece, de manera formal y explícita, lo que se puede reconocer como 
la primera fase del proceso de institucionalización de la evaluación en Jalisco. 
Anteriormente se habían registrado algunos esfuerzos por generar una política de 

35	 En este apartado se sintetizan los aspectos principales que contextualizan el surgimiento de la 
estrategia Evalúa Jalisco, pero se recomienda al lector consultar el texto de Ballescá Ramírez 
(2018), donde la autora ofrece una descripción más amplia y detallada sobre el contexto polí-
tico, normativo, técnico e institucional en el que surgió la estrategia Evalúa Jalisco.
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la evaluación en la entidad, pero se dieron de manera aislada o esporádica y no de-
vinieron en cambios formales y permanentes. En cambio, a partir de la reforma a 
la normatividad en materia de planeación, monitoreo y evaluación, que se realizó 
en 2007, se generaron dos resultados importantes que marcaron o establecieron 
los pilares de la cultura de la evaluación en Jalisco: el primero, se generaron indi-
cadores para dar seguimiento al Plan de Desarrollo Estatal –con esto se abría la 
oportunidad de valorar el cumplimiento de los objetivos del gobierno–; el segun-
do, se conceptualiza, aunque tardó varios años más en concretarse, la Unidad de 
Evaluación del Gobierno del Estado, es decir, un área especializada y con funcio-
nes específicas en materia de evaluación y monitoreo (véase Ballescá Ramírez, 
2018: 33). Posteriormente, en 2011, el gobierno de Jalisco adopta el modelo de 
Presupuesto Basado en Resultados, en cumplimiento a los mandatos federales, e 
incorpora los denominados Programas Presupuestarios como instrumentos pro-
gramático-presupuestales de la administración pública.

Este periodo, de aproximadamente 15 años, se caracteriza, principalmen-
te, por un conjunto de esfuerzos institucionales por establecer y consolidar 
el monitoreo y la evaluación como un mecanismo de rendición de cuentas. 
Es decir, un mecanismo orientado a la regulación del ejercicio o gasto de los 
recursos públicos, de carácter principalmente punitivo o sancionador.36

A partir de 2013, el proceso de institucionalización de la “cultura de la 
evaluación” en Jalisco tuvo un cambio cualitativo importante, marcado por 
la creación de Evalúa Jalisco, la estrategia de evaluación de los programas y 
las políticas públicas, y de la estrategia de monitoreo de indicadores del desa-
rrollo vinculados con el Plan Estatal (Mide Jalisco).37 Con estas estrategias, 
el proceso de institucionalización de la evaluación en la entidad entró en una 
segunda fase, una más enfocada en la mejora y el aprendizaje, sin dejar de 
lado el aspecto de la rendición de cuentas. Se creó una estructura organizativa 
con funciones exclusivas en el monitoreo y la evaluación, conformada por 
funcionarios con alto nivel técnico, se generaron instrumentos normativos 

36	 En este aspecto, el proceso de institucionalización de la “cultura de la evaluación” en Jalisco 
parece haber seguido la misma orientación que lo que observó Cardozo (2009) en su análisis 
de la institucionalización de la evaluación en la administración federal.

37	 El Plan Estatal es el principal instrumento de planificación del desarrollo en los gobier-
nos subnacionales, del cual se desprenden un conjunto de instrumentos de carácter sec-
torial, estratégico, institucional o programático, como los Planes Sectoriales, los Planes 
Institucionales, los programas presupuestarios.
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que clarificaran y ordenaran la práctica evaluativa y se inició un proceso sis-
temático de gestión de las evaluaciones (véase Ballescá Ramírez, 2018).38

En 2019 el gobierno de Jalisco tuvo una transición política en poder y 
las estrategias de monitoreo y evaluación (Mide Jalisco y Evalúa Jalisco) se 
mantuvieron en su esencia: los pilares sustantivos de las estrategias permane-
cieron, se iniciaron esfuerzos para reforzar su vinculación con la planificación 
del desarrollo del estado y se complementaron con un componente de mayor 
participación ciudadana.39 La “sobrevivencia” de este tipo de estrategias ante 
los cambios políticos en la administración y el “reforzamiento” de su inci-
dencia parecen ser un claro indicador del grado de consolidación de la cultura 
de la evaluación en Jalisco. Por esta razón, y el reconocimiento nacional e 
internacional que ha obtenido Evalúa Jalisco, es relevante analizar y describir 
las principales condiciones o aspectos que han posibilitado a la estrategia 
adquirir ese estatus.

Condiciones para la institucionalización  
de la evaluación en Jalisco

La literatura nos dice que la institucionalización es el proceso mediante el 
cual un conjunto de prácticas, costumbres, creencias y formas de organiza-
ción se legitiman, es decir, se convierten en norma (Cruz-Suárez et al., 2014; 
Scartascini & Tommasi, 2012). Llegado a ese punto, se convierten en institu-
ción y, por tanto, tienen tres características: primero, adquieren un carácter de 
utilidad pública, es decir, que persiguen intereses o valores colectivos, se per-
ciben como valiosos para el interés público; segundo, se apegan a las normas 
sociales, comparte y reproducen los valores sociales; y tercero, tienen una 
permanencia en el tiempo, es decir, perduran –pueden adaptarse y cambiar 
como respuesta al contexto, pero debe ser estables y confiables (Cruz-Suárez 
et al., 2014)‒. Estas características se observan en la práctica o cultura evalua-

38	 De acuerdo con la página Evalúa Jalisco, hasta el 2019 se habían realizado 98 evalua-
ciones de programas o políticas públicas (veáse https://seplan.app.jalisco.gob.mx/evalua/
evaluacion/listado-evaluaciones).

39	 La secretaría que asumió las funciones de planeación y evaluación del gobierno del es-
tado tiene un importante componente participativo, el cual fue permeado a todas las 
estrategias y acciones de la dependencia.
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tiva en Jalisco –o está a punto de alcanzarlas–, por tanto, es relevante analizar 
el caso de Evalúa Jalisco para conocer aquellos aspectos o condiciones que 
le permitieron institucionalizarse como mecanismo de mejora para la gestión 
pública.Como se mencionó anteriormente, Evalúa Jalisco es la estrategia del 
gobierno del estado de Jalisco con la que se pretende mejorar los resultados 
de los programas y las políticas públicas mediante procesos de generación de 
conocimientos y aprendizajes sobre lo que funciona o no. Con las evidencias 
que se generan, se proponen mejoras que son incorporadas en los programas 
y las políticas públicas, con el objetivo de mejorar sus resultados.40 

La hipótesis que se ofrece en este texto es que la institucionalización de la 
evaluación en Jalisco ha sido resultado de tres grandes condiciones: evalua-
bilidad de los programas y políticas públicas, generación de conocimientos y 
aprendizajes útiles y significativos y usabilidad de la evidencia. De una u otra 
manera, las acciones llevadas a cabo por Evalúa Jalisco generaron estas con-
diciones, mismas que parecen haber sido necesarias para que la evaluación se 
institucionalizara en la entidad.

Evaluabilidad de los programas y las políticas públicas

El primer desafío que enfrentó Evalúa Jalisco fue la creación de condiciones 
que posibiliten la evaluación como una práctica factible, sistemática y signi-
ficativa; es decir, que sea evaluable el quehacer –o al menos una parte– gu-
bernamental. Generalmente, en la literatura se reconoce la importancia de la 
evaluabilidad de los programas y las políticas públicas (véase Merino, 2007; 
Smith, 1989), pero se acotan a los aspectos teóricos y técnicos que las inter-
venciones deben cumplir para que puedan ser evaluada: objetivos claros y me-

40	 De acuerdo con la propia página del Gobierno de Jalisco, “La estrategia Evalúa Jalisco 
genera evidencia técnica e independiente de los programas y las políticas públicas del 
Gobierno de Jalisco, con el objetivo de mejorar la gestión, los resultados y el impacto, 
para que permitan incrementar la calidad de vida y el desarrollo del estado. Las eviden-
cias sobre lo que funciona y lo que se debe mejorar generan información estratégica para 
que los funcionarios públicos mejoren la toma de decisiones y su operación. Asimismo, 
bajo los principios de máxima transparencia y rendición de cuentas, Evalúa Jalisco tiene 
a disposición pública desde el monitoreo a programas públicos, hasta los procesos y re-
sultados de las investigaciones evaluativas […] la estrategia de evaluación se compone de 
cuatro grandes elementos: 1. Monitoreo de acciones y programas públicos, 2. Mejora de 
condiciones de evaluación, 3. Desarrollo y coordinación de práctica evaluativa y, 4. Uso 
de la evidencia” (véase https://seplan.app.jalisco.gob.mx/evalua/unidad/evalua).



Condiciones para la institucionalización de la evaluación 175

surables, metas concretas, indicadores smart,41 cadena de resultados, marco 
lógico o teoría de cambio, sistemas de seguimiento, etc. Pero la concepción de 
condiciones de evaluabilidad para Evalúa Jalisco es más amplia e incorpora 
el desarrollo de capacidades para que las instituciones también tengan marcos 
de actuación, funciones claras y competencias técnicas, no solamente objetos 
que puedan ser evaluados.42 

En ese sentido, los principales componentes para la generación de condi-
ciones de evaluabilidad fueron: 1) el esclarecimiento y la definición de las 
funciones y atribuciones de los actores e instituciones relacionadas con la 
evaluación, mediante la creación de un marco normativo-regulatorio de la 
práctica evaluativa, como fueron: los Lineamientos Generales de Monitoreo 
y Evaluación, las reformas a la Ley de Planeación y su respectivo reglamen-
to, la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco, así como la 
publicación del Programa Anual de Evaluación;43 2) garantizar los recursos 
financieros para llevar a cabo evaluaciones externas, para lo que se constitu-
yó un Fideicomiso;44 3) la creación de redes de colaboración interinstitucio-
nales entre funcionarios públicos con funciones de planeación y evaluación, 
que se llama Unidades Internas de Planeación, Monitoreo y Evaluación;45 

41	 Acrónimo de los términos: Specific (específico), Mesurable (medible), Attainable (alcan-
zable), Relevant (relevante) y Time-Based (basados en el tiempo).

42	 El texto de Toro Morales y Flores Camacho (2016) contiene un análisis más detallado 
sobre el desarrollo las condiciones de evaluabilidad en Jalisco, especialmente enfocado 
en los aspectos técnicos del término.

43	 Para mayor detalle sobre las implicaciones y esfuerzos que se realizaron en esta materia 
remítase al texto de Ballescá Ramírez (2018).

44	 Véase https://seplan.app.jalisco.gob.mx/evalua/evaluacion/fideicomiso-evalua
45	 Véase https://seplan.app.jalisco.gob.mx/evalua/evaluacion/unidades-internas-de-evaluacion
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4) la sistematización y estandarización de los objetos de evaluación,46 para 
lo que se creó el sistema de monitoreo de programas y acciones públicas;47 
5) la mejorar de la conceptualización y diseño de los programas públicos, 
especialmente aquellos sujetos a Reglas de Operación; y 6) la formación y 
el desarrollo de competencias técnicas de los funcionarios relacionados con 
la planeación y la evaluación. 

La conjunción de estos componentes permitió a Evalúa Jalisco crear las 
condiciones de evaluabilidad de los programas y las políticas públicas del 
Gobierno del Estado. En síntesis, se establecieron las condiciones para saber 
qué evaluar, con qué recursos, quién participa y para qué se evalúa. En este 
sentido, la evaluabilidad se constituyó como una condición que era necesaria 
para conseguir la institucionalización de la evaluación.

Generación de conocimientos y aprendizajes útiles y significativos

La segunda condición para la institucionalización de la cultura evaluativa en 
Jalisco fue la generación de conocimientos y aprendizajes útiles y significa-
tivos de lo que funciona o no en los programas y las políticas públicos. Esta 
concepción de la evaluación, a diferencia del enfoque punitivo y verificador 
del cumplimiento, hace un énfasis en la realización de evaluaciones útiles, 

46	 En el estado de Jalisco la programación del presupuesto se realiza mediante los denominados 
Programas Presupuestarios, en apego a la normatividad federal en la materia. A nivel federal, 
el principal objeto de evaluación lo constituyen esos instrumentos de planeación-programa-
ción, y esa misma lógica se ha intentado replicar en los gobiernos subnacionales. Sin embar-
go, para el caso de Jalisco, y muy probablemente en otras entidades, dichos instrumentos 
programático-presupuestales no se corresponden con intervenciones públicas, es decir, con 
programas o políticas públicas. Los programas presupuestarios funcionan como “grandes 
bolsas de dinero” mediante las cuales se financian distintas intervenciones públicas o in-
tervenciones que generan “valor público” y, en la mayoría de los casos, se mezclan con re-
cursos operativos de las instituciones. En ese sentido, realizar evaluaciones a los programas 
presupuestarios fue inviable y poco significativo. En su lugar, Evalúa Jalisco decidió evaluar 
intervenciones que generaran valor público, es decir, lo que se conoce tradicionalmente como 
programas o políticas públicas. Pero para ello le fue necesario definir y caracterizar dichas 
intervenciones. Una vez identificadas, le fue posible establecerlas como el objeto de las eva-
luaciones de la estrategia. Este esfuerzo concluyó en el diseñó de una plataforma informática 
en la que se sistematiza la oferta de programas públicos (https://programas.app.jalisco.gob.
mx/programas/sistemaDeProgramasPublicos), misma que devino en un servicio de gran uti-
lidad para personas interesadas en recibir algún apoyo gubernamental.

47	 El sistema puede consultarse en https://programas.app.jalisco.gob.mx/programas/siste-
maDeProgramasPublicos.

https://programas.app.jalisco.gob.mx/programas/sistemaDeProgramasPublicos
https://programas.app.jalisco.gob.mx/programas/sistemaDeProgramasPublicos
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significativas y oportunas. Es decir, evaluaciones que generen conocimiento 
que sirva para mejorar las intervenciones públicas, no solamente para seña-
lar el incumplimiento de los objetivos, por tanto, útiles; que sean relevantes 
tanto para los funcionarios públicos como para las personas beneficiarias y 
la sociedad en su conjunto, en este sentido, significativas; y que respondan a 
necesidades o contextos específicos, por ende, oportunas. 

Los principales componentes de esta condición consistieron en 1) estan-
darizar los procesos de gestión de las evaluaciones con la profesionalización 
de los funcionarios públicos y la creación de manuales operativos y normas 
regulatorias;48 2) garantizar que se realicen evaluaciones útiles, significativas 
y oportunas, y no solamente se evalúe para cumplir alguna normatividad, 
con la incorporación de todos los actores involucrados en la toma de deci-
siones sobre qué y para qué evaluar, con la identificación de necesidades de 
conocimiento y mejora, con la generación de equipos colegiados de trabajo;49 
3) mejorar las propuestas técnico-metodológicas de las evaluaciones, es de-
cir, los encargos solicitados a los equipos evaluadores que se plasman en los 
denominados términos de referencia;50 4) contratar equipos de evaluadores 
externos de alta calidad mediante procesos de licitación o concurso público, 
con el establecimiento de criterios o parámetros de valoración claros, con la 
revisión puntual y exhaustiva de las propuestas metodológicas para la realiza-
ción de las evaluaciones;51 y 5) diseñar y promover sistemas de seguimiento 
o tableros de indicadores para los distintos instrumentos de planeación y las 
intervenciones públicas (Ballescá Ramírez, 2018).

48	 Algunas de estas acciones se pueden consultar en la plataforma Evalúa Jalisco, en la 
sección de capacitación (https://seplan.app.jalisco.gob.mx/evalua/reconocimientos/capa-
citacion), en la sección de publicaciones (https://seplan.app.jalisco.gob.mx/evalua/reco-
nocimientos/publicaciones) y en la sección de normatividad (https://seplan.app.jalisco.
gob.mx/evalua/unidad/normatividad).

49	 Al respecto pueden consultarse el acervo de evaluaciones realizadas por la Unidad de 
Evaluación del Gobierno de Jalisco, disponibles en: https://seplan.app.jalisco.gob.mx/
evalua/evaluacion/listado-evaluaciones

50	 Algunos de los documentos metodológicos pueden ser consultados en la sección de 
Modelos de Términos de Referencia (TdR) de la página de Evalúa Jalisco (https://seplan.
app.jalisco.gob.mx/evalua/evaluacion/modelos).

51	 Respecto al proceso de contratación de las evaluaciones puede consultarse en la sección 
Proceso de evaluación (https://seplan.app.jalisco.gob.mx/evalua/evaluacion/proceso) de 
la página de Evalúa Jalisco.

https://seplan.app.jalisco.gob.mx/evalua/reconocimientos/capacitacion
https://seplan.app.jalisco.gob.mx/evalua/reconocimientos/capacitacion
https://seplan.app.jalisco.gob.mx/evalua/reconocimientos/publicaciones
https://seplan.app.jalisco.gob.mx/evalua/reconocimientos/publicaciones
https://seplan.app.jalisco.gob.mx/evalua/evaluacion/proceso
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Con estos componentes, Evalúa Jalisco creó las condiciones para que las 
evaluaciones generaran conocimientos y aprendizajes útiles, significativos y 
oportunos que permitieran la mejora de las intervenciones públicas. En otras 
palabras, se establecieron las condiciones para que las evaluaciones pudieran 
ser utilizadas y apropiadas por todos los actores involucrados. 

Usabilidad de la evidencia

La tercera condición para la institucionalización de la evaluación en Jalisco fue el 
reforzamiento e incremento de la usabilidad de la evidencia o los conocimientos 
y aprendizajes generados en los procesos evaluativos. Es decir, crear los meca-
nismos para que los conocimientos y aprendizajes generados por la evaluación 
sean utilizados, primero, por los responsables de las intervenciones evaluadas y, 
segundo, por otros actores de la sociedad civil: medios de comunicación, organi-
zaciones de la sociedad civil, academia, personas beneficiarias, etc. 

La institucionalización de la cultura evaluativa desde el enfoque de mejora 
y aprendizaje, en contraste con el carácter punitivo y regulador, pasa por colo-
car la usabilidad de las evaluaciones como su principal objetivo. En este sen-
tido, la evaluación se constituye más como un medio que como un fin: se eva-
lúa para mejorar –dicho de otra manera, se evalúa para generar conocimientos 
y aprendizajes que puedan utilizarse en la mejora de la gestión pública y, por 
tanto, mejorar los resultados de los programas y las políticas públicas‒.

Existen distintas clasificaciones o tipologías sobre el uso de las evaluacio-
nes ( Leviton & Hughes, 1981; Patton, 2012; Weiss, 1972). En la literatura 
es común encontrar cinco tipos de usos. Los tres primeros están relacionados 
principalmente con el uso de los hallazgos de las evaluaciones: instrumental, 
cuando los tomadores de decisión usan las evidencias de la evaluación para 
modificar la intervención evaluada; conceptual, cuando los hallazgos de la 
evaluación ayudan a los actores involucrados a comprender mejor o de ma-
nera novedosa el programa; cultural, cuando los hallazgos de la evaluación 
incrementan el conocimiento en el campo y, por tanto, puede ser utilizados 
por cualquier persona, no solo por los actores involucrados en el programa o 
la evaluación (Fleischer & Christie, 2009). El cuarto tipo es el “uso del proce-
so”, entendido como los “cambios cognitivos, conductuales, programáticos y 
organizativos resultantes de la participación en el proceso de evaluación y el 
aprendizaje de pensar de manera evaluativa” (Patton, 1997, 2012). El quinto 
tipo de uso de la evaluación es el persuasivo o simbólico. Aunque no existe 
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consenso respecto a qué implica este uso, intenta definir un tipo de actitud en 
el que se utiliza la evaluación como evidencia en la construcción de argumen-
tos o posturas que pretendan convencer a otros, o para defender sus posturas 
(Leviton & Hughes, 1981).52

En esta materia, Evalúa Jalisco ha generado condiciones para incrementar, 
principalmente, los tres primeros usos de las evaluaciones. El primer compo-
nente es la creación de un sistema de seguimiento de las agendas o planes de 
mejora de las intervenciones evaluadas, el cual consiste en una plataforma 
informática en la que los responsables de las intervenciones evaluadas plan-
tean sus compromisos de mejora y reportan periódicamente sus avances. La 
plataforma es pública y abierta, por lo que cualquier persona puede consultar, 
de manera fácil y rápida, las mejoras que han generado los responsables de 
los programas.53 El segundo componente es la generación de un repositorio 
de información y documentación de todas las evaluaciones gestionadas por 
la estrategia.54 Por último, la estrategia ha intentado expandir el alcance del 
uso de la evaluación generando productos comunicativos, como infografías 
y cápsulas informativas, que lleguen a un perfil más amplio de potenciales 
usuarios de la evaluación. 

En ese sentido, Evalúa Jalisco generó las condiciones para la sostenibili-
dad del uso de las evaluaciones y, con ello, crear las bases para consolidar la 
institucionalización de la cultura evaluativa en la entidad. 

Reflexiones finales

A manera de conclusión, se destacan algunos de los elementos más relevantes 
o significativos del caso de Evalúa Jalisco en su camino a la institucionaliza-
ción de la cultura de evaluación. Primero, la relevancia de incorporar a distin-
tos actores en los procesos de evaluación. En un primer momento, mediante 

52	 El texto de Gómez Morán (2016) ofrece un análisis de los usos de la evaluación en el 
contexto de Jalisco.

53	 La plataforma se puede consultar en https://seplan.app.jalisco.gob.mx/agendaMejora/pa-
nel/tablero

54	 La información se puede consultar en: https://seplan.app.jalisco.gob.mx/evalua/evalua-
cion/listado-evaluaciones
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órganos consultivos conformados por expertos,55 que aportaron credibilidad 
y legitimidad a los esfuerzos por institucionalizar la evaluación en la enti-
dad (véase Ballescá Ramírez, 2018); en un segundo momento, con la confor-
mación de redes de colaboración y equipos de trabajo con todos los actores 
involucrados (funcionarios públicos, personas beneficiarias, organismos de 
la sociedad civil, academia, iniciativa privada). Estas acciones parecen incre-
mentar la apropiación de las evaluaciones, legitima la práctica y, por tanto, el 
uso de los conocimientos y aprendizajes generados. 

La apertura de la información sobre los procesos de evaluación, los cono-
cimientos y aprendizajes generados y los compromisos de mejora adquiridos 
constituyen otro elemento de vital relevancia para la consolidación de la cul-
tura de la evaluación. En esta materia, Evalúa Jalisco ha acertado con la ge-
neración de plataformas informáticas al alcance de toda la ciudadanía, con la 
presentación de la información de manera clara y accesible, y con la difusión 
de los esfuerzos realizados en la institucionalización de la evaluación como 
mecanismo de mejora de la gestión pública. 

Por último, la constante innovación en sus procesos, estructuras y prácti-
cas, acompañadas por el calificado funcionariado público que coordina la es-
trategia Evalúa Jalisco, se han constituido como elementos importantes para 
la institucionalización y adaptabilidad de la cultura evaluativa en la entidad. 

Los reconocimientos otorgados a la estrategia constatan la relevancia del 
caso de Evalúa Jalisco como buen ejemplo de análisis y reflexión sobre el 
proceso de institucionalización de la cultura de la evaluación en un gobierno 
subnacional. En su momento, Pérez Yarahuán (2016) planteó: “la prueba de 
fuego para la evaluación en el estado de Jalisco estará en lograr su estabilidad 
ante el cambio de gobierno a finales de 2018”. Evalúa Jalisco parece haber 
pasado la prueba. Sin embargo, aún persisten desafíos por superar, algunos 
identificados hace poco más de una década (véase Cardozo Brum, 2009), de 
los cuales la evaluación en Jalisco no es ajena: incrementar los usos de la eva-

55	 García Vázquez y Ángel Lara (2016) analizan el caso del Consejo Técnico Independiente 
para la Evaluación de Políticas Públicas (Consejo Evalúa Jalisco), órgano consultivo in-
dependiente que estuvo en operación del 2014 al 2019.
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luación,56 incrementar su incidencia en la toma de decisiones y el destino del 
gasto público, incrementar el presupuesto destinado a la evaluación e incor-
porar metodologías de evaluación innovadoras y pertinentes para las necesi-
dades de conocimiento y aprendizaje que requiere la administración pública.
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replicación del esquema federal de evaluación en los gobiernos subnacionales. Para superar 
esta situación, la autora propone pensar, como parece haber hecho Evalúa Jalisco, en la reali-
zación de evaluaciones más significativas y oportunas para los gobiernos subnacionales.



Radamanto Portilla Tinajero182

México (pp. 89-120), Jalisco: Gobierno del Estado de Jalisco / Colegio de 
Jalisco.

Gómez Morán, E. (2016). “Perspectivas de evaluadores y gestores: usos y 
potencialidades de la evaluación”. En M. Ballescá Ramírez (Ed.), La eva-
luación de políticas subnacionales en México (pp. 121–139), Jalisco: Go-
bierno del Estado de Jalisco / Colegio de Jalisco.

Hernández Licona, G. (2013). “En C. Maldonado Trujillo & C. Galíndez Her-
nández (Eds.), Monitoreo, Evaluación y Gestión por Resultados. Aprendi-
zaje y Cooperación Sur-Sur para la Innovación: El papel de los actores 
subnacionales (1a ed.)  (pp. 61-68), CIDE-Centro CLEAR para América 
Latina,.

Leviton, L. C., & Hughes, E. F. (1981). “Research On the Utilization of Eval-
uations: A Review and Synthesis”, Evaluation Review, 5(4), pp. 525-548.

Martínez Mendoza, E. A., Pérez González, C., & Gutiérrez, G. (2013). 
“Avances en la institucionalización de las práctivas de Monito-
reo y Evaluación en las entidades federativas 2011”. En C. Maldona-
do Trujillo & C. Galíndez Hernández (Eds.), Monitoreo, Evaluación 
y Gestión por Resultados. Aprendizaje y Cooperación Sur-Sur para 
la Innovación: El papel de los actores subnacionales (pp. 101-116),  
cide-Centro clear para América Latina.

Merino, M. (2007). “La Evaluabilidad: de instrumento de gestión a herra-
mienta estratégica en la evaluación de políticas públicas”, Papeles de Eva-
luación (no. 7; Papeles de Evaluación).

Mertens, D. M., & Wilson, A. T. (2019). Program evaluation: Theory and 
practice. A Comprehensive Guide (2th ed.). The Guilford Press. Disponi-
ble en: www.guildford.com

OECD. (2010). Glossary of Key Terms in Evaluation and Results Based Man-
agement. Disponible en: http://www.oecd.org/dac/evaluation/2754804.pdf

Pérez Yarahuán, G. (2016). “Se hace camino al andar: construcción institucio-
nal de sistemas subnacionales de MyE, aciertos y retos de evalúa Jalisco”. 
En M. Ballescá Ramírez (Ed.), La evaluación de políticas subnacionales 
en México (pp. 313-322), Jalisco: Gobierno del Estado de Jalisco / Colegio 
de Jalisco.

Quinn Patton, M. (1997). Utilization-Focused Evaluation. The New Century 
Text (3th ed.), SAGE Publications.

Patton, M.Q. (2012). Essential of Utilization-Focused Evaluation, SAGE.



Condiciones para la institucionalización de la evaluación 183

Rossi, P. H., Lipsey, M. W., & Freeman, H. E. (2004). Evaluation. A system-
atic Approach (7th ed.). SAGE Publications, Inc. https://doi.org/10.1017/
CBO9781107415324.004

Scartascini, C., & Tommasi, M. (2012). Institucionalización de las Institu-
ciones Políticas y su Impacto sobre las Políticas Públicas (no. 287; IDB 
Working Paper Series).

Smith, M. F. (1989). Evaluability Assessment. A Practical Approach, Springer 
Science + Bussiness Media, LLC.

Toro Morales, C., & Flores Camacho, O. (2016). “Una experiencia en pers-
pectiva: condiciones de evaluabilidad de la política social en Jalisco”. En 
M. Ballescá Ramírez (Ed.), La evaluación de políticas subnacionales en 
México (pp. 65-88), Jalisco: Gobierno del Estado de Jalisco / Colegio de 
Jalisco,.

UNDP. (2009). Handbook on Planning, Monitoring and Evaluating for Devel-
opment Results. https://doi.org/10.1103/PhysRevC.68.034321

Weiss, C. H. (1972). “Utilization of evaluation: Toward comparative study”. In 
C. H. Weiss (Ed.), Evaluating action programs: Reading in social action 
and education (pp. 318-325), Allyn & Bacon.





¶  185

LA IMPORTANCIA DE LA AUTONOMÍA EN EL PROCESO  
DE EVALUACIÓN DEL ESTADO DE DURANGO 

Juan Gamboa García*

Introducción

Este trabajo abordará los retos y desafíos del Instituto de Evaluación de Políti-
cas Públicas del Estado de Durango (Inevap) como organismo constitucional 
autónomo encargado de normar y coordinar la evaluación en el estado de Du-
rango. Para esto se utiliza una metodología de aprendizaje basado en desafíos, 
que ha permitido descubrir, probar soluciones e interactuar en un ecosistema 
de evaluación, respondiendo a los obstáculos que se han ido presentando (Jo-
hnson, et. al., 2009).

Creado por la reforma constitucional de 2013 y regulado por su propia ley, 
promulgada en 2016, el Inevap puede evaluar los poderes Ejecutivo, Legisla-
tivo y Judicial, los 39 municipios de Durango y los demás organismos autóno-
mos. En cuatro años, su Director General opina que el Inevap se ha posicionado 
localmente como una institución confiable y autónoma que genera información 
basada en evidencia para mejorar la toma de decisiones de quienes ejercen re-
cursos públicos. Dentro de los objetivos del Inevap se destacan: 1) producir 

*	 Consejero Presidente y Director General del Instituto de Evaluación de Políticas Públicas 
del Estado de Durango, correos electrónicos: juan.gamboa@inevap.org.mx y contacto@
inevap.org.mx
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evaluaciones de alta calidad para decir qué funciona y cómo se puede mejorar; 
2) generar información y conocimiento para soportar la toma de decisiones al-
rededor de las intervenciones públicas; y 3) diseminar los beneficios de la eva-
luación e incrementar su cultura en todo el sector público de Durango.

Cada año, el Inevap publica su Programa Anual de Evaluación (PAE) me-
diante un proceso estándar que puede ajustarse al alcance e información dis-
ponible al inicio de la evaluación. Mediante un instrumento de evaluabilidad, 
el Inevap discute sus necesidades con los programas susceptibles de evalua-
ción y la probabilidad del uso de las recomendaciones que pudieran generar-
se. Al final de este proceso, el Inevap configura los modelos de Términos de 
Referencia (TdR) de acuerdo con las necesidades detectadas. El Inevap ha 
evaluado intervenciones de la administración pública estatal y municipal de 
desarrollo social, desarrollo económico, seguridad pública, infraestructura, 
educación, turismo, ciencia y tecnología, salud, trabajo y previsión social, 
vivienda, violencia de género, servicios públicos y medio ambiente. De igual 
manera, se han realizado evaluaciones a otros organismos autónomos.

El camino del Inevap ha estado rodeado de desafíos y lecciones aprendi-
das. Las capacidades institucionales, tanto en política pública como en eva-
luación, han sido incipientes, principalmente, en los gobiernos municipales. 
El Inevap ha comprendido la importancia de crear y fortalecer las capacida-
des institucionales en evaluación de cada ente. También, para posicionar la 
cultura de evaluación, el Inevap se ha enfrentado a resistencias para asegurar 
el costo-beneficio de un ejercicio autónomo de evaluación, por encima de la 
obligatoriedad normativa. La visión del Inevap ha sido, responder, mediante 
la evaluación, las preguntas relevantes del desempeño de los programas: qué 
funciona y cómo se puede mejorar.

Marco téorico

La evaluación es fundamental para la calidad democrática de las institucio-
nes gubernamentales, de ahí la importancia de su autonomía. La evaluación 
detona un proceso de aprendizaje para mejorar el desarrollo de las políticas y 
programas públicos (ADB, 2019). Y para que la evaluación sea relevante, esta 
función debe ser estructuralmente independiente de la gestión y de los proce-
sos de decisión de las políticas y programas públicos. Esta independencia, en 
principio, permitiría a la evaluación, estar libre de influencias, ser más objeti-
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va e informar de manera transparente a los que toman las decisiones sobre el 
estado de las políticas y programas públicos (PNUD, 2011).

Verdad es que, conciliar los valores de los gobiernos con la responsabili-
dad de producir resultados tangibles es aún un desafío (Arrow, 1974). Tam-
bién lo es que la autonomía de la evaluación ha sido un tema que no se ha 
desarrollado lo suficiente en la literatura relacionada. Pero Picciotto (2013) 
ha intentado caracterizar con mayor precisión las implicaciones de la auto-
nomía en la evaluación. Afirma que aquellos evaluadores que suscriben los 
principios democráticos que la evaluación puede tener, también apoyan la 
autonomía del proceso de evaluación. Y para Arrow (1974), esta autonomía 
está intrínsecamente ligada con la teoría de las organizaciones. Las institucio-
nes del Estado existen para resolver tensiones entre objetivos individuales y 
colectivos, gestionar los flujos de información y coordinar acciones a través 
de contratos que mantienen los costos de transacción a raya (Arrow, 1974). 

Al mismo tiempo, Scriven (1991) considera que la evaluación autónoma 
puede producir cierto tipo de sesgo, incluidos los conflictos de interés que 
pueden surgir en el proceso de evaluación. En un ambiente político en el que 
se habilita la rendición de cuentas y la transparencia, la evaluación indepen-
diente inyecta confianza, protege el proceso de aprendizaje e induce a los que 
toman las decisiones en las políticas y programas públicos a concentrarse en 
resultados (Picciotto, 2013). Para que la autonomía de la evaluación funcio-
ne, ésta necesita un marco adecuado de protección que cumpla sus objetivos. 
Este marco usualmente debe configurarse a través de arreglos institucionales. 
En realidad, la evaluación autónoma debe estar protegida institucionalmente 
por medio de reglas que eviten la captura de la función evaluativa por grupos 
de interés y de conflicto. Pero entiéndase que la evaluación autónoma no 
significa aislamiento, como dice Piccioto (2013), el proceso evaluativo autó-
nomo cumple estas funciones:

•	 Pensamiento crítico: la habilidad y voluntad para valorar el desempeño 
de manera objetiva y transparente.

•	 Complementariedad: una contribución distinguida a la creación y dise-
minación de conocimiento de las políticas y programas públicos.

•	 Oportunidad: la capacidad del proceso por generar hallazgos y leccio-
nes que permitan informar y corregir el rumbo de la acción pública a 
tiempo.

•	 Materialidad: un enfoque deliberado hacia temas y asuntos de interés y 
relevancia para el desarrollo.
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Por la parte institucional, es necesario recordar la evolución de la teoría clá-
sica de la división de poderes en la organización del Estado. Es una convención 
que la coordinación entre los poderes (Legislativo, Ejecutivo y Judicial) debe 
configurarse a través de la clara distribución de funciones y control entre estos 
órganos. En México, la división de poderes concilia la independencia de los 
órganos de gobierno y la concurrencia de sus facultades y atribuciones para ar-
monizar los intereses del conjunto social (Pedroza, 2002). La autonomía es una 
forma de división del poder, y se presenta en diferentes grados. Pedroza (2002) 
concibe estos grados en centralización, desconcentración y descentralización. 
Sin abundar en ello, para que un ente u órgano de gobierno sea considerado au-
tónomo es necesario cubrir un elemento importantísimo llamado autonomía po-
lítico-jurídica, en el sentido de que los órganos autónomos gozan de capacidad 
normativa para crear normas jurídicas, y tienen libertad de organizarse interna-
mente sin depender de la administración del Estado. Estos órganos autónomos 
se pueden materializar en la Constitución y establecer claramente que ejercerán 
una función primordial del Estado, tienen relaciones de coordinación con los 
demás poderes tradicionales y no se sitúan subordinadamente en ninguno de 
ellos (Ugalde, 2010). Ahora, cuando la autonomía del proceso de evaluación se 
configura y se le protege en el texto constitucional, la evaluación es reconocida 
como una función primordial del Estado.

La puesta en marcha del Inevap

Aún cuando desde 2007 México se ubicaba como uno de los cuatro páises de 
la región de América Latina y el Caribe con más alto nivel de desarrollo de la 
Gestión para Resultados en el Desarrollo (GpRD),57 el avance en los gobiernos 
subnacionales todavía era muy incipiente. A principios de la década de 2010, 
la normativa federal y estatal ya obligaba a instrumentar los mecanismos de 
monitoreo y evaluación encaminados a una Gestión basada en Resultados, pero 
las capacidades institucionales de la administración pública estatal en Durango 
todavía se encontraban limitadas. Según el diagnóstico sobre el avance en la 

57	 El informe nacional de avance 2007-2013 sobre la capacidad institucional para 
implementar la Gestión para Resultados en el Desarrollo está disponible en: https://
publications.iadb.org/es/publicacion/13903/mexico-construyendo-gobiernos-efectivos-
resumenes-ejecutivos-de-los-informes 

https://publications.iadb.org/es/publicacion/13903/mexico-construyendo-gobiernos-efectivos-resumenes-ejecutivos-de-los-informes
https://publications.iadb.org/es/publicacion/13903/mexico-construyendo-gobiernos-efectivos-resumenes-ejecutivos-de-los-informes
https://publications.iadb.org/es/publicacion/13903/mexico-construyendo-gobiernos-efectivos-resumenes-ejecutivos-de-los-informes
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implementación del Presupuesto basado en Resultados y del Sistema de Eva-
luación del Desempeño 2010, Durango tenía un avance del 36%, que lo ubicaba 
en el lugar 23 del resto de las entidades federativas. Y en 2012, avanzó al 53%, 
pero apenas ocupaba el lugar 19 entre los demás estados del país.58 

Aunado a esto, las crecientes demandas ciudadanas, la búsqueda de resul-
tados, la exigencia en aumento por mayor transparencia y rendición de cuen-
tas –como mecanismos para mitigar la corrupción–, así como el incremen-
to en la intensidad del reclamo a las administraciones públicas para generar 
valor público en la población, fueron elementos que obligaron a repensar la 
estrategia de evaluación. La Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Guber-
namental (cuadro 1) ha permitido identificar las principales preocupaciones 
de la población y sus percepciones hacia estas. Desde que se levanta esta 
información, la percepción de corrupción ha aumentado y prácticamente no 
ha cambiado, también, la percepción sobre la falta de rendición de cuentas ha 
incrementado a lo largo de los años.

Cuadro 1. Población de 18 años y más de Durango  
y problemas más importantes según percepción, Porcentaje

Principales problemas sociales 2011 2013 2015 2017
Inseguridad y delincuencia 75.3 55.8 46.6 53.2
Desempleo 67.8 67.2 60.5 51.8
Pobreza 51.7 50.5 49.1 46.8
Corrupción 47.9 44.4 53.6 52.6
Mal desempeño del gobierno 14.8 29.9 29.1 26.6
Mala atención en centros de salud y hospitales  
públicos

13.2 18.0 24.3 24.9

Mala aplicación de la ley 10.2 6.5 12.5 14.9
Baja calidad de la educación 8.5 8.8 11.1 11.7
Descoordinación entre niveles de gobierno 8.1 6.5 7.3 9.7
Falta de renidicón de cuentas - 2.7 3.8 4.4
Fuente: Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Gubernamental, inegi. Disponible 
en: https://www.inegi.org.mx/programas/encig/

58	 La evolución de Durango en el Diagnóstico sobre el avance en la Implementación 
del PbR-sed en las entidades federativas está disponible en: https://www.
transparenciapresupuestaria.gob.mx/es/PTP/EntidadesFederativas 

https://www.inegi.org.mx/programas/encig/
https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/es/PTP/EntidadesFederativas
https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/es/PTP/EntidadesFederativas
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Con la promulgación de la nueva Constitución Política del Estado Libre y So-
berano de Durango en 2013, se incluyó la creación del Instituto de Evaluación 
de Políticas Públicas del Estado de Durango como un organismo autónomo 
en lo técnico, operativo, presupuestario, así como en su gestión. El Instituto 
es responsable de normar y coordinar la evaluación de las políticas públicas 
y programas presupuestarios de los entes públicos obligados: los poderes Eje-
cutivo, Legislativo y Judicial; los entes autónomos, los municipios y las enti-
dades de la administración pública paraestatal y paramunicipal.

En 2016 el primer Consejo General fue nombrado por el H. Congreso del 
Estado de Durango. Es así como, desde el Poder Legislativo, se definió el 
nacimiento del Instituto como una instancia técnica y autónoma. Una vez que 
dio nombramiento a los consejeros, estos asumieron la necesidad de contar 
con las bases institucionales y orgánicas que implica la puesta en marcha de 
un ente autónomo.

Los primeros desafíos del Instituto en 2016 fueron su diseño administra-
tivo y orgánico. Desde la planeación y programación del proyecto de pre-
supuesto (cuadro 2), hasta las decisiones de conformación de la estructura 
orgánica modelaron la identidad del Inevap. El Informe de Actividades 2016 
del Inevap da cuenta sobre el inicio de actividades y de operaciones.

Cuadro 2. Presupuesto de egresos del Inevap  
según capítulo de gasto, 2016

Capítulo Concepto Importe
1000 Servicios personales 5,513,000.87
2000 Materiales y suministros 292,359,42
3000 Servicios generales 1,739,129.96
5000 Bienes muebles, inmuebles e intangibles 1,932,088.71

Total 9,476,578.96

Fuente: Informe anual de actividades 2016 del Inevap. Disponible en: 
https://docs.google.com/viewerng/viewer?url=https://contenidos-inevap.s3.amazonaws.
com/RendicionCuentas-Estatico/2016/InformeActividades/Informe+de+Actividades+I-
nevap+2016.pdf

Posteriormente, la organización configuró, en un proceso de planeación es-
tratégica, las prioridades institucionales a llevar a cabo en el corto, mediano 

https://docs.google.com/viewerng/viewer?url=https://contenidos-inevap.s3.amazonaws.com/RendicionCuentas-Estatico/2016/InformeActividades/Informe+de+Actividades+Inevap+2016.pdf
https://docs.google.com/viewerng/viewer?url=https://contenidos-inevap.s3.amazonaws.com/RendicionCuentas-Estatico/2016/InformeActividades/Informe+de+Actividades+Inevap+2016.pdf
https://docs.google.com/viewerng/viewer?url=https://contenidos-inevap.s3.amazonaws.com/RendicionCuentas-Estatico/2016/InformeActividades/Informe+de+Actividades+Inevap+2016.pdf
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y largo plazo (cuadro 3). Estas están disponibles en la página de Internet del 
Instituto.

Adicionalmente, para alentar esta nueva cultura de escrutinio a las políticas 
públicas y programas presupuestarios, el Inevap realizó acciones para estable-
cer los lineamientos, metodologías y criterios y así llevar a cabo evaluaciones 
por sí mismo o mediante evaluadores externos que garanticen transparencia, 
objetividad y rigor técnico en los procesos evaluativos a los entes públicos obli-
gados y de esta manera se concreten acuerdos y convenios que den el segui-
miento a las recomendaciones generadas en las evaluaciones. Fue hasta 2017 
que se llevó a cabo el primer ejercicio institucional de evaluación en la entidad, 
a la fecha se han realizado cuatro ejercicios anuales de evaluación. 

Cuadro 3. Programa Operativo Anual 2016

Actividades may jun jul ago sep oct nov dic

Desarrollo del marco normativo ad-
ministrativo
Gestión administrativa por inicio de 
actividades (contrataciones y adqui-
siciones)
Solicitud de información a entes pú-
blicos oblgiados
Reuniones con entes públicos obli-
gados
Desarrollo del marco normativo en 
evaluación
Diseño y adminsitración del Direc-
torio de Evaluadores Externos
Diseño de página de internet
Preparativos para elaborar el Pro-
grama Anual de Evlauación 2017

Fuente: Informe anual de actividades 2016 del Inevap. Disponible en: 
ht tps://docs.google.com/viewerng/viewer?url=https://contenidos-inevap.
s3.amazonaws.com/RendicionCuentas-Estatico/2016/InformeActividades/
Informe+de+Actividades+Inevap+2016.pdf

https://docs.google.com/viewerng/viewer?url=https://contenidos-inevap.s3.amazonaws.com/RendicionCuentas-Estatico/2016/InformeActividades/Informe+de+Actividades+Inevap+2016.pdf
https://docs.google.com/viewerng/viewer?url=https://contenidos-inevap.s3.amazonaws.com/RendicionCuentas-Estatico/2016/InformeActividades/Informe+de+Actividades+Inevap+2016.pdf
https://docs.google.com/viewerng/viewer?url=https://contenidos-inevap.s3.amazonaws.com/RendicionCuentas-Estatico/2016/InformeActividades/Informe+de+Actividades+Inevap+2016.pdf
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Desde la puesta en marcha del Instituto en 2016, el Consejo General se ha 
renovado en tres ocasiones, por medio de un proceso de selección coordina-
do por el H. Congreso del Estado de Durango. En el proceso para renovar el 
Consejo General han particpado representantes de la academia y sociedad 
civil. De acuerdo con la normativa, los nombramientos han sucedido a través 
de procesos rigurosos de selección que implementa el Congreso local. Cabe 
hacer mención, que el nombramiento de los miembros del primer Consejo se 
realizó de manera escalonada, esto con el fin de garantizar la continuación 
de los trabajos del Instituto, en el marco de su autonomía técnica y operativa. 
La figura 1 explica los principales hitos precursores del Inevap, su proceso de 
inicio de operaciones y los eventos subsecuentes que han contribuido a con-
solidar el mandato del Inevap.

Figura 1. Implementación de los avances del Inevap

Fuente: Informes de gestión del Inevap 2016, 2017, 2018 y 2019. Disponibles en: https://
inevap.org.mx/nosotros

Desde su creación en 2016 a la fecha, su Director General afirma que el Inevap 
se ha posicionado, tanto a nivel local como subnacional, como una institución 
confiable y autónoma que genera información basada en la evidencia para 
mejorar la toma de decisiones de los que ejercen recursos públicos. Esta afir-
mación se fundamenta en el diagnóstico del avance en monitoreo y evalua-
ción en las entidades federativas 2019, que publica el Consejo Nacional de 

https://inevap.org.mx/nosotros
https://inevap.org.mx/nosotros
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Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) y ubica a Durango en 
el segundo lugar en la medición 2017-2019 (Gráfica 1). También el diagnóstico 
sobre el avance en la implementación del Presupuesto basado en Resultados 
y del Sistema de Evaluación del Desempeño 202059 identifica a Durango con 
97.5% de avance, lo que le permite ubicarse en el quinto lugar nacional en la 
dimensión de evaluación.

Gráfica 1. Variación del índice de monitoreo  
y evaluación por entidad federativa 2017-2019
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Fuente: Diagnóstico del avance en monitoreo y evaluación en las entidades federativas 
2019. Disponible en: https://www.Coneval.org.mx/coordinacion/entidades/Documents/ 
Diagnostico_2019/Diagnostico_ME_2019_Documento.pdf

En opinión de su responsable, el Instituto tiene el potencial para ayudar a la ad-
ministración pública a identificar buenas prácticas y a mejorar su entendimiento 
sobre los efectos de las políticas y programas públicos en la población; de esta 
manera, los gobiernos pueden desarrollar mejores conexiones a lo largo de sus 
procesos de decisión. A partir del informe de actividades 2018 del Inevap, se 
ofrece información sobre cómo los entes públicos han asumido la evaluación 
respecto del cumplimiento de sus aspectos susceptibles de mejora (Gráfica 2).

59	 Los resultados de Durango en el Diagnóstico sobre el avance en la Implementación 
del PbR-SED en las entidades federativas 2020 está disponible en: https://www.
transparenciapresupuestaria.gob.mx/work/models/PTP/Entidades_Federativas/
Diagnostico/Informe_PbR_SED_2020.rar 

https://www.coneval.org.mx/coordinacion/entidades/Documents/Diagnostico_2019/Diagnostico_ME_2019_Documento.pdf
https://www.coneval.org.mx/coordinacion/entidades/Documents/Diagnostico_2019/Diagnostico_ME_2019_Documento.pdf
https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/work/models/PTP/Entidades_Federativas/Diagnostico/Informe_PbR_SED_2020.rar
https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/work/models/PTP/Entidades_Federativas/Diagnostico/Informe_PbR_SED_2020.rar
https://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/work/models/PTP/Entidades_Federativas/Diagnostico/Informe_PbR_SED_2020.rar
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La figura 2 identifica los objetivos prioritarios del Inevap como hoja de 
ruta para que el Instituto procure que su labor se conduzca en el marco de los 
principios y valores que caracterizan a la práctica evaluativa. La evaluación, 
para que sea útil e influyente, ha de ser objetiva, independiente, transparente 
y de calidad. Estos son los valores que prevalecen en el ethos del Instituto:

•	 Independencia de criterio, dictamen y juicio justo en el desarrollo de sus 
trabajos sobre la base de la responsabilidad pública.

•	 Transparencia como rendición de cuentas y fomento de la participación 
social.

•	 Autonomía y responsabilidad entendidos como la capacidad de gestión, 
libre de influencias, de sus propios recursos y de la disposición a asumir 
las consecuencias de sus resultados.

Calidad y mejora continua como el compromiso sistemático con la autoeva-
luación y el uso de modelos de excelencia para prestar servicios de manera 
innovadora.

Gráfica 2. Atención de los Aspectos Susceptibles  
de Mejora, 2017-2019, porcentaje
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Fuente: Diagnóstico del avance en monitoreo y evaluación en las entidades federativas  
2019. Disponible en: https://www.Coneval.org.mx/coordinacion/entidades/Documents/ 
Diagnostico_2019/Diagnostico_ME_2019_Documento.pdf

https://www.coneval.org.mx/coordinacion/entidades/Documents/Diagnostico_2019/Diagnostico_ME_2019_Documento.pdf
https://www.coneval.org.mx/coordinacion/entidades/Documents/Diagnostico_2019/Diagnostico_ME_2019_Documento.pdf
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Figura 2. Ethos del Inevap

Fuente: Fuente: Informes de gestión del Inevap 2016, 2017, 2018 y 2019. Disponibles en: 
https://inevap.org.mx/nosotros

El Inevap ha realizado acciones para garantizar objetividad y rigor técnico en 
los procesos evaluativos a los entes públicos obligados. Por ejemplo, el Progra-
ma Anual de Evaluación se configura a través de la valoración del contexto in-
terno y externo de cada intervención potencial de ser evaluada. Este análisis se 
desarrolla a partir de una valoración de evaluabilidad que favoreció el enfoque 
formativo de la evaluación, y se nutre de la experiencia y conocimiento de los 
responsables de cada política y programa, mediante un ejercicio de entrevistas 
semi-estructuradas. 

Para el Inevap, la valoración de evaluabilidad es una herramienta explo-
ratoria que sirve para identificar las prioridades de evaluación y asegurar su 
factibilidad y uso. Estima la disposición y preparación de una intervención 
para ser objeto de una evaluación útil. La valoración de evaluabilidad apoya 
la decisión de qué intervenciones evaluar y bajo qué criterios, e identifica las 
capacidades y necesidades de información y los usos previstos de una eva-
luación.

Vínculos estratégicos para el fortalecer al Inevap

El acercamiento del Inevap ante instituciones con amplio bagaje en temas de 
evaluación de políticas públicas como el Coneval, la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público (shcp), el Centro para el Aprendizaje en Evaluación y Resul-
tados para América Latina y El Caribe (clear-lac) y la Academia Nacional 
de Evaluadores de México (Aceval) fortaleció el proceso de aprendizaje del 

https://inevap.org.mx/nosotros
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Instituto, por medio de capacitaciones impartidas por Coneval, la shcp y el 
Centro de Investigación y Docencia Económicas (cide). 

Estas alianzas representan un punto de partida para emprender acciones y 
mecanismos que impulsen la cultura de la evaluación en Durango, así como 
generar e intercambiar información para que los tomadores de decisiones 
cuenten con evidencia técnica sustentada para mejorar las políticas públicas. 
Por ejemplo, con base en la experiencia de estas instituciones, cada ejercicio 
evaluativo se ha adoptado y adaptado, de acuerdo con las necesidades de Du-
rango, a las metodologías e instrumentos de evaluación.

De igual manera, en el ámbito local se han realizado alianzas estratégicas 
con la Confederación Patronal de la República Mexicana sede Durango (Co-
parmex), Consejo Coordinador Empresarial (cce), la Universidad Juárez del 
Estado de Durango (ujed) y el Instituto de Tecnológico de Durango (itd) con 
el objetivo de involucrar en la cultura de la evaluación al sector académico y 
a la sociedad civil organizada como eventos, conferencias y seminarios para 
diseminar los beneficios de la evaluación y algunos de sus resultados.

Como parte de la estrategia para diseminar los beneficios de la evaluación, 
el Inevap ha sensibilizado mediante reuniones con los diferentes entes pú-
blicos obligados, en particular con los ayuntamientos, para conciliar las ex-
pectativas del proceso de evaluación. Cada año, los presidentes municipales 
manifiestan su interés por contar con ejercicios de evaluación en sus adminis-
traciones, pues la principal presencia del Estado, en este nivel, consiste en la 
entrega de servicios públicos. Los municipios ofrecen un grado de proximi-
dad al ciudadano que no alcanzan la federación ni la entidad federativa. Esta, 
y no sus recursos propios, constituyen su principal ventaja comparativa para 
ofrecer servicios de calidad a los ciudadanos. La voluntad de estos actores 
en insertarse en la dinámica fue atendida por el Instituto mediante sesiones 
de capacitación y asesoría técnica con temas como: Metodología del Marco 
Lógico (MML), diseño y construcción de indicadores, introducción a las po-
líticas públicas, evaluación de políticas públicas, generación de valor público 
en el ámbito municipal, entre otros.

Además, con el objetivo de que el sector público, la sociedad civil y la co-
munidad académica comprendieran el ámbito de actuación y esencia del Ins-
tituto, anualmente se han realizado magnos eventos en el marco de la Semana 
de la Evaluación convocada por el clear-lac y en el festival internacional 
Semana de la Evidencia.
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La tarea de sensibilización ha sido vital para derribar muros de desconoci-
miento e inquietud de los funcionarios, por considerar que con la evaluación 
se valora su desempeño laboral, conceptos muy alejados de los objetivos que 
persigue la evaluación.

Se han creado puentes de comunicación tripartitos entre los entes públicos, 
la sociedad civil organizada y el Instituto mediante la firma de convenios de 
colaboración, mismos que apuestan a la sinergia y suma de esfuerzos para 
fomentar la creación de capacidades en evaluación para fortalecer el diseño e 
implementación de las políticas públicas.

Con la finalidad de dar a conocer a la ciudadanía las acciones que realiza el 
Instituto, de manera continua se lleva a cabo una campaña de difusión en me-
dios de comunicación, destacando la televisión, radio, prensa y redes sociales, 
así como pláticas con la sociedad civil organizada.

Los ejercicios de evaluación del Inevap

De cara a los primeros ejercicios de evaluación independiente, fue estratégico 
contar con un Programa Anual de Evaluación que priorizara la evaluación 
de aquellas políticas y programas que más interesaran a los entes públicos 
obligados. Para lograr lo anterior, el Inevap recogió las necesidades de eva-
luación para contar con un PAE que contemplara un horizonte de evaluación 
congruente con las necesidades de información y etapas de cada programa o 
política pública. Usualmente, estas necesidades de evaluación han estado sin-
cronizadas con la fase en el ciclo de política pública. Por ejemplo, las depen-
dencias y entidades del sector público han solicitado evaluaciones de diseño 
para sus programas de reciente creación; otros han visto la importancia de 
evaluar los procesos a programas más consolidados, y que previamente han 
sido sujetos de ejercicios de monitoreo y evaluación.

Los entes públicos obligados han manifestado una amplia disposición de 
transitar hacia una cultura de resultados. Esto se ha materializado por medio 
de un incremento en la demanda de evaluaciones y un aumento en las solici-
tudes para evaluar programas públicos (Gráfica 3). En 2017, se realizaron 23 
evaluaciones; en 2018, 44; en 2019, 49; y en 2020 las evaluaciones se reduje-
ron a 42, derivado de una reestructuración programática. Se han contemplado 
evaluaciones en distintos municipios, en el Poder Ejecutivo, así como otros 
organismos autónomos del estado. La programación de las evaluaciones de 
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los cuatro ejercicios de evaluación que se han realizado a la fecha se encuen-
tran disponibles en la página de Internet del instituto en la sección de evalua-
ciones subsección Programa Anual de Evaluación.60

Gráfica 3. Evaluaciones del Inevap según  
ente público obligado, porcentaje
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Fuente: Elaboración propia con datos de los Programas Anuales de Evaluación de Inevap.
Para que la evaluación sea útil e influyente debe ser objetiva, transparente, 
independiente y de calidad, valores presentes en el Inevap para identificar la 
mejora de los programas que implementan los gobiernos. Algunos programas 
han mejorado su diseño pues era la primera vez que estaban sujetos a un 
proceso de escrutinio. Recientemente, iniciativas como el Programa Médico 
en tu Casa, el Fideicomiso Fondo Durango, el cual entrega microcréditos, y 
otros de desarrollo social como el Programa A la Escuela en Bicicleta se han 
beneficiado de este tipo de evaluaciones para fortalecer los fundamentos de su 
diseño (identificación del problema, caracterización de la población objetivo, 
mecanismos de selección a beneficiarios). Incluso, gran parte de los esfuerzos 
se han enfocado en los municipios ya que estos han encontrado un aliado en 
el Instituto para llevar a cabo ejercicios de evaluación útiles que optimizen sus 
recursos. La importancia de la evaluación en los ayuntamientos ha radicado 
en la mejora de los servicios públicos municipales. Las evaluaciones a los 
organismos operadores de agua ha permitido reflexionar sobre la importancia 

60	 Más información del PAE 2017, 2018, 2019 y 2020 disponible en: https://inevap.org.mx/
evaluaciones
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de mejorar la infraestructura física de producción y distribución de agua para 
evitar pérdidas de líquido, su cobertura, y la eficiencia comercial relativo al 
potencial de recaudación que tienen estos organismos. Al mismo tiempo, se 
han evaluado recursos federales transferidos a los municipios con el objetivo 
de valorar el mérito de las intervenciones financiadas con estos recursos, y 
así mitigar problemáticas como el rezago en vivienda y ampliar la cobertura 
de agua y drenaje; componentes estos que forman parte de la medición de la 
pobreza en México.

Reflexiones finales

Actualmente, la sociedad enfrenta necesidades complejas y los gobiernos es-
tán obligados a generar valor público. La evaluación es la herramienta que 
permite medir el impacto de los resultados de las políticas públicas, y en la 
medida en que los entes públicos se comprometan a dar un paso sostenido 
en la implementación de los sistemas de monitoreo y evaluación, se pueden 
generar sinergias interinstitucionales que den paso a la réplica de la práctica.

Para que la evaluación ofrezca los resultados esperados, es necesario que 
existan reglas del juego claras y explícitas. Uno de los aspectos que permite 
que la práctica evaluativa se mantenga, es la concepción de un organismo 
constitucional autónomo que favorece la continuidad en las transiciones de 
los diferentes entes del sector público.

La implementación de la cultura de la evaluación ha traído importantes 
retos y aprendizajes para el estado de Durango que pueden servir de referen-
cia a otras entidades que están en la búsqueda de avanzar en la autonomía 
del proceso de evaluación. A continuación, se mencionan algunos de los más 
destacados:

•	 El carácter autónomo e independiente del Inevap le permite dar conti-
nuidad a la institucionalización de la evaluación a través de la sensibili-
zación y la promoción de la cultura de la evaluación. 

•	 Comprender la importancia de crear y/o fortalecer las capacidades ins-
titucionales en materia de evaluación de cada ente público obligado, 
derivado de los resultados del índice de implementación del PbR-SED 
de la shcp. 
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•	 Generar metodologías para evaluar las políticas públicas y los progra-
mas presupuestarios. Una forma de lograrlo fue tomar como base los 
instrumentos diseñados por el Coneval y ajustarlos a las necesidades 
de información de los programas evaluados en la entidad durante cada 
ejercicio de evaluación. 

•	 Asegurar el costo-beneficio de la evaluación por encima de la obliga-
toriedad normativa, la estrategia de evaluabilidad implementada por el 
Inevap aporta elementos para incrementar la utilidad de los ejercicios de 
evaluación.

•	 Responder, mediante la evaluación, las preguntas relevantes del des-
empeño de los programas: resultados comprometidos del programa y 
compromisos institucionales para su mejora.

Las necesidades de la población se encuentran en el centro de las decisiones 
de los gobiernos. Para promover la confianza que deposita en ellos, es nece-
saria una cultura de evaluación y mejora continua de políticas públicas que 
genere información útil y oportuna en la toma de decisiones. La evaluación 
debe ser una práctica imparcial que contribuya a que los programas alcancen 
los resultados comprometidos en su diseño, maximicen su impacto con reco-
mendaciones oportunas y expliquen su desempeño.
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Introducción

La introducción de la evaluación de las políticas públicas a partir de la última 
década del siglo xx en América Latina ha fomentado la creación de insti-
tuciones especializadas, públicas y privadas, para esta labor. Sus objetivos, 
enmarcados en los de la policy sciences, pretendían ilustrar las élites políticas 
y administrativas para la toma de decisiones, permitir la formación ciudadana 
y facilitar el proceso democrático y deliberativo, con la finalidad de generar 
políticas públicas más eficientes y fortalecer la democracia. 

Instituciones públicas, como el Departamento Nacional de Planeación 
(dnp) en Colombia, han desarrollado progresivamente una capacidad técni-
ca y, en el marco de la tercerización de la gestión pública, han estimulado 
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sidad Nacional de Colombia, sede Bogotá, correo electrónico: anrothd@unal.edu.co 
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la creación de un mercado (oligopólico) para la evaluación de políticas en 
empresas especializadas privadas nacionales e internacionales y universida-
des. Sin embargo, frecuentemente la realización de evaluaciones con altos 
estándares técnicos y con pretensión de una “objetividad científica”, ha im-
plicado que las evaluaciones no resulten comprensibles o pertinentes para los 
decisores políticos, y aún menos para el público en general, impidiendo sus 
propósitos tanto de ilustración pública, de incidencia democrática como de 
mayor efectividad para las políticas. 

Paralelamente, en particular desde la última década, América Latina co-
noció un desarrollo importante de la publicación y difusión de documentos 
de tipo polícy paper/brief por parte de diferentes instituciones públicas y pri-
vadas, en el marco de una práctica de una experticia pluralista, cada vez más 
profesional, para incidir en las decisiones públicas. 

Estos documentos, realizados con o sin acudir a fuentes primarias, toman 
así la forma de metaevaluaciones orientadas a promover valores e intereses 
particulares, incluidos los del gobierno de turno. Se quiere destacar aquí su 
importancia y pertinencia en un contexto de transformaciones tecnológicas y 
socioculturales de la comunicación y su incidencia en la toma de decisiones 
como construcción de narrativas argumentadas alrededor de un problema pú-
blico. 

En el contexto de una práctica de la experticia pluralista, consideramos 
importante desarrollar estas herramientas de incidencia desde una perspectiva 
democratizadora. Así se presenta la experiencia de construcción de un Policy 
paper sobre eutanasia mediante una conferencia de consenso, así como la 
iniciativa conjunta entre la Universidad Nacional (pública) y la Universidad 
de los Andes (privada) para divulgar Policy Papers desde una perspectiva 
sensible al objetivo democrático de las políticas públicas y de su estudio. 

El contexto del desarrollo de la evaluación

Si bien se puede remontar la historia de la evaluación al siglo XVII con el 
desarrollo de la estadística como ciencia métrica del Estado, es realmente a 
partir de la segunda mitad del siglo XX que empieza a desarrollarse como un 
campo especializado de investigación científica (Weiss, 1997). Su impulso se 
debe a un conjunto de factores como la expansión importante del intervencio-
nismo del Estado en el marco de la construcción del estado de bienestar key-
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nesiano, el surgimiento de nuevos problemas públicos, la preocupación por un 
uso eficiente de los recursos públicos y el desarrollo de un campo de estudios 
como el análisis de políticas públicas o Policy Sciences con su conocida herra-
mienta del ciclo de política, cuya última fase es la evaluación. 

Este contexto condujo al desarrollo de nuevos instrumentos de medición 
econométrica, como por ejemplo el Análisis Costo-Beneficio económico. 
Igualmente, el interés combinado, por un lado, de los gobernantes para desa-
rrollar acciones públicas más eficaces con base en el conocimiento científico 
y, por el otro lado, de la oposición al gobierno, en particular desde la función 
parlamentaria, para ejercer un control sobre el uso de los recursos públicos, 
generó un flujo financiero que permitió el desarrollo de la evaluación y su 
profesionalización. Asimismo, la práctica evaluativa creció también a medida 
que surgieron dudas sobre la efectividad de las realizaciones del Estado de 
bienestar (Roth, 2014). 

En los ochenta, el giro neoliberal y la introducción de la Nueva Gestión 
Pública (NGP), con su énfasis en la eficiencia económica, la reducción del 
Estado y la contratación externa de las intervenciones públicas impactará 
también la práctica de la evaluación. Al considerarla como una actividad es-
pecializada se reforzará su autonomización con relación al campo del análisis 
o estudio de las políticas públicas visto como un campo integrado. 

De una parte, la evaluación se introdujo como una buena práctica en todas 
las administraciones públicas para ejercer control sobre el cumplimiento de 
los contratos y para medir la efectividad de los servicios públicos contratados 
en el marco de la implementación de la Nueva Gerencia Pública (ngp) y, de 
la otra, la creciente globalización económica ha conducido, en particular a 
través de los organismos financieros internacionales, la cooperación al desa-
rrollo y las organizaciones no gubernamentales, a la difusión de la exigencia 
de evaluación en todo el mundo. 

Progresivamente, se pasó de un Estado intervencionista centrado en la ca-
pacidad de las instituciones públicas en formular, implementar y evaluar sus 
políticas públicas a un Estado neoliberal centrado en el mercado como regu-
lador principal. 

La segmentación del ciclo de las políticas públicas en sus diferentes etapas 
facilitó que se considerara a la última fase, la evaluación de políticas, como 
una actividad específica, independiente del proceso completo del ciclo de las 
políticas públicas. De este modo, la evaluación se volvió un instrumento cen-
tral para el control político administrativo de la ejecución de programas pú-
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blicos, que también se podía realizar mediante la contratación de un tercero. 
Este cambio fue acompañado de una modificación en la fuente de la legitimi-
dad misma de la acción pública. 

En efecto, su legitimidad se fue trasladando de la Ley como expresión de 
la voluntad general a la efectividad de los resultados y a la satisfacción de los 
usuarios considerados ya no como ciudadanos o usuarios sino como clientes. 
En este contexto, la evaluación de políticas perdió su nexo con los objetivos 
generales del análisis de las políticas públicas, para transformarse en una ac-
tividad, frecuentemente denominada como investigación evaluativa, centrada 
en la medición científica de los efectos y de la eficiencia de las acciones pú-
blicas (véase Alvira, 1985).  

Sin embargo, como toda actividad de carácter científico, la evaluación es-
tará también sujeta a las controversias epistemológicas, teóricas y metodoló-
gicas. Aquí, nos limitaremos a señalar dos aspectos. Uno de ellos tiene que 
ver con el problema de la objetividad de la medición de los resultados e im-
pactos de la acción pública. Los ochenta vieron la instalación de una verdade-
ra guerra de paradigmas que se manifestó, en la práctica, por el uso por parte 
de los expertos evaluadores, de metodologías cualitativas y participativas en 
un campo que aún se encontraba ampliamente dominado por la perspectiva 
(neo)positivista de la economía, y en particular de su rama econométrica. 

Guba y Lincoln (1989) consideraron que el campo de la evaluación, en 
tanto que experticia profesional, estaba entonces conformado por cuatro ge-
neraciones que convivían simultáneamente, las cuales se encontraban adosa-
das cada una a una diferente postura epistemológica. El postpositivismo, la 
teoría crítica y el constructivismo llegaron a cuestionar la perspectiva positi-
vista dominante en la aún joven ciencia evaluativa. Así, a partir de los noven-
ta, las concepciones y metodologías tradicionalmente verticales y externas de 
los evaluadores fueron complementadas o sustituidas por concepciones más 
horizontales e internas que reconocían el papel de los valores de los evalua-
dores, agentes y públicos concernidos. Con ello, se produce inevitablemente 
una cierta politización de la evaluación. 

Con el pluralismo de la experticia, se llegó obviamente a reconocer tam-
bién el pluralismo de los actores y la diversidad de los contextos. En ese sen-
tido, la evaluación pasó de ser un instrumento casi exclusivamente en manos 
de los detentores del poder y que usaba su mismo lenguaje, a ser también una 
herramienta para el ejercicio argumentado de la crítica social. Se reconoció, 
en la línea de Majone (1997), que la labor evaluativa se acercaba más a un 
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proceso de argumentación realizado por un abogado que a las operaciones de 
cálculo de un ingeniero. 

De este modo, la evaluación no corresponde a una demostración científica 
objetiva en relación con el objeto de estudio, a una expresión de la verdad 
científica, sino más bien a una actividad de defensa de una línea discursiva 
sustentada por una serie de evidencias y argumentos seleccionados y a un 
proceso de persuasión no exento de retórica (Majone, 1997).

El segundo aspecto tiene que ver con el uso de la evaluación. Inicialmente 
la lógica dominante en materia de comunicación de resultados de evaluación 
era la de una transmisión directa de los resultados arropados en una vestimen-
ta científica al mandante. En esta perspectiva se consideraba que el uso de los 
resultados era de su única incumbencia. 

Frente a la frustración de los evaluadores al darse cuenta de que sus in-
vestigaciones eran muy poco o mal usadas, se consideró que los informes 
de evaluación debían contener recomendaciones y, para que tuvieran mayor 
incidencia, tenían que ser publicados y divulgados (Weiss, 1988). De esta 
forma se pretendía ejercer una presión sobre los decisores para que estas in-
vestigaciones y recomendaciones fueran tenidas en cuenta al momento de la 
revisión de las políticas públicas o que se sintieran en la obligación de justi-
ficar con buenas razones su no uso. Es la idea de la evaluación “ilustrativa” 
de Carol Weiss, quien concluía un artículo dedicado al uso de la evaluación 
de esta manera: 

We cannot leave the process of evaluation utilization to chance or regard it 
solely as an in-house conversation among colleagues. The evaluator must 
seek many routes to communication-through conferences, workshops, pro-
fessional media, mass media, think tanks, clearinghouses, interest groups, 
policy networks, whatever it takes to get important findings into circulation. 
And then we have to keep our fingers crossed that audiences pay attention 
(Weiss, 1998: 32).

De lo anterior se deriva entonces también que su uso por parte de los respon-
sables de la acción pública no es natural u obvio. La evaluación y sus usos 
resultan ser entonces un espacio de confrontación política entre diversas con-
cepciones, definiciones y objetivos de la actividad pública evaluada. Además, 
su incidencia dependerá también de una estrategia de comunicación. La esti-
mación de las consecuencias de las acciones públicas como la previsión certe-
ra de los posibles efectos a corto, mediano y largo plazos de diferentes cursos 
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de acción se reconoce como limitada. Siendo así, las evaluaciones de políti-
cas, en tanto que dispositivos y argumentos que buscan orientar políticamente 
la toma de decisiones, deberían más bien ser considerados como insumos, 
entre otros, para el debate público y la formación ciudadana (Majone, 1997).

Por lo anterior, consideramos pertinente que la investigación evaluativa 
se reinscriba en el contexto más amplio de las ciencias de políticas públicas 
(Policy Sciences) propuestas por Lasswell (1951) quien consideraba que ese 
campo de estudio tenía como propósito no solamente aportar conocimientos 
científicos para tomar decisiones más racionales y efectivas, sino que debía 
ser también una estrategia para profundizar y defender los valores democrá-
ticos en la sociedad. 

Debían ser unas ciencias de y para la democracia (Policy Sciences of De-
mocracy) las cuales tenían como parte de su misión la (in)formación de la 
ciudadanía sobre los asuntos públicos para posibilitar su participación efec-
tiva en el debate público con relación a los procesos de decisión política de 
una nación (Lasswell, 1951). Es decir, como le expresa Majone (1997), para 
transformar la persona común en un(a) ciudadano(a). 

En este marco más amplio, la evaluación de políticas públicas no puede ser 
vista como una actividad autónoma, descontextualizada, desligada del objeti-
vo general del campo de estudio de las políticas públicas. La evaluación debe 
entrar a ser un elemento central para la producción de datos, información y 
argumentos útiles para el debate público democrático en relación con la toma 
de decisiones políticas que contribuya no solamente al mejoramiento de la 
efectividad de las políticas públicas, sino a la profundización y defensa de 
los valores y prácticas democráticas en la vida política de las naciones. Pro-
blemática que suele estar ausente tanto en las formaciones en evaluación de 
políticas públicas como en los libros de texto.

El uso de las evaluaciones

La literatura especializada en investigación evaluativa o como se pretende a 
veces, en ciencia evaluativa, tiende a centrar su objetivo en aportar un cono-
cimiento que sea útil para los actores involucrados directamente en el desplie-
gue de la acción pública para que ésta sea más eficaz y eficiente. 

Carol Weiss (1998: 24) señala que los resultados de la evaluación pueden 
tener diferentes usos. El primero corresponde al uso instrumental de los re-
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sultados lo que ocurre cuando se cumplen tres condiciones: las implicaciones 
de los hallazgos no generan controversia, los cambios son menores y se pro-
ducen a pequeña escala y existe una estabilidad tanto en el entorno como en 
el interior del programa. 

El segundo corresponde a un uso conceptual. La evaluación genera ideas o 
cambios en la comprensión de los problemas que podrán ser aplicados en un 
momento dado cuando se presenta una oportunidad de cambio en el progra-
ma. Usar la evaluación como un instrumento de legitimación para justificar 
una postura o ganar apoyo a favor de un cambio en un sentido determinado 
constituye un tercer uso. Aquí la evaluación se transforma en un instrumento 
de persuasión. Finalmente, como cuarto uso, Weiss considera que la evalua-
ción puede influir, más allá de la política o la serie de programas evaluados, en 
otros programas. Eso ocurre en particular con la agregación de los resultados 
de múltiples evaluaciones bajo la forma de metaanálisis o metaevaluación. 

Si bien esos usos de la evaluación resultan potencialmente probables, tam-
bién es de señalar que a medida que la práctica de la evaluación se extiende 
hasta volverse rutinaria –las buenas prácticas‒, existe el riesgo de que su uso 
se limite a una obligación formal en el marco de una rendición de cuentas o 
un cumplimiento de requisitos burocráticos, eventualmente, en el marco de 
un proceso de evaluación de desempeño.

En este sentido, pueden generarse tres tipos de problemas. El primero tiene 
que ver con el bajo uso de los resultados de la evaluación, un segundo tiene 
que ver con la independencia del evaluador frente al mandante o contratante y 
un tercer problema se relaciona con la autonomía o discrecionalidad del ente 
evaluado para el uso de los resultados y las recomendaciones de la evaluación. 

Así, estudiando el caso colombiano, Martínez (2020) señala que se pudo 
encontrar un uso relativamente bajo de las recomendaciones emitidas por las 
evaluaciones realizadas por el dnp a través de su programa Sinergia (https://
sinergia.dnp.gov.co/Paginas/inicio.aspx). Su estudio, aún en curso, sobre 
ocho evaluaciones institucionales para un total de 101 recomendaciones, en-
contró que solo una tercera parte (33.6%) de éstas presentaban evidencias de 
un grado de implementación. Sin embargo, hay que tener en cuenta que la mi-
tad del 33.6% corresponden a recomendaciones que se integraron en la políti-
ca antes de terminarse el proceso de evaluación. Esta situación ya había sido 
señalada por un estudio anterior que mostraba que, en el caso de un programa 
de subsidios condicionados denominado Familia en acción en Colombia, los 
cambios en el programa se hicieron durante el mismo proceso de evaluación, 
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sin esperar los resultados de ésta, dificultando la validez del mismo proceso 
metodológico de evaluación, ya que el programa sufría cambios frecuentes. 
De hecho, las evaluaciones terminan realizando una legitimación expost de 
los cambios ya ocurridos en los programas en proceso de evaluación (Roth, 
2009). 

Un segundo problema se relaciona con la autonomía de los evaluadores. 
En el caso de Colombia, resulta también problemático el hecho de que la en-
tidad responsable de formular el Plan Nacional de Desarrollo, que comprende 
las principales políticas a desarrollar por el gobierno de turno, sea también la 
entidad que participa en la selección de las políticas a evaluar, la que decide 
el alcance y las metodologías y la que supervise la labor de los evaluadores. 

Otro asunto es la relación que se crea entre las firmas evaluadoras y el 
mandante. En el caso colombiano el mercado de la evaluación se limita a 
muy pocas firmas evaluadoras. Aunque la contratación se realiza mediante 
una invitación pública, en la práctica es un mercado oligopólico que roza con 
el clientelismo. Una situación que se refuerza con el hecho de que los pliegos 
de oferta pública suelen contener condiciones en relación con la experiencia 
y al conocimiento de ciertas técnicas de medición que dificultan la entrada 
para nuevos actores, y en donde la cercanía y la confianza entre mandantes y 
evaluadores entra a distorsionar el mercado. 

Así, se puede observar, analizando la información oficial contenida en el 
sitio web de Sinergia del DNP de 53 evaluaciones, que 90% de las evaluacio-
nes fueron realizadas por cuatro firmas y que más de 40% de éstas por una 
misma firma,61 la cual, además, fue creada por exfuncionarios de la entidad 
mandante. En este sentido, la práctica oficial de la evaluación está lejos de 
contribuir a la diversidad de los puntos de vista o de reflejar el pluralismo de 
la experticia.

Finalmente, un tercer problema consiste en la dificultad del ente responsa-
ble de la evaluación, de disponer de la capacidad política o administrativa y 
de seguimiento para que los entes encargados de la política evaluada tengan 
en cuenta los resultados de la evaluación para su acción político-administrati-
va. El grado de autonomía de los diferentes segmentos institucionales tiende 
así a limitar el uso de las evaluaciones y, por allí, su utilidad. 
61	 Datos presentados por Samira A. Alkhatib Hernández, durante la sustentación de su 

tesis de maestría en Gobierno y Políticas Públicas “La evaluación en el contexto de las 
políticas públicas: el caso de SINERGIA en Colombia” en la Universidad Externado de 
Colombia, Bogotá, 2016.
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En conclusión, se podría considerar que la política de evaluación en Co-
lombia produce evaluaciones con una tendencia clara a ser principalmente un 
instrumento de legitimación de la política, señalando algunas recomendacio-
nes para su mejoría técnico-operativa. Desde los tipos de usos señalados por 
Weiss, las evaluaciones del DNP privilegian así un doble uso: instrumental y 
legitimador. Sin embargo, es de anotar que existen también, al contrario, por 
parte de entes de control como la Controlaría, la Procuraduría o la Defensoría 
del Pueblo, una ocasional actividad evaluativa de programas o de políticas 
con una mayor capacidad de autonomía y de crítica. 

Evaluación, comunicación y persuasión:  
el rol emergente de los policy papers

La evaluación de políticas públicas como práctica social que pretende establecer 
un puente entre la ciencia y la política, es decir, producir evidencias científicas 
y, a su vez, ser un medio de comunicación que favorece el uso del conocimiento 
en la acción pública, no puede renunciar, como señalaba Weiss (1998: 32), a usar 
todas las estrategias disponibles para que “audiences pay attention”. 

El evaluador ‒como productor de argumentos persuasivos‒ (Majone, 
1997) debe por lo tanto ser atento a las transformaciones de las estrategias 
de comunicación y de información contemporáneas producidas por el desa-
rrollo acelerado de las tecnologías digitales. La revolución digital generó de 
un cierto modo una inversión en materia de disponibilidad de la información 
científica. Si anteriormente la información era escasa y difícil de acceso ‒y 
hacía de su posesión un recurso privilegiado en las relaciones de poder‒ hoy, 
gracias a Internet, la información se hizo pletórica62. De una cierta manera se 
democratizó. 

62	 Desde una perspectiva tradicional, la obtención de la información pertinente era el 
privilegio de la administración pública, la cual, mediante el desarrollo de la estadística 
nacional, era la única institución que disponía de la información necesaria para 
calificar tanto las situaciones como las necesidades para la acción política. Hoy, con 
las tecnologías actuales de la información, la administración pública ha perdido gran 
parte de su monopolio y está, además, sometida a una presión democrática para que 
esta sea pública (Estado abierto). Hoy en día, la administración pública está en situación 
desventajosa frente a la capacidad de recolección, conservación, tratamiento y uso de 
datos (bigdata) realizada por empresas privadas globales privadas (GAFA). 
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El poder ya no se relaciona solo con la capacidad de tener acceso a la 
información pertinente, sino más bien con la capacidad para seleccionarla, 
presentarla en el momento y la forma oportunos para persuadir a la audiencia 
adecuada. Entramos en la era de los influencers. Hoy, la evaluación es un 
campo de batalla no solamente epistemológico, sino ‒y, ante todo‒ político 
y comunicacional como productor de argumentos creíbles para incidir en las 
opiniones y en las decisiones públicas. 

El uso de la evaluación como un instrumento de legitimación para justificar 
una postura o ganar apoyo a favor de un cambio en un sentido determinado 
se ha vuelto muy común. La investigación evaluativa se usa como estrategia 
persuasiva para el cabildeo (lobbying) en las instancias administrativas, le-
gislativas y judiciales por parte de empresas, grupos de interés o de cualquier 
organización que pretende incidir en la toma de decisiones públicas. 

Como se ha observado en numerosas ocasiones la experticia también es un 
mercado en donde se pueden comprar estudios científicos. Las controversias 
judiciales alrededor de la nocividad del tabaco, del asbesto, de la energía nu-
clear o del fracturamiento hidráulico (fracking) están allí para ilustrar el rol 
de los intereses económicos en la investigación científica y la comunicación 
de sus resultados. 

Con cada vez más evidencia, se observa que el pluralismo en la investi-
gación científica, la competencia global para la financiación y la publicación 
de sus resultados y su circulación instantánea en las redes han inducido un 
cambio en los patrones de comunicación y de consumo de la información en 
general y de la científica en particular. 

La profusión de información disponible y la multiplicación de los soportes 
han tendido a presionar para acortar los documentos y a presentar la infor-
mación mediante un mayor uso de imágenes y gráficas y una preocupación 
estética para evitar el zapping de la audiencia y lograr comunicar el mensaje 
esencial en un tiempo muy corto, casi en un abrir y cerrar de ojos (por ejem-
plo, la multiplicación de las conferencias tipo ted (Tecnología, Entreteni-
miento, Diseño), que presentan su tesis en tres minutos), es decir, se pretende 
disponer de un proceso de comunicación de la información más eficiente. 

Con el desarrollo de las nuevas tecnologías de la información, los hábitos 
de lectura, ante la multitud de intereses y gustos, hicieron que ésta sea más 
fragmentada y audiovisual (twitter, youtube, powerpoint, etc..). Se trata de 
captar la atención del lector, su tiempo de cerebro disponible, de manera mul-
tisensorial para evitar el zapping. 
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Asimismo, los trabajos académicos no deben presentarse como summa del 
conocimiento disponible sobre un tema particular, sino que se exige cada vez 
más su concisión: las ponencias en los congresos son comunicaciones y su 
presentación debe apoyarse en un soporte visual (tipo Power Point) y las tesis 
limitadas en su extensión. 

El flujo continuo de información obliga a usar estrategias propias del mer-
cadeo para llamar la atención de la audiencia. La comunicación se vuelve 
casi un “performance” artístico. En un contexto cada vez más mercantiliza-
do y competitivo, incluso la comunicación científica despliega herramientas 
estéticas, retóricas y hasta afectivas para lograr mayor visibilidad y efectos 
persuasivos. En consecuencia, es cada vez más difícil, si no imposible para 
el ciudadano común, distinguir la información científica de la información 
comercial ya que las estéticas comunicativas terminan siendo similares, como 
se observa con el fenómeno de los fake news. 

Es en este contexto pluralista, fragmentado y dominado por las posibilida-
des y condiciones generadas por las tecnologías digitales y el mercado que se 
inscribe la multiplicación de estrategias de comunicación mediante documen-
tos de tipo policy paper/brief, ofreciendo así, a partir de datos y evidencias 
científicas escogidas y traducidas en un lenguaje simplificado, una informa-
ción persuasiva destinada a los tomadores de decisiones públicas o privadas. 

Hoy en día, la mayor parte de los gremios económicos, las grandes em-
presas, las organizaciones internacionales, los partidos políticos, las Organi-
zaciones no Gubernamentales (ong) y otros centros de pensamiento (think 
tanks), incluidos los gobiernos, producen una información basada en una re-
tórica científica que busca persuadir a la opinión pública y a los tomadores de 
decisiones sobre la necesidad de seguir uno u otro curso de acción vinculado 
con los intereses que se quiere defender. 

Una forma muy usada corresponde a los documentos conocidos como po-
licy papers o policy briefs. Estos documentos consisten en presentar una pro-
blemática de política pública a partir de una perspectiva y selección de datos 
particulares que concluye con unas recomendaciones para la acción pública 
en un formato corto (entre 8 000 y 10 000 palabras para los policy papers y 
unas 3 000 a 5 000 para los policy briefs). Por lo general, estos documentos 
no aportan resultados de investigación originales o nuevos, sino que se basan 
en una revisión más o menos exhaustiva (y orientada por los intereses y obje-
tivos de la organización) de la literatura existente. Además, tales documentos 
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se presentan en un formato atractivo y de lectura fácil. Frecuentemente, se 
acercan a lo que se puede conocer como metaevaluaciones, aunque basándose 
en una revisión parcial(izada) de la literatura científica publicada.

Jones y Walsh (2008) señalan que entre los principales obstáculos para 
que la información científica sea utilizada por los diseñadores y decisores 
de política (policymakers) se encuentran su bajo nivel de comprensión de 
los asuntos científicos y la escasa divulgación de sus resultados. Los poli-
cy papers buscan precisamente remediar esta situación proporcionando in-
formación científica en un formato más sencillo y en lectura rápida. Dichos 
autores encontraron que 79% de los actores de política pública tanto en los 
países desarrollados como en desarrollo consideran los policy briefs como 
una herramienta clave para su labor (Jones, Walsh, 2008: 3). Además, estos 
documentos breves tienen la ventaja de circular fácilmente de manera viral a 
través de los medios digitales. 

Como hemos anotado, el énfasis en la eficacia y la eficiencia de las in-
tervenciones públicas ha alejado la investigación evaluativa de un aspecto 
fundamental de los objetivos establecidos por las policy sciences lasswellia-
nas: la defensa y profundización de la democracia (véase Fischer, 2009). En 
la actualidad, en un contexto plural y orientado de una experticia politizada 
‒cuando el dinero constituye un medio importante para orientar la investiga-
ción científica y la opinión acerca de ella y cuando las mismas instituciones 
democráticas pierden la confianza de la ciudadanía‒ resulta urgente que se 
usen herramientas comunicativas similares, los policy papers/briefs, para pre-
cisamente defender la democracia.

El rol cada vez más importante de este tipo de comunicación política al 
incidir en la opinión y en la toma de decisiones públicas no debería ser aban-
donado a los grupos de interés, al arbitraje del mercado y de los medios de 
comunicación. En efecto, consideramos que por su énfasis eficientista en tér-
minos ante todo técnico-económicos, la investigación evaluativa ha obvia-
do considerar la promoción de la participación democrática de la ciudadanía 
como parte de su misión política. Tampoco la evaluación suele interesarse por 
las consecuencias de las políticas en materia de reforzamiento de la democra-
cia o los derechos humanos en la sociedad. 

La contribución del campo de estudios de las políticas públicas, que inclu-
ye a la evaluación, a la profundización democrática y a la dignidad humana 
(Lasswell, 1951), no se puede resumir a ‒o satisfacerse con‒ incidir en las de-
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cisiones de dirigentes democráticamente elegidos. Por esa razón, en un con-
texto pluralista de la experticia evaluativa es preciso promover la divulgación 
de una evaluación que asume claramente un papel democratizador. 

Una alianza académica para una incidencia  
política democratizadora

La preocupación por una experticia en materia de evaluación de política que 
permite realmente una expresión en igualdad de condiciones de la diversidad 
de los puntos de vista no es nueva. 

Tal vez el antecedente más famoso se encuentra en el Informe Berger 
(1977) quién facilitó recursos a las naciones nativas de una región del Canadá 
que iban a ser afectadas por un proyecto de construcción de un oleoducto en 
sus tierras ancestrales (Torgerson, 1986). La comisión liderada por Berger se 
preocupó por igualar la capacidad de producir evidencias y argumentos entre 
los representantes de los pueblos indígenas y la empresa petrolera promotora 
del proyecto.

Esta idea de equiparar la capacidad de producción de información, datos y 
argumentos también se encuentra en la propuesta de Roe (1994) y su análisis 
narrativo de las políticas públicas y es retomada y desarrollada por autores 
como Fischer (2009). Como investigadores y profesores activos en la forma-
ción en políticas públicas nos hemos propuesto la publicación de una serie de 
policy papers que se singulariza por defender sistemáticamente los valores de 
la participación democrática en los procesos de políticas públicas con el ob-
jetivo de intentar ‒modestamente‒ enriquecer y pluralizar la argumentación 
derivada de la investigación evaluativa.

Así, una primera experiencia consistió en organizar un “Cabildo ciudada-
no”, como adaptación de las ya conocidas Conferencias de consenso o confe-
rencias ciudadanas. Estas experiencias se fundamentan en el postulado de que 
ciudadanos comunes y corrientes pueden generar aportes pertinentes para el 
debate público en temas complejos de políticas públicas. La experiencia mos-
tró efectivamente que, bajo ciertas condiciones, un grupo conformado por 
ciudadanos y ciudadanas escogidos al azar fue capaz de dialogar y construir 
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recomendaciones de políticas para el tema controvertido de la eutanasia en el 
caso de niños, niñas y adolescentes en Colombia.63 

Esta experiencia, entre otros elementos de coincidencia, condujo a la pro-
puesta de una alianza para la publicación de una serie de Policy Papers entre 
las dos principales universidades del país, la Universidad Nacional de Co-
lombia (pública) y la Universidad de los Andes (privada). Se pretende con 
esa serie denominada “Política Pública & Democracia”,64 aún en fase inicial, 
publicar resultados de investigación en políticas públicas orientadas a la 
opinión pública y a los decisores concernidos. 

La elección de su contenido, fruto de la investigación realizada por estu-
diantes de posgrados de las dos instituciones y por otros trabajos similares 
(por ejem. el Cabildo ciudadano mencionado) se caracterizará por presen-
tar resultados de investigación y recomendaciones que hacen énfasis en “la 
defensa de los valores democráticos, la profundización y ampliación de la 
participación democrática, el fortalecimiento de lo público y la formación 
ciudadana” y que permitan “fomentar y orientar la deliberación y la toma de 
decisiones públicas a partir de ‒y hacia‒ valores democráticos” (Política Pú-
blica & Democracia, 2020: 2). 

Los temas, escogidos por estudiantes que se sitúan desde una posición 
como ciudadano(a)s, como funcionario(a)s público(a)s o como observador(a)
s activo(a)s frente a un problema, son abordados con enfoques interpretati-
vos, buscando nivelar la voz de los diversos actores de una política pública. 

En muchos casos las investigaciones recurren a fuentes primarias de infor-
mación, entrevistando por primera vez a actores cuyas experiencias y opinio-
nes no se habían tomado en cuenta con anterioridad, y que aportan elementos 
novedosos al debate, ampliando el espectro democrático del análisis. La bús-
queda de voces silenciadas hace que se prefieran nuevas formas de describir o 
de narrar los impactos de las políticas públicas, lo que ha abierto el horizonte 
a enfoques narrativos que se acercan a las formas en las que la gente expresa 
y confiere sentido a su experiencia (Crow y Jones, 2018). 

63	 Organizado por el grupo de investigación Análisis de las Políticas Públicas y la Gestión 
Pública-APPGP, de la Universidad Nacional de Colombia, sede Bogotá. Se contó con una 
financiación de la misma Universidad. Ver documento completo en: http://appgp.unal.edu.
co/index.php/cabildo/recomendaciones-de-politica-publica

64	 Consultar los documentos de la serie PP&D en: https://cider.uniandes.edu.co/es/publica-
ciones  o en: http://www.appgp.unal.edu.co/index.php/p-d

http://appgp.unal.edu.co/index.php/cabildo/recomendaciones-de-politica-publica
http://appgp.unal.edu.co/index.php/cabildo/recomendaciones-de-politica-publica
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Con esta propuesta pretendemos así contribuir a un mayor pluralismo en 
la producción de datos y argumentos, a partir de estudios y evaluaciones de 
políticas públicas, para ser difundidos con vista en la deliberación y decisión 
públicas, tomando en consideración la importancia de los valores democráti-
cos en la sociedad. 

Reflexiones finales

La reflexión que ha orientado este texto se origina en la problemática de con-
siderar las voces y argumentos de los diferentes grupos sociales en sociedades 
particularmente desiguales como las latinoamericanas. En sociedades en las 
que el mercado juega un papel importante, la inequidad en los recursos de los 
diferentes públicos involucrados refuerza las desigualdades sociales, la exclu-
sión y la (in)capacidad de hacer oír su punto de vista e incidir en las decisiones 
que los afectan. 

En la actualidad, el reconocimiento del pluralismo en la investigación eva-
luativa acoplado a la revolución digital ha inducido cambios en las técnicas 
y hábitos de comunicación en general y entre el mundo científico y el mundo 
político en particular. Las nuevas formas de encarar esta relación se concretan 
en la multiplicación de la producción de documentos de tipo policy papers o 
policy briefs que buscan influir la toma de decisiones pública de manera más 
eficiente mediante una comunicación que combina la información y argumen-
tación científicas con las técnicas del mercadeo. 

Consideramos que, en una perspectiva que integra la evaluación de las po-
líticas en los propósitos democratizadores y formadores de las Policy Scien-
ces, es preciso que estas nuevas formas de comunicación persuasiva se adop-
ten también para promover y defender una perspectiva democratizadora de 
la sociedad por lo que presentamos algunas experiencias en curso realizadas 
desde la academia. 

Obviamente, estos esfuerzos siguen siendo marginales en el contexto de 
una captura de la evaluación en política pública oficial por los gobiernos y los 
intereses gremiales. Reequilibrar la capacidad argumentativa de los actores y 
grupos sociales en desventaja ante el proceso de decisión política necesita la 
intervención del Estado. Este podría financiar el pluralismo en la evaluación, 
privilegiando a los grupos menos favorecidos para producir y comunicar evi-
dencias y argumentos desde su punto de vista. El Estado debe(ría) equiparar 
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los recursos disponibles para la producción de argumentos y poner a disposi-
ción escenarios para la deliberación pública que permitan una mayor visibi-
lidad e inclusión de la diversidad social en los procesos de decisión pública. 
En este sentido esperaríamos que la construcción de un escenario político 
administrativo que apoye la producción pluralista de policy papers tenga un 
efecto positivo sobre la formación y participación ciudadanas y contribuya a 
enraizar los valores democráticos en la sociedad.
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CONCEPTOS Y USO DE LA EVIDENCIA  
EN LA COMUNICACIÓN DE RESULTADOS  
DE EVALUACIÓN

Myriam Cardozo Brum*

Introducción

Existe una inquietud mundial en materia de evaluación respecto de la utiliza-
ción efectiva de sus resultados para mejorar o cancelar programas, ajustar sus 
recursos e informar a la población, debido a que la tendencia muestra bajos 
niveles de la misma, con algunas excepciones consolidadas en los Estados 
Unidos de América (eua), Canadá y Reino Unido y otras incipientes en países 
latinoamericanos como Costa Rica o Chile. 

En México, los operadores de los programas analizan las recomendacio-
nes recibidas, acuerdan los que consideran aceptables, los asumen como As-
pectos Susceptibles de Mejora (asm), y los cumplen en distintos grados. 

El presente trabajo analiza los distintos tipos de utilización existentes, pre-
senta información sobre la situación federal mexicana prevaleciente, y revisa 
a nivel teórico, los factores que pueden afectarla. Posteriormente, retoma uno 

* 	 Profesora-investigadora del Departamento de Política y Cultura de la Universidad Au-
tónoma Metropolitana, Unidad Xochimilco, correo electrónico: mcardozo@correo.xoc.
uam.mx.
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de ellos, la comunicación de los resultados, para resaltar el papel que la “evi-
dencia” cumple en el marco de su discurso y profundizar en su concepto.

Posibles usos de la evaluación

Diversos investigadores sintetizados en Leviton y Hughes (1981) han identifi-
cado tres tipos de utilización de resultados de evaluación:

•	 Instrumental, se refiere a la evaluación que es utilizada para la toma de 
decisiones en la resolución de problemas, debido a que ha logrado au-
mentar la certeza de lo que conviene modificar en la política o programa.

•	 Conceptual, que implica generar un aprendizaje, un mayor conocimien-
to, una clarificación de aspectos, que modifican el pensamiento o actitud 
de algún actor relacionado con la evaluación.

•	 Persuasivo, que consiste en aumentar la contundencia de un argumento 
con la intención de convencer a otros para apoyar o rechazar una políti-
ca o para defender una postura (pseudoevaluación, según Stufflebean y 
Shinkfield, 1987).

A estos hemos considerado conveniente agregar el tipo presupuestal, relativo 
a la utilización de las evaluaciones, no por la propia política o programa como 
sucede en el tipo instrumental, sino por los órganos encargados de asignarle 
recursos, muy importante en los países que ligan el desempeño al presupuesto 
(Cardozo, 2015).

Información sobre la utilización en México

A continuación, sintetizamos el conocimiento existente en México sobre los 
cuatro tipos presentados en el apartado anterior:

Del conceptual y el persuasivo poco se sabe debido a las dificultades me-
todológicas de su medición. La mayoría de las investigaciones se han basado 
en el análisis de casos, de contenido de una muestra representativa de eva-
luaciones o en la aplicación de encuestas y entrevistas subjetivas; pero, estas 
técnicas enfrentan dificultades para obtener información sobre la utilización, 
para realizar su medición, demostrar la causalidad entre la evaluación y los 
cambios producidos, entre otras (Cardozo, 2015).
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En torno del tipo presupuestal, se han hecho estudios buscando correla-
ciones entre los resultados de las evaluaciones y los montos presupuestales 
asignados. En los casos más relevantes de modificaciones presupuestales no 
se identificaron relaciones significativas (Székely, 2013; Cardozo, 2015).

Al igual que sucede en EUA (Johnson et al, 2009) o en la Unión Europea 
(Laat y William, citados en Laubly y Maine, 2014), el tipo instrumental re-
sulta el más utilizado en nuestro contexto por parte del Consejo Nacional de 
Evaluación de la Política Social (Coneval), la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público (SHCP) y los diversos órganos estatales de evaluación; también 
el más estudiado de manera independiente. El mecanismo mencionado en la 
introducción permite que un número importante de recomendaciones nunca 
llegue a aceptarse como ASM por los operadores del programa. Esto puede 
dar lugar a diferentes valoraciones dependiendo de la calidad de la evaluación 
que, a su vez, necesita de la realización al menos de una mínima metaeva-
luación, antes de decidir si vale la pena poner en práctica sus sugerencias. El 
Coneval (2014) informó  de bajos niveles de recomendaciones transformadas 
en ASM (45% en 2012-2013).

Pero, además del problema enunciado, no todos los ASM aceptados acaban 
cumpliéndose. En otro estudio realizado a nivel nacional entre 2011 y 2019, el 
avance reportado en el cumplimiento de las recomendaciones aceptadas fue de 
85%, con una tendencia hacia el crecimiento (Coneval, 2019). El cumplimiento 
se ha logrado más fácilmente en asuntos relacionados con la construcción de la 
Matriz de Marco Lógico (MML), conocida en México como Matriz de Indica-
dores para Resultados (MIR), y en procesos operativos (Cejudo y Maldonado, 
2011), pero se dificulta si se trata de una reformulación sustantiva o de la apli-
cación de una evaluación de impacto. El 15% restante corresponde a plazos aún 
no cumplidos (4%) e incumplimientos, a pesar de la cancelación de muchos 
ASM (83 cancelados y 128 dados de baja en 2013-2014).

Finalmente, esta utilización se vincula con una polémica relevante en el 
sector sobre el carácter vinculatorio de las recomendaciones: en el caso de 
Coneval no los son, tienen que concertarse, pero en el caso del órgano de 
evaluación de la Ciudad de México sucede lo contrario; sin embargo, sus 
primeros resultados en 2008-2012 tampoco resultaron plenamente exitosos 
debido a la ausencia de mecanismos y sanciones efectivas.
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Factores que afectan los niveles de utilización

A nivel internacional, existe un considerable debate sobre la medida en que la 
utilización se lleva o no a cabo, cuánto y cómo se puede aumentar. Aunque su 
calidad puede explicar en parte el nivel de utilización, no es un aspecto muy resal-
tado y otras muchas variables pueden incidir en el mismo:

a) Clima político, normatividad, interdependencias gubernamentales, esta-
bilidad del programa

b) Necesidad de información, nivel jerárquico del solicitante y planeación 
de la evaluación y su utilización

c) Cultura de evaluación y liderazgo, comunicación y participación de los 
usuarios potenciales

d) Sistemas de incentivos para la adopción de recomendaciones
e) Fuentes de información, procesamiento y presentación de la información
f) Conclusiones fundamentadas, discutidas, no controvertidas, y recomen-

daciones factibles
g) Credibilidad, prestigio de evaluadores, calidad, relevancia y oportunidad 

del informe
h) Canales de distribución y difusión del informe y monitoreo de su uso.

Como puede verse, estos aspectos incluyen desde asuntos muy amplios como 
el clima político, hasta factores concretos como el uso de incentivos, donde 
ha destacado la experiencia chilena, pasando por cuestiones metodológicas 
como las fuentes y el manejo de la información. Todas pueden explicar parte 
del fenómeno, pero ante la imposibilidad de desarrollarlas en su totalidad 
(Cardozo, 2015), a continuación, nos concentraremos en el tema de la comuni-
cación de los resultados, y más específicamente, en la utilización del término 
“evidencia” dentro de la misma.

La comunicación de resultados y el uso  
del concepto de “evidencia”

Percibimos un uso creciente de dicho término en la comunicación de resulta-
dos de la evaluación, a menudo calificada como científica, rigurosa, robusta, 
entre otras. Aparece relacionado con otros tantos conceptos tan complicados y 
discutibles como verdad, certeza, razón, conocimiento, ciencia, prueba, medi-
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da, utilidad, racionalidad, entre otros. Pero, ¿qué es la evidencia? Hay un uso 
exacerbado del término, con distintos contenidos implícitos y sin definiciones 
expresas, lo que nos motivó a hacer una búsqueda de su sentido y evolución.

Su origen epistemológico proviene del latín y significa visible o manifiesto. 
El Diccionario de la Real Academia Española define a la evidencia como “el 
conjunto disponible de hechos o de información que indican si una creencia o 
proposición es verdad o válida”. Por su parte el Diccionario Panhispánico de 
Dudas la identifica con la certeza clara y manifiesta de la verdad o realidad 
de algo. Todo esto parece indicar que algo evidente no deja lugar a dudas, 
en consecuencia, deberíamos tener consenso respecto de su certeza y verdad 
(Cardozo, 2020). Pero veamos brevemente qué ha pasado con su evolución.

En la antigüedad griega, la certeza era referida como la posesión perfecta 
de la verdad eterna, absoluta, definitiva, perfecta, perseguida por la metafísica 
(Lefevre, 1981). Esta actitud filosófica fue sustituida en el medioevo por la 
predominancia de creencias religiosas, que se fueron desvaneciendo con el 
Renacimiento. 

En la edad moderna se comienza a hablar de ciencia y aparecen las co-
rrientes de pensamiento como el racionalismo o el empirismo, que ya sea 
por medio de la razón o de la experiencia, exigirán pruebas de la verdad. 
Posteriormente, el positivismo tenderá a reducirla a información cuantitativa, 
manejable con métodos lógico-matemáticos y, actualmente, las evidencias 
suelen identificarse con resultados de la aplicación de modelos y pruebas es-
tadísticas sólidas, que pueden gozar de altos niveles de probabilidad, pero no 
son indiscutibles, lo que se ha hecho desde el constructivismo y el pluralismo.

En la comunicación de la evaluación de las políticas públicas, ese sentido 
probabilístico no suele aclararse, a veces incluso, “evidencia” se usa en un 
lenguaje que induce a confundirla con la certeza plena, ejerciendo de esa 
manera una presión cultural que inhibe la emisión de cuestionamientos (Car-
dozo, 2020).

Varios son los enfoques disciplinarios desde los que es posible cuestio-
nar este uso de “evidencia” en la comunicación: a) desde la lingüística, con 
autores como Chomsky (1992) y De Saussure (2008), que han estudiado la 
relación entre creencias, evidencias y verdades; b) desde el relativismo epis-
temológico, Feyerabend (1975) entre otros; c) desde la lógica del poder, con 
los trabajos de Foucault (1996); d) desde el análisis de políticas y su evalua-
ción, en el que nos interesa profundizar en este artículo.
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Para Majone la evidencia en el análisis de políticas requiere grandes can-
tidades de datos, pero su confiabilidad y significación son dudosas. Discute 
el empleo de modelos diseñados para formular políticas, tratando de emular 
el éxito de las ciencias “duras”. Considera que se brindan los resultados de 
un modelo cuyos supuestos y funcionamiento desconocemos y asumimos sus 
productos como “hechos”, ya que no podemos verificarlos, por lo que debe-
rían constituir sólo un elemento más a utilizar en un argumento, junto con 
otros datos e información. Las inferencias realizadas a partir de los datos no 
suelen someterse a ningún tipo de escrutinio, con lo cual se transforman en 
actos de fe, como sucede en las religiones, lo que nos recuerda la posición de 
Feyerabend respecto de la ciencia.

Majone sostiene que el analista difiere mucho del científico, supuestamen-
te neutral según la tradición positivista; pero, el analista es un productor de 
argumentos para persuadir al decisor en favor o en contra de una política. La 
evidencia no es un dato ni de una información, es “información seleccionada 
e introducida en un punto específico del argumento para persuadir a un audito-
rio particular de la verdad o falsedad de un enunciado tácito” (Majone, 1992: 
356). En el mismo sentido, Shore sostiene que las políticas son “ambiguas y 
polisémicas, tienen múltiples significados que no pueden ser siempre especi-
ficados con precisión científica” (Shore, 2010; 34). Con estos planteamientos 
reaparece la importancia del lenguaje en torno de las evidencias, como señala 
Reygadas: “Su aporte es decisivo con respecto al debate político, la negocia-
ción, la construcción de consensos ciudadanos y la comprensión de una de las 
operaciones fundamentales que construyen nuestra conciencia por medio del 
lenguaje, la emoción y la intuición: argumentar” (Reygadas, 2009: 9). 

En América Latina, evidence aparece emparentada con el positivismo 
predominante en el desarrollo de evaluaciones, con avances importantes en 
Colombia, México y Chile, donde prácticamente no se hace mención a las 
alternativas teóricas presentes en Europa, principalmente el constructivismo. 

Las diferencias relevantes entre la tendencia positivista latinoamericana y 
los contados ejemplos alternativos de evaluación (por ej. en el gobierno de la 
Ciudad de México), se sintetizan en el cuadro 1.
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Cuadro 1: Enfoques de la evaluación: principales características

Énfasis positivista Énfasis constructivista
Trata de descubrir una verdad única y 
objetiva

Considera que existen múltiples y subjeti-
vas verdades 

Utiliza un método “científico”, similar 
al de las ciencias físico-naturales

Emplea métodos diversos de las ciencias 
sociales

Considera que todos los programas de-
ben evaluarse de la misma forma (es-
tandarización)

Propone que cada evaluación debe cons-
truirse en función de las características 
específicas de su objeto

Reconoce a los estudios experimenta-
les como el método más riguroso de 
medición de evaluaciones de impacto

Utiliza métodos diversos de medición y 
explicación del impacto

Valora la cuantificación (medidas y 
pruebas) muy por encima de la infor-
mación cualitativa

Reconoce la contribución tanto de los mé-
todos cuantitativos como de los cualitati-
vos.

Promueve la realización de trabajos 
por expertos, reduciendo el papel de la 
participación social.

Realiza trabajos especializados, pero pro-
mueve la participación social.

Prioriza el análisis disciplinario, de 
corte económico.

Enfatiza la necesidad de contar con equi-
pos interdisciplinarios, integrados en fun-
ción de las necesidades del objeto a eva-
luar.

Fuente: Cardozo, Myriam, 2020

Preocupaciones similares en torno de las evaluaciones en el entorno mexicano 
podemos encontrar en Bracho (2010). Retoma el trabajo de Simons (2004), 
que señala que las políticas ya han sido clasificadas en varios tipos en función 
del uso que hacen de la evidencia; entre ellos, hay uno referido a las políticas 
moldeadas y basadas en evidencia intencionalmente buscada, relativa a re-
laciones causales entre los propósitos buscados, las opciones de acción y los 
resultados, que ha generado el enfoque ampliamente difundido como Eviden-
ce-based policy o Políticas basadas en Evidencia (pbe). Bracho lo considera 
“un tipo de política pública basada en investigación, que aplica procedimien-
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tos rigurosos y sistemáticos para la recolección de datos y se preocupa por la 
transformación de estos en conocimiento formal de carácter utilizable para 
la toma de decisiones”. Finalmente, señala la PBE como “un instrumento de 
negociación y cabildeo que permita informar a los tomadores de decisión de 
sus efectos, resultados e impactos, haciéndola más sensible a las necesidades 
de sus usuarios” (Bracho, 2010: 307 y 311).

Una rápida revisión en Internet de la evaluación de hoy nos mostrará fácil-
mente la difusión alcanzada por la PBE en los más diversos países, incluidos 
los latinoamericanos: Reino Unido, España, Australia, Nueva Zelanda, EUA, 
y también Colombia, Perú, Ecuador, Chile, Argentina o México. En éste, el 
discurso de la evidencia ha sido ampliamente desarrollado, a nivel federal 
desde el Coneval, especialmente en referencia a la evaluación de impacto, y 
asumido sin mayor discusión por la mayoría de los órganos estatales y de los 
profesionales de la evaluación. (Cardozo, 2020). 

Reflexiones finales 

A continuación, se sintetizan los hallazgos de este trabajo y se les acompaña 
de algunas reflexiones:

Casi en ningún país, las recomendaciones basadas en evaluaciones de ca-
lidad son tan utilizadas como sería deseable que lo fueran. Sin embargo, se 
ha desarrollado todo un enfoque (pbe) que busca fundamentar las políticas en 
los resultados de las evaluaciones, especialmente los generados en modelos y 
pruebas econométricas y estadísticas que, si bien no implican certeza plena, 
son considerados como evidencias.

Los factores que impiden esta utilización son muy variados: van desde 
contextos político-culturales adversos hasta la falta de incentivos, pasando 
por su forma de comunicación. En esta última, muchos utilizan el término 
“evidencia” como sinónimo de datos, información, pruebas, probabilidad, ar-
gumentos, entre otros; convirtiéndolo en un término del que se abusa sin de-
finirlo. En realidad, las conclusiones de las evaluaciones nunca son evidentes 
en el sentido de ofrecer información cierta, verdadera y suficiente, que pueda 
expresarse en un juicio por todos compartido, lo que contribuye a su limitada 
utilización. Sus conclusiones no son categóricas, muestran algunos aspectos 
positivos y otros negativos, que es necesario balancear. Los últimos justifican 
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el trabajo evaluativo al permitir identificar problemas y proponer soluciones 
que lleven a mejorar el objeto evaluado. 

Pero las evaluaciones también suelen discutirse en función del enfoque 
teórico asumido (principalmente positivista o constructivista) o los métodos 
y técnicas aplicados. En América Latina, evidence aparece emparentada con 
el positivismo predominante en el desarrollo de evaluaciones, con avances 
importantes en Colombia, México y Chile, donde prácticamente no se hace 
mención a las alternativas teóricas presentes en Europa, principalmente el 
constructivismo.

La evaluación de políticas y programas públicos ha tomado frente a evi-
dence dos actitudes distintas. Desde la aproximación positivista, se trata de 
convencer de la superioridad de su modelo y de la conveniencia de aplicarlo, 
Su enfoque no se discute en nuestra región, prácticamente no se conoce otro, 
a pesar que se le han señalado fallas importantes como la falta de explicación 
de los resultados, simplemente medidos (Banco Mundial 2004) y, que desde 
la academia, existen intentos por desmitificarlo (Roth, 2009; García y Cardo-
zo, 2017). En el caso federal mexicano, evidence se ha identificado con datos 
confiables y robustos, tratamiento técnico riguroso y medición de impacto 
experimental o cuasiexperimental.

Para quienes asumen una actitud crítica y constructivista de evaluación, 
casi inexistente en los gobiernos de América Latina y con poca presencia en 
sus trabajos académicos, se apegan al relativismo filosófico que en ciencias 
sociales fue impulsado por los trabajos relativistas de Kuhn, Lakatos y Feye-
rabend. A estos trabajos se agregan los estudios sobre el papel del lenguaje, 
la argumentación o el discurso del poder, retomados en las políticas públicas. 
En consecuencia, su concepto de “evidencia” se aproxima a un argumento 
basado en información estadística seleccionada y uso del poder, que movili-
za valores y emociones, con objetivo de persuadir a otros, en un contexto le-
gal, institucional, económico y social particular. En otras palabras, la eviden-
cia podría considerarse el efecto conjunto de datos, pruebas, argumentos y 
emociones que coinciden en señalar un desempeño similar de una política o 
programa, dentro de un discurso y en un contexto de poder (Cardozo, 2020). 

Como hemos podido ver, las políticas públicas para ser efectivas, requie-
ren de un lenguaje adecuado, que comunique y persuada de su conveniencia, 
transmitiendo su alcance con precisión y evitando confundir al lector.
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COMPRENDIENDO EL NIVEL DE USO  
DE LAS EVALUACIONES DE POLÍTICAS PÚBLICAS

Alejandro Navarro Arredondo*

Introducción

Desde hace tiempo, diversas organizaciones (públicas, privadas y sociales) 
participan activamente en procesos de evaluación. Sus motivos son, entre 
otros, generar evidencia para una adecuada toma de decisiones, promover la 
transparencia y la rendición de cuentas en sus actividades, fomentar los proce-
sos de aprendizaje y facilitar la comunicación de los resultados de sus activi-
dades con las partes interesadas en el funcionamiento de tales organizaciones. 
Así, aunque muchas de ellas han desarrollado estándares para garantizar la 
calidad de sus procesos de evaluación, existen dudas acerca de sí se utilizan, 
o no, los resultados de esos procesos de evaluación. Incluso, en entornos con 
procesos institucionalizados de evaluación, a menudo, no hay claridad sobre 
cómo se usan los resultados de dichos procesos de evaluación. 

En otras palabras, frecuentemente ocurre un “desperdicio de investigación/
evaluación” (Oliver y Boaz, 2019), este término se refiere a la situación en la 
cual los resultados de la evaluación no son tomados en cuenta por los toma-

*	 Profesor-investigador del Departamento de Política y Cultura, Universidad Autónoma 
Metropolitana, Unidad Xochimilco, correo electrónico: anavarroa@correo.xoc.uam.mx 
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dores de decisiones, o no brindan conocimientos útiles, o no se utilizan para 
modificar el diseño e implementación de las acciones emprendidas. El des-
perdicio de los resultados de la evaluación puede provocar que se malgasten 
grandes cantidades de recursos públicos (Grainger et al., 2020). 

En ese tenor, cuando se intenta comprender el nivel de uso de los resul-
tados de las evaluaciones, se pueden descubrir varios factores, obstáculos y 
barreras que contribuyen a ello. Sin embargo, gran parte de esa evidencia es 
de naturaleza anecdótica. Se trata de comentarios u opiniones de personas fa-
miliarizadas con las tareas de evaluación, que proporcionan su punto de vista 
sobre las razones por las cuales no se utilizan esos resultados. Así, aunque el 
material anecdótico podría ser de cierta utilidad, es difícil extraer evidencia 
conclusiva sobre este fenómeno. Por lo anterior, en este artículo se recurre a 
la teoría existente sobre evaluación de políticas públicas como guía de análi-
sis para comprender el nivel de uso de los resultados de la evaluación. 

En ese sentido, en un primer apartado de este artículo se presenta la meto-
dología de análisis. Al respecto, se ofrece una revisión de la literatura sobre los 
procesos de evaluación de políticas públicas. Con esta revisión se intenta iden-
tificar las condiciones que, potencialmente, podrían fomentar o inhibir el uso de 
los resultados de la evaluación. Para ello, se tomarán como referencia algunos 
modelos conceptuales sobre el uso de las evaluaciones. A partir de lo anterior, 
en un segundo apartado, se revisarán ejercicios de evaluación en diversos secto-
res y organizaciones; se intentará abordar una variedad de entornos e identificar 
qué factores facilitaron o fueron perjudiciales para el uso de los resultados de la 
evaluación. Finalmente, se presentan las conclusiones de este estudio.

Metodología de análisis sobre los usos  
de la evaluación de políticas públicas

Como punto de partida para llevar a cabo este análisis, se examinó una de 
las principales obras en el campo del uso de los resultados de la evaluación 
(Patton, 1978). El argumento clave de esta obra es: para que las evaluaciones 
sean útiles, lo primero que se debe hacer es asegurar el uso previsto por los 
usuarios de los resultados de la evaluación. Patton (1978) hace hincapié en 
tomar en cuenta por qué se está haciendo una evaluación y pensar en las per-
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sonas que utilizarán los resultados de dicha evaluación. Esto influye en cómo 
se diseña el proceso de evaluación, en cómo los usuarios participan de este 
proceso, así como en la forma de tomar decisiones sobre las metodologías y la 
comunicación de los hallazgos de la evaluación.

El libro de Patton (1978) propone un esquema para asegurar que una eva-
luación sea de utilidad para los usuarios. Sugiere, por ejemplo, que las eva-
luaciones deben planificarse y realizarse de manera que posibiliten el uso de 
los hallazgos para mejorar el desempeño de las políticas públicas evaluadas. 
Así, en primer lugar, los principales usuarios de la evaluación deben estar 
claramente identificados. En segundo lugar, los evaluadores deben asegurarse 
de que los usos previstos por parte de los usuarios guíen todas las decisiones 
que se tomen sobre el proceso de evaluación. Patton (1978) sostiene que es 
más probable que los usuarios utilicen las evaluaciones si comprenden y se 
sienten dueños del proceso de evaluación. En ese sentido, al involucrar acti-
vamente a los usuarios, el evaluador está facilitando el uso de los resultados 
de la evaluación. 

El marco conceptual y la serie de pasos desarrollados por Patton (1978) 
sirven como punto de partida para la discusión sobre el tema del uso de las 
evaluaciones. Según este autor, no existe solo un camino para asegurar que 
los resultados de la evaluación sean utilizados, cada situación es diferente y 
la ruta para promover el uso de la evaluación debe ser específica para cada si-
tuación. En el cuadro 1 se presentan los pasos recomendados por Patton para 
asegurar el uso de los resultados de la evaluación, los cuales han cambiado a 
lo largo de las diferentes ediciones de su libro.

Cuadro 1. Evolución de los pasos desarrollados por Michael Quinn 
Patton para asegurar el uso de los resultados de la evaluación

5 pasos 12 pasos 17 pasos

Paso 1. Identificar a los 
principales usuarios del 
informe de evaluación

Paso 1. Evaluación 
de la preparación del 
proyecto.

Paso 1. Desarrollar el programa 
y la preparación para la evalua-
ción centrada en la utilización.

Paso 2. Adquirir un com-
promiso con el enfoque 
de evaluación centrada 
en la utilización

Paso 2. Evaluación 
de la preparación y la 
capacidad del evalua-
dor.

Paso 2. Evaluar y mejorar las 
competencias del evaluador 
para realizar una evaluación 
centrada en la utilización.
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5 pasos 12 pasos 17 pasos

Paso 3. Decidir las opcio-
nes de evaluación.

Paso 3. Identificar a 
los principales usua-
rios del informe de 
evaluación

Paso 3. Identificar, organizar 
e involucrar a los principales 
usuarios previstos.

Paso 4. Analizar e inter-
pretar los hallazgos y lle-
gar a conclusiones.

Paso 4. Análisis de la 
situación.

Paso 4. Realizar un análisis de 
la situación con los principales 
usuarios del informe de evalua-
ción

Paso 5. Difundir los re-
sultados de la evaluación.

Paso 5. Identificación 
de los usos principa-
les de la evaluación.

Paso 5. Identificar los usos prin-
cipales previstos, estableciendo 
los propósitos prioritarios de la 
evaluación.

Paso 6. Centrarse en 
la evaluación.

Paso 6. Considerar e incorporar 
los usos previstos al proceso de 
evaluación.

Paso 7. Diseño de la 
evaluación.

Paso 7. Enfocar las preguntas 
de evaluación prioritarias.

Paso 8. Simular el uso 
de los hallazgos de la 
evaluación.

Paso 8. Verificar que las áreas 
fundamentales para la evalua-
ción se aborden adecuadamen-
te.

Paso 9. Recolección 
de datos.

Paso 9. Determinar qué mode-
lo de intervención o teoría del 
cambio se utilizará para la eva-
luación.

Paso 10. Análisis de 
datos.

Paso 10. Negociar métodos 
apropiados para generar hallaz-
gos creíbles y respaldar el uso 
previsto por los usuarios.
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5 pasos 12 pasos 17 pasos

Paso 11. Facilitar el 
uso de la evaluación.

Paso 11. Asegurarse de que los 
usuarios comprendan las posi-
bles controversias sobre los mé-
todos y sus implicaciones.

Paso 12. Metaevalua-
ción.

Paso 12. Simular el uso de los 
hallazgos de la evaluación.

Paso 13. Reunir los datos con 
atención continua para usarlos.

Paso 14. Organizar y presentar 
los datos para que los utilicen 
los principales usuarios.

Paso 15. Preparar un informe 
de evaluación para facilitar su 
uso y difundir hallazgos impor-
tantes 

Paso 16. Realizar un segui-
miento con los usuarios princi-
pales para facilitar y mejorar el 
uso de la evaluación.

Paso 17. Metaevaluación del 
uso: Sea responsable, aprenda 
y mejore.

Fuente: Elaboración propia con base en Patton (1978, 1998 y 2008).

Patton (1998), confesó que sus expectativas no se habían cumplido ya que en 
los últimos 10 años la utilización de la evaluación no había avanzado. No obs-
tante, los conceptos de Patton (1998) se han desarrollado aún más y muchos 
otros autores han contribuido a generar más ideas para promover un mayor 
uso de los resultados de la evaluación. Todos ellos han contribuido a la impor-
tante noción de la utilización de los resultados de la evaluación, pero sin duda 
un trabajo que se distingue en esta materia es el de Weiss (1979), que fue otra 
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de las primeras investigadoras en preguntarse qué significa utilizar los resul-
tados de una evaluación. Esta autora distinguió varias formas o modelos en 
los que generalmente se utilizan los resultados de una evaluación, entre ellos 
el “modelo de resolución de problemas”, donde los resultados de un estudio, 
o los hallazgos y recomendaciones de una evaluación, se usan para mejorar 
la toma de decisiones. Weiss (1979) también identificó el “modelo de conoci-
miento”, que ayuda a aprender de la experiencia o extraer lecciones sobre la 
implementación de políticas públicas. 

Posteriormente, Weiss (1998) propuso denominar al primero de estos mo-
delos como “modelo instrumental” y al segundo como “modelo de aprendi-
zaje”. Algunos autores, como Boswell (2008), Schwarz (2006) y Schrefler 
(2010) también introdujeron otro tipo de formas o modelos para distinguir 
cómo se usan los resultados de la evaluación, entre ellos proponen los siguien-
tes: el “modelo simbólico o de ritual”, para describir cómo ciertos procesos de 
evaluación sistemática, en determinados intervalos u ocasiones, sirven para 
legitimar decisiones ya tomadas o no parecen tener un propósito claro; así 
como el “modelo estratégico o táctico”, donde la evaluación contribuye a 
identificar las fortalezas y debilidades de ciertos cursos de acción. 

En síntesis, dentro de esta breve revisión de la literatura se pudieron iden-
tificar los siguientes modelos para el uso de los resultados de la evaluación de 
políticas públicas: 

•	 Simbólico o de ritual: para legitimar decisiones o justificar el uso de 
recursos públicos

•	 Aprendizaje: para aprender de la experiencia o extraer lecciones sobre 
la implementación de políticas públicas.

•	 Instrumental: proporcionar a los tomadores de decisiones, o al públi-
co, información sobre cómo funcionan las políticas públicas y con qué 
efecto.65

65	 Se concibe al modelo instrumental como aquel que posibilita un uso de los resultados 
de la evaluación para mejorar las decisiones políticas (Ledermann, 2012), independien-
temente de si ocurre o no dicha mejora en la toma de decisiones. A nuestro entender, los 
resultados de la evaluación no implican necesariamente un cambio real en la política, 
pero el conocimiento obtenido de la evaluación debería, como mínimo, informar la toma 
de decisiones sobre esa política.
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•	 Estratégico o táctico: para aprovechar oportunidades y mejorar la plani-
ficación de cursos de acción.66

Gracias a la identificación de esta tipología de usos de la evaluación, se llevó 
a cabo una revisión de la literatura para descubrir cuáles de esos tipos de uso 
aparecen con más frecuencia en los procesos de evaluación. Al respecto, San-
dison (2005) señala que es importante darse cuenta de que hay muchos tipos 
de uso, pero que resulta más conveniente centrarse en los factores que influ-
yen en el uso de las evaluaciones, en lugar de centrarse en los diferentes tipos 
o modelos de uso. Para esta autora, es común que solo el uso instrumental y 
directo de los hallazgos y recomendaciones se considere como el más adecua-
do, pero al hacerlo se está fallando en reconocer las muchas dimensiones de 
la utilización de la evaluación, por lo que el uso indirecto de las evaluaciones, 
incluidos el uso de procesos y el uso acumulativo, deben valorarse de manera 
más explícita.

En virtud de ello, se aprovechó dicha revisión de la literatura también para 
identificar los factores que influyen en el nivel de uso de los resultados de la 
evaluación. Lo anterior, a través de un análisis sistemático de una parte im-
portante de la producción científica sobre el tema de evaluación de políticas 
públicas. En primer lugar, se realizó una búsqueda exhaustiva en el buscador 
Google Académico, utilizando palabras clave como “uso de evaluación” o 
“utilización de evaluaciones”. Se identificaron y seleccionaron aquellos artí-
culos y libros frecuentemente citados en el tema de los usos de la evaluación. 
En segundo lugar, en estos textos, se reconoció qué fuentes se citaron y, a su 
vez, se consultaron las fuentes de dichas fuentes (método Bola de nieve). En 
tercer lugar, se procesó toda la información recopilada creando categorías de 
análisis para identificar los factores que se relacionan con el nivel de uso de 
las evaluaciones, sobre todo en organizaciones del sector público. El cuadro 
2 contiene el resultado de dicho análisis. En ella, se especifican las categorías 
y las variables del análisis, así como la fuente de donde se extrajo la infor-
mación y el tipo o modelo identificado para el uso de los resultados de la 
evaluación.

66	 Se considera que hay un uso estratégico de la evaluación cuando ésta influye signifi-
cativamente en al menos una decisión política importante. Tales decisiones de política 
pueden referirse a la terminación o continuación de la política; así como a un importante 
cambio estratégico en la política con consecuencias a nivel operativo o un cambio impor-
tante en su financiamiento (Leviton y Hughes, 1981).
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Como se puede observar en la cuadro 2, en la cuarta columna, se identifi-
can los modelos más frecuentes para el uso de los resultados de la evaluación. 
También se incluyen los factores (segunda columna) que tienen una relación 
negativa (obstáculo) o positiva (facilitador) con el uso de los resultados de la 
evaluación. Se agruparon los factores en varias dimensiones, conservando lo 
más posible las categorías utilizadas para la revisión de la literatura. Como 
tal, se distinguen entre factores que conciernen al contexto político; momento 
de la evaluación; la interacción entre evaluadores y formuladores de políticas; 
atributos clave de la evaluación/informe; características del evaluador; carac-
terísticas de los formuladores de políticas y características de la organización 
pública que encargó la evaluación de sus políticas.

Resultados del análisis 

El análisis destaca que muchos usos de los resultados de los procesos de eva-
luación coexisten y se combinan. De hecho, algunas evaluaciones tuvieron 
múltiples usos. La combinación más frecuente en cuanto a los usos de la eva-
luación es la de “instrumental y aprendizaje”, aunque también se combinan 
los usos “instrumental y estratégico”, así como “instrumental y simbólico”. 
Analizando cada modelo en lo individual, es evidente que el uso instrumental 
es el más generalizado, seguido de cerca por el modelo de aprendizaje. Así, 
dentro de la revisión de la literatura realizada, los modelos estratégico y sim-
bólico de la evaluación de políticas fueron menos frecuentes. 

En total, el denominado “modelo instrumental” (donde los hallazgos y re-
comendaciones de una evaluación se usan para mejorar la toma de decisiones) 
aparece mencionado en 28 ocasiones. Por su parte, el modelo de aprendizaje 
(que ayuda a aprender de la experiencia) fue mencionado en 23 ocasiones. Le 
sigue en orden de importancia el modelo estratégico con 11 menciones. Final-
mente, está el modelo simbólico con sólo 8 menciones (Gráfica 1).
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Gráfica 1. Tipos de uso de los resultados de la evaluación identificados 
en la revisión de la literatura

Fuente: Elaboración propia con base en la revisión de la literatura sobre el uso de los resul-
tados de la evaluación.

Por otra parte, cuando se intentaron identificar los factores que pueden facili-
tar o ser perjudiciales para el uso de la evaluación, nuestra revisión de la lite-
ratura encontró 25 factores, que se agruparon en siete categorías: 1) el contex-
to; 2) el momento de la evaluación político; 3) la interacción entre evaluadores 
y formuladores de políticas; 4) los atributos clave de la evaluación/informe; 
5) las características del evaluador; 6) las características de los formuladores 
de políticas y 7) las características de la organización pública que encargó la 
evaluación de sus políticas. 

En ese sentido, como resultado de esta revisión de la literatura se encontró 
que la interacción entre evaluadores y formuladores de políticas, así como 
los atributos clave del informe de evaluación, parecen desempeñar un papel 
importante en el uso de los resultados de la evaluación. La posibilidad de que 
exista una mayor participación de los formuladores de la política en los pro-
cesos de evaluación y los contactos frecuentes (cara a cara) entre evaluador 
y formulador de políticas, ya sea para discutir de los hallazgos (antes de la 
publicación final del informe) o para escuchar la opinión de las partes inte-
resadas, son factores que han facilitado el uso de los resultados de la evalua-
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ción (Marra, 2004; Preskill, Zuckerman y Matthews, 2003; Marsh y Glassick, 
1988; Greene, 1988).

En tanto, otros factores relacionados con el contexto político, como un 
alto nivel de conflicto sobre el tema de la evaluación o de presión política 
(Ledermann, 2012), se identificaron como elementos que inhiben el uso de 
la información derivada de los procesos de evaluación. En otras palabras, las 
circunstancias políticas a nivel de la organización o del contexto político en 
general (es decir, la micro y la macro política) juegan un papel importante en 
el nivel de uso de los resultados de la evaluación. Incluso, ciertas circunstan-
cias políticas pueden limitar el uso de una evaluación, por ejemplo, las polí-
ticas de austeridad, que fomentan la cancelación completa o de alguno de los 
componentes de ciertas políticas públicas.

Uno de los factores que promueven el uso de los resultados de la evalua-
ción y que se identificó en los estudios revisados, es que los procesos de eva-
luación aborden adecuadamente las necesidades de información o las lagunas 
de conocimiento que se requieren para mejorar la toma de decisiones; sobre 
todo cuando se enfrentan decisiones políticas difíciles (por ejemplo, deci-
siones presupuestarias o reestructuraciones). En ese sentido, factores como 
la alta calidad de la evaluación, o que ésta se fundamente en evidencia y/o 
en teorías robustas puede generar que los funcionarios públicos tomen con 
mucha seriedad los resultados de la evaluación (Leviton y Hughes, 1981; 
Johnson et al., 2009; Sanderson, 2002; Coryn et al., 2011; Widmer y Neuens-
chwander, 2004; Forss, Cracknell y Samset, 1994).

También, entre los factores relacionados directamente con un mayor uso 
de la evaluación, se encuentran las características del evaluador o formula-
dor de políticas, por ejemplo, la experiencia y la reputación del evaluador se 
menciona varias veces dentro de la literatura revisada. Lo mismo ocurre con 
algunos rasgos del formulador de políticas (por ejemplo, que considere a las 
evaluaciones como un elemento útil para mejorar el desempeño de la política 
o que muestre un interés explícito en el proceso de evaluación). Obviamente, 
aunque estos elementos no se consideran una condición necesaria para el uso 
de la evaluación parecen generar mayor incidencia de los resultados de la 
evaluación en la toma de decisiones (Alkin et al., 1985; Patton et al., 1977; 
Johnson et al., 2009; Shulha y Cousins, 1997; Preskill, Zuckerman, y Mat-
thews, 2003; Balthasar, 2006).
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Por último, en cuanto a las características de la organización pública 
que encargó la evaluación, también se advirtió que cuando existe en dicha 
organización una cultura de comunicación de los resultados, ésta influye 
positivamente en el uso de la evaluación. Al respecto, se observa que las 
recomendaciones detalladas para cada unidad o subárea de la organización 
facilitan el uso de los resultados de la evaluación. Lo mismo ocurre cuando 
se estimula explícitamente la mejora en la toma de decisiones de la organi-
zación (Hodges y Hernández, 1999; Turnbull, 1999; Preskill, Zuckerman y 
Matthews, 2003).

Reflexiones finales

En la literatura sobre evaluación de políticas públicas se pueden identificar 
diversos facilitadores y obstáculos para el uso de la evaluación. Se puede 
suponer, sin embargo, que tales facilitadores u obstáculos no tienen el mismo 
peso e importancia en todos los contextos y en todo tipo de organizaciones. 
Como sugirió Weiss (1998), tampoco se debe esperar un efecto directo o in-
mediato en la toma de decisiones (modelo instrumental) de todos los ejerci-
cios de evaluación que se lleven a cabo. No obstante, lo que es cierto, es que 
los procesos de evaluación contribuyen a una toma de decisiones informada, 
así como a mejorar los recursos cognitivos en las organizaciones. Por ello, las 
evaluaciones pueden influir en el comportamiento de los tomadores de deci-
siones, incluso si el uso de sus resultados es limitado. 

En ese sentido, el análisis aquí mostrado representa tan sólo un primer 
esfuerzo de identificación y sistematización de los factores que pudieran fo-
mentar o inhibir el uso de los resultados de la evaluación. Como tal, es sus-
ceptible de mejorar y proponer nuevas formas de examinar este fenómeno. 
Futuras investigaciones podrían profundizar en la exploración de estos fac-
tores o, inclusive, la identificación de otros. También deberán de tomar en 
cuenta las constelaciones específicas de actores dentro de las organizaciones 
que influyen en el nivel de uso de la evaluación. Además, el análisis de los 
procedimientos dentro de las organizaciones encargadas de las evaluaciones 
igualmente merece un examen más detenido. 
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USO Y COMUNICACIÓN DE RESULTADOS PARA  
EL CAMBIO SOCIAL DESDE LA EVALUACIÓN 

Emma Lucía Rotondo*

Introducción

La evaluación es una transdisciplina de las ciencias sociales cuya orientación 
primaria es, y continúa siendo, obtener criterios o referentes para elaborar 
juicios de valor sobre los beneficios logrados versus el dinero desembolsado. 
Considerándola como transdisciplina, una de las definiciones de evaluación 
afirma que es: 

El uso de procedimientos de las ciencias sociales para investigar de ma-
nera sistemática la efectividad de un programa o intervención social que es 
adaptado a su ambiente político y organizacional y diseñado para informar 
sobre la acción social en términos de mejora de las condiciones sociales (Ros-
si et al., 2004: 4). 

Destaco de esta definición el aspecto de transdisciplina que es adaptada 
para informar en términos de mejora de las condiciones sociales. Lo cual nos 
indica lo singular que resulta cada investigación evaluativa y lo fundamental 

*	 Consejera en Logoterapia y Análisis Existencial y Consultora en Monitoreo y Evalua-
ción de Perú, correo electrónico: emma.rotondo@gmail.com 



Emma Lucía Rotondo254

que resulta adecuarse al contexto. En esa línea, Owen et al. (1999) añaden 
que la evaluación siempre debe cubrir las necesidades de los grupos y perso-
nas usuarias de la misma. 

Actualmente, se considera a la evaluación como una herramienta estraté-
gica para la toma de decisiones pública, no solo de directivos o funcionarios 
sino de la sociedad, puesto que contribuye a la efectividad de una interven-
ción para el desarrollo (aprendizaje) y no sólo para reportar e informar (rendi-
ción de cuentas) a la ciudadanía, donantes o instituciones financieras (Patton, 
1997). De esta manera se da un cambio fundamental de reportar a usar respec-
to al rol de la evaluación, por parte de varios grupos de actores. Este nuevo 
enfoque trae entonces la idea que la evaluación es un proceso de aprendizaje y 
de enseñanza en el que las diferentes posiciones y valores son expuestos para 
adoptar recomendaciones. No obstante, estos enfoques no están ampliamente 
difundidos sobre todo en los centros de formación académica.

Lo fundamental es que las diferentes definiciones de evaluación muestran 
las consecuencias sobre su uso social para obtener opciones de cursos a seguir 
y resolver problemas que afectan a la población, sean intervenciones públicas 
o privadas. 

La evaluación es, por tanto, una transdisciplina que busca aportar al apren-
dizaje social, al uso de sus resultados para el cambio social. Se resalta el uso 
de la evaluación para mejorar la acción efectiva de una intervención con fines 
de transformación, así como para informar y tomar decisiones a futuro. Este 
trabajo busca argumentar que esta definición de evaluación coadyuva al uso 
de sus resultados como aprendizaje social aprovechándose la oportunidad de 
alinearse con el impacto deseado.

Rol y usos de la evaluación 

La evaluación actual se caracteriza por la transparencia, la responsabilidad 
ejecutiva, el uso de múltiples métodos y la incorporación de los conocimien-
tos, perspectivas y valores de todos los interesados. Tres aspectos de los nue-
vos enfoques de evaluación que destacamos: (a) el pluralismo; (b) la utiliza-
ción por parte de múltiples actores; y (c) el empoderamiento y aprendizaje.
(a) El pluralismo: actualmente la evaluación otorga valor al pluralismo y no 

sólo en el juicio del evaluador(a). Por ejemplo, no tiene sentido evaluar 
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los objetivos si no se asume explícitamente que los objetivos sean acor-
dados por todos y se abre la puerta a la consideración valorativa de las 
diferencias (Guba y Lincoln, 1987). Con ello la evaluación debe incluir 
la dimensión política que prevalece entre los involucrados y se convierte 
en un acto político y a la vez como un proceso de investigación. Al abrir 
la puerta al pluralismo, la nueva evaluación introduce la negociación del 
proceso y de los productos. Desde que admite el valor del pluralismo los 
juicios sólo pueden ser alcanzados a través de la negociación y su base 
es colaboración entre los involucrados de la evaluación, es decir, con el 
control en manos de la audiencia, continuamente a lo largo del proceso. 
Este nuevo enfoque trae entonces la idea que la evaluación es un proceso 
de aprendizaje y de enseñanza en el que las diferentes posiciones y valores 
son expuestos.

(b) La utilización de los resultados: junto con el pluralismo, la evaluación 
se centra en la utilización que tiene como objetivo asegurar que los re-
sultados se utilicen de manera productiva para la toma de decisiones y el 
aprendizaje. Requiere reunir a los involucrados que quieran saber algo o 
que puedan y deseen utilizar la información La estrategia de evaluación 
con enfoque de utilización moviliza los intereses individuales, así como 
los intereses de los grupos u organizaciones para actuar con respecto a la 
información obtenida en la evaluación. Un principio de la “evaluación 
basada en la utilización” es que los usuarios previstos de toda evaluación 
serán más proclives a apropiarse y a usar sistemáticamente sus resulta-
dos si entienden el proceso que siguió su ejecución y los hallazgos que 
se obtuvieron, hecho que sólo es posible con la participación activa de 
dichos usuarios a lo largo del proceso de evaluación (Patton, 2004). Una 
evaluación enfocada en el uso es necesariamente una evaluación partici-
pativa, que implica la implementación de las acciones necesarias para que 
los actores incorporen las recomendaciones, difundan los aprendizajes e 
institucionalicen los cambios.

(c) El empoderamiento y el aprendizaje: desde el punto de vista del empode-
ramiento, la actividad de evaluación es un proceso de mejoramiento en el 
cual los interesados aprenden a evaluar constantemente su progreso hacia 
metas determinadas por ellos mismos y a reorientar sus planes y estrate-
gias según los resultados de un proceso continuo de evaluación. Mediante 
la participación se empodera a las personas y comunidades a través de la 
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adquisición de habilidades, conocimiento y experiencia, que conducen a 
mayor autonomía y autodeterminación. 

Preskill y Russ-Eft (2005) destacan el aporte de Cronbach (1916-2001) ‒una 
de las más importantes figuras que influyó sobre la evaluación‒ quien expre-
só que la evaluación tiene que ver con el aprendizaje y que el punto focal del 
aprendizaje ocurre asociado a la comunicación del conocimiento generado 
por la evaluación para el uso y utilidad por parte de grupos de actores in-
volucrados. Lo fundamental, indican las autoras, es que usuarios y usuarias 
juegan un rol crítico en el proceso evaluativo siendo su rol primario el darse 
sentido a las sugerencias y planteamientos a través de la interpretación grupal, 
la comprensión y darle coherencia a la experiencia vivida en el marco de un 
proyecto o programa. Proporcionar un contexto social para la interpretación 
de los resultados de la evaluación es un ejemplo de cómo el aprendizaje en 
grupo puede apoyar el uso de la evaluación.

La importancia del aprendizaje en la evaluación hace que quienes utilicen 
las recomendaciones y las enseñanzas de la misma deben participar también 
en el proceso de elaboración de las recomendaciones (Torres et al, 2005). La 
evaluación debe facilitar la asociación, los debates abiertos y el aprendizaje 
entre los principales interesados. Aprender juntos no sólo servirá para aumen-
tar la calidad y la pertinencia de las evaluaciones, sino que además promoverá 
la identificación y el compromiso con el consiguiente incremento de la tasa de 
adopción del producto.

Siguiendo a estos autores, podemos afirmar que la evaluación representa 
abrir oportunidades para la reflexión y el descubrimiento de lo que funcio-
na o no para lograr el impacto deseado; y, sobre todo especificar el por qué 
(aprendizajes) son capaces de presentar buenas prácticas para la posibilidad 
de replicarlos, adaptándolos a otros contextos.

Mediante la participación se empodera a las personas y comunidades a tra-
vés de la adquisición de habilidades, conocimiento y experiencia, que condu-
cen a mayor autonomía y autodeterminación. Esto significa, reforzar las ca-
pacidades de decisión, gestión y administración de los usuarios organizados, 
propiciando aprendizajes desde un inicio y no sólo al final de los proyectos. 
Lograr estos aprendizajes es una función esencial de la evaluación puesto que 
abre espacios de reflexión y comunicación entre personas, grupos e institu-
ciones, mediante el uso de información destinada a mejorar sus prácticas y 
calidad de vida. 
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En líneas generales, la evaluación se ha transformado teóricamente no sólo 
en un proceso de investigación, sino también en un proceso de aprendizaje 
sistemático muy participativo y empoderador centrado en las personas, que 
da a los interesados la capacidad de comprender y realizar su propia auto eva-
luación para mejorar sus condiciones de vida.

Para propiciar aprendizajes provenientes de la evaluación, la comunicación 
de los resultados debe comprender desde sus inicios, el manejo de tres temas: 
las audiencias, los contenidos y los medios. Del buen uso de ellos dependerá 
que la información obtenida genere conocimiento en los grupos de actores y 
llegue puntualmente a quienes toman decisiones (Torres et al, 2005).
a) Las audiencias ¿a quiénes comunicar?: los proyectos y programas de 

desarrollo sean públicos o privados comprenden una multiplicidad de ac-
tores involucrados que potencialmente son usuarios (en todo o en parte) 
de los resultados de las evaluaciones, conformando audiencias para la co-
municación de estos Algunos de estos actores mantienen vínculos muy 
estrechos con los proyectos, pudiendo ser definidos como audiencias pri-
marias. Entre ellas se encuentran los siguientes grupos:

•	 La población objetivo del programa o proyecto, comprometida directa-
mente con los cambios o resultados.

•	 Los equipos técnicos de los proyectos, que tienen un papel decisivo en 
su gestión, como facilitadores, técnicos y asesores.

•	 Los organismos públicos de los países que administran los fondos, con 
un rol importante en la gestión administrativa y estratégica.

Otros actores relacionados con la intervención como, por ejemplo, los gobier-
nos locales y las instancias del gobierno con presencia local o regional, así 
como los proyectos similares que operan en los mismos territorios, constitu-
yendo potenciales audiencias secundarias. 

Dada la diversidad de audiencias, es probable que al momento de definir 
una estrategia de comunicación nos encontremos con las siguientes situaciones: 

•	 Diferentes audiencias expresan distintas necesidades de información 
(hecho que por lo general concluye en la necesidad de comunicar los 
resultados a través de diversos medios).

•	 Algunas audiencias o usuarios al interior de ellas no tienen claridad 
sobre qué información necesitan, ni por qué o para qué la necesitan.

•	 Algunos usuarios esperan que la evaluación apoye un particular punto 
de vista, que expresa un interés también particular.
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•	 No todas las audiencias ni todos los usuarios al interior de cada audien-
cia tienen el mismo interés en la información, ni se sienten igualmente 
cercanos a la experiencia.

La mayoría de tales situaciones ha de atenderse determinando el tipo de vín-
culo que cada grupo mantiene con el proyecto o programa. Esclareciendo 
éste, pueden analizarse los intereses que se desprenden de ese vínculo y las 
necesidades de información resultantes. Ello es posible mediante un proceso 
de segmentación de la audiencia, lo que equivale a definir en detalle las ca-
racterísticas de cada grupo, incluyendo a las minorías que no comparten las 
tendencias mayoritarias de la audiencia a la que pertenecen. Una rigurosa 
segmentación de las audiencias hará factible reportar diferentes tipos de in-
formación a diferentes personas o grupos, y hacerlo de maneras distintas y 
en momentos distintos, en el marco de una eficaz estrategia de comunicación. 
(b) Los contenidos para diferentes audiencias: la información de los re-

sultados de las evaluaciones no puede cambiarse, pero su contenido pue-
de recibir distinto tratamiento o énfasis según los requerimientos de los 
diferentes grupos de audiencias. Por eso, identificar las necesidades de 
información de las audiencias facilita la selección de los contenidos y me-
dios a utilizarse. Sin embargo, identificar las necesidades de información 
de cada grupo y hacerlo con exactitud, implica seguir ciertas pautas. 

Una recomendación general es preguntarse: ¿qué aspectos de los resultados 
serán más interesantes y/o útiles para los usuarios? ¿cuál información es rele-
vante para los equipos técnicos, cuál para los representantes de los gobiernos, 
etc.? Ello nos dirá qué contenidos de la información deben transmitirse a estos 
grupos, para lo cual también será útil observar las siguientes prescripciones 
(Torres et al., 2005). 

Informar sobre las evaluaciones, desde el inicio: es aconsejable mante-
ner contacto permanente con los usuarios potenciales de los resultados (en lo 
posible desde el inicio de su realización) y en especial con los líderes de las 
audiencias específicas, lo cual permite mantener informados a los usuarios 
sobre los propósitos, alcances y características de la evaluación. Determinar 
la evolución de las necesidades de información, ya que pueden cambiar con 
relativa velocidad, sobre todo considerando contextos frágiles y cambiantes 
como el actual del Covid19. Para ello, debe uno colocarse en el lugar del 
usuario(a) y plantearse preguntas clave:
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•	 ¿Hasta qué punto y de qué manera la información me resulta relevante 
frente a mis problemas reales? 

•	 ¿Qué prácticas de comunicación me facilitarían una mejor entrega de 
la información? 

•	 ¿Es una información útil e inmediatamente aplicable a mi situación?
•	 ¿Es una información que me resulta comprensible? 

Estas preguntas pueden formularse en talleres participativos, encuestas en 
línea, consultas por teléfono, etc. a las audiencias. Cada usuario formulará 
preguntas semejantes en torno a la información entregada. Si respondiera a 
ellas en contra, difícilmente tendrá disposición a aceptar resultados o reco-
mendaciones que no entiende, que cuestiona o con los que discrepa abierta-
mente. Pero, con toda seguridad, sus respuestas serán positivas si los resulta-
dos de las evaluaciones le impactan mediante mensajes diseñados de acuerdo 
con su conocimiento e intereses y que a su vez los movilicen hacia el cambio 
deseado.

Debe recordarse siempre que el foco del proceso es el uso que se dará a los 
resultados y recomendaciones, por lo cual es conveniente despertar interés 
en su utilización, ayudando a aquilatar los hallazgos y llevando al usuario a 
un detenido análisis de los mismos. El desarrollo participativo de las evalua-
ciones, con la intervención de representantes de todos los grupos de actores, 
es especialmente útil para determinar las necesidades de información de las 
audiencias, pues su conocimiento y trato mutuo durante el proceso de partici-
pación, mostrará mejor sus principales intereses, dudas y opiniones sobre las 
estrategias del proyecto. La elaboración de un “Mapeo de Actores” clarificará 
los problemas implícitos en la labor de segmentar las audiencias y estable-
cer sus necesidades de información. En este mapeo ha de considerarse cómo 
puede ser consultado mediante medios remotos, considerando el contexto de 
pandemia. Cuanto más detallado y específico sea el Mapa, mejor se podrá di-
señar la comunicación para cada grupo. De otro lado, para difundir mensajes 
acordes con las necesidades de diferentes audiencias, es necesario pensar en 
los medios y formatos más apropiados, de lo cual se trata a continuación. 
(c) Los medios y formatos de comunicación: una vez se tengan claras las 

audiencias primarias para los informes de las evaluaciones y la informa-
ción relevante para cada una, debe considerarse cómo se comunicará la 
misma, considerando que la elección de los medios y formatos influirán 
en el acceso, confiabilidad y comprensión por parte de ellas. lo serán de 
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manera muy parcial. A pesar de existir atractivos medios para comunicar 
información, la mayoría de los informes de evaluación lo hacen aún desde 
el estándar de formatos escritos de carácter técnico que, por lo general, 
son muy extensos y áridos y se entregan para ser leídos o se presentan en 
reuniones muy formales, con expositores (el equipo evaluador) y público 
oyente (los usuarios potenciales de la información), sin reparo alguno en 
las distintas necesidades de información de las audiencias. 

Algunos medios que han demostrado eficacia en la comunicación de resulta-
dos y recomendaciones de evaluación son los llamados espacios interpersona-
les: charlas, conversatorios, talleres u otros eventos de mayor dimensión como 
las asambleas, encuentros o foros. No obstante, en un contexto de pandemia 
deben considerarse necesariamente otros medios de comunicación y espacios 
de difusión apropiados, lo cual constituye un desafío. Los formatos con que 
comúnmente operan estos medios son diversos y por lo general se usan de 
manera combinada. Algunos de los más utilizados son los siguientes:

•	 Informe final (clásico) con resumen ejecutivo. 
•	 Resúmenes ejecutivos por audiencias, por temas, recomendaciones, etc.
•	 Presentaciones en Power Point por audiencias y por temas, componen-

tes o indicadores.
•	 Vídeos y productos multimedia emitidos en redes sociales.
•	 Impresos como brochures, boletines internos y externos.
•	 Medios masivos y abiertos como mensajes por celulares, redes de te-

levisión local afiches, banderolas, cuñas radiales, uso de redes sociales 
Facebook, Instagram, etc. etc.

Experiencias de evaluación como bien público

En la región de América Latina se han desarrollado experiencias innovadoras 
que favorecen el uso de procesos de evaluación y comunicación para empo-
derar y generar más capacidades ciudadanas, lo cual implicó trascender de 
estudios privados a uso público de las evidencias. Algunos ejemplos se citan 
a continuación:
(a)	Evaluaciones con articulación pública y privada: en el año 2010-2011 

el Ministerio de Hacienda, Unidad de Economía Social, del Paraguay 
en conjunto con Gestión Ambiental (geAm), la Universidad Católica de 
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Asunción y la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Interna-
cional (USAID) realizaron el proyecto “Evaluamos para Mejorar. Proyec-
to Evaluación de Programas Gubernamentales”. Consistió en un curso de 
seis módulos con un total de 104 horas dirigido a fortalecer las capacidades 
de evaluación de los programas públicos, apostando por consolidar una 
cultura de evaluación como parte de los esfuerzos por implementar el pre-
supuesto por resultados. Se formaron en este curso más de medio centenar 
de evaluadores provenientes del sector público y privado, con códigos de 
conducta y estándares para la prestación de servicios. Las evaluaciones se 
realizaron con tutoría, desde los términos de referencia hasta la difusión 
de resultados, habiendo identificado audiencias específicas para participar 
en la elaboración de recomendaciones con formatos comunicacionales es-
pecíficos, por ejemplo, cuñas radiales, además de informes de diferente 
tipo para audiencias múltiples; teatro en barrios, fue la experiencia de una 
evaluación en un barrio de Asunción sobre salud sexual y reproductiva. 

(b)	Autoevaluación basada en gobiernos locales y sus ciudadanos: Con-
sejos Locales de Administración (CLAS Perú), del Programa de Desarro-
llo de la Sierra Sur (PDSS) Agrorural y Ministerio de Agricultura. Estas 
instancias presentan los resultados del M&E a partir de los resultados de 
las iniciativas desarrolladas con fondos entregados a organizaciones ru-
rales, quienes desarrollan líneas de base, monitoreo y evaluación de los 
proyectos financiados. El uso y comunicación de resultados se presentan 
en audiencias públicas de municipios de sierra y selva, mediante mapas 
parlantes, cuñas radiales, fotografías y murales. Los municipios agrupan 
a población indígena en situación de vulnerabilidad. La idea es diseminar 
ante la población los cambios suscitados por la adopción de nuevas tecno-
logías aprendidas en los procesos de buenas prácticas agropecuarias.

(c)	El “Banco de Argumentos y Catálogo de Metodologías”: de la Alianza 
Cambio Andino 2011-2013 en cuatro países para incidir sobre las ventajas 
de la participación de agricultores en la innovación agrícola; entre otros. 
Este proyecto de cuatro años buscó aplicar metodologías participativas 
para la innovación agrícola en cuatro países obteniendo evidencias sobre 
el impacto en la lucha contra la pobreza rural y la exclusión. Se llevaron a 
cabo once evaluaciones a lo largo del ciclo del proyecto, vale decir, línea 
de base, evaluaciones de proceso y evaluaciones de impacto. Con todo 
ello se elaboró una estrategia de uso y comunicación de resultados para 
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incidir sobre centros de innovación agrícola gubernamental en Bolivia, 
Colombia, Ecuador y Perú. En todo este proyecto se tenía claro desde los 
inicios, las audiencias y el uso que se daría a las evaluaciones y se elaboró 
un “Banco de Argumentos” para que las instituciones adoptaran las meto-
dologías participativas sobre la base de evidencias.

(d)	Experiencias de uso de resultados para el aprendizaje social: como 
fotografías asumidas por proyectos como “Oportunidades Rurales” de Co-
lombia; Ngäbe y Buglé de Panamá; Proyecto de apoyo a pequeños pro-
ductores de la zona semiárida de los Estados de Falcón y Lara (Prosalafa) 
de la Fundación de Capacitación e Innovación para Apoyar la Revolución 
Agraria (CIARA) de Venezuela, proyectos cofinanciados por los respec-
tivos gobiernos y el Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola (FIDA). 
El “Data Social”, publicación generada desde la sociedad civil “Grupo 
Apoyo” con la colaboración del Fondo de Naciones Unidas para la Infan-
cia (UNICEF, por su sigla en inglés) a fines de la década de los noventa, 
que articuló publicaciones dirigidas a empresarios y público en general 
mediante boletines y cartillas en un diario sobre los derechos del niño y las 
brechas existentes para la equidad. Finalmente, “El Banco de Argumen-
tos” realizado por la Organización No Gubernamental (ONG) Manuela 
Ramos para alertar a congresistas sobre elementos clave provenientes de 
la evaluación e investigación en relación con la salud sexual y reproducti-
va de uso para la legislación sobre el tema.

Estas son algunas de las experiencias que muestran la posibilidad de pasar 
de procesos de evaluación administrativos a procesos de evaluación que la 
consideran como bien público, orientado al aprendizaje social.

Reflexiones finales

Destaco de las definiciones de evaluación el aspecto de transdisciplina que 
es adaptada para informar en términos de mejora de las condiciones sociales, 
es decir, para la transformación social se involucran a audiencias específi-
cas, que son usuarios de las recomendaciones. Lo cual nos va indicando lo 
singular que resulta cada investigación evaluativa y lo fundamental que es 
adecuarse al contexto. Como indica (House, 2000) la evaluación forma parte 
de una situación pública y por tanto de una decisión colectiva. A esta noción 
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se añade (Kushner, 2002) que cada evaluación es un estudio sobre el contrato 
social en tanto que los programas son microcosmos de la sociedad democrá-
tica y encarnan relaciones entre los ciudadanos y las élites.

En tal sentido, concluimos que es necesario que la evaluación sea conside-
rada como un bien público y no sólo un insumo administrativo circunscrito en 
el mejor de los casos en la administración y gestión pública. Para ello, se ha 
de añadir a la noción de evaluación asociada al control y a la supervisión para 
dar paso al aprendizaje social. Es por ello un desafío pendiente en la región, 
el desarrollar y usar la evaluación desde las instituciones públicas articuladas 
con la organización ciudadana y gobiernos locales. 

Resaltamos que el uso de la evaluación y las evidencias resultan ser impor-
tantes a ser difundidas para mejorar la democracia participativa y la cultura 
de rendición de cuentas que, a su vez, tiene implicaciones para mejorar el 
desempeño de proyectos y programas. 

Para concluir, la evaluación tiene como misión no solo proporcionar co-
nocimiento a través de sus productos como son: evidencias, conclusiones, 
juicios y recomendaciones (Owen et al, 1999), sino también involucrar a la 
audiencia y a consumidores en producir este conocimiento. Ahora bien, la 
existencia y expansión de la pandemia producto del Covid 19 trae nuevos 
desafíos adaptativos para la humanidad especialmente relacionados con los 
vínculos, el trabajo y la vida cotidiana, con impacto sobre la vida y la muerte 
de las personas. En ese contexto, no cabe duda de que la evaluación y los 
evaluadores deben ajustar su oferta a tales desafíos.

Con el fin de visualizar las alternativas para abordar estos nuevos desafíos, 
nos planteamos repensar el objeto y objetivos de las políticas sociales en este 
nuevo contexto lo cual hará que se cambien los referentes de comparación 
en la evaluación, los indicadores y, de ser necesario, ajustar el diseño de los 
programas sociales para adecuarlos al nuevo contexto. Ahora se hará uso en 
mayor medida los medios digitales llámense encuestas digitales, telefónicas, 
así como en el uso de plataformas en línea, uso de información secundaria 
proveniente de encuestas nacionales y regionales; dependiendo del tema a 
evaluar el uso de mapas y satélites (por ejemplo: para la degradación como 
efecto del cambio climático). Resulta fundamental aprovechar la mayor ne-
cesidad con el uso de la tecnología (celulares, computadoras) y el consumo 
en las redes sociales por parte de la ciudadanía para promover, difundir, in-
formar y abogar por el uso de evidencias para la toma de decisiones a nivel 
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público y privado. Incluir la radio local, la televisión y otros medios para que 
la ciudadanía esté informada, es también un recurso importante, más aún en 
un contexto de pandemia.
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LAS EVALUACIONES DE PROGRAMAS SEAN ÚTILES  
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Introducción

En la mitología griega, Procusto era un hostalero de Ática. La leyenda des-
cribe que tenía una cama de hierro donde amarraba de pies y manos a los 
viajeros que llegaban a su posada, si el viajero era más alto que la longitud 
de la cama les cortaba las extremidades sobrantes para que se ajustara a la 
medida de la cama; por el contrario, si la cama era de mayor longitud que el 
viajero, entonces lo descoyuntaba a martillazos hasta estirarlo. Cuando, para 
evaluar sus programas, los gobiernos subnacionales adoptan estrictamente los 
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términos de referencia emitidos por el Consejo Nacional para la Evaluación 
de las Políticas de Desarrollo Social (Coneval) y/o la Unidad de Evaluación 
del Desempeño de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (ued-shcp) 
están haciendo lo que Procusto a los viajeros.

La práctica generalizada en entidades federativas, salvo algunas excepcio-
nes, es utilizar los términos de referencia de Coneval y/o de la ued-shcp para 
los programas estatales, indistintamente de su fuente de recursos, federales o 
no federales. Esta situación implica que se evalúen programas estatales con 
preguntas de evaluación diseñadas para programas federales, teniendo como 
resultado que la utilidad de estos ejercicios evaluativos sea limitada. 

A través de análisis normativo y de información pública sobre procesos eva-
luativos e informes de evaluación, así como la realización de algunas entrevis-
tas a distancia a funcionarios públicos de 4 entidades federativas que han tenido 
resultados exitosos, se presenta una propuesta basada en 3 acciones principales, 
para que las evaluaciones sean útiles a los gobiernos subnacionales. 

Antecedentes

A más de una década de la institucionalización de la política nacional de eva-
luación y de la instrumentación del Presupuesto Basado en Resultados (PbR) 
y los Sistemas de Evaluación del Desempeño (sed) en México, los avances 
en su implementación y aprovechamiento, como herramienta de mejora de la 
gestión pública en el orden de gobierno estatal y el municipal, son diferencia-
dos y aún limitados.

Desde el año 2008 en México se cuenta con el marco normativo para que 
la evaluación por resultados pueda ser usada como una herramienta que ayu-
de a conocer y mejorar el desempeño de las políticas y programas públicos, 
y a su vez como un medio para promover la transparencia y la rendición de 
cuentas, de tal forma que las y los ciudadanos pueden conocer los resultados y 
funcionamiento de los programas que se financian con los recursos públicos.

Dicho marco normativo se encuentra establecido en el más alto nivel como 
es el artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos en la que se señala que todos los recursos públicos que reciban las 
entidades federativas y municipios deberán ser administrados con eficiencia, 
eficacia, economía, transparencia y honradez. Además, se establece que los 
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resultados de dichos recursos públicos deberán ser evaluados por instancias 
que establezcan los propios órdenes de gobierno conforme a los principios 
antes señalados.

Adicionalmente, en nuestro país existen otras leyes, reglamentos, linea-
mientos, entre otros, tales como la Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria (lfprh), la Ley General de Contabilidad Gubernamental 
(lgcg), la Ley de Coordinación Fiscal (lcf), la Ley General de Desarrollo 
Social (lgds), que norman el funcionamiento de la política nacional de eva-
luación en México en los tres órdenes de gobierno, el federal, el estatal y el 
municipal.

Todo esto sin omitir la normatividad que para la evaluación económica de 
los recursos económicos a la que deben someterse las entidades federativas y 
municipios por parte de otros entes fiscalizadores como la propia Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público (shcp) y la Auditoría Superior de la Federa-
ción (asf). Para medir el avance en la implementación del PbR-sed en las En-
tidades Federativas y Municipios del país, en el artículo 80, párrafo tercero, 
de la lgcg se estipula la obligatoriedad de la SHCP de elaborar un informe de 
dichos avances y entregarlo a la Cámara de Diputados.67

A más de diez años de la implementación del PbR-sed en México, en 
el Informe del Avance en la implementación del PbR-sed en las Entidades 
Federativas y Municipios 2020, se observa que, si bien la mayoría de los 
estados han tenido importantes avances en su consolidación, aún tienen im-
portantes áreas de oportunidad que atender. En el caso de los municipios el 
Informe muestra que más de la mitad de los municipios analizados68 aún no 
han logrado institucionalizar su PbR-sed, y aún tienen mucho camino por 
recorrer para aprovechar la evaluación por resultados como una herramienta 
que sea útil para mejorar la gestión pública y el desempeño de sus programas.

67	 Es importante señalar que esta medición no es la única que se realiza en México, ya que 
el Consejo Nacional para la Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) 
también elabora su Diagnóstico del avance en Monitoreo y Evaluación en las entidades 
federativas.

68	 En 2020 la shcp rediseñó el marco muestral de Municipios y dtcdmx, considerando 32 
municipios con mayor población y se seleccionaron aleatoriamente a otros 32 entre los 
municipios con mayor a 25 mil habitantes.
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Avances que han tenido los estados y los municipios  
en la implementación del PbR-sed

Según el artículo 80, párrafo tercero de la lgcg, la shcp debe elaborar anual-
mente un Informe sobre el avance en la implementación del PbR y de los sed 
en las entidades federativas y los municipios,69 e informar de su avance a la 
Cámara de Diputados. Para el año 2020 dicho Informe mide las capacidades 
institucionales y operativas de las entidades federativas y municipios en ma-
teria de: marco jurídico, planeación, programación, presupuestación, ejerci-
cio y control, seguimiento, evaluación, rendición de cuentas, consolidación y 
buenas prácticas. 

Para dimensionar los resultados obtenidos a nivel de las entidades federa-
tivas y municipios es importante señalar que en este año el Informe consideró 
a las 32 entidades federativas, los 32 municipios con la mayor población de 
cada entidad federativa y una muestra de 32 municipios con una población 
mayor a 25 mil habitantes, por lo que el universo de Estados es de 32 y para 
los municipios el universo corresponde a 64.

En el Informe del PbR-sed (shcp, 2020) del año 2020 las entidades fede-
rativas tuvieron los siguientes resultados:

•	 29 Entidades Federativas cuentan con un Programa Anual de Evalua-
ción (pae). 

•	 28 Entidades Federativas difunden el PAE en su página de internet. 
•	 24 Entidades Federativas cuentan con sus propios modelos de Términos 

de Referencia (TdR) para la realización de sus evaluaciones. 
•	 En 29 Entidades Federativas las evaluaciones son realizadas por per-

sonas físicas o morales externas a la unidad responsable del Programa 
Presupuestario (Pp). 

•	 26 Entidades Federativas difunden en su página de internet los informes 
finales de las evaluaciones. 

•	 21 Entidades Federativas cuentan con un sistema que permite dar segui-
miento a las acciones de mejora comprometidas como resultado de las 
evaluaciones.

69	 En el caso de la Ciudad de México la SHCP les denomina a las alcaldías “demarcaciones 
territoriales”, pero para fines prácticos se usará el término “municipios”.
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•	 Solamente 9 Entidades Federativas concluyeron sus evaluaciones de 
conformidad con el cronograma establecido en el pae local, lo que im-
plica la necesidad de fortalecer los procesos de elaboración y revisión 
de evaluaciones. 

•	 Solamente 11 Entidades Federativas cuentan con procesos documenta-
dos sobre la revisión y validación de evaluaciones, por lo que es necesa-
rio realizar esfuerzos para institucionalizar este aspecto a fin de garanti-
zar la calidad de las evaluaciones y que sus resultados permitan mejorar 
la ejecución de los Pp.

En el caso de los municipios mexicanos, se observaron los siguientes resul-
tados:70

•	 27 Municipios y/o Demarcaciones Territoriales de la Ciudad de México 
(dtcdmx) cuentan con un PAE.

•	 22 Municipios/dtcdmx difunden el PAE en su página de internet. 
•	 17 Municipios/dtcdmx cuentan con sus propios modelos TdR para la 

realización de sus evaluaciones. 
•	 23 Municipios/dtcdmx difunden en su página de internet los informes 

finales de las evaluaciones. 
•	 22 Municipios/dtcdmx cuentan con un sistema que permita dar segui-

miento a acciones de mejora comprometidas por los programas derivados 
de las evaluaciones para la mejora de sus Programas Presupuestarios.

•	 5 Municipios/dtcdmx cuentan con mecanismos formales de segui-
miento y retroalimentación de los procesos de validación de las evalua-
ciones, previos a la entrega de los informes finales. 

•	 Solamente 23 Municipios/Dtcdmx cuentan con procesos documenta-
dos para la revisión y validación de las evaluaciones con fines de retro-
alimentación y mejora de la calidad de los informes. 

•	 31 Municipios/dtcdmx no cuentan con modelos de TdR para la realiza-
ción de sus evaluaciones. 

Los resultados anteriores nos muestran que a más de 10 años de la implemen-
tación PbR-sed, en las entidades federativas se han tenido importantes avan-
ces en la institucionalización de los procesos de evaluación ya que la mayoría 
de los 32 gobiernos estatales: ya cuentan con sus PAE y los difunden en sus 
páginas de internet; tienen sus propios modelos de TdR para la realización de 

70	 De un total de 64 municipios analizados.
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sus evaluaciones; las evaluaciones son realizadas por personas físicas o mora-
les externas a la unidad responsable del Pp y los informes de las mismas son 
difundidos en sus páginas de internet; y más de la mitad ya cuenta con un sis-
tema que permite dar seguimiento a las acciones de mejora comprometidas, 
como resultado de las evaluaciones. Quizá las áreas de oportunidad en las 
que deben continuar trabajando son: el seguimiento a las acciones de mejora 
comprometidas, como resultado de las evaluaciones y la institucionalización 
de procesos documentados sobre la revisión y validación de evaluaciones.

En el caso de los municipios, los avances son aún limitados, ya que, a 
diferencia de las entidades federativas, más de la mitad de los municipios 
analizados: aún no cuentan con un PAE y no lo difunden en sus páginas de 
internet; no tienen sus propios modelos de TdR para sus evaluaciones, ni con 
un sistema que permite dar seguimiento a las acciones de mejora comprome-
tidas como resultado de las evaluaciones y, además, no cuentan con procesos 
documentados para la revisión y validación de las evaluaciones con fines de 
retroalimentación y mejora de la calidad de los informes. Destaca que el 93% 
de los municipios analizados no disponen de mecanismos formales de segui-
miento y retroalimentación de los procesos de validación de las evaluaciones, 
previos a la entrega de los informes finales.

Pero ¿De qué manera se podría fomentar un mejor aprovechamiento de 
la evaluación por resultados para la mejora de políticas y programas en los 
niveles subnacionales?

¿De qué manera se podría fomentar un mejor aprovechamiento de la eva-
luación por resultados para la mejora de políticas y programas en los niveles 
subnacionales? ¿Cuáles son los principales retos que enfrentan para lograrlo?

Las propuestas planteadas en el presente trabajo, en el marco del Congre-
so Internacional de Evaluación, para fomentar un mejor aprovechamiento 
de la evaluación por resultados como una herramienta que sea útil en la 
mejora del desempeño de las políticas y programas de los gobiernos sub-
nacionales, fueron tres: diseñar evaluaciones acordes a las necesidades de 
información de los programas, desarrollar las competencias en evaluación e 
involucrar a otros actores en la evaluación.

Estas propuestas se enriquecieron con las opiniones y ejemplos de expe-
riencias exitosas de funcionarios públicos del orden de gobierno federal y 
estatal, que están involucrados directamente en la implementación del PbR-
sed. A continuación, se desarrolla cada una de ellas.
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A.	Diseñar evaluaciones acordes a las necesidades de información de los 
programas. En este apartado se propone que exista una mayor partici-
pación y compromiso de diversos actores involucrados con el programa 
evaluado; que se compartan los procesos de evaluación y los resultados 
con los actores involucrados. Con estas dos primeras acciones se busca la 
apropiación de las acciones de mejora por parte de estos mismos actores.

	 Esto ha sido implementado ya por algunas entidades, entre ellas Duran-
go a través del Instituto de Evaluación de Políticas Públicas de Durango 
(Inevap), donde generaron evaluaciones acordes a las necesidades de las 
y los usuarios de éstos. Desde 2017, cada año Inevap elabora TdR para la 
evaluación de programas, fondos e intervenciones estatales y municipales; 
en 2017 emitieron 2; para 2018 fueron 9; en 2019 publicaron 33 y en 2020 
publicaron 18 (Inevap, 2020). 

	 El pae 2020 del Estado de Zacatecas incorporó 3 evaluaciones participa-
tivas (SiEvalua, 2020), lo que representa un gran paso para que las inter-
venciones sean evaluadas con la participación de las áreas ejecutoras y las 
y los beneficiarios.  En el Estado de Yucatán, han ajustado los términos 
de referencia elaborados por el Coneval y la shcp para adecuarlos a las 
necesidades de los programas (sed Yucatán, 2020).

	 En el Estado de Oaxaca, que para 2020 se encuentra en primer lugar en 
el Informe de Avances de implementación de gpr-sed de la shcp, se ha 
implementado un análisis de evaluabilidad (Gob. Edo. Oax, 2020) para 
identificar aquellas intervenciones públicas que cuentan con elementos 
para evaluarles y el tipo de evaluación a que sean sujetos. 

	 Cada una de las 4 entidades federativas seleccionadas para analizar este 
aspecto, cuentan con diferentes prácticas y mecanismos, sin embargo, to-
das coinciden en buscar que las evaluaciones sean acordes a las necesi-
dades de información de las intervenciones públicas y que sus resultados 
sirvan para la mejora de éstas.

B.	 Desarrollo de competencias en evaluación. Esta propuesta comprende 
que las y los funcionarios responsables de las áreas de evaluación adquie-
ran capacidades para que estén en posibilidad de diseñar sus evaluaciones 
y éstas sean acordes a las necesidades de información de los programas; 
o en su caso, puedan realizar los ajustes necesarios a los términos de refe-
rencia ya establecidos. Asimismo, se contempla la necesidad de fortalecer 
los procesos de revisión de las evaluaciones para asegurar que éstas cum-
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plan con lo requerido en los términos de referencia, y que la calidad de los 
informes, la profundidad de los análisis y la solidez, consistencia y facti-
bilidad de las recomendaciones permita su implementación. Finalmente, 
que se dé seguimiento a las acciones de mejora comprometidas como par-
te de los resultados de las evaluaciones, cuidando que éstas coadyuven a 
la mejora de los programas.

	 Como experiencia exitosa se menciona al Inevap, por ejemplo, se cubrió 
la necesidad de la profesionalización del equipo de trabajo mediante alian-
zas, entre otras, con el Centro de Investigación y Docencia Económicas, 
A.C. (cide) con sede en Aguascalientes, para capacitar al personal en ma-
teria de evaluación (Vargas, 2020).

	 En Zacatecas, la generación de capacidades técnicas en el personal invo-
lucrado en las áreas de seguimiento y evaluación fue también muy impor-
tante. En este sentido, fue crucial la alianza con la Universidad Autónoma 
de Zacatecas para capacitar a las y los funcionarios (Gómez, 2020).

	 En el Estado de Yucatán se implementó una práctica innovadora para el 
desarrollo de nuevas generaciones de evaluadores, denominada Programa 
de Formación de Jóvenes Evaluadores, con la finalidad de favorecer los 
mecanismos de seguimiento y evaluación del desempeño entre las depen-
dencias y entidades. La primera edición de este programa se desarrolló en 
2019 con la participación de la Academia Nacional de Evaluadores de Mé-
xico (Aceval y el Coneval, en la que participaron 28 personas evaluadoras 
(Seplan, 2020).

	 Las experiencias que las entidades federativas seleccionadas han tenido 
en materia de desarrollo y fortalecimiento de capacidades y competen-
cias en evaluación para el personal de las áreas de evaluación, han sido 
fundamentales para que las evaluaciones que se realizan sean acordes a 
los programas a evaluar, pero también en la revisión y validación de los 
resultados de las evaluaciones. 

	 Abona a la profesionalización de las y los funcionarios públicos, el hecho 
de que haya permanencia en los cuadros de las áreas de evaluación. La 
baja rotación del personal que se ha capacitado y que ha diseñado e imple-
mentado los sistemas de evaluación es otra constante en los estados con 
mayores avances. En Zacatecas, se reconoce que la permanencia de mu-
chos de los funcionarios de la administración estatal anterior, que estaban 
interesados en impulsar la evaluación como una herramienta de mejora 
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de la gestión pública, fue un factor determinante para su actual sistema de 
evaluación (Gómez, 2020). 

C.	Involucrar a otros actores en la evaluación. En el mismo sentido de la 
propuesta anterior, se sugiere que las y los funcionarios encargados de 
operar los programas evaluados, incluso las y los beneficiarios de los pro-
pios programas se profesionalicen y participen activamente en las evalua-
ciones, conozcan y se apropien de los resultados de éstas y participen en la 
verificación de la implementación de las acciones de mejora comprometi-
das por las y los responsables de los programas.

	 Adicionalmente, en las conversaciones con funcionarios se destacó la im-
portancia del involucramiento de actores políticos tomadores de decisio-
nes, ya que esto permite “la apropiación de los procesos de evaluación” 
desde el más alto nivel jerárquico. Si actores políticos reconocen los be-
neficios de utilizar la evaluación como un medio que les permita mejorar 
programas, y con ello coadyuvar a la reducción de la pobreza, podría 
generar mayor interés en su aprovechamiento como herramienta útil para 
la toma de decisiones políticas.

	 En el Estado de Zacatecas el Sistema de Evaluación del Desempeño se 
implementó con el apoyo y el interés del Gobernador del Estado (Gómez, 
2020). Otro aspecto relevante en el impulso del seguimiento y la evalua-
ción fue la participación ciudadana que se promovió con la creación del 
Consejo Estatal de Evaluación en la que participan la sociedad civil, aca-
démicos, así como el Coneval. También se creó un Comité Ciudadano en 
el que ciudadanos comunes podían opinar sobre el Sistema de Evaluación 
del Desempeño.

	 Por otra parte, en el Estado de Yucatán, para impulsar la evaluación ha 
sido fundamental contar con el apoyo y el impulso del Gobernador del Es-
tado (Soberanis, 2020); una buena práctica que se ha implementado es que 
de manera periódica se presenta al Gobernador un informe de los avances 
en los programas “insignia” del gobierno del estado. 

	 En el Estado de Oaxaca, es la Jefatura de la Gubernatura el área en la que 
se encuentran las funciones de evaluación, y desde un inicio ha trabajado 
coordinadamente con la Secretaría de Finanzas para impulsar la evalua-
ción (Cruz, 2020).
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Reflexiones finales

En México la evaluación de programas se implementó como parte de la Ges-
tión para Resultados. En 2012 con la reforma la LGCG se establece la obli-
gación de que la shcp informe anualmente el avance en la implantación y 
operación del Presupuesto Basado en Resultados y del Sistema de Evaluación 
del Desempeño. 

De la experiencia en la consultoría para la evaluación de programas a nivel 
subnacional, las autoras hemos observado que, en algunas entidades federa-
tivas y municipios, la implementación se ha dado replicando en gran medida 
las prácticas que se desarrollan a nivel federal. Esta situación sucede también 
con la definición de los términos de referencia para evaluar programas subna-
cionales; al aplicar modelos de TdR para programas federales a intervencio-
nes subnacionales se dista de obtener resultados relevantes en los programas 
y no se aprovecha a la evaluación como un instrumento útil en la mejora de 
los programas, sino que se identifica sólo como un mecanismo del cumpli-
miento normativo. 

Si bien la estandarización proporcionada por el Coneval y la SHCP como 
base para institucionalizar el PbR-SED a nivel estatal y municipal ha sido, 
sin lugar a duda, un mecanismo eficaz para que las entidades federativas y 
municipios adopten la evaluación de sus intervenciones, todavía es necesario 
promover acciones de innovación que ayuden a los niveles subnacionales a 
aprovechar de mejor manera la evaluación en la mejora de los resultados de 
políticas y programas. De esta manera se promovería que las entidades y mu-
nicipios busquen realizar evaluaciones que les aporten elementos de mejora 
a sus intervenciones. 

Las acciones de profesionalización en los distintos actores involucrados en 
las evaluaciones permitirán que se gestionen evaluaciones más útiles, mien-
tras que la promoción de la cultura de evaluación entre tomadores de deci-
siones, actores políticos, ejecutores de programas y políticas, así como en la 
ciudadanía, coadyuvará a que la práctica evaluativa sea más adoptada. Sin 
embargo, acciones tendientes a fortalecer capacidades de evaluación entre las 
personas responsables de la ejecución de los programas, puede ser un factor 
que incida más en la apropiación de los resultados y la mejora de las inter-
venciones. 
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La apuesta se complementa cuando otros actores relevantes, ya sea polí-
ticos u operativos, suman esfuerzos para la implementación de la evaluación 
como un mecanismo que otorga beneficios a la gestión pública. Es importante 
dejar de forzar la evaluación en las entidades y municipios, como Procusto a 
los viajeros, y que diseñemos sistemas de evaluación acordes a las necesida-
des en los gobiernos subnacionales. 
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AVANCES HACIA LA EVALUACIÓN DE LA COMPLEJIDAD 
DEL DESARROLLO SOSTENIBLE EN ÁREAS NATURALES 
PROTEGIDAS DE LA PENÍNSULA DE BAJA CALIFORNIA

Laura Rodríguez Cardozo*

Introducción

A nivel internacional, desde mediados del siglo pasado, las Áreas Naturales 
Protegidas (anp) constituyen un instrumento relevante para la conservación 
de los recursos naturales y, a partir de 1987, con el Informe Brundtland, han 
estado enfocadas al logro del desarrollo sostenible o sustentable (ds), mismo 
que ha sido reforzado en 2015 con la aprobación por la Organización de las 
Naciones Unidas (onu) de la Agenda 2030 y los Objetivos del Desarrollo 
Sostenible (ods). 

En México, si bien las ANP dieron inicio en 1876 con el caso de Desierto 
de los Leones, prácticamente no hubo avances importantes hasta la aproba-
ción de Ley General del Equilibrio Ecológico y de Protección al Ambiente 
(lgeepa, 1988), que promueve el ds como prioridad nacional. 

* 	 Catedrática Conacyt, adscripta al Instituto de Investigaciones Oceanológicas, IIO, de la 
Universidad Autónoma de Baja California, UABC, sede Ensenada, correo electrónico: lr-
cardozo@uabc.edu.mx
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El ds se entiende como un proceso que busca armonizar tres elementos 
básicos (crecimiento económico, inclusión social y protección del medio 
ambiente), esenciales para el bienestar de las personas y las sociedades, y 
satisfacer las necesidades del presente sin comprometer las propias de las 
generaciones futuras (onu, 1987). Se considera como aspecto ambiental a la 
administración eficiente y racional de los recursos naturales, cuidando de su 
conservación, manejo y restauración (Ahumada et al., 2012); como aspecto 
social, al conjunto de servicios (salud, educación, vivienda, etc.), así como 
los mecanismos de participación comunitaria que contribuyen a mejorar las 
condiciones de vida de la población (Rodríguez et al., 2011); y como aspec-
to económico, el desarrollo y diversificación de actividades productivas, así 
como el mejoramiento de las condiciones de trabajo y de remuneración de sus 
habitantes (Finkbeiner et al., 2018).

Por su parte, las anp constituyen una porción del territorio (terrestre o 
acuático) cuyo fin es conservar la biodiversidad representativa de los distin-
tos ecosistemas para asegurar el equilibrio y la continuidad de los procesos 
evolutivos y ecológicos y, cuyas características no han sido esencialmente 
modificadas (lgeepa, art. 45). Pueden adoptar modalidades diferentes según 
el caso, como Reservas de la Biosfera, Parques Nacionales, Santuarios, Áreas 
de Protección de Flora y Fauna, entre las principales.

Actualmente, México cuenta con 182 ANP de carácter federal que cubren 
90,839,521.55 hectáreas de su territorio. Se encuentran coordinadas por la 
Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas (Conanp), órgano descon-
centrado de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semar-
nat). Según el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 (pnd), el gobierno está 
comprometido a impulsar el DS, evidenciado como un factor indispensable 
del bienestar, que puede garantizar un futuro mínimamente habitable y armó-
nico. El pnd agrega que el Ejecutivo Federal considerará en toda circunstan-
cia los impactos que tendrán sus políticas y programas en el tejido social, en 
la ecología y en los horizontes políticos y económicos del país (p. 37), lo que 
implica la necesidad de evaluar. Sin embargo, éstas son las únicas líneas en 
que el pnd hace referencia al DS, mientras que a las ANP no las menciona. 

Es recién a inicios del presente siglo que comienzan a realizarse esfuerzos 
institucionales para evaluar avances de las anp en materia de sustentabili-
dad, con enfoques parciales y dificultades importantes para comprender la 
complejidad del tema y la necesidad de que la misma sea recuperada en su 
evaluación. La evaluación se refiere a una investigación interdisciplinaria y 
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aplicada, realizada mediante la aplicación de un método sistemático, cuyo 
objetivo es conocer, explicar y valorar una intervención, como la creación y 
funcionamiento de un ANP, para mejorar sus resultados.

El presente trabajo se propone analizar el enfoque adoptado en diferentes 
experiencias de evaluación en ANP de la Península de Baja California a partir 
del año 2004 hasta la actualidad, contrastando algunas de las pocas propues-
tas que se conocen, por ser de carácter nacional las primeras y por haber 
participado o estar participando en las últimas. Éstas enfatizan: a) sólo uno de 
los pilares (Conanp/Semarnat), b) consideran los tres, pero en forma separa-
da (Pomeroy et al., 2006), y c) intentan capturar también sus interrelaciones 
(García, 2006 y 2011; Ostrom, 2000 y 2009). 

El método utilizado es el análisis comparativo de las evaluaciones inde-
pendientes en las que se ha venido participando en los últimos años y de las 
metodologías propuestas por distintos autores.

La complejidad del Desarrollo Sostenible  
y de su evaluación

La complejidad puede manifestarse de diversas formas y no existe un acuerdo 
pleno entre sus teóricos sobre su definición, pero algunas de sus principales 
características incluyen: a) la presentación de un conjunto de elementos fuer-
temente interrelacionados, b) la existencia entre ellos de interacciones no li-
neales, c) la multiplicidad de agentes participantes (fenómenos colectivos), d) 
la presencia de dinámicas antagónicas, y e) la posibilidad de que los elemen-
tos se autoorganicen y den lugar a fenómenos emergentes, entre otras (Cocho, 
2005; Kopen, 2005; Morin, 1994; García, 2006, etc.).

Cualquier evaluación de políticas y programas relativas al ds debe tomar 
en consideración los tres pilares o ejes básicos enunciados (ambiental, eco-
nómico y social), lo que de por sí es complicado. Pero, además, dichos ejes 
pueden presentar comportamientos antagónicos, es decir, que no sea posible 
avanzar simultáneamente en los dos, sino que el avance en uno implique un 
retroceso en el otro. Esta característica de su complejidad muestra la necesi-
dad de evaluarlos en conjunto, no separadamente, valorando de manera muy 
especial sus interrelaciones, en un juego que persigue un balance aceptable, 
mediante ensayo y error. 
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Así, avanzar en el crecimiento económico frecuentemente implica afectar 
de manera negativa a la protección ambiental, y viceversa. A estos dos ejes 
hay que agregar el tema social, de las condiciones de bienestar de la pobla-
ción, que dependen tanto de los ingresos familiares como del medioambiente 
en que viven. 

A nivel internacional, múltiples investigadores (Hopkings et al., 2000; Po-
meroy et al., 2006; Leverington et al., 2008; Sotelo et al., 2011; entre otros) 
han desarrollado enfoques y métodos de monitoreo y evaluación, cada vez 
más específicos en torno a la sustentabilidad y las anp. En México, la Semar-
nat y la Conanp han evaluado y monitoreado diversos programas federales 
que se aplican a las anp priorizando la perspectiva biológica, y descuidando 
la calidad de vida de quienes habitan estas áreas y/o continúan realizando 
en ellas actividades económicas permitidas. No se trata de diagnósticos y 
monitoreos integrales, que incluyan en forma equilibrada los tres aspectos 
involucrados y sus interrelaciones.

Todos ellos han enfrentado problemas para considerar la ya mencionada 
complejidad del tema. Ésta debe tenerse presente al momento de evaluar el 
impacto en el desarrollo sostenible de la creación y funcionamiento de anp. A 
continuación, se revisarán los tres tipos de evaluaciones identificadas:
a)	 Evaluaciones que enfatizan uno solo de los tres pilares de la sostenibilidad
	 En materia de conservación, Biot et al. (1995), identifican tres paradigmas 

con sus diferentes enfoques sobre el bienestar humano y las relaciones 
entre sociedad civil, mercado y Estado: el clásico, el populista y el neoli-
beral. El primero enfatiza lo ambiental, el segundo lo social y el tercero lo 
económico.

	 En el caso de México, el Programa de Trabajo 2001-2006 (pt) conjugó 
las metas de la conservación con las del bienestar social, involucrando 
a “los grupos indígenas y rurales en el diseño, propiedad y operación de 
actividades productivas” (PT, 2001: 2). Se recuperaban así los tres ejes 
de la sustentabilidad, aunque con distintos énfasis, puesto que se incluían 
dos pautas de tipo ambiental (18%), seis sociales (55%) y tres económicas 
(27%).

	 Por su parte, la llamada “Evaluación de mediano término del pt” (2004), 
no incluyó referencias a resultados e impactos logrados en materia am-
biental ni socio-económica de las comunidades ligadas a la ANP, por lo 
tanto, no puede considerarse como una verdadera evaluación, sólo men-
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cionaba su expectativa de contribuir a mejorar la conservación y su cali-
dad de vida a través de su participación. 

	 El Programa Nacional de Áreas Naturales Protegidas 2007-2012 (pnanp) 
cambió claramente el enfoque para dar prioridad a las estrategias ambien-
tales, que agruparon el 62% de sus sublíneas. En consecuencia, el segun-
do informe del Sistema de Información, Monitoreo y Evaluación para la 
Conservación (simec, 2006) reconoció que se había adoptado un énfasis 
en el monitoreo biológico. De los 30 indicadores de evaluación vigentes 
para 2009-2012, el mayor peso relativo recayó en los ambientales, lo que 
muestra la pérdida de interés en los aspectos sociales y económicos, y en 
su impacto. 

	 En el caso de la evaluación de mediano término de dicho programa, efec-
tuada en 2010, su informe constituyó un pequeño documento, con un nue-
vo ejercicio de valoración y rediseño de indicadores y de re-planeación 
de metas para 2010-2012, sin presentar ninguna información de las ANP. 
En él se mostraba que se había priorizado el enfoque ambiental, propio 
de Semarnat, descuidando el económico-social, más vinculado a otras 
secretarías de Estado. Su consecuencia fue un rediseño de indicadores, 
nuevamente concentrados en el eje ambiental (45%), mientras el 30% se 
enfocaba en el social y el 25% en el económico.

	 Los funcionarios entrevistados en ese momento también comentaron que 
los diferentes sistemas de información de la Conanp estaban desarticula-
dos entre sí y con respecto a otras instituciones afines como la Comisión 
Nacional para la Conservación y Uso de la Biodiversidad (Conabio) y la 
Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Profepa), lo cual no per-
mitía optimizar su utilización. Lo anterior también se reproducía al inte-
rior del propio simec por falta de coordinación entre sus tres subsistemas 
(Rodríguez, 2015).

	 Sintetizando, 2004-2010 fue un período con poca evaluación y concen-
trada en indicadores ambientales cuantitativos, que muestra una incon-
gruencia entre el objetivo que la lgeepa señala para la creación de ANP 
(sustentabilidad, no sólo aumento de la superficie protegida) y su equili-
brada recuperación en los instrumentos de programación, así como una 
debilidad de los indicadores de monitoreo diseñados en materia de im-
pacto y una ausencia de la evaluación recomendada por los organismos 
internacionales.
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b)	 Evaluaciones que consideran los tres pilares, aunque en forma separada
	 Pomeroy et al. (2006) afirman: “La experiencia demuestra que son los 

factores sociales, culturales, económicos y políticos, más que los factores 
biológicos o de otro tipo, los que dan forma al desarrollo, la gestión y el 
desempeño de las Áreas Marinas Protegidas” (p. 113). En consecuencia, 
propone evaluar, con base en indicadores biofísicos, socioeconómicos y 
de gobernanza, los procesos de planeación e implementación: determina-
ción de objetivos y de estrategias para alcanzarlos, definición de metas, 
recursos y plazos, ejecución y control de acciones, valoración de la ges-
tión realizada, retroalimentación con sus resultados, y reformulación de la 
planeación.

	 Con la intención de tomar en cuenta los tres pilares de la sostenibilidad, 
se aplicó la propuesta anterior en la evaluación del Parque Nacional Cabo 
Pulmo (Baja California Sur), reforzando el análisis de los aspectos socioe-
conómicos, que mostraban poco peso en el conjunto original. Los tres as-
pectos se midieron por separado y luego se obtuvo un índice promediado, 
pero no se estudiaron sus interrelaciones.

	 Los resultados mostraron que, si bien no existían evaluaciones de impac-
to, había consenso de que la recuperación ambiental ha sido muy impor-
tante; en menor grado, había mejorado la situación económica porque los 
ingresos de la población seguían siendo reducidos e inestables; pero los 
indicadores sociales mostraban fuertes restricciones en el acceso a bienes 
y servicios básicos, especialmente de salud y educación. Incluso el Con-
sejo Nacional de Población (Conapo) consideraba que la marginación de 
la localidad había aumentado en 2005-2010. 

	 Dichos resultados midieron fundamentalmente la efectividad (efectos es-
perados y planeados), pero algunos agregaron elementos propios de un 
estudio de impacto (que recupera efectos no planeados). Resalta la impor-
tancia de involucrar a los diferentes agentes del DS, ya que sus percep-
ciones pueden ser bastante diferentes. Por ejemplo, mientras la Conanp 
muestra el logro de un incremento planeado de la biomasa de peces, la 
población percibe una reducción no planeada de su gusto y cultura de pes-
car y comer dicho producto, o mientras se afirma que la calidad de vida ha 
mejorado, la población sólo percibe pequeñas mejoras económicas acom-
pañadas de más estrés y de una reducida disponibilidad de satisfactores de 
sus necesidades básicas (Rodríguez, 2015). 
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	 Algo similar se hizo en la evaluación de la situación de la localidad de Ba-
hía de los Ángeles (Baja California), que forma parte de la Reserva de la 
Biosfera Bahía de los Ángeles, Canales de Ballenas y de Salsipuedes, a la 
luz de los 17 ODS, que también se manejaron por separado. Nuevamente 
se encontró: en lo ambiental, alta productividad biológica y ecosistemas 
terrestres y marinos en buen estado, aunque amenazados por el crecimien-
to del turismo; en lo económico, existencia de pleno empleo pero sin me-
jorías claras en cuanto al monto y seguridad de sus ingresos; y en lo social, 
algunas mejoras como disposición de energía eléctrica y agua entubada, 
pero persistencia de problemas importantes como el acceso a servicios 
de salud, disponibilidad de medicamentos, transporte público, entre otros 
(Rodríguez, 2019).

	 Incluir los tres aspectos de la sostenibilidad ha significado un avance, aun-
que aún insuficiente porque el tema ha sido encarado como si se tratara de 
un sistema simple, es decir, sin considerar las interrelaciones entre los tres 
aspectos, característica fundamental de la complejidad, antes mencionada.

c)	 Evaluaciones que intentan capturar las interrelaciones de los tres compo-
nentes

	 Un primer paso consiste en recuperar al máximo posible la participación 
de los diferentes agentes del DS, ya que el éxito en la administración de 
los recursos naturales depende en gran medida de la aprobación y apoyo 
de las comunidades locales (Ostrom, 2009; Espinosa-Romero et al., 2014; 
Finkbeiner et al., 2018); incluso se recomienda incluir el conocimiento 
“no científico” adquirido por experiencia (Funtowicz y de Marchi, 2000). 
En un estudio realizado en 27 sitios donde se han aplicado los “Derechos 
de Uso Territorial para Pescadores” (TURF por sus siglas en inglés), el 
éxito se vincula con la participación de las cooperativas (Afflerbach, et al., 
2014).

	 Recientemente, el Primer Informe Nacional de Evaluación de la Efectivi-
dad del Manejo de las ANP de México (Conanp, 2020) muestra un cam-
bio alentador al incluir como uno de sus cinco componentes el vinculado 
a la Gobernanza y Participación Social, compuesto de siete indicadores: 
pueblos originarios, comunidades locales, reconocimiento de derechos, 
participación, beneficios, vecinos usuarios de tierras y agua, y educación 
y sensibilización. A pesar de este avance que recupera una buena parte 
de los múltiples agentes involucrados como parte de su complejidad, aún 
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resulta insuficiente para evaluar la calidad de vida de las poblaciones vin-
culadas a las ANP y los vínculos entre los componentes incluidos.

	 Para seguir avanzando en la evaluación de la complejidad de las ANP es 
necesario conformar grupos multidisciplinarios de evaluadores y trabajar 
con un enfoque de sistemas socioecológicos, es decir, sistemas compues-
tos por elementos naturales y sociales que interactúan y se retroalimentan 
constantemente (Ostrom, 2009), recuperando la idea de la mutua depen-
dencia de los elementos del sistema complejo, que “excluye la posibilidad 
de obtener un análisis por la simple adición de estudios sectoriales corres-
pondientes a cada uno de los elementos” (García, 2011: 67).

	 Actualmente, desde la academia estamos trabajando en el monitoreo y 
evaluación de la Reserva de la Biosfera Islas del Pacífico de la Península 
de Baja California con el propósito de recuperar la complejidad que la sos-
tenibilidad implica, mediante un enfoque multidisciplinario, metodología 
cuantitativa y cualitativa, conciencia de la complejidad de las interrela-
ciones existentes entre los ODS (Morin, 1994; García, 2006), tomando 
en cuenta incluso la necesidad de promover el poder ciudadano (Toledo, 
2015) y el enfoque de género (Tepichin et al., 2010.) 

Reflexiones finales

La sostenibilidad es un asunto complejo, que no puede encararse mediante la 
evaluación de sus componentes por separado. Esto se ve reflejado a nivel ad-
ministrativo porque se debe realizar un trabajo intersecretarial que involucre 
sistémicamente a las áreas de medio ambiente, vivienda, salud, educación, 
bienestar, entre otros sectores, tanto en el ámbito federal, como estatal y mu-
nicipal, así como en el poder legislativo y en las comunidades, en torno de los 
tres ejes básicos y los 17 ods en que se encuentran desglosados.

Los tres esquemas de evaluación de DS presentados han venido evolu-
cionando en el tiempo. En sus inicios, la evaluación institucional ha tendido 
a priorizar un aspecto de los tres que lo componen, en detrimento de los de-
más. En el caso de México, dicha tendencia ha priorizado el medio ambiente. 
Posteriormente, se consideraron los tres pilares o los objetivos de la Agenda 
2030, sin embargo, las evaluaciones han simplificado la realidad mediante un 
análisis de sus componentes por separado, negando una de las características 
fundamentales de la complejidad. En la actualidad, el gran desafío es intentar 
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trabajar interdisciplinariamente, resaltando las interrelaciones entre los ele-
mentos, sobre todo las que implican variables con comportamientos antagó-
nicos. Ese es el camino por el que está comenzando a transitar la evaluación 
de la Reserva de la Biosfera Islas del Pacífico de la Península de la Baja 
California en el Instituto de Investigaciones Oceanológicas de la Universidad 
Autónoma de Baja California (uabc), con las bases teóricas de García (2006 
y 2011) y Ostrom (2000 y 2009) entre otros, a pesar de que ellos no han tra-
bajado especialmente en ANP.
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